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Informes Anuales de La Comisión Interamericana de Derechos Humanos
INFORMES ANUALES DE LA COMISIÓN INTERAMERICANA 
DE DERECHOS HUMANOS 1991-2000* 
Estructura y Contenido
La Comisión Interamericana de Derechos Humanos tiene como tarea principal promover la 
observancia y la defensa de los derechos humanos en la región. En ejercicio de su mandato, 
entre otras funciones, realiza informes anuales sobre sus actividades y sobre el estado de 
los derechos humanos en la región, informes que presenta a la Asamblea General de la OEA. 
En dichos informes además, hace recomendaciones a los Estados miembros de la OEA 
sobre la adopción de medidas necesarias para garantizar la vigencia de los derechos 
humanos en la región.
Todos los años la CIDH adelanta una serie de actividades destinadas a recoger información 
sobre la situación de derechos humanos en los países miembros de la OEA, como son las 
visitas in loco, los cuestionarios a los países, la recepción de comunicaciones de diferentes 
fuentes incluyendo ONG. Esta recopilación de información se cristaliza en una publicación anual 
que es el informe presentado a la Asamblea General de la OEA a principios de cada año.
La estructura general del informe anual, si bien ha ido variando con el tiempo consiste en 
una corta introducción en la que se presenta el contenido, un capítulo relativamente 
estándar sobre origen y bases jurídicas de la Comisión, seguido de una relación de las 
actividades realizadas, incluyendo informes de los casos individuales admitidos por la 
Comisión. Luego se hace una descripción de la situación de los derechos humanos en la 
región, descripción que suele centrarse en algunos estados en particular’, y se finaliza con 
recomendaciones especiales a los estados. En ocasiones en los anexos o en el informe se 
encuentran informes especiales cortos sobre situaciones particulares, o de avance sobre 
investigaciones más grandes que esten siendo realizadas por la CIDH.
Los informes que anualmente presenta la Comisión a la Asamblea General de la OEA han 
variado en la última década tanto en el tipo de situaciones que considera para revisión como en 
su forma de presentación. En lo que se refiere al contenido, ha habido un aumento del interés 
de la Comisión por los derechos sociales económicos y culturales, cuando en un principio su 
actividad se concentraba en los derechos civiles y políticos. También ha habido un interés 
creciente por la situación de grupos poblacionales vulnerables, como las mujeres, los pueblos 
indígenas, los afroamericanos, los trabajadores migratorios y sus familias y  las poblaciones 
carcelarias. Y en ambos casos hay una tensión entre tratar la situación de los derechos sociales 
y de las poblaciones vulnerables en apartes especiales, o si integrarlos a la forma tradicional de 
los informes. Esta evolución se ha reflejado en la estructura de los informes.
La estructura se ha modificado para incluir los nuevos énfasis. En los años setenta y 
ochenta, los informes se concentran en la situación de los derechos civiles y  políticos, con 
informes específicos sobre los países que no tienen regímenes democráticos. Entre 1991 y 
1994 los informes anuales de la CIDH incluyen un elemento adicional, que es un capítulo 
especial sobre la situación de los derechos económicos, sociales y culturales en la región. 
La consideración de estos derechos en los informes anuales empieza a partir de la 
resolución 1044 de 1990, en que la Asamblea General de la OEA le ordena hacerlo.
Sin embargo a partir del informe de 1996, los informes anuales dejan de considerar los 
derechos económicos sociales y culturales como un aparte especial; en cambio, se incluyen
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en las revisiones especiales que se hacen de algunos países en el mismo informe anual, al 
mismo nivel que la revisión de los derechos civiles y políticos, considerados incluso como 
indivisibles los unos de los otros. A partir de 1998 la CIDH incluye un nuevo capítulo en sus 
informes: la publicación del seguimiento hecho al cumplimiento de las recomendaciones a 
los países de los cuales hizo informe especial. En todos los informes especiales recientes, 
se considera la situación socioeconómica de la población como parte del cumplimiento de 
los derechos humanos.
A medida que avanzan los años noventa, las consideraciones y recomendaciones de la 
CIDH incluyen cada vez más a grupos poblacionales vulnerables. Esta inclusión se refleja 
tanto en los contenidos de los informes de país como en el aumento de informes específicos 
sobre estos grupos poblacionales, que se incluyen algunas veces como capítulos 
independientes dentro del informe anual, y que otras ameritan un informe especial, como el 
de la situación de los pueblos indígenas del año 2000.
Tanto el enfoque poblacional que tiene en cuenta la situación de grupos vulnerables, como 
la mayor consideración de los derechos económicos, sociales y culturales, implican un 
mayor registro de las violaciones de los derechos sexuales y  reproductivos en la región. Sin 
embargo, son contadas las oportunidades en las que en las publicaciones de la CIDH se 
refieren específicamente a los derechos sexuales y reproductivos. Como tal la expresión no 
es utilizada, aunque algunas veces la Comisión se refiere a la salud sexual y reproductiva. 
Pero, mientras la CIDH se enfrenta cada vez más a los problemas de discriminación, 
violencia y  falta de atención estatal en salud, más se involucra en la protección de estos 
derechos, ya que estos problemas constituyen el centro de las violaciones a los derechos 
sexuales y  reproductivos en América Latina.
A continuación se presentan algunos apartes de los informes anuales de la CIDH, aquellos 
de mayor relevancia para la protección de los derechos sexuales y reproductivos en la 
región. Al comienzo de cada informe, hacemos un resumen de la totalidad del mismo, y  se 
presentan los puntos de mayor interés de ese año para los derechos sexuales y 
reproductivos.
1 Uno de los indicadores más im portantes del cum plim iento de derechos humanos en la región es la selección de  
países que hace la CIDH com o m erecedores de un seguim iento especial en e l inform e anual. Es de esta selección que  
surgen los inform es especiales sobre países, cuando la situación está particularm ente grave. Los criterios para esta 
selección han sido revisados en varias ocasiones. En la década de los 90, la CIDH dedicó e l año de 1995 a revisar 
estos criterios, criterios que se han forta lecido en los años siguientes. En la actualidad la CIDH revisa la situación de 
derechos humanos en particu la r de los estados en los cuales: a) los gobiernos no han llegado al p od e r p o r elecciones 
dem ocráticas; b) el libre e jercic io  de los derechos humanos se  i/e coartado p o r estados de excepción o de emergencia; 
c) existen pruebas fehacientes de violaciones masivas de los derechos humanos p o r parte del estado; d) se está en un 
proceso de transición de cualquiera de las situaciones anteriores.
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COMISION INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 
Informe Anual de 1991
El informe de 1991 marca un hito en lo relacionado con la salud sexual y  reproductiva, ya 
que este año la Comisión evaluó por primera vez el estado de los derechos económicos, 
sociales y culturales en el hemisferio, cumpliendo con la resolución 1044 (1990) de la 
Asamblea General de la OEA. La CIDH revisa dichos derechos en un capítulo aparte de los 
derechos civiles y políticos, basándose en informes presentados por algunos estados a 
otros organismos internacionales, y sobre un estudio presentado por la Organización 
Panamericana de la Salud (OPS).
En la primera parte del capítulo dedicado a los derechos económicos, sociales y culturales, 
la Comisión diagnóstica que la implementación y vigencia de estos derechos ha confrontado 
dificultades debido a la crisis económica de la década anterior, que resultó en el deterioro 
paulatino de las condiciones de vida de los habitantes de la región. La CIDH presenta un 
panorama de la situación regional de crisis económica, empobrecimiento y endeudamiento 
externo, y advierte sobre el impacto negativo de los ajustes económicos sobre los más 
pobres y en particular, los menores de edad.
El derecho a la salud es de los más afectados por la crisis. El servicio de salud pública y el 
acceso al agua potable son casi inexistentes para la mayoría. Hay altos índices de 
morbimortalidad materna e infantil, epidemia de cólera en Ecuador y  Perú, y el SIDA se ha 
incrementado especialmente en Brasil.
El informe de 1991 además reproduce un resumen de los informes presentados por algunos 
países de la región al Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las 
Naciones Unidas. En estos, los gobiernos presentan la situación de la población en lo 
referente a vivienda, salud, educación y trabajo, principalmente. No hay mención de la 
violencia o la discriminación contra las mujeres.
De los países sobre los cuales logró obtener datos, todos tienen en común una precaria 
situación económica, salvo Chile y Colombia. Se destaca en México una mejoría en los 
indicadores de salud y  los planes del gobierno, persistiendo sectores grandes de la 
población en miseria. En Argentina el servicio de la deuda tiene un impacto directo sobre 
los programas sociales, pero hay una mejoría en el cubrimiento de la educación. En Jamaica 
la crisis económica tiene un impacto negativo sobre los programas sociales, como en Costa 
Rica y República Dominicana. Chile y Colombia por su parte, evitan la crisis regional, 
incluso con crecimiento económico, sobretodo en Chile lo cual refleja en el cubrimiento de 
los planes sociales. En general la Comisión este año es muy poco crítica con la gestión de 
los países en la garantía de estos derechos, y la información tiene como única fuente los 
informes estatales a otros organismos multilaterales.
Se hace un aparte especial sobre la situación de los menores, aclarando que estos son una 
preocupación prioritaria del sistema. Denuncia el aumento de la población de niños de la 
calle, niños víctimas de violencia, expuestos a trabajos forzados, tortura, abuso sexual, 
prostitución y  delincuencia.
En todo caso el énfasis se sigue haciendo sobre los derechos civiles y  políticos, en el 
capítulo denominado “situación de los derechos humanos en varios estados"- y en este no 
se considera más que los derechos civiles y políticos amenazados por las situaciones de
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crisis como conflictos armados internos, gobiernos dictatoriales o golpes de estado en El 
Salvador, Cuba, Haití, Nicaragua, Panamá y Suriname.
En todo caso la Comisión insiste en las recomendaciones en que la vigencia de los derechos 
económicos, sociales y  culturales son la base de un desarrollo genuino y permanente, y  por 
consiguiente “los ajustes económicos deben estructurarse de tal manera que no 
perjudiquen aún más a los sectores de menores recursos, más vulnerables, y  que más han 
sido castigados por las situaciones internas de violencia y contracción económica". En este 
informe como en todos los siguientes, la Comisión va a insistir en la necesidad de los países 
miembros de ratificar las convenciones vigentes, en especial el Protocolo de San Salvador 
que protege los derechos económicos, sociales y culturales.
A continuación se destacan algunos apartes del informe de ese año, según su relevancia 
para la protección de los derechos sexuales y reproductivos.
Informe Anual 1991
COMISION INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 
Washington, D.C.
Capitulo VI.- Campos en los cuales han de tomarse medidas para dar mayor vigencia 
a los derechos humanos, de conformidad con la Declaración Americana de los 
Derechos y deberes del hombre y la Convención Americana sobre derechos humanos
* Estado de los derechos económicos, sociales y culturales en el hemisferio
Lo primero que cabe destacar es que la implementación y vigencia de los derechos 
económicos, sociales y culturales ha confrontado dificultades debido a la crisis económica 
por la que atraviesan los países del sistema interamericano. Como la promoción y vigencia 
de este tipo de derechos es de naturaleza progresiva y proporcional al desarrollo de cada 
país miembro, la exigibilidad de su cumplimiento ha quedado referido a las posibilidades 
que cada gobierno ha tenido para poder implementarlos.
Cabe señalar asimismo que principalmente para los países del área latinoamericana, la 
década de los 80 ha sido considerada como la “década perdida” por confrontar, la mayor 
parte de ellos, la crisis del endeudamiento, lo que trajo como consecuencia mayor 
empobrecimiento. Por ello el tema de la deuda externa se mencionó como una dificultad 
más para dar cumplimiento a la vigencia de estos derechos.
También cabe mencionar varios informes realizados por organismos internacionales en los 
que se señala que, en muchos casos, la utilización del crédito externo que originó el 
endeudamiento, estuvo destinado para la compra de armamento en países 
latinoamericanos.
Debido a la difícil situación económica que enfrentan la mayoría de países del área 
latinoamericana, los problemas de mayor incidencia son el deterioro paulatino del 
adecuado nivel de vida de los pobladores, la falta de recursos de todo tipo para la 
asistencia médica y salubridad pública, el alto índice de mortinatalidad y mortandad infantil, 
las altas tasas de desempleo y sub-empleo, el surgimiento de una economía informal y 
paralela al sistema formal, la inestabilidad de los sistemas económicos y niveles 
inflacionarios de gran magnitud, los altos índices de desnutrición, mayores tasas de
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analfabetismo, la escasez de viviendas decorosas y el grave deterioro del medio ambiente 
por factores de contaminación y sobre-explotación de valiosos recursos ecológicos, entre 
otros. Un ejemplo de este último caso estaría dado con la deforestación y tala 
indiscriminada de la selva amazónica que se halla en peligro por el abuso y degradación a 
que se ha visto sometida.
El caso del derecho a la salud, es uno de los más afectados por la crítica situación 
económica. Los niveles de salubridad pública y de servicios de agua potable son casi 
inexistentes para la gran mayoría de pobladores de la región.
Uno de los problemas que hizo crisis en materia de derecho a la salud el año 1990 se dio 
en el Perú, donde una epidemia de cólera, enfermedad de la miseria, azotó a este país, 
sacudiendo a la comunidad americana e internacional. La Organización Panamericana de 
la Salud (OPS), recalcó que sería muy difícil hallar una pronta solución a este grave 
problema debido a las actuales condiciones socio-económicas que enfrenta la región.
Se conoció de un total de 160.000 casos de cólera en el Perú, lo cual representa un tres por 
ciento de la población total del país. Un aproximado de 2.700 nuevos casos de esta 
enfermedad fueron registrados diariamente. Asimismo, se recibió información de que 
existieron rebrotes de esta enfermedad en un gran número de países latinoamericanos.
En Ecuador se estima que el número de infectados con el cólera está entre 2.000 y 5.000, 
habiéndose alcanzado una cifra mayor a los 100 muertos. Los estimados para Colombia 
fueron de mayor dimensión al haberse registrado 87.000 casos antes de tener bajo control 
a la enfermedad. Se supo que a la fecha se registraron 5 muertes y que 174 personas tienen 
la enfermedad. En Chile se registraron 31 casos y se presume que en el Brasil la 
enfermedad se está extendiendo, no obstante, de haberse registrado sólo 5 casos hasta el 
27 de abril de 1991.
Otro caso alarmante que afecta el derecho a la salud en el área es la aparición del síndrome 
de inmuno deficiencia adquirida (SIDA) especialmente en los Estados Unidos de América y 
en el Brasil.
En el caso del Brasil se vincula mucho su transmisión a la extrema pobreza y se entrelaza 
con el analfabetismo, debido a que la mayoría de las campañas que combaten esta terrible 
amenaza están basadas en volantes escritos y documentos gráficos que requieren de un 
nivel mínimo de alfabetismo.
Al analizar los informes presentados por los Estados al Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales de las Naciones Unidas se obtuvo la siguiente información:
Chile
En su informe de 1988, Chile señaló que a pesar de las dificultades que enfrentaba, como 
país en vías de desarrollo, la tasa promedio de crecimiento fue de 5%. Esta mejoría en su 
economía facilitó la reducción de la tasa de desempleo a una tasa promedio mayor al 8%, 
la estabilización de su inflación se mantuvo en un 20% anual aproximadamente para el 
quinquenio de 1983 a 1988. Existió una disminución en el déficit presupuestario del 
sector público y se continuó con una alta tasa de inversión pública. Se resaltó que los 
niveles de pobreza extrema habían declinado significativamente desde 1970 a pesar de 
la crisis.
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Señaló asimismo que la unidad básica familiar estaba constituida por los padres, o a falta 
de éstos los ascendientes, y los hijos. La discriminación por razón de sexos no existía. Los 
hijos menores de 21 años requerían de autorización de sus padres o tutores para viajar al 
extranjero o adquirir propiedades inmuebles. Además, la venta y prostitución de menores 
de edad constituía delito grave reprimido por las leyes chilenas.
La tasa de desempleo no fue mayor al 8.4% en 1987. La actividad sindical es permitida y 
Chile ha ratificado más de 40 Convenios de la Organización Internacional del Trabajo.
Con respecto al problema de vivienda, el Gobierno chileno señaló que estaba haciendo sus 
mayores esfuerzos para asegurar el acceso a una vivienda decorosa a la totalidad de la 
población. Se dijo que el problema de vivienda se agudizaba en ciudades de alta densidad 
demográfica. En Chile el problema de la migración campo-ciudad se agudizó luego de la 
reforma agraria en 1970. Sin embargo, se les estaba ayudando a estas personas con 
créditos hipotecarios para que adquiriesen una propiedad.
En el campo de la alimentación, Chile indicó que su tasa de desnutrición infantil había 
disminuido de un 15.5% en 1970 a un 9.1% en 1986. Ello, gracias al programa implantado 
por el gobierno de suministrar productos lácteos y chequeos médicos gratuitos a madres 
gestantes y niños menores de seis años de edad.
El programa total cubrió un total de 1’200.000 niños siendo el logro más positivo la 
disminución sustancial de la tasa de mortalidad infantil. Además, se indicó que la principal 
meta del Gobierno, en el área de la salud, era la de implementar servicios médicos para las 
personas menos favorecidas en el territorio de su país.
En el campo de la educación, se señaló que el sistema educativo chileno estaba dividido 
en tres etapas: la etapa inicial pre-elemental para niños menores de los seis años de edad, 
dándole especial atención a los más pobres; la segunda etapa, para niños de seis a catorce 
años, de carácter obligatorio que en el año 1986 cubrió el 94.4% del total de la población 
infantil; la tercera etapa, de educación secundaria, dura de cuatro a cinco años, que en el 
año 1986 cubrió a 680,000 jóvenes obteniendo la mayoría de ellos becas y subsidios 
estatales. La educación universitaria se imparte en 23 universidades de las cuales sólo 9 
son privadas; se promovía el acceso a las universidades mediante becas y préstamos 
gubernamentales a los estudiantes.
Se indicó que se estaban realizando especiales esfuerzos para el caso de la educación técnica- 
vocacional. Se señaló que el analfabetismo disminuyó casi un 50%. En lo referido al respeto 
de las culturas nativas, se indicó que se había presentado un plan para promover la integración 
de los indios Mapuche, pero conservando su idiosincrasia y características particulares.
México
En su informe de 1990, México indicó que a pesar de los grandes esfuerzos realizados por 
ese país en aliviar el nivel de vida de sus pobladores aún subsisten sectores que viven en 
la extrema pobreza. Para ello, se creó un Consejo Nacional de Solidaridad para ayudar a los 
grupos desfavorecidos.
En los sectores alimentación, salud, vivienda, educación existen graves problemas de difícil 
solución dentro del marco de una aguda crisis económica y de uno de los más altos índices 
de endeudamiento externo del tercer mundo.
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Se indicó que el Gobierno había adoptado un plan de desarrollo de cinco años (desde 1989) 
diseñado para consolidar la estabilidad económica, promover la inversión y modernizar la 
producción estructural.
Existe legislación especializada relacionada con la protección de la familia y los niños y se 
preveen medidas administrativas gubernamentales para asistir a las familias menos 
favorecidas, programas de planificación y organización familiar, protección de niños y 
adolescentes contra la explotación económica-social y abandono, y asistencia a los 
ancianos.
El derecho a la adecuada alimentación es una de las mayores preocupaciones del Gobierno 
mexicano al no haber alcanzado un nivel adecuado la producción alimenticia que cubra las 
necesidades de todo el país.
En relación con el problema de la vivienda, se señaló que por lo menos el 40% de las 
unidades de vivienda carecían de las instalaciones básicas, principalmente en las áreas 
urbanas debido a la sobrepoblación de éstas y la destrucción causada por el terremoto de 
1985. Por lo tanto, se ha implantado un programa masivo de reconstrucción y rehabilitación 
de viviendas de bajo costo para reubicar a un gran número de familias damnificadas.
Se señaló que los indicadores de salud revelaron una notoria mejoría: la tasa de mortalidad 
infantil declinó considerablemente; la medicina preventiva había alcanzado grandes logros 
en los campos del alcoholismo, drogadicción, adicción al tabaco y el SIDA.
En lo referido a la protección del medio ambiente, siendo México uno de los países con más 
alto índice de contaminación ambiental en el hemisferio, se resaltó que se había 
promulgado en 1988 la Ley de Equilibrio Ecológico y de Protección Ambiental que 
establecía las bases para una política ambiental integrada.
Argentina
En su informe de 1990, Argentina señaló que el servicio de su deuda exterior provocaba un 
empeoramiento evidente del disfrute de los derechos a la alimentación, a la vivienda, al 
trabajo, a la salud y a la educación.
Sin embargo, frente a estos problemas el Gobierno tenía proyectos en la esfera de la 
educación que consistían en elaborar un plan de enseñanza que garantice la formación de 
una sólida conciencia nacional y la participación del pueblo en la edificación de la nación. 
Los objetivos fundamentales en este ámbito perseguían el desarrollo completo del ser 
humano y de la personalidad, la promoción social del individuo, la solidaridad, la justicia 
social y el fortalecimiento del papel de la familia y de la enseñanza.
El gobierno tenía asimismo la Intención de organizar para las poblaciones rurales, 
autóctonas y fronterizas, modalidades de enseñanza integradas en los planes de desarrollo 
locales, provinciales y nacionales.
En lo referente a la formación continuada, se adelantan programas de educación 
permanente con el objeto de combatir el analfabetismo y elevar el nivel cultural de la 
población. También se está haciendo particulares esfuerzos para garantizar la igualdad y 
ampliar el acceso al sistema de enseñanza, garantizar la igualdad de oportunidades, 
organizar una administración escolar descentralizada que tuviera en cuenta las
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particularidades regionales, provinciales y locales; mejorar la calidad de la enseñanza, y 
crear bibliotecas, museos, centros científicos y culturales y clubes para jóvenes.
Se señaló además, que el 11 % del total de la cooperación extranjera que recibió Argentina 
para propósitos de desarrollo fue asignado al sector de la educación y cultura. Se 
estableció un órgano competente de Derechos Humanos del Ministerio del Interior para 
traer de vuelta al país a todos los niños que habían sido llevados al extranjero. El órgano de 
Derechos Humanos del Ministerio de Relaciones Exteriores, según el informe, está 
constantemente dirigido a promover los derechos humanos organizando seminarios que 
informen a la población sobre los derechos establecidos en los instrumentos 
internacionales en general y en los de derechos humanos en particular.
Asimismo, se informó que la educación en derechos humanos se impartía obligatoriamente 
desde los niveles pre-escolares hasta los niveles universitarios, así como también a las 
Fuerzas Armadas y a las de Policía.
Con relación al caso de la extrema pobreza se implemento el “ Plan Alimentario Nacional” 
(PAN) con el cual cada 15 días se distribuía alimentos a las personas más necesitadas y 
“bonos alimentarios” .
En lo referente a la educación se señaló que la libertad de enseñanza estaba garantizada 
por la Constitución argentina y por Ley específica. Además, los padres tienen libertad de 
impartir a sus hijos una educación moral y religiosa de acuerdo con sus propias 
convicciones. La educación primaria, secundaria y universitaria son gratuitas y existen 
bibliotecas públicas. Se recordó que en el artículo 16 de su Constitución se establecía la 
igualdad y no discriminación de ninguna persona por razones ideológicas, políticas, raciales 
o religiosas, y se mencionó que no existe ningún registro de casos llevado ante los 
tribunales argentinos por razones de discriminación racial.
Asimismo, se hizo referencia a un gran número de actividades controladas por la Dirección 
Nacional de Antropología y Folklore en la Secretaría Nacional de Cultura para realizar servicios 
de creación artística al interior del país. En cuanto a la educación impartida en las poblaciones 
indígenas, se indicó que en las regiones donde éstas viven se enseña los tres primeros años 
de educación primaria, en la lengua materna de los niños y que posteriormente ésta es 
bilingüe. Además, se ofrecen programas de educación de adultos y programas de 
alfabetización suplementados por cursos intensivos de entrenamiento vocacional.
Se enfatizó que se goza de plena libertad tanto de prensa como de los otros medios de 
comunicación. También se señaló que es una obligación por parte del Estado el asegurar a 
todos el disfrute de los beneficios del progreso científico y sus aplicaciones.
Colombia
En su informe de 1990, Colombia señaló que a pesar de las dificultades económicas y 
sociales que había tenido que afrontar desde varios años atrás, este país perseguía sus 
esfuerzos de desarrollo. La prudencia de su gestión económica le había permitido hacer 
frente al problema de la deuda externa y gracias a una tasa de crecimiento positiva, había 
podido hacer progresar su política social.
Colombia indicó asimismo que en 1986 el Gobierno diseñó un plan general de economía 
social basado en tres planes sectoriales; el Plan Nacional de Rehabilitación, el Plan para 
la Erradicación de la Pobreza Absoluta y el Programa de Desarrollo Integral Campesino.
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Para ejecutar dichos planes, el Gobierno creó tres organismos: la Consejería para el 
Desarrollo Social, la Consejería para la Reconciliación y Rehabilitación, y la Consejería 
para la Defensa, Protección y Promoción de los Derechos Humanos. Los cuerpos 
gubernamentales recién creados estuvieron encargados del fomento de la educación, 
salud y vivienda, entre otros campos que son materia de los derechos económicos, 
sociales y culturales.
El monto total de inversión social para los años 1989 y 1990 en Colombia fue del 46% de 
la inversión pública total. La política social del Gobierno se basó en el Plan Nacional de 
Rehabilitación, ejecutado para combatir la extrema pobreza y la reactivación de sectores 
menos favorecidos de la sociedad colombiana. Se indicó que los derechos económicos, 
sociales y culturales en Colombia tienen base constitucional y legal.
Referente al disfrute que tienen las comunidades indígenas de los derechos económicos, 
sociales y culturales, el Gobierno colombiano, a través de la División para Asuntos 
Indígenas del Ministerio del Interior, ha formulado una legislación específica para estas 
minorías, adicional a la existente para preservar la identidad cultural de la población 
indígena.
En el ámbito laboral, se resaltó que se habían ratificado los Convenios Laborales de la OIT 
para hallar soluciones viables a las violaciones contra la libertad sindical que había sufrido 
el país. Se calcula que en 1986 de dos a tres millones de niños habían estado trabajando 
en condiciones inaceptables, la Seguridad Social cubre el 30% de los trabajadores y se 
estima que entre el 30 o 40 % de la fuerza laboral del país se halla en el sector informal.
Se indicó que una de las causas del fenómeno de los “niños de la calle” era el deterioro de 
la unidad familiar entre la población más pobre del país pero que el Gobierno colombiano 
estaba implementando programas para combatir la inestabilidad familiar y el abandono de 
niños, vinculados con el desempleo imperante en las grandes ciudades. La tasa de 
natalidad y mortalidad habían disminuido en Colombia así como el crecimiento 
demográfico.
En lo referente al derecho de vivienda se estima que el 60% de la población colombiana 
goza de viviendas adecuadas con suministro de agua potable, electricidad y desagüe. 
Cinco es el número promedio de personas que habitan una vivienda; sin embargo, las 
condiciones de vivienda tendían a ser mejores en el campo que en las grandes ciudades, 
lo que se explica por el éxodo campo-ciudad. En Colombia, como en otros países, el 
sistema de tributación está diseñado para crear justicia social; la expresión de “pobreza 
absoluta” se utiliza para personas con un ingreso menor al salario mínimo y con difícil 
acceso a los servicios básicos.
En el caso de la salud se estableció que un promedio aproximado del número de médicos 
por habitantes era de 10 por cada 10.000 habitantes. Los servicios de salud están 
mayormente concentrados en las grandes ciudades, se planteó un proyecto para llevar 
medicamentos a los sectores de la población de menores ingresos al establecer farmacias 
en áreas remotas del país, las que suministrarían alrededor de 45 medicamentos básicos 
subsidiados de un 40% a un 50% de su valor real. Las estadísticas mostraron una 
disminución de algunas de las enfermedades, el entrenamiento del personal de salud ha 
mejorado a través de los años y se han descentralizado los centros de salud conducidos 
por el Ministerio de Salud.
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No obstante estos intentos, la diferencia entre el goce de servicios de salud en las áreas 
urbanas y rurales continuaba siendo considerable, pero dicha brecha se estaba 
estrechando. Se estima que aún un 20% de la población, básicamente en las áreas rurales, 
no goza de acceso regular a servicios de salud. Los principales objetivos para la 
erradicación de los problemas de salud en Colombia incluyen el incremento de la cantidad 
de médicos por habitante y de los servicios de salud así como apropiados programas de 
vacunación para infantes. Aparte de la seguridad social, existen las agencias privadas 
conocidas como “cajas de compensación familiar” que administran los fondos que por ley 
se obliga a dar a las empresas para subsidiar a las familias de sus propios empleados. La 
Seguridad Social provee servicio de cuidado pre-natal a las madres gestantes.
Se indicó que el ente encargado de velar por las regulaciones referidas a la seguridad e 
higiene de los trabajadores era el Ministerio de Salud, pero que a pesar de todos los 
esfuerzos de éste no llegaba a cumplir su función a cabalidad. Además, se resaltó que se 
estaba haciendo el mayor esfuerzo para centralizar la administración de las actividades 
referidas a la campaña contra el abuso de las drogas, que incluye un decreto que obliga a 
los centros de salud públicos o privados a aceptar en casos de emergencia a pacientes que 
no puedan costear tratamientos por abuso de drogas. Se indicó además que se habían 
realizado progresos en el desarrollo de una vacuna sintética contra la malaria pero que aún 
estaba en etapa experimental. El aborto está prohibido por ley en Colombia, pero en casos 
extremos se permitía el aborto por propósitos terapéuticos para evitar los abortos 
clandestinos. La partida de salud cuenta con un 15 a 20% del presupuesto nacional.
Jamaica
En su informe de 1990, Jamaica señaló que en ese país coexisten un gran número de 
religiones haciendo constar la libertad de cultos que estaba garantizada por la Constitución. 
Se indicó que el 95 % de la población era de origen africano y que no había problemas 
raciales. En cuanto a la estructura política se recordó que Jamaica formaba parte del 
Commonwealth desde 1962. Las principales actividades gubernamentales de Jamaica 
están destinadas a asegurar a la población los servicios básicos en materia de sanidad y 
educación.
La educación es gratuita hasta el nivel secundario. Por otro lado, se señala que el país no 
dispone de un rico patrimonio cultural pero se esfuerza, en el marco de programa 
pluridimensional, a favorecer la vida cultural, estimular los estudios históricos y desarrollar 
el turismo.
En lo referente al marco jurídico general que garantiza la protección de los derechos 
humanos, se señaló que aunque no todos los derechos económicos, sociales y culturales 
estaban expresamente enunciados en su Constitución, todos están reconocidos en su país 
por diversas disposiciones legislativas para cada caso. Sin embargo, en caso de violación 
de estos derechos, los particulares no disponían de recursos similares a los previstos en la 
Constitución para los derechos civiles y políticos. Se señaló que a pesar de no estar 
recogido expresamente el derecho al trabajo en una legislación especial, todo jamaiquino 
gozaba del derecho a ganarse la vida ejerciendo un empleo libremente elegido por éste. Se 
agregó que la tasa de desempleo de mujeres se elevaba al 28% en febrero de 1989 y que 
las mujeres empleadas en trabajos domésticos estaban incluidas en las estadísticas 
oficiales de la mano de obra. El éxodo intelectual constituía un grave problema que el 
Gobierno trataba de resolver aumentando la remuneración, mejorando las condiciones de 
trabajo y procediendo a una reforma de la administración.
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Se explicó que estaba garantizada la igualdad de remuneraciones entre hombres y mujeres 
por ley desde 1975, la tasa de desempleo de la población en edad de trabajar era en 1988 
del 18.9%, incluidas las personas que no solicitaban empleo. Se indicó además que se 
estaba preparando un plan quinquenal de desarrollo conjunto de la economía destinado, 
entre otras cosas, a mejorar la situación del empleo, y que la ley preveía, para las personas 
que perdieran su empleo por razones ajenas a su voluntad, subsidios que variaban en 
función de los años de trabajo.
El Programa de Desarrollo de los Recursos Humanos tenía por objeto mejorar la eficacia y 
la gestión de los servicios sociales, prestando especial atención a los sectores sociales más 
desfavorecidos. El Programa, cuyo costo se estimó en 381 millones de dólares para el 
período 1989-1994, era de iniciativa pública y no había sido objeto de consultas tripartitas.
En lo pertinente al derecho a la seguridad social se indicó que el porcentaje del PNB 
consagrado a la seguridad social era poco elevado debido a la amplitud de la crisis 
económica que sufrió Jamaica en el decenio de 1980. La concertación de acuerdos con las 
instituciones financieras internacionales había exigido una reducción de los gastos 
presupuestarios y por ende, de los créditos destinados a los servicios sociales.
No obstante, en el plan quinquenal de desarrollo se preveía la ampliación del campo de 
aplicación y la mejora del sistema de afiliación a la seguridad social. En 1987, el 7.3% de la 
población jamaiquina tenía más de 65 años, edad a partir de la cual las mujeres pueden 
cobrar una pensión, mientras que los hombres puedan hacerlo a los 67 años.
En la protección de la familia, las madres y los niños, se explicó que la política demográfica 
del Gobierno tenía por objeto mejorar las condiciones de existencia de la población, 
limitando al mismo tiempo el crecimiento demográfico para asegurar un desarrollo 
económico y social satisfactorio. En ese marco, los programas de planificación familiar 
estaban llamados a desempeñar un importante papel, especialmente en materia de 
información y de educación. El Consejo Nacional de Planificación Familiar, además de sus 
actividades en esta última esfera, estaba encargado de formar al personal destinado a 
asesorar a las familias. En más de 370 clínicas, repartidas por todo el país, se prestaba 
asistencia clínica y quirúrgica necesaria, se distribuían anti-conceptivos y se impartía 
asesoramiento médico.
En lo referente a la familia y al matrimonio se señaló que la unión libre era un fenómeno muy 
extendido en Jamaica, pero que era imposible estimar su importancia real, y que si esa 
unión no confería a los cónyuges los mismos derechos de una unión legal, los hijos nacidos 
de ella disfrutaban, en virtud de la ley sobre la condición jurídica de los niños, de los mismos 
derechos que los concebidos dentro del matrimonio legal.
Por otra parte, la anulación del matrimonio debía ser pronunciada por el Tribunal Supremo; 
la ruptura irremediable del vínculo conyugal, seguida de una separación de un año por lo 
menos, constituía el único motivo de divorcio, y la ley relativa al matrimonio civil era de 
aplicación general.
Dentro del derecho a un nivel de vida adecuado se señaló que existen grupos de 
pobladores que están muy afectados por las medidas de austeridad económica, 
recordándose los objetivos del programa de desarrollo de los recursos humanos, que eran 
el mejorar la eficacia y la gestión de los servicios sociales, ampliar los programas 
alimentarios destinados a los grupos más vulnerables, crear empleos, facilitar material
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educativo a los alumnos de la enseñanza primaria, conceder créditos a las pequeñas 
explotaciones agrícolas y solucionar los problemas de la vivienda.
La pobreza era mayor en el medio rural que en el urbano, gran parte de la población sufría 
de malnutrición, por ello, el Programa de Ayuda Alimentaria se extendía a un millón 
personas: seiscientas mil recibían cupones para alimentación y cuatrocientos mil escolares 
se beneficiaban del programa de alimentación especialmente destinado a ellos.
En el campo del derecho a la vivienda se subrayó los graves problemas con que había 
tropezado Jamaica. Así, en 1986, 121.000 viviendas no tenían ni agua potable ni servicios 
sanitarios, mientras que 26.000 estaban demasiado deteriorados para poder ser reparados, 
y las viviendas existentes estaban superpobladas. Para hacer frente a estos problemas, ya 
en 1988 se habían restaurado 2.803 viviendas en el marco de diversos programas, y el plan 
quinquenal preveía la renovación de 3.000 viviendas cada año y la instalación de 2.500 
servicios sanitarios.
La política de gobierno en esta materia tenía por objeto, entre otras cosas, crear 
condiciones de mercado adecuadas, orientar capitales al sector vivienda para incentivar 
mayor oferta de éstas, y agilizar la remodelación de las existentes, dándole prioridad a los 
grupos de menores ingresos. Asimismo, se indicó que aproximadamente el 77% de 
préstamos del Banco Nacional de Vivienda habían beneficiado a estos grupos.
Al referirse a los efectos de las medidas de austeridad nacional propuestas por el Gobierno 
en el programa de ayuda alimentaria, se señaló que la pobreza estaba más extendida en las 
áreas rurales que en las urbanas, pero que un sistema de familias extendidas mitigaba en 
cierta manera este problema, al proveer alimentos y vivienda a sus parientes necesitados. 
Por lo tanto, la cantidad total de ayuda para la alimentación no fue el único indicador del 
estado nutricional de la población. En el campo del derecho a la salud, Jamaica resaltó que 
se habían tomado varias medidas para elevar el nivel y la calidad de los servicios de salud, 
las cuales incluían la renovación o construcción de hospitales y clínicas, el mejoramiento de 
los programas de servicios locales de salud, en la distribución de medicinas, y el 
establecimiento de un fondo nacional para administrar y mantener los bienes, edificios y 
equipos del Ministerio de Salud.
Además, se implementaron proyectos prioritarios financiados por organizaciones de 
beneficencia para suministrar el abastecimiento de agua potable en las poblaciones rurales. 
Asimismo, el Gobierno inició un programa de desarrollo de recursos humanos para 
combatir la pobreza. Refiriéndose al tema del SIDA, se explicó que se habían registrado 
140 casos hasta noviembre de 1989. Sin embargo, las autoridades pertinentes no estaban 
contemplando la posibilidad de la promulgación de leyes específicas en esta materia, 
prefiriéndose informar a la población y solicitando la ayuda y comprensión de ésta con los 
infectados con dicha enfermedad. Además, no se había registrado ningún tipo de 
discriminación contra las personas que sufrían de SIDA.
Se indicó que el “reggae” era un importante elemento dentro de la cultura jamaiquina y que 
siempre ha sido una influencia extremadamente positiva. Además, en una sociedad donde 
se garantiza a todos la libertad de expresión, algunos cantantes de este ritmo promovían 
personalmente el uso de drogas pero sin perjuicio del firme compromiso de las autoridades 
y la población para combatir este mal. En el campo de la educación, se expresó que la tasa 
de analfabetismo fue de 18.02 % en 1987, las tasas más elevadas se encuentran entre los 
grupos de 50-54 y 60-64 años de edad.
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La educación es obligatoria por ley, y durante el año académico de 1987/1988, 98 % de los 
niños de 6 a 11 años de edad recibieron educación primaria, 97.3 % de ellos fueron a 
escuelas públicas. Sin embargo, se enfatizó que no obstante los esfuerzos realizados por 
el Gobierno y sus autoridades, en 1990 la cifra real de niños que asistieron representó sólo 
el 78 % del número total de inscritos.
República Dominicana
En su informe de 1989, la República Dominicana señaló que a pesar de los grandes 
esfuerzos realizados por su Gobierno, era difícil garantizar el goce de los derechos 
económicos, sociales y culturales en algunas áreas debido a la debilidad de sus 
instituciones gubernamentales.
Se indicó que la Constitución dominicana incluye en sus disposiciones los derechos 
económicos, sociales y culturales. Señaló que los extranjeros gozan de los mismos 
derechos y privilegios que sus ciudadanos y que no existe xenofobia ni discriminación por 
razones de raza, color o religión, que siempre se le ha conocido como el país del exilio 
voluntario, que las mujeres no sufren de discriminación y que éstas juegan un papel activo 
en la vida económica del país.
En lo referente al derecho al trabajo, se indicó que el salario mínimo mensual era de 1.120 
pesos (US$97.40 dólares) y que la tasa de desempleo varió de 28.5 % en 1986 a 20.8 % 
en 1988. Se hizo hincapié en que era muy difícil la obtención de estadísticas reales por sexo 
y edad debido a la amplia tasa de empleos en la economía subterránea y el sector informal. 
La jornada laboral, tanto como para hombres como para mujeres, estaba establecida en el 
contrato de trabajo pero que ésta no podía exceder de 44 horas semanales, entendiéndose 
que la semana laboral terminaba el día sábado al mediodía.
Los trabajadores temporales que considerasen que sus derechos eran vulnerados de 
alguna manera podían dirigirse a la Secretaría de Estado para Trabajo, un organismo 
ministerial para la solución y revisión de conflictos laborales entre trabajadores y 
empleadores. El salario mínimo vital es establecido por el Comité Nacional de Salarios, el 
cual está integrado por representantes de la administración pública, empleadores y 
trabajadores. Los montos de los salarios mínimos son revisados por el Comité cada tres 
años. No hace ningún distingo entre las diversas ramas de la economía, pero puede 
determinar distintos montos de salarios para las zonas urbanas y rurales, de acuerdo con 
las necesidades del país.
En el derecho a la sindicalización, se indicó que existen muchas organizaciones gremiales 
y sindicales en la República Dominicana y que se ejercita libremente este derecho. Además, 
los trabajadores pueden hacer uso del derecho a la huelga cuando lo estimen conveniente, 
siempre y cuando se observe y respete lo prescrito por el Código Laboral. Los servidores 
civiles no tenían este derecho en casos en que estos servicios públicos sean esenciales 
para el normal funcionamiento de la sociedad.
En lo concerniente a la protección de la familia, se señaló que el matrimonio era la base 
legal de la familia dominicana. La mujer embarazada empleada por el Estado o sus filiales, 
está facultada a dejar de trabajar seis semanas antes a la fecha prevista para el parto así 
como seis semanas posteriores a éste. Durante el período de licencia la madre gestante 
trabajadora mantiene su sueldo y su puesto, con todos los derechos y ventajas 
provenientes de éste. La edad mínima para el retiro es de 60 años, siendo igual para
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hombres y mujeres. La situación de las mujeres auto-empleadas y en el trabajo doméstico 
no se encuentra cubierta por el sistema de Seguridad Social.
Se indicó también que había 94.165 niños entre las edades de 10 a 14 años involucrados 
en la actividad productiva laboral, significando aproximadamente el 17% de la población 
económicamente activa. Tal porcentaje parecería elevado pero debía apreciarse dentro del 
contexto del alto índice de desempleo de la República Dominicana. Se informó sobre 
medidas legislativas para reducir el número de niños abandonados y protección del menor 
contra la explotación. Bajo la legislación, los padres son los responsables de velar por sus 
menores hijos para el bien de la sociedad; cualquier padre que no proveyese dicha 
manutención o se negase a hacerlo podría ser llevado a prisión por un período de dos años. 
Se adoptaron medidas especiales para la protección y educación de niños “excepcionales” 
y minusválidos, y se crearon centros para ayudar a la rehabilitación de delincuentes 
juveniles. Las sanciones contra las regulaciones y abusos contra el trabajo de mujeres y 
niños estaban establecidas en el Código Laboral y eran las mismas que se aplicaban para 
los varones adultos.
En lo referente al derecho de un nivel de vida adecuado, se indicó que el derecho a la 
vivienda y el derecho a una adecuada alimentación estaban garantizados por la 
Constitución. Sin embargo, existía una gran brecha entre las afirmaciones constitucionales 
y la realidad práctica de su aplicación. El Gobierno estaba haciendo su mayor esfuerzo para 
garantizar la concretización de estos derechos recién señalados.
La tasa de construcción de viviendas para familias de bajos ingresos había aumentado 
considerablemente a pesar de estar enfrentando este país un alto índice de crecimiento 
demográfico. La legislación de Control de Alquileres fue adoptada en 1959 para proteger 
a los inquilinos de posibles abusos.
En el tema de derecho a una adecuada alimentación, varias agencias de las Naciones 
Unidas, incluyendo la FAO, proveen asistencia técnica para la agricultura dirigida 
principalmente a la producción de productos alimenticios. A nivel nacional, existe un 
instituto encargado de la estabilización de precios, distribución de alimentos para familias 
de pocos recursos económicos y actúa como agencia de financiamiento y crédito 
agropecuario. Se estaban haciendo esfuerzos para abastecer con servicios de electricidad 
y agua potable a la totalidad del país.
En lo referente al derecho a la salud, se indicó que el órgano gubernamental encargado de 
la promoción de la salud era la Secretaría de Estado para la Salud y Seguro Nacional. Esta 
tiene la tarea de velar por la salud de la población e implementar programas de asistencia 
social para personas de escasos recursos, quienes cuentan con asistencia médica gratuita 
en el sistema de seguridad social.
Se informó igualmente que existían hospitales públicos distribuidos a través de todo el país 
dependiendo de la densidad poblacional de cada región y que se estableció una cadena de 
“farmacias populares” para personas de escasos recursos. Se han combatido exitosamente 
un cierto número de enfermedades endémicas y epidémicas así como enfermedades 
tropicales. Como resultado de un programa obligatorio y sistemático de inmunización y 
vacunación, la tasa de mortalidad infantil decreció significativamente.
En el campo de la educación, se señaló que la tasa de analfabetismo para 1983 fue del 
1.33%, aunque el número de personas con problemas de lectura y escritura era mucho
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mayor. La compra de textos educativos para la educación primaria estaba subsidiada por 
el Estado, se incentivaba a los maestros de primaria con aumentos salariales periódicos. El 
número total de alumnos inscritos en la educación secundaria y superior era de 1 ’884.300, 
de los cuales 1’297.000 en el primer ciclo, 463.000 en el segundo ciclo y 123.700 en el 
tercer ciclo.
Costa Rica
En su informe de 1991, Costa Rica indicó que se había promulgado en 1990 un acta sobre 
la promoción de igualdad entre hombres y mujeres la cual había ocasionado cambios 
significativos en el status de la mujer en la sociedad costarricense. Esta reforma legislativa 
había sido diseñada para establecer un programa de acción con miras a eliminar cualquier 
forma de discriminación contra la mujer en Costa Rica, especialmente dirigida a su 
participación en la vida política del país, su acceso a diversos empleos, particularmente en 
el servicio civil, igualdad en el matrimonio y en las condiciones de trabajo. El acta señala el 
establecimiento de un departamento especial para la protección de los derechos humanos 
cuya esfera de competencia incluye la protección de los derechos de la mujer. Se señala 
igualmente que el 4 de febrero de 1990, se organizaron las elecciones generales, nacionales 
y locales las décimas desde 1953 y se llevó a cabo la transferencia del poder sin ninguna 
dificultad, confirmando una vez más su tradición democrática.
El espectro político, legal y socioeconómico del país está especialmente orientado al 
espíritu democrático, la libertad e independencia. Varias disposiciones legales garantizan la 
plena igualdad de todos ante la ley y prohíbe toda forma de discriminación basada en raza, 
sexo, edad, religión, situación familiar, opiniones políticas, origen social o situación 
económica. Costa Rica tiene 2.6 millones de habitantes, incluyendo 9.5% de origen 
africano y un grupo de 4.500 indígenas.
Las comunidades negras gozan de todos los derechos reconocidos por la Constitución y la 
legislación nacional. Las comunidades indígenas viven en los parques nacionales instalados por el 
Gobierno para la protección de la fauna y la flora, cubriendo alrededor del 11 por ciento del país.
Dentro de estos parques, los habitantes indígenas están facultados a hacer uso de las 
aguas y todos los recursos naturales, con excepción de la madera, y están capacitados 
para la cría de ganado y cosechar pudiendo luego vender su excedente de producción fuera 
de los parques nacionales. Aunque la educación para las comunidades indígenas era dada 
en español durante los siete años de período escolar, se inició un intento de proporcionar 
la cuarta parte del período escolar en lenguaje Bribri.
Además, se pensaba implementar un proyecto para censar a los indios y otorgarles tarjetas 
de identidad para así acelerar el desarrollo económico y social de esas comunidades. Se 
indicó, que las tarjetas de identidad era iguales para todos los costarricenses, sin importar 
su origen étnico.
Se reconoce el derecho a la sindicalización para los trabajadores, habiéndose ratificado los 
tratados de la OITcorrespondientes. El derecho de huelga está reconocido por la legislación 
costarricense, y los sindicatos tienen el derecho de agruparse en federaciones y 
confederaciones. El porcentaje de fuerza activa de trabajo del sector público que pertenece 
a un sindicato equivale a un 82% de los trabajadores, y era de un 48 % en el sector privado. 
Sin embargo, se hizo hincapié que había habido una drástica disminución, en Costa Rica, 
de personas que se estaban afiliando a sindicatos desde 1985.
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En el campo de la seguridad social, la legislación nacional establece que los empleadores 
están obligados a proveer seguros individuales y colectivos a todos sus trabajadores. En lo 
referente a la protección de la familia, se indicó que la legislación costarricense reconoce a 
la familia como unidad natural y base de la sociedad recibiendo especial protección del 
Estado.
Lo concerniente al derecho a un adecuado nivel de vida es básicamente controlado por la 
Oficina de Beneficencia Pública. Este organismo gubernamental se encarga de mejorar el 
nivel de vida y bienestar de las familias, madres solteras, niños, y coordinar programas de 
asistencia para las familias y los menores. Los programas de vivienda otorgan incentivos 
monetarios; desde 1978 hasta 1990 cerca de 200.000 familias se han beneficiado con los 
programas de vivienda, y se espera que hasta 1994, entre 80.000 a 100.000 familias 
adicionales sean beneficiadas, por ello, la vivienda propia era cada día más accesible a un 
número mayor de familias de bajos ingresos, y los alquileres eran relativamente bajos. El 
Acta de Alquileres de 1939, fue revisada últimamente, otorga protección especial a los 
inquilinos y principalmente evitar la pérdida de su vivienda.
En lo referente al derecho a la salud se resaltó que su sistema legal contiene 
disposiciones que regulan la estructura y funcionamiento de la asistencia médica y los 
esfuerzos relativos a combatir las enfermedades. Casi la totalidad de enfermedades 
infecciosas inclusive la malaria, la lepra y la tuberculosis han sido erradicadas y se ha 
establecido un programa para combatir el SIDA y otras enfermedades. La expectativa de 
vida fue de 73.7 años de edad en 1988, siendo más alta que la registrada en 1965 que 
fue de sólo 65.6 años.
El sistema de educación básica general, cuenta con educación primaria, y los tres primeros 
años de educación secundaria, que es obligatoria y gratuita. Asimismo, se imparten cursos 
de educación cívica a niños con la finalidad de enseñarles los diversos instrumentos 
internacionales de derechos humanos así como el funcionamiento legal e institucional que 
existe en Costa Rica en esta materia. Se señaló que existían cuatro grandes universidades 
y que el 65 %de los estudiantes contaban con becas.
Conclusión
En conclusión, luego de la información obtenida de los informes de los países estudiados 
como muestra representativa del hemisferio, se puede apreciar que no obstante los 
esfuerzos realizados por los Gobiernos del área por implementar y asegurar el goce de los 
derechos económicos, sociales y culturales a los pobladores de sus respectivos países, en 
la realidad de los hechos, la situación del goce de estos derechos está bastante restringida 
a las posibilidades que cada Estado miembro tiene para llevar a cabo programas masivos 
de aplicación.
Sin embargo, los intentos continúan y se tuvo conocimiento que los días 12 y 13 de 
diciembre de 1991, se llevó a cabo la IX Cumbre de Presidentes Centroamericanos en la 
ciudad de Tegucigalpa, Honduras. Producto de dicha reunión fue la “Declaración de 
Tegucigalpa” en la cual se examinaron los desafíos políticos, económicos y sociales que 
enfrenta la región centroamericana y las posibles formas de solución en conjunto.
La situación económica y financiera que atraviesa el hemisferio hace muy difícil que los 
Estados cumplan a cabalidad con lo establecido por los instrumentos internacionales 
pertinentes. Por ello, y no obstante las dificultades expresadas se insta a los Estados
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miembros realicen mayores esfuerzos para poder alcanzar un nivel mínimo de desarrollo. En 
muchos casos se señala que la miseria es una fuente de conflictos político-sociales 
rebasando su esfera meramente económica, por lo cual ahora se reconoce, 
intemacionalmente, que “el nuevo nombre de la paz es desarrollo” .
De allí pues que la indivisibilidad del goce de los derechos humanos, tanto los civiles y 
políticos como los económicos, sociales y culturales resulte prioritario para la solución de 
los problemas que aquejan al hemisferio. Por ello, como se señala al inicio del presente 
informe preliminar, se recomienda y exhorta a los Estados miembros de la Organización que 
todavía no lo han hecho a que ratifiquen el Protocolo de San Salvador para así poder contar 
con un valioso instrumento que proteja nacional e internacionalmente los derechos 
económicos, sociales y culturales en el hemisferio.
* La observancia de los derechos de los menores
1. Los derechos humanos de los niños
El tema de la protección de los derechos humanos de los niños se ha convertido en una 
preocupación prioritaria en el hemisferio. El fenómeno no es nuevo pero se ha acentuado 
en nuestros tiempos, convirtiendo a los niños en víctimas de la violencia; de la tortura; 
sujetos a trabajos forzados en condiciones de esclavitud; de venta para fines de adopción 
y en algunas circunstancias como donantes involuntarios de órganos; de los conflictos 
armados, en los cuales son muchas veces compelidos a participar.
En un esfuerzo por reafirmar y consolidar los derechos del niño en el ámbito internacional, 
la Asamblea General de las Naciones Unidas adoptó por unanimidad la Convención sobre 
los Derechos del Niño el 20 de noviembre de 1989, trigésimo aniversario de la Declaración 
de los Derechos del Niño. La Convención, entró en vigor el 2 de septiembre de 1990, y 
representa un verdadero avance en el reconocimiento de esos derechos.
La reafirmación de una amplia gama de derechos fundamentales previstos en la 
Convención elimina cualquier duda que pudiera subsistir sobre el lugar del niño en el 
derecho internacional de los derechos humanos. Además, la Convención resalta con su 
valor didáctico, la evidencia del derecho consuetudinario internacional.
Trátase al niño no como un mero objeto del derecho a una protección especial, sino un 
sujeto de todos los derechos reconocidos por la normativa internacional como “derecho de 
persona” e incorpora algunos derechos previamente reconocidos a nivel de declaraciones.
En lo que atañe a la aplicación de la Convención en el ámbito interno, los Estados Partes al 
ratificarla se comprometen a respetar los derechos enunciados en la Convención y a 
asegurar su aplicación a cada niño sujeto a su jurisdicción, así como a adoptar todas las 
medidas administrativas, legislativas y de otra índole para dar efectividad a los derechos 
reconocidos en la mencionada Convención.
Hasta la fecha la Convención fue ratificada por 107 países, entre los cuales 29 son Estados 
miembros de la OEA. Son ellos: Argentina, Bahamas, Barbados, Belize, Bolivia, Brasil, 
Canadá, Chile, Colombia, Costa Rica, Cuba, Dominicana, Ecuador, El Salvador, Grenada, 
Guatemala, Guyana, Honduras, Jamaica, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, 
República Dominicana, San Cristóbal y Nieves, Trinidad y Tobago, Uruguay y Venezuela. Los 
cuatro Estados miembros de la OEA signatarios de la Convención son los siguientes: Antigua
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y Barbuda, Haití, Santa Lucía y Suriname. Los dos Estados miembros que todavía no han 
firmado ni ratificado la Convención son Estados Unidos y San Vicente y las Granadinas.
1.2 Niños en situaciones especialmente difíciles
La explotación de los niños:
El drama que viven cuarenta o cincuenta millones de niños en las calles de los grandes 
centros urbanos en los países de América Latina se ve agravado en ciertos casos por el 
exterminio y la tortura a que son sometidos los menores en manos de escuadrones de la 
muerte y de la propia policía. La mayoría de las víctimas son varones, en cuanto que las 
niñas son por lo general sometidas a abusos sexuales; los niños abandonados en las calles 
son también vulnerables a la drogadicción, al abuso sexual y a la delincuencia.
Las investigaciones de los casos de violencia que afecta a los niños de la calle se 
caracterizan por la impunidad. Sin embargo, de conformidad con informaciones recibidas 
en la Comisión, algunos países están tomando medidas para remediar esa situación.
Los factores que llevaron al aumento de la población de los niños de la calle se debe más 
que todo al crecimiento de los centros urbanos, el problema de la deuda externa de los 
países en desarrollo, las sequías que provocan el éxodo rural, guerras civiles, decadencia 
del medio ambiente, el SIDA y el incremento de la población, especialmente en los casos 
de las adolescentes, madres solteras en las calles, víctimas de la prostitución.
En América Latina, el 1% de los niños entre diez y catorce años trabajan en condiciones 
de explotación que perjudican su desarrollo físico, mental y moral. Son niños que cuentan 
con las edades mencionadas, por lo general, concentrados en trabajos de agricultura, 
servicio doméstico y en sectores de servicio urbano donde se hace muy difícil detectar este 
tipo de abusos.
El trabajo forzado somete a estos niños a condiciones que son perjudiciales para su 
crecimiento, tales como la insalubridad y el exceso de horas laborales, pago insuficiente o 
inexistente, malnutrición y la imposibilidad de tener acceso a una educación. El factor más 
deplorable en esos casos ocurre cuando los propios gobiernos toleran dichas 
irregularidades.
La Convención sobre los Derechos del Niño establece la protección del niño cuando es 
víctima de la explotación en el contexto de trabajo (art. 32); del uso ilícito de estupefacientes 
(art. 33); del abuso sexual (art. 34); del secuestro o venta de niños (art. 35); y de todas las 
demás formas de explotación (art.36).
El menor delincuente:
Uno de los mayores riesgos que enfrentan los niños de la calle es la delincuencia. Mientras 
todavía son chicos los menores encuentran la simpatía de la gente que garantiza sus 
necesidades inmediatas, esto no sucede cuando crecen y necesitan utilizar otros recursos 
para garantizar su supervivencia. Es en esa etapa que los niños menores de 18 años 
pueden fácilmente convertirse en delincuentes.
De ahí surge el problema de la inimputabilidad penal del menor cuando es sometido al 
sistema de la administración de justicia del Estado. En la mayoría de los países existen
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jueces especializados en minoridad y familia, partiendo del principio de que ¡os problemas 
de los menores involucran a todo el núcleo familiar.
Un niño privado de su libertad no deberá estar incomunicado, ni deberá estar recluido en 
establecimientos para adultos. El sistema carcelario es hoy un factor fundamental para el 
inicio de una carrera delictiva, puesto que así como la prisión aplica programas para corregir 
a los infractores, también pone en práctica mecanismos que solidifican la delincuencia.
Los artículos 37 y 40 de la Convención sobre los Derechos del Niño se refieren a los niños 
acusados de haber cometido algún crimen (menores delincuentes); el artículo 40 se aplica 
solamente a niños acusados de haber infringido las leyes penales; el artículo 37 se refiere 
al niño que supuestamente por cualquier motivo haya sido privado de su libertad.
Niños en los conflictos armados:
La protección de los menores en conflicto armado esta prevista en el artículo 38 de la 
Convención sobre los Derechos del Niño. El párrafo 1 establece lo siguiente: “Los Estados 
se comprometen a respetar y velar por que se respeten las normas del derecho 
internacional humanitario que les sean aplicables en los conflictos armados y que sean 
pertinentes para ei niño” .
Sin embargo, y a pesar de la especial protección existente para los menores, los efectos 
más directos del conflicto armado son sufridos por los niños en su salud física o mental; 
por causa de las guerras muchos niños murieron o quedaron impedidos debido a 
bombardeos, campos minados de explosivos, armas de fuego y tortura.
Los menores adolescentes, principales víctimas de los reclutamientos arbitrarios, se ven 
directamente involucrados en los enfrentamientos, y por lo general, aquellos que viven en 
áreas remotas y de difícil acceso tienen menos posibilidades de encontrar protección.
Los traumas psicológicos en los niños son menos visibles pero no por eso menos 
impactantes. Son niños que presenciaron matanzas de gente en sus pueblos o que fueron 
secuestrados amenazados y golpeados y perdieron a sus padres o hermanos y que fueron 
muchas veces los testigos directos de sus asesinatos.
1.3. La observancia de los derechos de los niños en los Estados miembros:
Muchos de los Estados miembros de la Organización de Estados Americanos, han adecuado 
sus legislaciones nacionales a los principios consagrados en la Convención sobre los 
Derechos del Niño y han formulado programas especiales con la finalidad de atender la 
realidad actual de los niños en los diferentes sectores de la sociedad donde viven.
Con el objeto de cumplir con la recomendación de la Asamblea General antes mencionada y 
ante la solicitud de la Comisión, varios Estados miembros de la OEA hicieron llegar información 
sobre la forma en que se han dedicado a la observancia y promoción de los derechos de los 
niños. Se incluye a continuación información enviada por los Estados miembros.
Colombia
En Colombia las leyes internas se han encargado, desde hace algún tiempo, de la 
protección preventiva y especial de los menores de edad, mediante la expedición de
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diversos estatutos y de la organización de servicios e instituciones que han ¡do 
evolucionando de acuerdo con las necesidades del país.
Mediante la Ley 75 de 1968 se creó el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF), 
entidad dependiente de la Presidencia de la República y del Ministerio de Salud, encargada 
de brindar y organizar la protección preventiva y especial hacia los niños colombianos. Esta 
ley creó, asimismo, vinculados al ICBF, los Defensores de Menores en todo el país y 
estableció disposiciones tendientes a garantizar la paternidad responsable.
Posteriormente, la Ley 7 de 1971 creó y organizó el Sistema Nacional de Bienestar Familiar, 
adscribiéndole todas las entidades públicas y privadas que en Colombia atienden y realizan 
labores en el campo de la atención familiar, con la finalidad de que el servicio público de 
bienestar familiar, se preste de manera orgánica y uniforme en todo el territorio nacional.
En los últimos años, Colombia ha registrado avances en materia de protección de la niñez 
y la familia, entre ellos, la expedición del Decreto Ley 2737 de 1989 o Código del Menor; la 
creación de la Procuraduría Delegada para la Defensa del Menor y la Familia, la 
organización especializada de la Jurisdicción de Familia, mediante el Decreto Ley 2272 de 
1989, que crea trescientos ventidos Juzgados de Familia, de Menores y Promiscuos 
ubicados en los más importantes municipios de Colombia; la creación de la Consejería 
Presidencial para la Mujer, la Juventud y la Familia y finalmente la ratificación de la 
Convención de los Derechos del Niño, aprobada mediante Ley 12 de 1991.
La Constitución de 1991, en su Título II “De los derechos, las garantías y los deberes” se 
refiere a los derechos de los menores de 18 años en los artículos 44, 45, 50 y 67. Cabe 
mencionar de modo especial el artículo 44 que dice lo siguiente:
“Son derechos fundamentales de los niños: la vida, la integridad física, la salud y la 
seguridad social, la alimentación equilibrada, su nombre y nacionalidad, tener una 
familia y no ser separado de ella, el cuidado y amor, la educación y la cultura, la 
recreación y la libre expresión de su opinión. Serán protegidos contra toda forma de 
abandono, violencia física o económica y moral, secuestro, venta, abuso sexual, 
explotación laboral o trabajos riesgosos. Gozarán también de los demás derechos 
consagrados en la Constitución, en las leyes y en los tratados internacionales 
ratificados por Colombia.
La familia, la sociedad y el Estado tienen la obligación de asistir y proteger al niño para 
garantizar su desarrollo armónico e integral y el ejercicio pleno de sus derechos. 
Cualquier persona puede exigir de la autoridad competente su cumplimiento y la 
sanción de los infractores.
Los derechos de los niños prevalecen sobre los derechos de los demás.”
De acuerdo con un informe elaborado por el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF), 
aproximadamente el 46.5% de la población colombiana es menor de 18 años. Con el objeto 
de brindar a este sector de la sociedad la atención y protección debidas, el ICBF ha 
desarrollado diversos programas, entre los cuales cabe destacar: Hogares Comunitarios de 
Bienestar; Hogares Infantiles; Restaurantes Escolares; Centros Integrales de Atención Familiar.
Con respecto al menor abandonado o en peligro físico o moral el ICBF atiende un número 
superior a 20.000 menores abandonados o en peligro físico o moral en todo el país. Dicha 
atención consiste en la acogida y protección de estos niños, en Hogares Sustitutos 
Normales, Hogares Sustitutos Especiales para Niños Incapacitados e instituciones
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contratadas tanto para servicio de rehabilitación de menores deficientes física o 
mentalmente.
En Colombia, aproximadamente 10.000 menores entre 12 y 18 años de edad, son llevados 
anualmente ante los Jueces de menores por infracción a la ley penal. De esta cifra, cerca 
de 6 mil regresan a su medio familiar por orden del Juez y los restantes son observados en 
instituciones especializadas, por equipos profesionales multidisciplinarios compuestos por 
psicólogos, trabajadores sociales, médicos y abogados, durante un período promedio de 
45 días, al cabo de los cuales alrededor de 2.000 vuelven a su hogar, con el compromiso 
de asistir a los programas de reeducación que dirige el ICBF. Los demás jóvenes 
permanecen por orden de los Jueces, un año en promedio, en instituciones cerradas, hoy 
anexas a las cárceles ordinarias destinadas para adultos y en las cuales son igualmente 
tratados con programas de reeducación.
Dominica
La Constitución de Dominica de 1978 garantiza los derechos fundamentales de todos los 
ciudadanos sin discriminación. Los derechos de los menores están contemplados en la 
Ordenanza sobre la Manutención de los Niños (Cap. 162); la Ordenanza sobre la Protección de 
la Niñez (Cap. 161); la Ordenanza sobre la Prohibición del Trabajo de los Niños (Cap. 110), (ver 
Enmienda 5, 1967); y la Ordenanza sobre la Sanción de los Menores Delincuentes (Cap. 40).
Ecuador
Como parte de un proceso de adecuación y reestructuración de la normativa interna en la 
prevención de la discriminación contra los niños y su protección, se inscribe la revisión de 
la legislación de menores, liderada por el Ministerio de Bienestar Social, Defensa de los 
Niños Internacional y UNICEF. La elaboración de un nuevo Código de Menores se llevó a 
cabo con la participación directa de alrededor de trescientos organismos e instituciones 
que trabajan con los niños en el Ecuador. En el nuevo estatuto, el menor no es sólo un ser 
que necesita de protección, como lo establece la ley vigente, sino una persona en proceso 
de formación y que como toda persona, tiene derechos y deberes. La ley, como primera 
misión, debe precautelar y garantizar que todos disfruten del derecho a la vida, a la salud, 
a la paz, a la educación, al acceso a la cultura, a la dignidad y respeto a su propia identidad, 
sin dejar de lado, que por su condición, los niños requieren también de una protección 
especial y los privilegios contemplados en la Declaración y en la Convención de los 
Derechos del Niño.
Guatemala
A través del Ministerio de Educación de Guatemala se está desarrollando un proyecto 
educativo en el tema de los derechos humanos. Dicho proyecto tiene por finalidad 
involucrar todos los sectores gubernamentales y no gubernamentales en la defensa de los 
derechos de los niños, entre otros, a fin de crear una mayor conciencia de la importancia 
de estos derechos en la comunidad guatemalteca.
México
En el caso de México, el marco jurídico de protección de los derechos del menor se 
encuentra establecido a nivel constitucional. El artículo 3 de la Constitución Política 
establece los derechos del menor a la educación, a la formación en el desarrollo armónico
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de sus facultades y en el aprecio a la dignidad de la persona, sustentada en los ideales de 
fraternidad e igualdad de derechos de todos los seres humanos. En el derecho mexicano 
se entiende por menor a los hombres y mujeres que no han alcanzado los 18 años de edad. 
Por su parte, el artículo 4 de la Constitución establece como deber primordial de los padres, 
preservar el derecho de los menores a la salud física y mental y a la satisfacción de sus 
necesidades. Dispone asimismo, que la ley determinará los apoyos para su protección, los 
cuales estarán a cargo de las instituciones públicas.
En materia laboral, la Constitución provee a los menores de normas tutelares específicas 
en materia de trabajo, las cuales se consignan en la fracciones II, III y V del artículo 123 
entre las que están la prohibición a los patronos de contratar el trabajo de menores de 14 
años.
La protección del niño, en esta materia, se extiende desde el embarazo de la madre 
trabajadora, la fracción V dispone que las mujeres durante el embarazo no realizarán 
trabajos que exijan un esfuerzo considerable y signifiquen un peligro para la gestación. Se 
estatuye a su favor un descanso forzoso de 6 semanas anteriores a la fecha fijada para el 
parto y 6 semanas posteriores al mismo, con la percepción íntegra de su salario y 
conservando tanto el empleo como todos los derechos adquiridos por la relación laboral. 
En el período de lactancia se conceden a las madres dos descansos extraordinarios por día, 
de media hora cada uno, para alimentar a sus hijos. Estos principios fundamentales han 
sido observados por el legislador ordinario en la Ley Federal del Trabajo y por el Titular del 
Poder Ejecutivo Federal en sus disposiciones reglamentarias.
De los preceptos constitucionales referentes al menor se deriva una gama de disposiciones 
en leyes y reglamentos, las cuales regulan de manera específica la situación jurídica de los 
menores dentro del ámbito material de validez en que éstas se aplican, con el objeto de 
garantizar, en forma armónica y equilibrada, la satisfacción de sus necesidades y la 
protección especial que requiere el menor contra abusos, abandono y explotación.
Las condiciones de vida del núcleo familiar y un ambiente digno para la realización de sus 
miembros, son factores que repercuten de forma determinante en la vida social y en el 
bienestar de la niñez. En este sentido, el artículo 4 constitucional dispone que la ley 
“protegerá la organización y el desarrollo de la familia” . Existen en México instituciones 
públicas que protegen a los niños y adolescentes, como el sistema Nacional para el 
Desarrollo Integral de la Familia (DIF) que, fundado en 1977, recoge la experiencia de varias 
décadas de esfuerzos sistemáticos del Gobierno por atender a la niñez. Como 
antecedentes institucionales del DIF pueden citarse el Instituto Nacional de Protección a la 
Infancia, creado en 1961, que ampliado en sus capacidades y recursos, pasó a ser el 
Instituto Mexicano de Asistencia a la Niñez y, posteriormente, el Instituto Mexicano para la 
Infancia y la Familia.
Para aquellos niños y adolescentes que no cuentan con sus familiares, existen las casas 
cunas, que brindan protección temporal integral a los niños menores de seis años en estado 
de abandono, mediante el ejercicio de la tutela dativa; y las casas hogar para menores, que 
es un servicio que se otorga a niños y adolescentes de seis a dieciocho años de edad, cuya 
situación social los coloca parcial o totalmente en estado de orfandad o abandono.
Estos servicios de asistencia comprenden alojamiento, alimentación, vestido, atención 
médica, actividades educativas y recreativas, trabajo social y apoyo jurídico para menores 
desprotegidos por sus familias.
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En el campo de los derechos de salud y de la educación de la infancia, destácanse diversos 
programas llevados a cabo en México, los cuales inciden directamente en el bienestar de 
los niños y adolescentes. A través del Sistema Nacional de Salud está el Programa de Salud 
Materno-lnfantil, el Programa Nacional de Vacunación y el Programa de Promoción y 
Cuidado de la Salud del Escolar. A cargo del Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de 
la Familia destácase el Programa de Atención y Mejoramiento Nutricional; el Programa del 
Menor en Situación Extraordinaria (cuyo objetivo es atender a los menores para quien la 
calle ha llegado a ser su hábitat), el Programa de Prevención al Maltrato del Menor y el 
Programa de Desarrollo Integral del Adolescente.
Asimismo, el Gobierno de México lleva a cabo amplios programas para la prevención y 
atención de la farmaco-dependencia. La cobertura del Sistema Nacional de Salud alcanza 
el 94% de la población total del país; la expectativa de vida del mexicano medio al nacer 
se ha incrementado de 47 años en 1950 a 70 años para la generación nacida en 1990, en 
tanto que la mortalidad infantil se ha reducido de 132 defunciones por cada mil nacidos 
vivos en 1950 a 38 por 1.000 en 1990.
En materia de educación, según la información suministrada se han realizado esfuerzos 
como indicadores, cabe anotar lo siguiente: el 27% de la población se encuentra entre 
los 5 y 14 años, que corresponden a los 10 años que abarca la educación básica; la 
matrícula escolar asciende en este año, en el nivel de educación primaria, a 14.6 millones 
de alumnos, incluyendo el programa de educación primaria bilingue-bicultural que es 
cursado por 583 mil estudiantes indígenas. El nivel de educación secundaria es cursado 
por 4.5 millones de alumnos. El analfabetismo se ha reducido del 23.7% en 1970 al 8% 
en 1990.
El marco de los esfuerzos internacionales para la promoción del bienestar y la defensa de 
los derechos de la población infantil, se ha ampliado con la Convención sobre los 
Derechos del Niño y la celebración de la Reunión Mundial en la Cumbre en Favor de la 
Infancia.
México ratificó el 21 de septiembre de 1990 la Convención sobre los Derechos del Niño, y 
fue uno de los países que auspició la Cumbre Mundial en Favor de la Infancia, celebrada en 
el marco de las Naciones Unidas en septiembre de 1990, con la asistencia de más de 70 
jefes de Estado y de Gobierno. El Presidente de México destacó no sólo la prioridad que 
deben tener los niños para el mundo, sino la promoción de una conciencia más aguda sobre 
los graves abusos que sufren los menores que migran con sus familias, los que se refugian, 
los muchos que viven en la pobreza. “Sólo una iniciativa global para el desarrollo puede 
comenzar a dar verdaderas esperanzas al mundo del siglo XXI” .
En México por lo que se refiere al tratamiento de los menores Infractores, la Constitución, 
en su Artículo 18, impone a la Federación y a los Gobiernos de los Estados, el deber de 
crear instituciones especiales para su rehabilitación.
La ley que crea el Consejo Tutelar para Menores tiene por objeto promover la readaptación 
social de los menores de 18 años cuando infrinjan las leyes penales; en su artículo 34 
dispone que cualquier autoridad ante la que sea presentado un menor, debe ponerlo de 
inmediato a disposición del Consejo Tutelar. En sus artículos 44 al 46, establece el 
tratamiento del menor, que consiste en la observación para conocer la personalidad, 
mediante la realización de estudios médicos, psicológicos, pedagógicos y sociales, 
conforme las técnicas aplicables en cada caso.
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Actualmente el Gobierno de México analiza posibles reformas a esta Ley, sobre la base de 
un anteproyecto elaborado por la Comisión Nacional de Derechos Humanos, a fin de 
robustecer el régimen tutelar, de acuerdo con las exigencias que impone la realidad social, 
y a partir de los principios constitucionales de legalidad y proporcionalidad.
Nicaragua
En Nicaragua la familia, la comunidad y el Estado son los responsables y garantes del 
desarrollo físico, mental y social del menor, a través de sus leyes internas.
Sin embargo, dichas leyes no son suficientes para permitir la efectiva protección del menor 
con base en los acuerdos de la Convención sobre los Derechos del Niño. Entre estos 
instrumentos jurídicos están los siguientes: Ley Tutelar del Menor; Ley de Adopción; Ley 
No. 38 sobre disolución del vínculo matrimonial por voluntad de una de las partes; Decreto 
10.65 (ley reguladora de las relaciones entre madre, padre e hijos); Reglamento del art. 73 
del Código del Trabajo (pensiones alimenticias). Le corresponde al Departamento de 
Protección ejecutar las leyes existentes en coordinación con los equipos de Bienestar 
Social en los diferentes departamentos a nivel nacional. Este Departamento actúa como 
parte ofendida defendiendo los derechos del menor, de acuerdo con el Art. 39 de la ley 
tutelar de menores. Además de proteger al niño abandonado, huérfano, maltratado, 
ubicándolo en centros, hogares sustitutos y/o brindándole la oportunidad de ser adoptado 
a través de la decisión de un Consejo de Adopción que previamente realiza estudio del 
caso para garantizar al menor un mejor futuro.
Los programas de atención y producción de servicios al menor se realizan por medio del 
Instituto Nicaragüense de Seguridad Social y Bienestar que tiene por objeto brindar a los 
menores de 0 a 15 años los cuidados necesarios para su adecuado desarrollo, ejecutando 
acciones de carácter preventivo, protector y reeducativo que tienden a dicha finalidad 
mediante toda una estructura de centros y trabajo comunitario a nivel nacional.
Actualmente Nicaragua cuenta con una población menor de 15 años de 1’790.000 
personas aproximadamente, de las cuales únicamente 56.219 están siendo objeto de 
atención por el INSSBI en los diferentes programas. Los elementos importantes a 
considerar son:
El 40% de la población nicaragüense se mantendrá hasta principios del 
siglo XXI con una edad promedio de 15 años.
Actualmente el 46% de la población del país tiene entre 0-14 años de 
edad.
El 75% de la población menor de 10 años vive en lugares afectados por 
la pobreza.
* La mortalidad infantil es de 71.8% por mil nacidos vivos.
El 86% de cada mil niños nicaragüenses de 0-6 años no tiene acceso a 
programas de cuidado diario ni tampoco a la educación pre-escolar. 
Aproximadamente 150.000 niños entre 7-12 años están fuera de la 
escuela primaria.
Entre los diferentes tipos de atención brindadas por Bienestar Social cabe señalar los 
siguientes: Centros de Desarrollo Infantil (CDI); Centros Comunales Preventivos; Centros 
de Protección y Reeducación de Menores; Trabajo en la Comunidad; Educación Masiva.
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El trabajo comunitario se realiza a través de la atención casuística; se brinda atención al 
menor objeto de maltrato, abandono, vagancia inicial, violaciones, demanda de pensiones 
alimenticias, orientación familiar conyugal, con el propósito de contribuir a bajar el índice de 
la problemática psicosocial de la familia nicaragüense.
Para el período 1990-1991 se ha logrado mantener la atención brindada al menor y la familia 
de los sectores más vulnerables en Nicaragua. Mediante coordinaciones con otras 
instituciones y organismos se ha elevado la calidad de los servicios en el área técnico- 
metodológico. Para el impulso de sus programas Nicaragua contó con el apoyo financiero 
de Organismos Internacionales que trabajan en pro de la niñez como Red Barna de 
Noruega, Rada Barnen de Suecia, UNICEF.
Por otra parte, Nicaragua enfrenta dificultades en la aplicación de sus programas de 
protección a la niñez, tales como las siguientes: alto deterioro de las plantas físicas de los 
diferentes centros de atención de menores; bajo presupuesto asignado al área de Bienestar 
Social para su funcionamiento adecuado; alto deterioro en los sectores de nutrición y salud 
de la niñez nicaragüense, por la carencia de recursos humanos y financieros; actuales leyes 
de protección a la niñez adolecen de algunos elementos que no permiten la protección 
integral del menor; la violación de menores está tipificado como un delito privado, lo que no 
permite en este caso la protección del menor por iniciativa del Estado; la falta de un Código 
de la Familia mantiene disgregadas las disposiciones legales de protección a la familia.
Uruguay
En la Constitución del Uruguay se establece el marco jurídico general de protección a los 
derechos de los menores y las obligaciones de los padres respecto de los hijos (arts. 40 a 
43). A su vez, el compendio de normas legales reguladoras del tema de la minoridad, el 
llamado “Código del Niño” que integra y complementa la Constitución, desarrolla la 
integralidad de los temas vinculados con los menores. En éste se abordan, entre otros, los 
siguientes temas: Protección pre-natal; primera infancia; segunda infancia; la adolescencia 
y el trabajo; higiene; protección intelectual y moral de los menores; menores abandonados 
y menores infractores; pérdida de la patria potestad; adopción; investigación de la 
paternidad; fijación del régimen de pensiones alimenticias.
Conclusión
La situación inhumana que enfrentan tantos niños en nuestro hemisferio comprueba la 
violación de los derechos humanos más elementales, agravados por la explotación, la 
violencia y los conflictos armados de la sociedad moderna.
Los derechos contemplados en la Convención sobre los Derechos del Niño significan y 
constituyen el mínimo que toda sociedad debe garantizar a sus niños. A pesar de las 
severas violaciones de lo derechos de los niños que existen en nuestra región se constata 
la amplia acogida que muchos Estados miembros de la Organización están dando a la 
Convención mediante la ratificación de la misma. Cabe resaltar asimismo, la Importancia de 
que los derechos en ella consagrados sean observados a fin de que se garantice su efectiva 
aplicación.
La Convención prevé mecanismos para su aplicación o puesta en práctica, en forma más 
reducida y limitada que los previstos para la aplicación de los principios de derechos 
humanos consagrados a nivel internacional. Uno de esos mecanismos consiste en la
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educación de funcionarios gubernamentales así como de los individuos en la sociedad. El 
otro mecanismo se refiere a la revisión de la legislación nacional de los Estados Partes y su 
adecuación a las disposiciones de la Convención.
Con respecto al cumplimiento de las obligaciones de los Estados esta dependerá también 
del Comité de los Derechos del Niño, órgano creado en la segunda parte del texto de la 
Convención, y al cual los Estados Partes deberán someter los informes sobre las medidas 
que hayan adoptado para dar efecto a los derechos reconocidos en la misma. Dichos 
informes, harán referencia al progreso alcanzado en cuanto al goce de esos derechos, así 
como las circunstancias y dificultades que pudieran afectar el grado de cumplimiento de las 
obligaciones consagradas en la Convención.
Asimismo, el mencionado Comité, constituido por expertos elegidos en su capacidad 
personal por los Estados Partes en la Convención, no tiene competencia alguna para 
conocer denuncias de casos específicos de violaciones de los derechos reconocidos por la 
Convención.
Sin embargo, en el ámbito regional, la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
prevé un mecanismo que le permite a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
recibir y dar trámite a denuncias sobre casos individuales de violaciones de derechos 
humanos. Tales denuncias pueden igualmente referirse a casos específicos sobre 
violaciones de los derechos de los niños, puesto que esos derechos encuéntrense también 
comprendidos en el contexto de los derechos humanos contemplados en la Convención 
Americana.
VI. Recomendaciones: (sobre la situación de los niños)
Teniendo en cuenta la situación de vulnerabilidad en que se encuentran los niños sujetos 
a la violencia, a la tortura y al exterminio; al abuso sexual, la drogadicción y la 
delincuencia; a trabajos forzados en condiciones de esclavitud; al analfabetismo y a la 
malnutrición; al secuestro con fines de adopción o de transplante involuntario de órganos 
y a los conflictos armados en los cuales son muchas veces compelidos a participar, la 
Comisión acuerda:
1. Recomendar a los Estados miembros para que tomen las medidas necesarias, a nivel 
interno como mediante la cooperación internacional, a fin de garantizar la observancia de 
los derechos de los niños de conformidad con los artículos 1, 2, 19 y 26 contenidos en la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos y de acuerdo a las disposiciones 
contempladas en la Convención sobre los Derechos del Niño aprobada y ratificada por la 
mayoría de los Estados Americanos en el ámbito de las Naciones Unidas.
2. Reiterar a los Estados miembros de la OEA que aún no lo han hecho, a que envíen la 
información solicitada por la CIDH referente al fortalecimiento de la OEA en materia de 
derechos humanos de los menores, de conformidad con la resolución AG/RES. 1112 (XXI- 
0/91), aprobada por la Asamblea General en su vigésimo primer período ordinario de 
sesiones.
3. Exhortar a los Estados que todavía no lo hicieron a que ratifiquen o accedan, según el 
caso, a la Convención sobre los Derechos del Niño, a la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, al Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, a la Convención
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Interamericana sobre Obligaciones Alimentarías, a la Convención Interamericana sobre 
Restitución Internacional de Menores y a la Convención Interamericana sobre Conflictos de 
Leyes en Materia de Adopción de Menores.
* Recomendaciones Generales
Además de las recomendaciones específicas que se han formulado a través de este 
informe, la Comisión hace las siguientes recomendaciones generales:
1. Que los Estados miembros que no son Parte de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos (Pacto de San José), de 1969, ratifiquen o accedan a dicho 
instrumento: en el caso de aquellos Estados que aún no lo han hecho, que reconozcan la 
competencia de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos para recibir y examinar 
comunicaciones entre los Estados, de conformidad con el artículo 45, numeral 3 de la 
Convención, y la jurisdicción obligatoria de la Corte, de conformidad con el artículo 62, 
numeral 2 de la Convención.
2. Que los Estados que aún no lo han hecho, ratifiquen o accedan, según el caso, a la 
Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura y al Protocolo sobre 
Abolición de la Pena de Muerte.
3. Que en su próxima sesión, la Asamblea General pueda adoptar la Convención 
Interamericana para Prevenir y Sancionar la Desaparición Forzada de Personas, propuesta 
por la Comisión.
4. Que los Estados miembros implementen las recomendaciones de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos contenidas en este Informe Anual.
5. Que la Asamblea General declare que la obligación de los Estados de promover la 
vigencia de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales, en la medida de sus recursos, 
es la base de un desarrollo genuino y permanente, y forma parte del goce indivisible de los 
derechos humanos. Que por consiguiente, los ajustes económicos deben estructurarse de 
manera tal que no perjudiquen aún más a los sectores de menores recursos, más 
vulnerables y los que más han sido castigados por las situaciones internas de violencia y 
de contracción económica.
6. Que la Asamblea General recomiende y exhorte a los Estados Miembros que aún no lo 
han hecho que ratifiquen el Protocolo de San Salvador, para poder ofrecer a sus habitantes 
un instrumento que proteja nacional e internacionalmente sus derechos económicos, 
sociales y culturales.
7. Que la Asamblea General reitere a los Estados miembros que aún no lo han hecho, a que 
envíen la información solicitada por la CIDH referente al fortalecimiento de la Organización 
en la esfera de los derechos humanos, de conformidad con la AG/RES. 1112 (XXI-0/91) 
aprobada por la Asamblea General en su vigésimo primer período de sesiones.
8. Que la Asamblea General recomiende a los Estados miembros la adopción de medidas, 
a nivel interno, a fin de garantizar la observancia de los derechos de los niños de 
conformidad con los artículos 1,2, 19 y 26 contenidos en la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos y de acuerdo a las disposiciones contempladas en la Convención sobre 
los Derechos del Niño.
31
Informe Anual 1991
9. Que la Asamblea General exhorte a los Estados miembros que aún no lo hayan hecho, a 
que ratifiquen o accedan, según el caso a la Convención sobre los Derechos del Niño, a la 
Convención Interamericana sobre Obligaciones Alimentarias, a la Convención 
Interamericana sobre Restitución Internacional de Menores y a la Convención 
Interamericana sobre Conflictos de Leyes en Materia de Adopción de Menores.
10. Que la Asamblea General solicite a los Gobiernos de los Estados miembros la toma de 
medidas necesarias para evitar los ataques o amenazas a los miembros del Poder Judicial 
y para protegerlos en su autonomía, independencia e integridad en sus tareas de investigar 
adecuadamente las violaciones a los derechos humanos y ejercer su función a plenitud.
11. Que la Asamblea General solicite a los gobiernos de los Estados miembros la más 
amplia colaboración con la CIDH en cumplimiento de la resolución AG/RES. 1022 (XIX-0/89) 
aprobada en su decimonoveno período de sesiones respecto a la autonomía, 
independencia e integridad de los miembros del Poder Judicial.
12. Que la Asamblea General solicite a los gobiernos de los Estados miembros la más 
amplia colaboración con la CIDH en las consultas sobre un instrumento interamericano de 
protección a los derechos de los pueblos indígenas, AG/RES. 1022 (XIX-0/89), y que en 
dichas consultas se de participación a las poblaciones indígenas.
13. Que la Asamblea General exhorte al Gobierno de Honduras a que de pleno y pronto 
cumplimiento a la sentencia del 17 de agosto de 1990, dictada por la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos referente a los casos Velásquez Rodríguez y Godínez Cruz.
14. Que los Estados miembros garanticen mayor respeto y protección a las organizaciones 
de derechos humanos no gubernamentales que funcionan en sus territorios, reconociendo 
así el papel esencial que dichas organizaciones tienen en la vigilancia del respeto por los 
derechos humanos.
15. Que la Asamblea General recomiende a la Secretaría General que en la preparación del 
Proyecto de Presupuesto para el bienio 1994-95 se prevean los recursos necesarios de 
acuerdo a la solicitud de la CIDH que no pudieron ser satisfechos en el bienio 1992-1993.
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COMISION INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 
Informe Anual de 1992
En 1992 la Comisión obedece el mandato de la Asamblea General de evaluar el estado de 
los derechos económicos, sociales y culturales en la región, y hacer recomendaciones a los 
estados. Como en 1991, lo hace en un capítulo dedicado al tema, separado del 
cumplimiento de los derechos civiles y políticos, que se consideran en la revisión de la 
situación de algunos países en crisis (Cuba, El Salvador, Nicaragua y  Perú).
Es en el capítulo denominado “Campos en los que se deben tomar medidas para dar mayor 
vigencia a los derechos humanos" donde hay una mención de los derechos económicos y 
sociales. La Comisión hace un breve repaso histórico de las fuentes de las obligaciones que 
conciernen a estos derechos, y recalca su naturaleza “progresiva y  proporcional”. 
Considerando que “la exigibilidad de su cumplimiento ha quedado referido a las posibilidades 
que cada gobierno ha tenido para poder impiementarlos”, y  estas posibilidades, señala, en el 
caso concreto de América Latina se ven limitadas por el pago de la deuda externa.
La CIDH denuncia una vez más la situación de la salud como uno de los problemas de 
mayor incidencia en la población, por el deterioro paulatino del adecuado nivel de vida de 
los pobladores, falta de todo tipo de recursos para asistencia médica y  salubridad pública, 
alto índice de morbilidad y mortalidad materna e infantil. Para agravar la situación, la 
reestructuración económica resulta en muchos países en una disminución del gasto 
público en educación y en salud.
En cuanto a los informes de país presentados son insuficientes, ya que se limitan a describir 
la normatividad vigente sin diagnosticar la situación.
El informe de 1992 incluye además un recuento de informes presentados a otros organismos 
sobre los derechos de los menores y de las mujeres en la región y se concluye que estos 
grupos están en mala situación. En el caso de los menores hay una preocupación especial por 
los niños y niñas de la calle y por la vinculación de los menores en las áreas de conflicto. En 
particular en el caso de los derechos de las mujeres se llama la atención sobre la diferencia 
entre los derechos de jure y de facto y la precaria situación de la mujer trabajadora afectada 
por la crisis económica y en muchos casos, cabeza de familia. Dice la CIDH: “La situación de 
violencia y asesinatos contra los niños de la calle y en las áreas de conflicto de los países 
latinoamericanos son una vergüenza para los gobiernos democráticos".
En lo que concierne a las mujeres, se hace un diagnóstico de la situación de los derechos 
humanos de la mujer, dentro de la coyuntura de reformas legales a favor de la igualdad de 
sexos, unida a una crisis económica que ha resultado en un incremento en las mujeres 
trabajadoras, en su mayoría pobres, muchas veces cabeza de familia, trabajando en empleos 
mal remunerados. La CIDH destaca que “la sola existencia de normas no garantiza la 
eliminación de la discriminación contra la mujer. En numerosos países subsisten situaciones 
discriminatorias de hecho a pesar que existan leyes que establezcan lo contrario".
Este año además se hizo en el informe un resumen de las respuestas de los diferentes países 
a la primera ronda de consultas sobre el futuro instrumento legal interamericano sobre 
derechos de las poblaciones indígenas. Este informe incluye conceptos sobre la forma de 
proteger los derechos de la Convención en las particulares circunstancias de vulnerabilidad 
de los grupos indígenas.
A continuación se destacan algunos apartes del informe de ese año, según su relevancia 
para la protección de los derechos sexuales y reproductivos.
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Informe Anual 1992
COMISION INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 
Washington, D.C.
Capítulo V.- Campos en los cuales han de tomarse medidas para dar mayor vigencia 
a los derechos humanos, de conformidad con la Declaración Americana de los 
Derechos y Deberes del Hombre y la Convención Americana sobre derechos humanos
* Estado de los derechos económicos, sociales y culturales en el hemisferio
La Comisión interamericana de Derechos Humanos ha continuado con la observación de los 
derechos económicos, sociales y culturales en el hemisferio, basándose en las 
recomendaciones contenidas en las Resoluciones AG/RES. 1044, (XX-0/90), AG/RES. 1112 
(XXI-91), y AG/RES. 1169 (XXII-92) adoptadas por la Asamblea General. La CIDH elaboró en su 
Informe Anual anterior un estudio preliminar sobre el estado de estos derechos, basándose en 
datos obtenidos de los informes que presentaron varios Estados miembros a los organismos 
internacionales y un estudio realizado por la Organización Panamericana de la Salud.
En vista de la relevancia que el tema de los derechos económicos, sociales y culturales 
(conocidos también como los de segunda generación) viene tomando en los foros 
internacionales, la CIDH se dirigió a los Gobiernos de los Estados miembros para 
solicitarles información directa sobre el tema. No obstante, se utilizaron fuentes colaterales 
de información tales como las publicaciones de los diversos organismos internacionales 
sobre la situación de estos derechos en 1992.
Es importante destacar que la implementación y vigencia de los derechos económicos, 
sociales y culturales ha confrontado dificultades debido a la crisis económica por la que 
atraviesan algunos de los Estados miembros. Como la promoción y vigencia de este tipo de 
derechos es de naturaleza progresiva y proporcional al desarrollo de cada país miembro, la 
exigibilidad de su cumplimiento ha quedado referido a las posibilidades que cada gobierno 
ha tenido para poder implementarlos. La deuda externa se mencionó como una dificultad 
más para dar cumplimiento a la vigencia de estos derechos.
También cabe mencionar varios informes preparados por diversos organismos 
internacionales en los que se señala que, en muchos casos, la utilización del crédito externo 
que originó el endeudamiento, estuvo destinado para la compra de armamento en países 
latinoamericanos.
Debido a la difícil situación económica que enfrentan la mayoría de países del área 
latinoamericana, los problemas de mayor incidencia son el deterioro paulatino del adecuado 
nivel de vida de los pobladores, la falta de recursos de todo tipo para la asistencia médica y 
salubridad pública, el alto índice de mortinatalidad y mortandad infantil, las altas tasas de 
desempleo y sub-empleo, el surgimiento de una economía informal y paralela al sistema 
formal, la inestabilidad de los sistemas económicos y niveles inflacionarios de gran 
magnitud, los altos índices de desnutrición, mayores tasas de analfabetismo, la escasez de 
viviendas decorosas y el grave deterioro del medio ambiente por factores de contaminación 
y sobre-explotación de valiosos recursos ecológicos, entre otros.
Un ejemplo de este último caso estaría dado con la deforestación y tala indiscriminada de 
la selva amazónica que se halla en peligro por el abuso y degradación a que se ha visto 
sometida.
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Los costos sociales que están creando las reestructuraciones en las economías del 
hemisferio están acarreando problemas de corto, mediano y largo plazo, tales como la 
disminución del gasto en los rubros de educación y salud. Según estimados de las 
Naciones Unidas, el 44% de la población de la América Latina vivió en pobreza en 1991, 
siendo de este total el 60% equivalente para Centro América. Ante esta preocupante 
situación, la Organización de los Estados Americanos está propulsando lo que ha venido a 
llamarse el “combate a la extrema pobreza” . Dicha iniciativa fue propuesta en la Asamblea 
General de la OEA en Nassau, y tiene como principal finalidad desarrollar una labor 
permanente y sistemática de lucha contra la pobreza crítica así como la defensa de los 
derechos humanos en los países miembros de la OEA.
Dentro de este marco se destacó el compromiso de la Organización con la defensa y 
promoción de la democracia representativa y los derechos humanos en el hemisferio. 
Asimismo, el Presidente chileno Patricio Aylwin al inaugurar el 24° período de sesiones 
de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), celebrado en 
Santiago de Chile, el 13 de abril de 1992, resaltó que “ la pobreza se alza como el 
principal desafío para la humanidad de cara al siglo que viene” . Esta importante 
declaración resume en esencia el gran reto que enfrenta el hemisferio americano que en 
muchos casos ya está minando las bases de los nuevos regímenes democráticos del 
sistema interamericano.
Los derechos humanos dentro del marco del Sistema Interamericano
La Novena Conferencia Internacional Americana, la cual debió llevarse a efecto el año de 
1943, siendo postergada debido a la Segunda Guerra Mundial, se reunió en la ciudad de 
Bogotá, Colombia, del 30 de marzo al 2 de mayo de 1948, y en ella se aprobó, entre otras 
importantes resoluciones, tres que son de trascendencia mayor en el ámbito internacional 
y subsecuentemente regional: la Carta de la Organización de los Estados Americanos 
(OEA), la Carta Internacional Americana de Garantías Sociales y la que más nos interesa por 
el tema en cuestión, la “Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre” , 
antecesora de la Declaración Universal de los Derechos Humanos de las Naciones Unidas, 
que fue aprobada el 10 de diciembre de 1948 en la ciudad de San Francisco.
El Consejo de la OEA, en su sesión del 12 de febrero de 1969, resolvió convocar a una 
Conferencia Especializada Interamericana con el objeto de sancionar el proyecto de 
Convención sobre Derechos Humanos. Dicha Conferencia, que se llevó a cabo en la ciudad 
de San José de Costa Rica en noviembre de 1969, aprobó el 22 del mismo mes la 
“Convención Americana sobre Derechos Humanos” o “Pacto de San José de Costa Rica” , 
que entró en vigor de acuerdo a lo acordado en el párrafo 2) de su artículo 74, al llegar a 
once los Estados partes ratificantes.
Al estudiar el progreso de los derechos económicos, sociales y culturales en el hemisferio 
es importante señalar el logro que el sistema interamericano ha tenido con la promulgación 
del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales “ Protocolo de San Salvador” adoptado en 
1988 por la Asamblea General. (En los anexos del Informe Anual se observa el estado actual 
del Protocolo).
El mencionado Protocolo protege a lo largo de su articulado los siguientes derechos: 
derecho al trabajo; condiciones justas, equitativas y satisfactorias de trabajo; derechos 
sindicales; derecho a la seguridad social; derecho a la salud; derecho al medio ambiente
35
Informe Anual 1992
sano; derecho a la alimentación, derecho a la educación; derecho a los beneficios de la 
cultura; derecho a la constitución y protección de la familia; derechos de la niñez; 
protección de los ancianos y de los minusválidos.
En la Carta de la OEA reformada por el Protocolo de Cartagena de Indias se recogen las 
pautas para la implementación de los derechos económicos, sociales y culturales en el 
sistema interamericano. (Capítulo VII, artículos 29 al 51).
La Declaración Americana de Derechos del Hombre también recoge en su articulado los 
derechos económicos, sociales y culturales. Los artículos pertinentes de este instrumento 
son el artículo VI, que consagra el derecho a la constitución y a la protección de la familia; 
el artículo VII, que otorga el derecho a la maternidad y a la infancia, el artículo XI, que tutela 
el derecho a la preservación de la salud y al bienestar general; el artículo XII, referido al 
derecho a la educación; el artículo XIII, que recoge el derecho a los beneficios de la cultura; 
el artículo XIV, que tutela el derecho al trabajo y a una justa retribución por el mismo; el 
artículo XV, referido al derecho al descanso y a su aprovechamiento, y el artículo XVI, que 
protege el derecho a la seguridad social.
La Convención Americana sobre Derechos Humanos reconoce en su preámbulo la 
indivisibilidad de los derechos civiles y políticos y de los económicos, sociales y 
culturales y confirma, como lo hace la Declaración Universal de los Derechos Humanos, 
que sólo puede realizarse el ideal de ser humano libre, exento de temor y de la miseria, 
si se crean condiciones que permitan a cada persona gozar de tales derechos, tanto 
civiles como políticos.
Además, en su artículo 26 la Convención Americana señala, en lo que se refiere a los 
derechos económicos, sociales y culturales, lo siguiente:
“ Los Estados partes se comprometen a adoptar providencias, tanto a nivel 
interno como mediante la cooperación internacional, especialmente económica y 
técnica, para lograr progresivamente la plena efectividad de los derechos que se 
derivan de las normas económicas, sociales y sobre educación, ciencia y cultura, 
contenidas en la Carta de la Organización de los Estados Americanos, reformada 
por el Protocolo de Buenos Aires, en la medida de los recursos disponibles, por 
vía legislativa u otros medios apropiados.”
Asimismo, es importante señalar lo prescrito por el artículo 42 de este importante 
instrumento con respecto a estos derechos, indicando que:
“Los Estados partes deben remitir copias de los informes y estudios que en sus 
respectivos campos someten anualmente a las Comisiones Ejecutivas del 
Consejo Interamericano Económico y Social y del Consejo Interamericano para la 
Educación, la Ciencia y la Cultura, a fin de que aquella vele porque se promuevan 
los derechos derivados de las normas económicas, sociales y sobre educación, 
ciencia y cultura, contenidas en la Carta de la Organización de los Estados 
Americanos, reformada por el Protocolo de Buenos Aires.”
La adopción del Protocolo de San Salvador constituye así la culminación de los esfuerzos 
de la comunidad internacional americana para convertir todas las declaraciones 
precedentes en normas de carácter vinculante.
Sin embargo, pese a haber transcurrido casi cinco años desde la firma de este Protocolo,
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Suriname, Panamá y Ecuador son los únicos Estados miembros que a la fecha lo han 
ratificado. De allí que la ratificación por parte de los demás Estados miembros sea de suma 
importancia. Hay que destacar el importante aporte que este instrumento hace al facultar 
a la persona individual a interponer denuncias sobre violación a los derechos económicos, 
sociales y culturales en la esfera internacional-regional. En su artículo 22 se prescribe 
además la incorporación de otros derechos y la ampliación de los reconocidos, ya sea por 
la Comisión Interamericana de Derechos Humanos o por los Estados miembros en la 
Asamblea General.
Con relación a algunos derechos en forma general, la Comisión señala que el derecho a la 
salud es uno de los más afectados por la crítica situación económica. Los niveles de 
salubridad pública y de servicios de agua potable son casi inexistentes para la gran mayoría 
de pobladores de la región.
Igualmente, podría indicarse que el derecho a la educación es un derecho que no es 
compartido por la gran mayoría de los pobladores del hemisferio; por ello, al referirse al 
tema de la alfabetización la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la 
Ciencia y la Cultura (UNESCO) señala que “ ...en un mundo de 5,000 millones de habitantes, 
1,000 millones son analfabetos. Son en su mayoría pobres y viven en las zonas rurales de 
los países en desarrollo. Pero en los últimos años los países industrializados se están 
percatando cada vez más de que también ellos tienen analfabetos, los llamados 
analfabetos funcionales... En términos generales, la alfabetización es la capacidad de una 
persona para leer y escribir en su lengua materna o en el idioma de su país... El 
‘analfabetismo’ funcional es la falta de las aptitudes de la lectura y escritura necesarias para 
hacer frente a las demandas de la sociedad moderna” .
Al referirse a sus estadísticas, la UNESCO señaló que: se calcula que 962 millones de 
personas mayores de 15 años de edad no saben leer ni escribir. El 95% de ellas viven en 
países en desarrollo, dos de cada tres son mujeres. Además, 115 millones de niños no 
asisten a la escuela y corren peligro de convertirse en los analfabetos adultos del siglo XXI. 
Esta situación ha sido ya observada con anterioridad por la Organización Mundial de la 
Salud (OMS) desde 1990.
De igual forma, al referirse al Síndrome de Inmuno Deficiencia Adquirida (SIDA), señala que 
en la mayoría de países en desarrollo, y en especial en el Brasii-que es uno de los países 
en el cual la incidencia de esta enfermedad es muy elevada-, se vincula mucho su 
trasmisión a la extrema pobreza y se entrelaza con el analfabetismo, debido a que la 
mayoría de campañas que combaten esta terrible amenaza están basadas en volantes 
escritos y documentos gráficos que requieren de un nivel mínimo de alfabetismo.
Al referirse la UNESCO a la alfabetización y al desarrollo afirma que “ ...cuatro años de 
enseñanza primaria, por ejemplo, equivalen a un incremento de la productividad agrícola de 
un 10% o más por término medio. Las madres alfabetizadas tienen menos hijos, más sanos 
y mejor alimentados. Por año más en que una madre asiste a la escuela se registra un 
descenso de la mortalidad infantil de un 9 por 1,000 aproximadamente” . De allí pues que 
la indivisibilidad del goce de los derechos humanos, tanto los civiles y políticos como los 
económicos, sociales y culturales resulte prioritario para la solución de los problemas que 
aquejan al hemisferio.
Situación de algunos países miembros de la OEA en materia de derechos económicos, 
sociales y culturales
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La Comisión envió el 20 de agosto de 1992 una comunicación a los Estados miembros de 
la Organización, mediante la cual se solicitó información relativa a la observancia y 
promoción de los derechos económicos, sociales y culturales, cumpliendo en esa forma 
con la recomendación de la Asamblea General dentro del marco del “ Fortalecimiento de la 
OEA en Materia de Derechos Humanos” (AG/RES. 1112 (XX-91), y la contenida en el párrafo 
15 de la Resolución AG/RES. 1044 (XX90).
En esta sección se incluye un resumen de las respuestas que los Estados miembros 
enviaron a la Comisión y aprovecha la oportunidad para agradecer a los mismos el material 
consignado, que ha permitido cumplir con la recomendación recibida y señalar que algunos 
Estados proporcionaron información muy completa que será utilizada por la Comisión en la 
continuación de los estudios que se realizan en esta materia y que lamentablemente por las 
limitaciones de espacio del Informe Anual no se pudieron reproducir en forma completa.
Argentina
El Gobierno argentino indicó que “ los derechos protegidos por la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos están 
consagrados en gran medida por la legislación en vigor en la República Argentina. Estos 
derechos están previstos para su goce y ejercicio por todos los ‘habitantes’ de la República, 
esto es, nacionales y extranjeros.
Los derechos consagrados se garantizan sin discriminación alguna al tenor de lo expresado 
en los artículos 14 y 20 de la Constitución Nacional, que se refieren a todos los ‘habitantes’, 
y del articulo 16 que dispone que todos los habitantes son iguales ante la ley. El principio 
de no discriminación resulta también asegurado en la legislación.
De esta forma, la ley N° 23.302 del 8 de noviembre de 1985 ha declarado de interés 
nacional y apoyo a los aborígenes y a las comunidades indígenas existentes en el país y su 
defensa y desarrollo para su plena participación en el proceso socio-económico. Con fecha 
21 de agosto de 1988 se ha expedido la ley N° 23.592 que sanciona a los autores de actos 
discriminatorios, elevando los montos de las condenas previstas en el Código Penal cuando 
el delito fuera cometido “ por persecución u odio a una raza, religión o nacionalidad, o con 
el objeto de destruir en todo o en parte a un grupo nacional, étnico, racial o religioso.”
El artículo 17 de la ley de Contrato de Trabajo prohíbe la discriminación entre los trabajadores 
por motivo de raza, sexo, nacionalidad, razones religiosas, políticas, gremiales o de edad” . 
Asimismo, señaló que el Gobierno y la legislación protegen los siguientes derechos: 
reconocimiento de personalidad jurídica, a la vida, a la integridad personal, prohibición de la 
esclavitud y la servidumbre, a la libertad personal, garantías judiciales, principios de legalidad 
y retroactividad, a la indemnización, protección de la honra y de la dignidad, libertad de 
conciencia y de religión, libertad de pensamiento y de expresión, de rectificación y de 
respuesta, de reunión, de libertad de asociación, de protección a la familia, al nombre, 
derechos del niño, a la nacionalidad, a la propiedad privada, de circulación y de residencia, 
derechos políticos, igualdad ante la ley, protección judicial, entre otros.
Al referirse en su exposición sobre los recursos disponibles para los nacionales que 
sintiesen violados sus derechos, éstos disponen de recursos regulados en la legislación, los 
cuales varían de conformidad con su objeto, tales como: la denuncia - tutelada por sus 
Códigos de Procedimientos en Materia Penal y el de Procesal Penal-, la acción de amparo- 
regulada por la ley N° 16.986, el recurso de habeas corpus regulado por la ley N° 23.098, el
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recurso extraordinario tutelado por el artículo 14 de la Ley N° 48, ante la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación, que procede contra sentencia definitiva. Se mencionan también los 
recursos administrativos regulados por la Ley N° 19549 de Procedimientos Administrativos.
Brasil
De la comunicación enviada por Brasil a la CIDH sobre la protección y cumplimiento de los 
derechos humanos en ese país, se pudo obtener la siguiente información:
“dentro de su marco legal, la Constitución brasileña de 1988 refleja la intención del 
legislador de afirmar y ampliar la variedad de derechos y garantías fundamentales, 
comprendidos en el Preámbulo de la Carta (Estado democrático, destinado a asegurar el 
ejercicio de los derechos sociales e individuales, a la libertad, a la seguridad, al bienestar, 
el desarrollo, a la igualdad y a la justicia como valores supremos de una sociedad fraterna, 
pluralista y sin preconceptos). Están comprendidos en los Principios Fundamentales (la 
ciudadanía, la dignidad de la persona humana, la prevalencia de los derechos humanos, sin 
discriminación con base en su origen, raza, sexo, color, ideas, condición de asilado 
político), y detallados en cinco capítulos que tratan de los derechos y deberes individuales 
y colectivos; de los derechos sociales; de la nacionalidad; de los derechos políticos; y de 
los partidos políticos” .
La Constitución brasileña consagra todos los derechos y libertades, tales como: a) libertad 
individual: de tránsito, respeto a la vida privada, de inviolabilidad de domicilio, de la 
correspondencia y de las comunicaciones telefónicas, libertad de los mayores de edad de 
contraer matrimonio y de tener el número de hijos que deseen; b) libertad de pensamiento: de 
opinión, de prensa, de enseñanza; c) libertades colectivas: de reunión, de asociación, de cultos”.
En lo que se refiere a los derechos económicos, sociales y culturales, la Constitución 
brasileña consagra el derecho a una existencia digna: el derecho a la protección a la salud, 
a la educación, al empleo, a la garantía del salario, el derecho al descanso y de los días 
feriados, descanso remunerado para la madre gestante, el derecho de huelga, la protección 
contra el desempleo, el derecho a la seguridad social.
En cuanto a los mecanismos internos de protección de los derechos humanos, la 
legislación brasileña consagra seis acciones o recursos principales para la defensa de los 
derechos amenazados, tales como: el habeas corpus, el habeas data, el mandato de 
seguridad, el mandato de seguridad colectiva, el mandato de injuria y la acción popular.
Los derechos y garantías expresados en la Constitución no excluyen a otros derechos 
reconocidos vinculantes de los instrumentos jurídicos internacionales de los que el Brasil 
sea parte. Los instrumentos sancionados se convierten en norma integral del ordenamiento 
jurídico interno, siendo de ejecución obligatoria. Pueden, por lo tanto, ser invocados y 
aplicados directamente por los tribunales y las autoridades competentes.
La responsabilidad de velar por los derechos humanos consagrados en las leyes internas está 
muy difundida, mas no existen autoridades con la atribución exclusiva y específica para ello. 
Todas las autoridades judiciales y las administrativas, a todo nivel, están obligadas a respetar 
los dispositivos constitucionales y legales de protección de estos derechos. Las autoridades 
competentes para asegurar la observancia de los derechos humanos amenazados son las 
autoridades judiciales y el Ministerio Público. La víctima de una violación de derechos humanos 
puede recibir reparación por medio de una acción judicial.
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Los individuos que se consideren afectados en sus derechos pueden recurrir directamente al 
Ministerio Público. La otra instancia de recurso directo es el Consejo de Defensa de los 
Derechos de la Persona Humana (CDDPH), órgano colegiado integrado por representantes de 
la administración pública federal y de la sociedad civil, y presidido por el Ministro de Justicia. 
El Consejo acoge quejas y denuncias de las violaciones de derechos humanos, hechas 
directamente por los interesados, o por terceros, o a través de los medios de prensa, 
proponiendo y recomendando a las autoridades competentes la adopción de las medidas 
correctivas. El Consejo no es un órgano ejecutivo y no tiene poder coercitivo sobre las 
autoridades administrativas o judiciales, limitándose a solicitar y recomendar a éstas las 
providencias necesarias para la investigación, castigo y reparación para las violaciones de 
derechos humanos. El CDDPH, en ciertos casos y con la colaboración del Ministerio 
Público, vigila el tratamiento dado por las autoridades competentes para casos concretos 
de violaciones de derechos humanos de que tenga conocimiento.
Los derechos de los indígenas son protegidos por el Ministerio Público. Las quejas de los 
indígenas pueden ser dirigidas también a la Coordinación General de Defensa de los 
Derechos Indígenas, creada en agosto de 1991, con la atribución de recibir, agilizar, 
disponer y orientar a las autoridades competentes las denuncias de violaciones de 
derechos de los indígenas y de sus comunidades. La Coordinación actúa con el apoyo del 
Ministerio Público.
Entre las principales funciones institucionales del Ministerio Público figuran las de 
promover, privativamente, la acción penal pública; promover el recurso civil y la acción civil 
pública, para la protección del patrimonio público y social, del medio ambiente y de otros 
intereses colectivos; el defender judicialmente los derechos e intereses de las poblaciones 
indígenas.
Canadá
En su calidad de nuevo miembro de la OEA, este primer informe enviado por Canadá indica 
que “Canadá es un Estado federal, compuesto por diez provincias (Alberta, British 
Columbia, Manitoba, New Brunswick, Newfoundland, Nova Scotia, Ontario, Prince Edward 
Island, Quebec y Saskatchewan) y dos territorios (Territorios del Noroeste y Yukon).
Dentro de la Confederación canadiense, los poderes legislativos son ejercidos por el 
Parlamento de Canadá y las legislaturas provinciales en concordancia con la distribución 
de poderes establecida en el Acta de Constitución de 1867. Por lo tanto, las 
responsabilidades por los asuntos de derechos humanos son compartidas entre los 
gobiernos provinciales para proteger y hacer respetar los derechos humanos en cada una 
de sus jurisdicciones.
En lo referente a la protección constitucional de los derechos humanos, en abril de 1982 se 
incorporó en la Constitución de Canadá el Acta de Constitución. La Primera Parte de este 
documento está conformada por la Carta Canadiense de Derechos y Libertades, la cual 
entró en vigor en esa misma fecha, con excepción de la sección 15°, que fue proclamada 
tres años después para poder así dar tiempo suficiente a los gobiernos provinciales para 
adecuar sus legislaciones internas con la presente normatividad.
La Carta se aplica tanto al Parlamento y Gobierno de Canadá como a las legislaturas y 
gobiernos de cada provincia y territorios con respecto a todos los asuntos de su 
jurisdicción. Esta Carta provee la protección de los siguientes derechos: las libertades
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fundamentales, los derechos democráticos, los derechos de tránsito y de circulación, los 
derechos de igualdad, los Idiomas oficiales de Canadá, los derechos educacionales del 
lenguaje de las minorías, el patrimonio multicultural de Canadá y los derechos de los 
pueblos aborígenes de Canadá.
Asimismo, la Sección 15° es la norma clave con respecto a la protección del individuo 
contra la discriminación, señalando que:
“Todo individuo es igual ante y bajo la ley y tiene el derecho de igual protección e igual 
beneficio de la ley sin discriminación y, en particular, sin discriminación basada en su raza, 
origen nacional o étnico, color, religión, sexo, edad o incapacidad física o mental.”
Aunque ciertos derechos están garantizados sólo para los ciudadanos canadienses 
derechos electorales, algunos derechos de tránsito, y los derechos educacionales del 
lenguaje de las minorías-, la gran mayoría de los derechos y libertades establecidos en la 
Carta están también garantizados para todas las personas en Canadá; ésta incluye a 
inmigrantes, refugiados y trabajadores migrantes.
Bajo lo previsto por la Sección 36 del Acta de Constitución de 1982, el Parlamento y las 
legislaturas, conjuntamente con el Gobierno de Canadá y los gobiernos provinciales y 
territoriales, están comprometidos a:
a) promover igualdad de oportunidades para el bienestar de los canadienses;
b) adelantar el desarrollo económico para reducir la disparidad de oportunidades;
c) proveer los servicios públicos esenciales de una calidad razonable para todos los 
canadienses.
En esta misma Sección, el Parlamento y el Gobierno de Canadá están compelidos por el 
principio de realizar igualdad de pagos para asegurar que los gobiernos provinciales tengan 
suficientes ingresos para proveer niveles razonables comparativos de servicios públicos a 
niveles razonables comparativos de gravamen de impuestos.
Los gobiernos federal, provinciales y territoriales han adoptado en sus legislaciones la 
protección de los derechos humanos dentro de sus respectivas esferas de competencia. 
Esta legislación establece el fortalecimiento de los mecanismos así como los programas 
educativos y programas activos de empleo para minorías, entre otros.
La legislación de derechos humanos no tiene el mismo rango de las normas 
constitucionales (las cuales se superponen a todas las otras normas legislativas); en los 
últimos años, la Corte Suprema de Canadá ha venido apoyando la posición según la cual 
la legislación de derechos humanos requiere una mayor y más amplia interpretación para 
alcanzar el objetivo de la igualdad y la dignidad de los individuos y la ha reconocido como 
“casi constitucional” en su primacía sobre otro tipo de leyes de menor jerarquía.
Se han establecido agencias de derechos humanos en la mayoría de las jurisdicciones cuya 
principal función es la investigación y resolución de violaciones de los derechos garantizados 
por la legislación. Además, están encargadas de llevar a cabo programas educacionales y de 
investigación, elaborar y/o aprobar programas activos de empleo para minorías y cualquier 
otro programa que sea del área.
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Se informó que la legislación canadiense protege la igualdad en el empleo, sin ningún tipo de 
discriminación, protege la igualdad en el salario, el multiculturalismo, proscribe la propaganda 
de odio, existe la figura del Ombudsman, se reciben quejas contra la policía, existe protección 
contra la tortura, existe un mecanismo para la superación de la mujer, de las personas 
minusválidas, protección para los refugiados, los derechos de los niños, entre otros.
En Canadá, las provincias y los territorios desarrollan sus propias estructuras e 
instituciones educativas. El Gobierno es responsable de proveer educación al personal 
de las fuerzas armadas, los pueblos aborígenes residentes en reservaciones o territorios 
de la Corona, y a los internos de las instituciones correccionales. Sin embargo, la 
enseñanza de los derechos humanos, y los programas desarrollados para proveer dicha 
enseñanza están canalizados a través de los esfuerzos concertados de las provincias, 
territorios y organizaciones no-gubernamentales. El impacto que estas organizaciones 
tienen en el público en general es de gran importancia puesto que están directamente 
involucrados con los ciudadanos canadienses en todos los niveles de la comunidad y el 
Gobierno. Aún las organizaciones que no están encargadas de la promoción de los 
derechos humanos realizan a menudo actividades que inciden o están relacionadas con 
asuntos de derechos humanos. Por ejemplo, las organizaciones etno-culturales trabajan 
para superar las barreras de la participación plena en la sociedad canadiense de todos 
sus integrantes.
Colombia
La información presentada sobre Colombia con referencia al goce de los derechos 
económicos, sociales y culturales en ese Estado miembro fue obtenida de los informes 
sometidos por éste a otros foros internacionales.
Colombia indicó inicialmente lo referente a los cambios políticos, sociales e institucionales 
en curso desde agosto 1990, con la formación del nuevo Gobierno.
Asimismo, señaló que la Asamblea Nacional Constituyente había terminado en julio de 1991 
el texto de la nueva Constitución, cuyo Capítulo II del Título II se refiere a los derechos 
económicos, sociales y culturales y garantiza, entre otras, la protección de la propiedad 
intelectual, el acceso de todos a la cultura en condiciones de igualdad, el reconocimiento 
de la igual dignidad de todas las culturas del país, la protección por el Estado del patrimonio 
cultural de la nación y la educación como un derecho de la persona y un servicio público 
que tiene función social.
Se precisó que dos instituciones estaban encargadas en Colombia de la promoción de los 
derechos humanos: la Consejería Presidencial para la Defensa, Protección y Promoción de 
los Derechos Humanos y la Escuela de Administración Pública que forma a los altos 
funcionarios públicos, en especial en la esfera del respeto de los derechos humanos. Se 
han organizado seminarios y otros programas relativos a los derechos humanos 
especialmente dirigidos a los funcionarios del Poder Judicial y a los funcionarios de la 
policía. Se añadió que dentro del marco del Plan Nacional de Rehabilitación, el Gobierno 
colombiano ha construido una red de caminos en las zonas periféricas del país y ha creado 
escuelas, centros de salud y hospitales regionales; los hogares para la protección de la 
infancia albergan alrededor de 190,000 niños. El Gobierno espera que al finalizar el año 
1992 se hayan realizado las dos terceras partes del plan. Dicho Plan está totalmente 
financiado por el presupuesto nacional y no ha recibido ninguna ayuda por concepto de 
cooperación internacional.
42
Informe Anual 1992
Respecto al problema de los “hijos de la violencia” y de los niños explotados por los 
traficantes de drogas, que los utilizan como instrumento de su “justicia privada” , se indicó 
al respecto que se había creado un Grupo Especial a cargo de la Presidencia de la 
República, con la finalidad de lograr la reinserción social de esos jóvenes.
Se indicó que de conformidad con la actual Constitución, los tratados deben ser aprobados 
por el Congreso Nacional antes de llegar a ser parte integrante de la legislación nacional. 
Empero, el Presidente de la República puede ordenar la aplicación provisional de 
determinados acuerdos internacionales de carácter económico y comercial concertados en 
el marco de las organizaciones internacionales.
Al referirse al derecho de toda persona a la educación, se indicó que el Gobierno 
colombiano trata de resolver los problemas de la escolarización insuficiente y del 
analfabetismo con dos programas fundamentales: el programa “ Educación Básica para 
Todos” y el “ Plan Nacional de Rehabilitación” orientado primordialmente a las regiones 
periféricas del país. En los presupuestos para los años 1991 y 1992 se destinaron sumas 
muy importantes a ambos programas para su realización.
Añadió que para garantizar que se ejerza plenamente el derecho de toda persona a la 
educación, se ha emprendido una reforma de los programas de estudio con la 
colaboración de la UNESCO e incluye mejorar las estructuras pedagógicas del país. 
Además de la enseñanza tradicional, el programa prevé medidas para la alfabetización y 
la educación de adultos, la divulgación de nociones elementales de higiene y de atención 
sanitaria y un programa de formación para el mejoramiento de la salud. Los medios de 
información pública desempeñan un rol fundamental en el apoyo a los programas 
educativos.
La enseñanza escolar abarca también un programa de educación cívica con el objeto de 
divulgar conocimientos de derechos humanos y con la colaboración de los medios de 
comunicación se han iniciado campañas de promoción de los derechos humanos en el 
ámbito de la educación y medios extraescolares. En el marco de los estudios pedagógicos, 
los futuros maestros siguen cursos de instrucción cívica.
La remuneración de los maestros varía según el grado de instrucción y, a título de ejemplo, 
ésta equivale a un 40 % de la que percibe un magistrado del Tribunal Supremo. En el bienio 
de 1989-1991, el programa “Educación Básica para Todos” ha permitido disminuir la tasa 
de analfabetismo del 12% al 7 u 8%. El rendimiento escolar de los niños y las niñas es 
semejante y en las universidades las mujeres están representadas proporcionalmente tanto 
como los hombres; la enseñanza obligatoria, tutelada por la propia Constitución, abarca 
hasta los menores de 15 años de edad y en los establecimientos públicos es gratuita. En lo 
que respecta el papel del sector privado en la educación, se señaló que la población en 
edad escolar o universitaria significa el 40% de la población del país.
El informe señala que se considera necesario diversificar los programas de los centros de 
formación de los docentes de las escuelas normales incorporando nuevas técnicas 
pedagógicas de carácter especializado para atender a los niños mentalmente retardados, 
sordomudos o de comportamiento irregular.
En materia de desarrollo cultural, se informó sobre el establecimiento de programas 
especiales para el desarrollo integral de los jóvenes y uno de esos programas está 
especialmente destinado a prevenir la drogadicción de los adolescentes. Asimismo, el
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Instituto Colombiano de Cultura, COLCULTURA, está encargado de la aplicación de las 
políticas culturales formuladas por el Consejo Nacional de Política Económica y Social y 
con ese fin elabora programas de desarrollo de la cultura en el piano nacional.
La difusión de la cultura indígena está comprendida como parte de la política general del 
Estado, la Constitución de 1991 reconoce oficialmente los idiomas indígenas; empero, aún 
no se han aprobado los reglamentos que permitan aplicar dicha disposición.
En lo que respecta a la investigación arqueológica, se señaló que el nuevo reglamento, 
promulgado recientemente, no tiene por objeto prohibir las excavaciones sino proteger el 
patrimonio cultural del país y salvaguardar los sitios que constituyen lugares de culto para 
los indígenas puesto que para éstos, las excavaciones arqueológicas representan una 
amenaza para su identidad cultural.
México
En la respuesta enviada por México a la CIDH, señala lo siguiente en lo referente a los 
derechos económicos, sociales y culturales:
El Gobierno de México, en consonancia con la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, reconoce lo prescrito igualmente por la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos, que la estrecha indivisibilidad existente entre los derechos civiles y políticos son 
el ideal de toda sociedad democrática; reconoce asimismo los derechos a la 
autodeterminación, a la soberanía sobre las riquezas y los recursos naturales, a la paz y a 
un medio ambiente sano y ecológicamente equilibrado. Se recordó que al inicio de su 
gestión el Presidente Carlos Salinas de Gortari manifestó el firme compromiso de combatir 
la pobreza extrema como una de las prioridades de su administración, a fin de lograr una 
justicia social plena en la que todos los mexicanos disfruten de salud, alimentación, 
educación y vivienda, aspirando a establecer el combate a la pobreza como una política 
permanente del Estado mexicano.
Por ello, la presente administración, al reafirmar su compromiso con la justicia social, ha 
reforzado su capacidad para proveer con mayor calidad la cobertura de los servicios 
sociales básicos. Así, los recursos destinados al desarrollo social pasaron de representar el 
36.3% del total del gasto programable en 1988 al 44.8% en 1991.
En lo referente al derecho a la educación, México indicó que su Gobierno proporciona 
servicios de educación primaria general en forma escolarizada, de acuerdo con el plan y los 
programas de estudio para los seis grados que comprende el nivel.
Para los niños del grupo de 6 a 14 años de edad pertenecientes a las poblaciones indígenas 
del país, el proceso de enseñanza-aprendizaje se desarrolla en escuelas con apoyos 
didácticos especiales, además de libros de texto gratuitos, a fin de que los alumnos logren 
los propósitos de la educación primaria bilingüe bicultural.
En cuanto a la disponibilidad de la educación secundaria en general, cabe señalar que se 
atiende al 82% de la demanda real en sus modalidades de educación secundaria, para 
trabajadores, secundaria técnica y telesecundaria, lo cual permite a todos los mexicanos 
que lo soliciten, tener acceso a este servicio, dependiendo del lugar donde residan, e 
incluso teniendo en cuenta su actividad.
44
Informe Anual 1992
En cuanto a la educación de los niños y los jóvenes que acusan deficiencia en sus 
capacidades, existen servicios relativos a trastornos de audición y lenguaje, trastornos 
visuales, trastornos neuromotores, problemas de aprendizaje, problemas de deficiencia 
mental; asimismo, se presta doble terapia de aprendizaje y lenguaje, llevándose a cabo 
previamente acciones de diagnóstico y canalización de la demanda.
Como condición indispensable para el desarrollo del país se ha impulsado el mejoramiento 
de la calidad de la educación, principalmente con la revisión de los contenidos educativos. 
En el ciclo escolar 1991-1992 han sido atendidos con servicios escolarizados alrededor de 
25 millones de alumnos. En materia de salud se da prioridad a la atención médica de primer 
nivel, principalmente en las zonas rurales y urbanas rezagadas.
En 1991 se creó el Consejo Nacional de Vacunación y se operó el Programa de Vacunación 
Universal, lo que contribuyó a alcanzar la cobertura total de inmunización de los niños 
menores de cinco años.
Se ha avanzado en la satisfacción de las necesidades habitacionales mediante el 
establecimiento de esquemas de atención específicos para los diferentes sectores de la 
población. Los organismos públicos de vivienda continúan adecuando sus sistemas de 
financiamiento, y la banca comercial ha ampliado su participación en el financiamiento de 
viviendas con plazos que van de cinco a veinte años.
En materia ecológica, se consolidó a nivel nacional el marco normativo dentro del cual toda 
la actividad económica y social está obligada a atender criterios ambientales; se impulsó la 
concertación de acciones para promover la inversión privada en proyectos de protección 
del medio ambiente. En 1991 por primera vez el gasto público destinado a proteger y 
restaurar el medio ambiente se ejerció mediante el Presupuesto Unico de Ecología.
En lo referente al derecho al trabajo y a una justa retribución, México señaló que la libertad 
de empleo está reconocida en el artículo 5 de su Constitución; además, el artículo 123° de 
la Ley Federal del Trabajo (LFT), reglamentaria del artículo 123° Constitucional, consagra el 
derecho al trabajo digno y socialmente útil. La Ley recientemente aprobada otorga la 
facultad a todos los individuos para emplearse en cualquier actividad, siempre y cuando 
ésta sea lícita.
En 1991 se puso en marcha el Programa Nacional de Capacitación y Productividad, con el 
cual se emprende una amplia labor de promoción y concertación con los diversos sectores 
de la sociedad, para contribuir al mejoramiento de los niveles de calificación de la población 
trabajadora, así como de la productividad y de la calidad de las empresas.
Para mejorar las condiciones del medio ambiente laboral, así como para disminuir y prevenir 
los accidentes y enfermedades de trabajo, se ha puesto especial interés en fomentar y 
fortalecer el funcionamiento de las Comisiones Mixtas de Seguridad e Higiene de empresas 
de jurisdicción federal y local, que junto a las instaladas previamente suman de 110 a 206. 
Con el propósito de regular el uso de sustancias que puedan afectar a la salud del 
trabajador, se elaboraron 10 anteproyectos de normas, se revisaron y actualizaron siete 
instructivos del Reglamento General de Seguridad e Higiene y se concluyeron dos 
Manuales de Medicina del Trabajo.
Las acciones de las inspecciones del Trabajo se dirigen a supervisar que los empleadores 
observen las obligaciones económicas a su cargo, y que en los puestos de trabajo se
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cumpla con los términos señalados en la normatividad laboral vigente, prestando particular 
atención al trabajo de menores.
En lo referente al derecho a la seguridad social, a la preservación de la salud y el bienestar, 
México indicó que en su Ley del seguro social se establecen los derechos a la seguridad 
social, seguros médicos y de maternidad y las prestaciones sociales a que tienen derecho 
los trabajadores y sus familiares.
En materia de protección y asistencia a la familia, el artículo 4° de la Constitución establece 
que la Ley protegerá la organización y el desarrollo de la familia, y reconoce el derecho que 
tiene toda persona a decidir de manera libre, responsable e informada sobre el número y 
espaciamiento de sus hijos. Este mismo artículo garantiza a la familia el derecho a la 
protección de la salud y a disfrutar de vivienda digna y decorosa.
Se han iniciado, y continúan desarrollándose, acciones de fomento a la cultura de la salud 
mediante la difusión y promoción de hábitos de higiene y el autocuidado, tanto en unidades 
médicas como en las comunidades. También se han reforzado las acciones de prevención 
y control de las enfermedades transmisibles mediante la consolidación y el fortalecimiento 
de los programas existentes y la puesta en marcha de aquellos necesarios para evitar 
enfermedades que constituyan problemas importantes de salud pública.
De igual forma, se destaca la operación del Programa de Vacunación Universal y la creación 
del Consejo Nacional de Vacunación, que permitieron consolidar las acciones de 
planeación, coordinación y evaluación para alcanzar la cobertura total de vacunación en los 
niños menores de 5 años. En 1991 se aplicaron 86 millones 105 mil dosis de biológicos, 
incluyendo los “ Días Nacionales de Vacunación Antipoliomielítica” .
En el campo de control de contaminación ambiental y cuidado ecológico se han 
desarrollado varios programas con tal finalidad. Por las acciones realizadas para proteger 
el medio ambiente, el Presidente de la República fue distinguido y recibió a nombre de la 
nación el Premio de Tierra Unida 1991.
Corresponde a la Secretaría de Desarrollo Social (SEDESOL) la formulación, conducción y 
evaluación de la política general de desarrollo social, y en particular la de asentamientos 
humanos, desarrollo regional y urbano, vivienda y ecología.
En lo referente al derecho a los beneficios de la cultura, cabe destacar la creación del 
Consejo Nacional para la Cultura y las Artes (CNCA), a través de Decreto Presidencial del 7 
de diciembre de 1988, como un órgano administrativo descentralizado de la Secretaría de 
Educación Pública, que ejerce las atribuciones que en materia de conservación, promoción 
y difusión de la cultura y las artes corresponden a la citada Secretaría.
México agregó que la creación, conservación y difusión de los bienes culturales de la 
sociedad, la libre manifestación del arte, así como la reafirmación de su identidad nacional 
son aspectos fundamentales que por medio de la política cultural el Gobierno de México 
conserva y fomenta.
* La observancia de los derechos de los menores
Las situaciones de violencia y asesinatos contra los niños de la calle y las áreas de conflicto 
de los países latinoamericanos, especialmente Colombia, Guatemala, Perú, Brasil,
46
Informe Anual 1992
Nicaragua y El Salvador son una vergüenza para los gobiernos democráticos. Es evidente 
que para los gobiernos latinoamericanos la niñez - que conforma más del 50% de la 
población- no es una prioridad dentro de sus políticas de desarrollo social y económico, 
menos aún la niñez víctima de los conflictos armados y de la situación de pobreza extrema.
En los últimos meses se han incrementado los asesinatos de los niños de la calle en Brasil 
y Guatemala por parte de las fuerzas de seguridad del Estado. En el pasado mes de 
noviembre (1991), en Río de Janeiro, Brasil, seis niños de la calle fueron asesinados por 
grupos no identificados en iguales circunstancias en que perecieron 142 niños en el 
Estado de Río de Janeiro en 1991. En algunos casos se ha demostrado la participación 
de la policía pero sólo tres de los agentes implicados están en prisión. Igualmente en 
Guatemala hay ocho órdenes de captura contra agentes de la policía por asesinatos y 
tortura de niños de la calle, que, sin embargo, no han sido ejecutadas por la impunidad 
existente.
Ante las declaraciones recién recogidas podemos apreciar una cruda realidad que se 
traduce principalmente por factores de pobreza extrema, marginalidad, abandono y falta 
de recursos para asegurarle al poblador del hemisferio, aún desde temprana edad, el goce 
de sus más elementales derechos humanos, el derecho a la vida y el derecho a la 
integridad física.
Asimismo, en recientes excavaciones y exhumaciones realizadas en El Salvador, un equipo 
de antropólogos forenses descubrió en El Mozote, un número aproximado de 37 calaveras 
y esqueletos -la mayoría de niños- que habían sido enterrados en la pequeña casa del 
sacerdote, junto a las ruinas de la iglesia, donde testigos del lugar indicaron que el batallón 
Atlacalt, el 11 de diciembre de 1981, se llevó a un grupo de niños y los acuchillaron, 
golpearon mortalmente y les dispararon. Este hallazgo ratificó el testimonio de los lugareños 
que habían dado esta versión.
Dentro de este contexto, la situación del menor en Guatemala es bastante preocupante, 
cabe resaltar los ataques producidos constantemente contra el centro Casa Alianza y sus 
colaboradores. Se trata de un centro que trabaja con niños de la calle o “gaviotas” como 
también se les conoce. Entre otros, es importante señalar un caso en el que la Casa Alianza 
pudo conseguir condenas debido a ataques producidos contra sus niños; es el de 
Nahamán Carmona López, muerto luego de ser atacado por cuatro policías el 4 de marzo 
de 1990.
Después de varios juicios fallidos, la Corte de Apelaciones confirmó las condenas el 22 de 
julio de 1992, reduciendo a doce años el término de prisión. Varios de los testigos del hecho 
siguen siendo amenazados y dos de ellos han dejado el país debido a ello; otros han sido 
víctimas de maltratos físicos y de violaciones sexuales (caso de una enfermera del centro). 
Asimismo, un integrante de la agencia de seguridad, organización conectada con la 
inteligencia militar, fue también condenado, en marzo de 1992 a diez años de prisión por 
la muerte producida el 28 de abril de 1991 al niño Francisco Chacón Torres. Estos, entre 
otros, son casos de abusos producidos y comprobados contra menores guatemaltecos por 
parte de las fuerzas del orden que han sido denunciados ante la CIDH.
Cabe resaltar el fenómeno de la utilización de menores en enfrentamientos bélicos de 
grupos armados irregulares, siendo principalmente notorios los casos de Colombia, Perú, 
Guatemala, entre otros.
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Referente al campo de utilización y explotación de menores en trabajos inadecuados por 
su condición de menor, es importante recordar lo que ha venido ocurriendo en la 
República Dominicana, en los conocidos “bateyes” o ingenios azucareros, en los cuales 
son contratados jóvenes nacidos en suelo dominicano pero de origen haitiano, no 
teniendo ningún tipo de derecho y que realizan su trabajo en condiciones totalmente 
inadecuadas.
Situación específica en determinados países miembros de la Organización de los 
Estados Americanos
Argentina
La situación se presenta en forma sui generis, puesto que la existencia de niños de 
padres desaparecidos durante la época de la llamada “guerra sucia” dejó una pesada y 
difícil herencia a los gobiernos democráticos. Por ello, la administración argentina 
gobernante está tratando por todos los medios de poner fin y de solucionar - de la mejor 
manera posible- estos dramáticos casos de adopciones clandestinas. En su actual 
legislación, en lo referente a los derechos del niño, el Código Civil argentino establece un 
régimen para los menores en sus artículos 126 a 139. Se expresa allí que son menores 
las personas que no hubiesen cumplido 21 años (menores impúberes hasta los 14 años; 
menores adultos de 14 a 21 años), y se disponen las condiciones y efectos de la 
emancipación de los menores. En lo referente al derecho al nombre, la ley N° 18.248 de 
1969 regula el tema.
La ley N° 14.394 sobre el régimen de menores y de la familia protege los derechos de los 
menores en caso de herencia. La reforma introducida al Código Civil por la ley N° 23.515 ha 
elevado la edad mínima para contraer matrimonio, siendo ella de 16 años para la mujer y 
18 para el varón y ha adecuado las normas sobre adopción de menores de la ley N° 19.134 
con las modificaciones de la ley N° 23.264. Asimismo, el Código de Comercio argentino 
establece las condiciones en las cuales los menores adultos pueden ejercer el comercio. La 
Ley de Contrato de Trabajo contiene también disposiciones que regulan el trabajo de los 
menores. En el ámbito penal, la ley N° 22.278 sobre Régimen Penal de la Minoridad dispone 
la imputabilidad a partir de los 16 años y normas sobre el cumplimiento de la pena. El 
Código Penal protege a los menores especialmente en los casos de abandono de personas, 
violación y estupro, corrupción y abuso deshonesto, supresión de estado civil.
Canadá
En la respuesta que envió Canadá sobre el tema del menor ante la información solicitada 
por la CIDH, se destaca:
En el ámbito de analfabetismo señaló que no existían estudios exhaustivos sobre el grado 
de analfabetismo entre esta población, pero que la educación en su país era obligatoria 
hasta una edad determinada (15 años en Newfoundland, y 16 años en todas las demás 
provincias); por ello, toda la población juvenil tenía igual oportunidad de acceder a una 
educación básica.
Algunos indicadores sobre este tema pueden ser hallados en la Encuesta de las Habilidades 
Alfabéticas Utilizadas en las Actividades Diarias de 1989. Este estudio se concentró en 
examinar “ las habilidades alfabéticas diarias” de la población adulta, entre las edades de 16 
a 69 años. Empero, es importante dejar constancia que dentro del rubro de menor edad de
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personas encuestadas - de edades de 16 a 24 años éstos aún continuaban con su 
educación, pudiendo llegar en años posteriores a ubicarse dentro de un rango de 
educación superior.
En cuanto a los instrumentos internacionales de protección del menor de los cuales Canadá 
es parte, se señaló que el país ha ratificado 25 convenios internacionales de derechos 
humanos, y entre los varios derechos que éstos tutelan se hallan tanto los derechos de los 
niños como de los adultos. Algunos de estos instrumentos se refieren expresamente al 
derecho del niño, siendo los más importantes los siguientes:
En 1991, Canadá ratificó la Convención de los Derechos del Niño de las 
Naciones Unidas.
En 1976, Canadá ratificó el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
de las Naciones Unidas y su Protocolo Adicional.
En 1976, Canadá ratificó el Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales de las Naciones Unidas.
En 1981, Canadá ratificó la Convención para la Eliminación de todas las Formas 
de Discriminación contra la Mujer.
Las otras convenciones sobre derechos humanos que Canadá ha ratificado están referidas 
a asuntos tales como prácticas de empleo, esclavitud, tortura, refugiados y conflictos 
armados.
En lo referente a las medidas que el Gobierno canadiense toma para proteger y ayudar a 
los menores en situación de abandono, se indicó lo siguiente:
En Canadá, todas las jurisdicciones poseen una amplia gama de servicios para apoyar y 
asistir a las familias en tiempos difíciles. En lo referente a la determinación en qué 
circunstancias la ruptura de las familias es nociva para la seguridad y bienestar del menor, 
la competencia está dada por la legislación pertinente y en casos de abandono de menores 
por parte de los padres, el Estado se encarga de velar por su protección vía la renuncia 
temporal o permanente de la patria potestad en favor del Estado. La atribución de la 
responsabilidad en materia de guarda es el interés superior del menor.
A nivel nacional, en Canadá se proporcionan servicios de beneficencia y de cuidado 
substituto para el menor, generalmente a través de hogares substitutos o arreglos 
permanentes a través de la adopción. Las leyes provinciales regulan estos servicios de 
protección y sus costos son compartidos con el Gobierno federal bajo el Plan de Asistencia 
del Canadá.
En lo referente a la adopción de menores, Canadá cuenta con la Oficina Nacional de 
Adopción: todas las jurisdicciones del país apoyan la idea de la adopción del menor 
abandonado o maltratado, en toda situación comprobada que deje vislumbrar que dicho 
cambio de situación está dado sólo dentro del ámbito del interés superior del bienestar del 
menor.
En lo referente al empleo de los menores, Canadá indicó que: todas las jurisdicciones en el 
Canadá (ya sean, los gobiernos federales, provinciales y territoriales) prohíben en general el 
trabajo de los menores de quince años, por ser la edad hasta la cual aún acuden a la escuela 
(15 años en Terra Nova y 16 años de edad en todas las otras provincias y territorios), salvo 
que éstos sean trabajos ligeros realizados fuera de las horas de clase bajo condiciones 
preestablecidas y que no pongan, de ninguna forma, en peligro su salud y desarrollo.
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En lo referente a la contribución que Canadá realiza con los niños del “tercer mundo” y 
sobre todo los de Latinoamérica, se señaló lo siguiente:
Canadá ha jugado un rol importante dentro de la Cumbre Mundial de la Juventud de 1990, 
la cual estuvo co-presidida por el Primer Ministro Brian Mulroney. Canadá ha firmado la 
Declaración Mundial en favor de la sobrevivencia, la protección y el desarrollo del niño, así 
como el Plan de Acción conexo para mejorar la vida de los niños en el mundo entero. El 11 
de diciembre de 1991, el Primer Ministro ratificó la Convención sobre los derechos del Niño. 
“Crecer juntos” fue la respuesta nacional del Canadá en la cumbre mundial; se trata de un 
Plan de Acción para canalizar ayuda para los niños del Canadá así como los de los países 
en desarrollo.
A nivel internacional, se ha establecido un fondo de 20 millones de dólares -llamado Fondo 
Especial de patrocinio en favor de los niños-, para socorrer a los niños del mundo 
promoviendo proyectos a través de los diversos organismos no gubernamentales dentro del 
curso de los cuatro próximos años.
Este nuevo programa está inscrito en la línea de avances emprendidos por el Canadá hace 
algún tiempo con la finalidad de ayudar a los niños de los países en desarrollo. La Agencia 
Canadiense para el Desarrollo Internacional (ACDI) cuenta con un presupuesto de 3 billones 
de dólares. En 1991-1992, alrededor de 350 millones (aproximadamente un millón diarios) 
fueron destinados para actividades de auspicio directo a los niños tales como atención 
médica, agua potable, educación, mejora en la alimentación, apoyo para las mujeres en su 
labor de proveedoras del hogar y nutricionistas de sus hijos y familiares, etc.
Canadá es parte del Consejo de Administración de la UNICEF desde su creación en 1946 
y está considerado como el cuarto país en la lista de donantes de 1990. En 1991-1992, 
Canadá ha entregado un total de 51.5 millones de dólares al UNICEF. Canadá ha 
participado muy activamente en el Programa Universal de Inmunización de Niños de las 
Naciones Unidas, al cual está circunscrito en una centena de proyectos en 50 países, 
principalmente de América Latina.
Canadá ha previsto un presupuesto de 50 millones de dólares, en un período de cinco años, 
para continuar participando en la inmunización universal; se destinan además 2 millones 
para un proyecto de la Organización Mundial de la Salud tendiente a poner en práctica 
nuevas vacunas contra las enfermedades infantiles. Por otra parte, a través de la 
Organización Panamericana de la Salud, se están apoyando otros programas destinados al 
mejoramiento de las vacunas, con la finalidad de beneficiar a los niños de las Américas. La 
ACDI ha invertido dos millones de dólares en la lucha que adelantan los organismos no 
gubernamentales canadienses a fin de aliviar la situación de los niños de la calle que trabajan 
o se prostituyen en los países en desarrollo, especialmente en los de la América Latina.
El monto calculado y desembolsado para 1991-1992 en ayuda para los niños 
latinoamericanos es aproximadamente de 24.5 millones de dólares, lo cual significó un 
aumento de casi el 40 % del año anterior. Además, 3.9 millones de dólares de ayuda 
alimentaria bilateral han beneficiado directamente a niños latinoamericanos este año. Se 
estima que los fondos afectados, dentro del marco de los diferentes programas, para 
promoción del bienestar de niños de Latinoamérica, directa o indirectamente, se elevan a 
alrededor de 102.8 millones de dólares, estando la mayor parte de éstos consagrados a 
programas de higiene, seguimiento de los programas agrícolas, demográficos, y de los 
establecimientos humanos, así como del abastecimiento de agua.
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Costa Rica
En su respuesta dirigida a la CIDH indicó lo siguiente: Costa Rica está tratando de 
modernizar su legislación y procedimiento a los cambios económicos, sociales y culturales 
que trae el paso del tiempo, con la modernización de sus métodos y programas de 
enseñanza, la cual es obligatoria y gratuita, por disposición Constitucional (artículo 78°) en 
lo que a educación general básica se refiere.
En los programas oficiales de extensión de cobertura de salud, la atención médica del niño 
desde su misma gestación, toma un especial cuidado; programas o actividades de 
capacitación a las autoridades de la policía administrativa para un mejor abordaje y trato 
con los menores con quienes ellos por razones de sus funciones entren en contacto e 
igualmente programas para la atención y capacitación de los menores trabajadores y en 
circunstancias especialmente difíciles, asi como la capacitación de los encargados de la 
educación formal e informal del menor, todo lo cual responde a lo prescrito por la 
Constitución (artículo 51) mediante la cual se establece la obligación del Estado de brindar 
una protección especial al menor.
Asimismo, con base en la propia Constitución (artículo 78) existe la institución responsable 
de materializar la presencia del Estado en el ámbito de la protección especial del menor, 
denominada Patronato Nacional de la Infancia; ello para menores en riesgo social, y para el 
caso de menores en situación irregular o social. La existencia de Jueces Tutelares y una ley 
de carácter especial que regula desde la contención del menor hasta las medidas 
aplicables, incluido el tratamiento institucional que se halla en la Ley Orgánica de la 
Jurisdicción Tutelar de Menores; están en vigor un Código de Menores y uno de Familia, 
separados del Código Civil.
Costa Rica tiene una Comisión Nacional de Seguimiento y Verificación de la Aplicación de 
la Convención de Naciones Unidas sobre Derechos del Niño, asi como una Comisión 
Legislativa Especial que investiga todo lo relacionado con el tráfico de menores para la 
adopción en el exterior, la desaparición de niños y el comercio de órganos.
Se han creado distintos instrumentos legales y reglamentarios, tales como un nuevo 
reglamento para la Declaratoria de Estado de Abandono de Menores; un Manual de 
Procedimientos y un nuevo Reglamento de Salidas de Menores del País. Asimismo, se creó el 
Comité Nacional de los Derechos del Niño, por Decreto Ejecutivo, el cual, entre otras, examina 
los progresos alcanzados en el cumplimiento de las obligaciones contraídas por su Gobierno 
a través de la firma, aprobación y ratificación de la Convención de los Derechos del Niño. 
Igualmente se formó, mediante Decreto Ejecutivo, una Comisión para el estudio y análisis de la 
situación de las familias inmigrantes costarricenses que incumplen sus deberes familiares.
La Defensoria de la Infancia surgió como una instancia intermedia entre el Poder Ejecutivo 
y las instituciones públicas de bienestar social y el niño o su representante, a la que éstos 
puedan acudir cuando sientan que sus derechos han sido violados o lesionados, ya sea por 
acción u omisión de los responsables del cumplimiento de lo dispuesto por la Ley. Sin 
embargo, Costa Rica señaló que no podía inferirse de lo expresado que el problema de la 
niñez y de la juventud estaban resueltos en su país.
Estados Unidos
El informe que presentó Estados Unidos de América al instituto Interamericano del Niño, 
sn noviembre de 1992, fue muy revelador: indicó que se estimaba la existencia de un
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aproximado de 64 millones de niños menores de 18 años en el país y se precisó que uno 
de cada cinco niños en los Estados Unidos vivía en familias cuyo ingreso está bajo niveles 
federales de pobreza. El ingreso promedio de una madre trabajadora cabeza de familia 
es sólo el 40 % del ingreso de dos padres trabajadores.
En los últimos años, las agencias de servicio locales de protección al menor e Inclusive el 
propio Estado han recibido alrededor de 2 millones de denuncias, por año, de alegados 
maltratos contra menores; en 1986, aproximadamente 280,000 niños fueron separados de 
sus padres y colocados en hogares sustitutos. El incremento en el abuso de substancias 
aluclnógenas, especialmente del “crack” , entre la población infantil, ha contribuido en gran 
medida al incremento de solicitudes de ayuda estatal para los niños así como el hecho de 
tener que separarlos de sus familias. Consecuentemente aproximadamente 400,000 niños 
fueron colocados en instituciones especializadas para su protección durante 1990. 
Asimismo, se señaló que muchos niños no contaban con el acceso a los servicios 
elementales de salud.
Venezuela
En el Informe presentado por Venezuela al Instituto Interamericano del Niño, se indicó que 
la protección del menor se realizaba a través de organismos gubernamentales y no 
gubernamentales.
Dentro del primer rubro de organismos se cuenta con el Instituto Nacional del Menor 
(INAM), el Ministerio de la Familia, el Ministerio de Sanidad y Asistencia Social, el Ministerio 
de Educación, el Ministerio de Trabajo, el Ministerio Público, la Fundación del Niño, así 
como con institutos autónomos tales como el Instituto Nacional de Nutrición (INN), Instituto 
Venezolano de Investigaciones Científicas (IVIC), Instituto Nacional de Higiene “Rafael 
Rangel” e Instituto “Hospital Universitario de Caracas” , adscritos al Ministerio de Sanidad y 
Asistencia Social (MSAS).
Dentro de este tipo de organismos se señalaron al Instituto Nacional de Deportes (IND), 
adscrito al Ministerio de la Familia y al Instituto Nacional de Cooperación Educativa (INCE), 
adscrito al Ministerio de Educación. Igualmente dentro de esta categoría de organismos se 
mencionó a la Gobernación del Distrito Federal y las demás gobernaciones de los Estados 
de la República, a la Junta de Beneficencia Pública del Distrito Federal, a la cual están 
adscritos, entre otros, el Hospital de Niños “J.M. de los Ríos” y la Maternidad “Concepción 
Palacios” . Todos estos órganos están encargados de velar y tutelar por el bienestar, salud 
y normal desarrollo y desenvolvimiento del menor venezolano.
Asimismo, como se indicó antes, Venezuela cuenta con organismos no gubernamentales de 
protección al menor; entre los principales resaltó los siguientes, por sus connotados esfuerzos 
en coadyuvar en la tarea de asistencia dentro del contexto de un país latinoamericano con 
grandes problemas económicos: la Asociación Venezolana de Padres y Amigos de Niños 
Excepcionales (AVEPANE) y la Fundación del Niño Maltratado (FONDENIMA). La primera de 
ellas fue fundada en Caracas-capital de la República-el 1 de agosto de 1963. La segunda de 
ellas, FONDENIMA, creada en 1984 con el nombre de Oficina Nacional de Denuncia de Niños 
Maltratados, funciona en el Hospital “J.M. de los Ríos” .
Esta fundación (FONDENIMA) recibe denuncias de maltrato de menores y las procesa a través 
de las Procuradurías de Menores. También dicta entre seis y siete seminarios por año a fin de 
concientizar a miembros de ciertas comunidades, cuyo efecto multiplicador beneficie la
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difusión de todo lo relativo a la prevención y el tratamiento del maltrato de menores. Dentro 
de este marco, esta fundación ha creado una Escuela de Padres, en la cual se brinda 
tratamiento a padres que maltratan a sus hijos para ayudarlos a corregir este problema. 
Asimismo, se hizo mención de la “Asociación Muchachos de la Calle”-la cual forma parte 
de la Red Latinoamericana y del Caribe para la Infancia y la Familia— , organización que es 
el brazo de la Unión de Protección de la Infancia (UPI) para la América Latina.
Se reconoce que a pesar de los esfuerzos de integrar estos recursos de asistencia por 
algunos equipos directivos del Estado y por representantes de los entes no gubernamentales, 
en Venezuela no existe aún un sistema que estructure la atención al menor.
No existe un sistema de atención infantil porque a pesar del hecho de existir diversos entes 
para el tratamiento del menor, éstos no dependen recíprocamente unos de los otros, ni en 
su operatividad ni en sus metas. Por ello, ni los entes estatales ni los no gubernamentales 
conforman un todo estructurado que pueda denominarse como tal. Por lo tanto, para que 
pueda existir un sistema social de atención a la población infantil en Venezuela habría que 
integrar a toda esta diversidad de instituciones existentes del sector público y privado, 
unificando políticas para poder ubicarse en un escenario social común.
Conclusiones y Recomendaciones:
La Comisión considera que a pesar de los esfuerzos que se vienen haciendo para 
confrontar esta problemática, la situación continúa siendo muy preocupante en el 
hemisferio.
Es importante resaltar que los derechos consagrados en la Convención de los Derechos del 
Niño contemplan un nivel mínimo de respeto que debe ser acatado y respetado. Asimismo, 
en el sistema interamericano se cuenta con el mecanismo establecido por la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, la cual prevé la recepción y tramitación por parte de 
la Comisión Interamericana de Derechos Humanos de denuncias sobre casos individuales 
y violaciones de derechos humanos.
Ante la grave situación que enfrenta el hemisferio en el campo de la protección de la niñez, 
el Consejo Directivo del Instituto Interamericano del Niño y la Asamblea General de la OEA 
aprobaron, a principios de la década de los 90, el Plan de Acción Interamericano para la 
Niñez Carenciada, el cual contempla asuntos sociales, educativos, jurídicos, de 
información, de registro civil y estadísticas vitales, de prevención de la farmacodependencia 
y de la niñez discapacitada.
La Comisión urge a realizar mayores esfuerzos en la protección y tutela de los derechos de 
los menores por ser éstos el futuro de nuestras naciones-, a través de mayor inversión en 
los sectores sociales de cada país, a través de la cooperación y solidaridad internacionales 
y la ratificación de los instrumentos pertinentes, tanto del sistema universal como los 
instrumentos interamericanos de protección de derechos humanos señalados en este 
mismo Informe y más específicamente los referidos a la protección de los derechos 
humanos del menor.
Tomando en consideración la especial condición del menor que está expuesto a las 
distintas formas de violencia y abandono; a la tortura y al exterminio; a la drogadicción, 
a la explotación y al abuso sexual; a la delincuencia y trabajos forzados, llegándose en 
algunas situaciones a niveles de esclavitud; a la malnutrición y al analfabetismo; al rapto
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con motivos de adopción ilegal o para ser utilizados como involuntarios donantes de 
órganos, así como los que se hallan expuestos a los conflictos armados, siendo en 
muchos casos partícipes directos en los mismos, la Comisión propone:
1. Recomendar a los Estados miembros que adopten las medidas necesarias, tanto a nivel 
interno como a través de la ayuda internacional, para poner fin a las diversas situaciones de 
violaciones de derechos humanos registradas en sus territorios y poder así garantizar la 
vigencia y goce de todos los derechos humanos reconocidos, de conformidad con lo dispuesto 
por la Convención Americana sobre Derechos Humanos y la Convención de Naciones Unidas 
sobre Derechos del Niño. Ello, con base en cambios constitucionales, legales y administrativos 
internos que hagan posible la adecuación de la norma internacional, prevaleciendo aquellas 
normas que contengan específicamente preceptos de derechos humanos.
2. Reiterar a los Estados miembros de la OEA que aún no lo hayan hecho, que envíen la 
información solicitada por la CIDH sobre el fortalecimiento de la OEA en materia de derechos 
humanos de los menores, de acuerdo con lo dispuesto por la resolución AG/RES. 1112 (XX- 
0/91), emanada de la Asamblea General en su vigésimo primer período ordinario de sesiones.
3. Exhortar a los Estados que aún no lo hayan hecho a que ratifiquen, a la brevedad posible 
y de acuerdo con su situación específica, los siguientes instrumentos:
La Convención de Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño;
La Convención Americana sobre Derechos Humanos;
El Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Huma­
nos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Protocolo 
de San Salvador);
La Convención Interamericana sobre Obligaciones Alimentarias;
La Convención Interamericana sobre Restitución Internacional de Menores;
La Convención Interamericana sobre Conflictos de Leyes en Materia de 
Adopción de Menores y;
La Convención de La Haya sobre los Aspectos Civiles del Secuestro 
Internacional de Menores.
* Situación de los derechos humanos de la mujer en el hemisferio 
Introducción
La Comisión inicia en este Informe Anual la consideración de la Situación de los Derechos 
Humanos de la Mujer en el Hemisferio, acatando así una recomendación de la Asamblea 
General de la Organización contenida en la Resolución AG/RES. 1112 (XXI-0/91) sobre el 
“Fortalecimiento de la OEA en Materia de Derechos Humanos” .
Para la elaboración de esta sección, la CIDH contó con la información suministrada por los 
Estados miembros de la OEA, de conformidad con la solicitud que se les formuló con fecha 20 
de agosto de 1992, y con material de consulta e informes presentados por los Gobiernos a 
diversos foros de protección de los derechos humanos, especialmente a la Comisión 
Interamericana de Mujeres (CIM), a la cual agradecemos la colaboración y facilidades otorgadas.
La Comisión estima importante profundizar en la consideración de este tema, aunque en 
términos generales las situaciones de derechos humanos que analiza la Comisión desde su 
creación abarcan en su alcance a todos los seres humanos sin distinción de sexo.
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Es conocida la lucha que ha librado la mujer en el ámbito universal y regional para alcanzar 
el pleno respeto y garantías a sus derechos humanos fundamentales. A pesar de los 
avances que se han obtenido, especialmente en la paridad del disfrute de los derechos 
consagrados en las leyes nacionales e instrumentos internacionales, todavía subsisten 
problemas de variado origen que impiden el pleno disfrute de los derechos humanos de la 
mujer, tales como marginalidad, abandono, violencia, situaciones económicas que afectan 
más directamente a algunos sectores de la población, incluyendo a mujeres y niños. La sola 
existencia de normas no garantiza la eliminación de la discriminación contra la mujer. En 
numerosos países subsisten situaciones discriminatorias de hecho, a pesar de que existan 
leyes que establezcan lo contrario.
Tanto la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre como la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos contienen, además del articulado general 
sobre los derechos establecidos, artículos específicos referidos a la mujer.
La Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer 
de las Naciones Unidas es el instrumento internacional de más amplio alcance sobre la 
temática femenina y con excepción de Las Bahamas y los Estados Unidos de América, ha 
sido ratificada por todos los demás países del hemisferio.
Se encuentra en proceso de consulta entre los Estados un proyecto de Convención sobre la 
“Protección de la Mujer Contra la Violencia" que será presentado en su debida oportunidad 
a la Asamblea General por la Comisión Interamericana de Mujeres. Este instrumento intenta 
abarcar el fenómeno de la violencia, tanto pública como privada, en todas las esferas de la 
vida diaria, inter alia, en el empleo y en la vida familiar; asimismo, estructura el concepto 
sobre las posibles formas de abuso (físico, mental, daño emocional, entre otros).
Dicho proyecto, al referirse a los medios de protección, punto vital en instrumentos de esta 
naturaleza, establece el reconocido por la Convención Americana sobre Derechos Humanos.
Cifras obtenidas de UNICEF señalan que si bien la proporción de niñas menores de 15 años 
entre la población femenina se había reducido aproximadamente a una tercera parte en 
América Latina y el Caribe en el período comprendido ente 1970 a 1990, la cifra continúa 
siendo significativa en vista de la gran incidencia de embarazos entre adolescentes. En 
1990, la proporción de niñas menores de 15 años de edad en la población femenina en 
Argentina, Bolivia, Colombia, Guatemala, Jamaica y Perú oscilaba entre el 29% y el 45% de 
la misma, siendo el número de niñas menores de 15 años en el Brasil de 27.4 millones, de 
5.7 millones en Colombia y de 16 millones en México. Asimismo, se indicó que en 1990 
existían en Argentina 92,000 madres solteras entre los 18 y 12 años de edad.
Igualmente, para 1990 en la República Dominicana las niñas menores de 15 años 
representaban el 25% de los embarazos registrados en los hospitales públicos y en el 
Caribe el 60% de los primogénitos tenían madres adolescentes.
Según datos de la UNICEF y los medios masivos de comunicación “ la discriminación 
comienza desde el momento mismo del nacimiento de la mujer” . En muchas sociedades, 
se prefiere el nacimiento de niños varones por considerarlos de mayor utilidad para la 
sociedad y ser continuadores del apellido familiar.
En nuestros días y debido a la fuerte crisis económica que atraviesan la mayoría de 
naciones del hemisferio, aumenta cada vez más la cantidad de mujeres trabajadoras, que
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en su mayoría son de extracción económica muy humilde y en muchos casos cabeza única 
de familia, por haber sido abandonadas por ei esposo o ser madres solteras.
La responsabilidad de la mujer para con sus dependientes las obliga a aceptar empleos mal 
remunerados, teniendo en algunos casos que recurrir a la prostitución para poder conseguir 
dinero suficiente para la sobrevivencia de ella y de los suyos.
Sin embargo, muchos estudios y estadísticas señalan que aún en nuestros días se da la 
figura-aún en países desarrollados-que para algunos puestos de trabajo los salarios 
sean mayores para los hombres que para las mujeres en una posición de igual 
responsabilidad. Asimismo, se da en muchos casos preferencia, para determinadas 
ocupaciones, a los hombres que a las mujeres. Según cálculos aproximados registrados, 
en el sector privado de los Estados Unidos de América, por cada dólar que recibe un 
hombre por determinada ocupación una mujer recibe 0.60 centavos del dólar por el 
desempeño del mismo trabajo.
La Organización Internacional del Trabajo (OIT), en un informe presentado por la Consejería 
Regional para Mujeres Trabajadoras Políticas y Programas 1992-1993, señaló que la masiva 
integración de la mujer al mercado laboral de América Latina en los últimos treinta años no 
se ha había realizado a cabalidad en condiciones de igualdad con el trabajo del hombre. Al 
presente, aún persisten prácticas discriminatorias respecto al acceso de la mujer al empleo 
y a la producción, así como en las condiciones en que se regula su trabajo. Por ejemplo, en 
el sector informal de la economía, la mujer aún enfrenta dificultades de acceso a los 
recursos productivos tales como el crédito, la tecnología, la asistencia técnica, la 
legalización de su negocio y la capacitación y la gestión empresarial; las responsabilidades 
familiares se contraponen con su trabajo por la falta de facilidades para el cuidado diurno 
de sus hijos al imponerle a la mujer-debido a patrones culturales-esta actividad como una 
obligación; la poca formación y capacitación profesional, al continuarse con la creencia del 
empleo en actividades pensadas tradicionalmente para roles femeninos y por último, la 
maternidad, que hace inestable a la mano de obra femenina.
Además de los esfuerzos que vienen desarrollando, la OEA y sus organismos 
especializados, es importante indicar la labor que ha venido desarrollando UNICEF, entre 
otras organizaciones tales como UNIFEM, UNESCO, PNUD, en la promoción del tema de 
los derechos de la mujer en el hemisferio.
Por ejemplo, las Oficinas que atienden los problemas de la mujer en 20 países de América 
Latina y el Caribe recibieron en 1992 apoyo para fortalecer su capacidad de cooperar con 
otros organismos gubernamentales y organizaciones no gubernamentales en la promoción 
de políticas en favor de la mujer.
En Colombia, UNICEF apoyó estudios sobre socialización y diferenciación de funciones, 
distinciones entre sexos, perfiles de la mujer y la niña, y un seminario sobre la mujer y los 
derechos humanos, como parte de su contribución con la Consejería Presidencial para la 
Juventud, la Mujer y la Familia, en la elaboración de una política integral para la mujer 
colombiana.
En la República Dominicana, UNICEF prestó asistencia a la Dirección General de la Mujer y 
a la Asociación de coordinación de las organizaciones no gubernamentales en una campaña 
de comunicación social en favor de reformas jurídicas en pro de la mujer. Continuamente se 
exhibe por la televisión dominicana un programa televisivo llamado “ Legislación para la
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mujer” y se encuentra en preparación un proyecto de clínicas para la protección de la mujer 
en todo el país para brindarles educación, asistencia y asesoría jurídica.
Igualmente con el apoyo de este organismo en el Brasil, Chile, Ecuador y la República 
Dominicana se han brindado cursos de capacitación y orientaciones al personal clave de los 
diversos órganos gubernamentales sobre la comprensión de las necesidades específicas de 
la mujer y la niña en el proceso de desarrollo. Entre los países del hemisferio que vienen 
propiciando avances en este mismo sentido también se cuentan Argentina y Perú.
En este contexto, se vienen adelantando actividades y estudios para los grupos que se 
conocen como “niñas en circunstancias especialmente difíciles” o “niñas invisibles” . Sin 
embargo, existe aún poca conciencia del tema y accesibilidad a datos sobre éstas. Dentro 
de este grupo se pueden resaltar las niñas que trabajan como domésticas, niñas de la calle, 
aquellas sometidas a abusos sexuales y prostitutas.
El informe que se presenta es dentro del marco de los derechos protegidos por la 
Convención.
Información de algunos de los Estados Partes del hemisferio 
Antigua y Barbuda
Este Estado miembro indicó en su informe enviado a la CIDH que la década de los noventa 
sería denominada “ Hacia una Década más Preocupada por la Mujer” .
En lo referente a su legislación interna, el delito de violación sexual, está codificado 
mediante la ley de Ofensas contra las Personas e impone penalidades para el o los 
culpables del hecho delictivo. De acuerdo con el “Common Law” el delito involucra a un 
hombre que tenga contacto sexual con una mujer sin el consentimiento de ésta; la pena 
para tal delito fue aumentada en 1986 por la mencionada Acta de un máximo de 10 a 35 
años de prisión.
En lo relativo a cuestiones laborales, el Código de Trabajo de Antigua, elaborado en 1975, 
prohibe la discriminación en el empleo por razones de raza, credo y sexo.
En cuanto a la educación, el Gobierno de Antigua y Barbuda proporciona educación 
gratuita tanto a nivel primario como secundario.
De acuerdo con la información recibida, la libertad de cultos y la libertad de expresión se 
encuentran totalmente garantizados para todos los integrantes de la sociedad.
Barbados
Se recibió información del Consejo Nacional Consultivo de Mujeres de Barbados, la cual 
contiene recomendaciones a su Gobierno sobre diferentes tópicos.
En lo referente a la ciudadanía se señaló a través del Acta de Ciudadanía que ésta requería 
ser modificada para eliminar un evidente tipo de discriminación. Las mujeres barbadenses 
no pueden otorgar su nacionalidad a su esposo extranjero, ni determinar la nacionalidad de 
sus hijos, siendo lo inverso en el caso de los hombres que son quienes otorgan la 
nacionalidad a esposas extranjeras.
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El Gobierno de Barbados reconoce la real y potencial contribución de la mujer en el 
desarrollo económico, social, político y cultural encaminados hacía el año 2,000. Todas las 
políticas gubernamentales deberán reflejar el pleno reconocimiento de la igualdad y 
complementaclón de la mujer y del hombre.
Las políticas y programas de desarrollo económico y social deberán buscar la 
reestructuración de medidas que limitan a la mujer en los siguientes campos: a) igualdad de 
derechos de ciudadanía en la Constitución; b) igualdad de acceso a los recursos con 
especial énfasis en la generación del empleo para mujeres; c) Igualdad en la participación 
de las mujeres en el proceso de toma de decisiones en el Gobierno; d) el derecho a trabajar 
en un ambiente libre de acoso sexual; e) en la planificación de políticas gubernamentales 
se tendrá consideración respecto a la dualidad de las responsabilidades que tienen las 
mujeres, tanto como sustento económico familiar y como cuidadoras del hogar, teniendo 
especial interés en aquellas mujeres que son madres solteras y por ende único generador 
de ingreso y cabeza de familia, y cuyos ingresos están, predominantemente, en la escala 
más baja de ingresos; f) el Gobierno de Barbados reconoció la evidente desventaja 
experimentada por las jóvenes que se convierten en madres durante su período de 
adolescencia.
La ruptura de su educación y la adquisición de las responsabilidades que la maternidad 
acarrea a tan temprana edad, generan un aumento en la incidencia de paternidad 
irresponsable y de analfabetismo en la sociedad. Por ello, el Gobierno está comprometido 
en la reducción de los embarazos durante la adolescencia a través de programas de control 
de la natalidad y educación sexual y familiar, contribuyendo además con la generación de 
programas que las ayuden a continuar con su educación; g) se estimulará y facilitará un 
mayor desarrollo de las organizaciones encargadas de la mujer. El Gobierno de Barbados 
reconoció no obstante que la puesta en práctica y el desarrollo de estas estrategias y 
medidas requerirá de continua revisión y evaluación.
Bolivia
En lo referente al derecho a la vida, el informe que Bolivia presentó a la Comisión 
Interamerlcana de Mujeres en 1992 señaló que la tasa de mortalidad de mujeres durante el 
parto alcanzaba una cifra de 480 por 100,000, lo que significa que para 1992 morirían en la 
ciudad de La Paz, 1.500 mujeres.
En lo referente al derecho a la educación, el problema del analfabetismo femenino es serio 
en el país. Las tasas de asistencia escolar muestran una diferencia de 10% en favor del 
alfabetismo masculino.
Es frecuente el caso de la menor de edad que abandona la escuela a partir de los 15 años 
para cumplir con su “sustitución filial” o su “ responsabilidad” en el hogar con el cuidado de 
sus hermanos menores u otras labores domésticas. A pesar de haber evidencia de que las 
tasas de analfabetismo femenino están disminuyendo, el país aún cuenta con una tasa del 
25% de analfabetismo femenino, 13.9% en el área urbana y 37% en el área rural.
Este mismo informe señala que luego de un largo proceso de ajuste estructural, se ha 
producido un aumento en las tasas de participación de la mujer boliviana en actividades 
económicas del país.
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La participación de la mujer boliviana en los sectores profesional y técnico de las áreas 
urbanas es sólo de un 12%, mientras que en los servicios domésticos (empleadas del 
hogar) llega al 16% del total de la población femenina. Igualmente reflejan las estadísticas 
que un 16% de la población femenina boliviana es cabeza única de familia, lo que trae 
como consecuencia una sobrecarga para su propio desarrollo y el de sus hijos.
Del informe mencionado se desprende que en las áreas rurales la situación 
socioeconómica de la mujer es aún más grave; las políticas agropecuarias tienden a 
ignorar el importante y tradicional papel de la mujer en el desarrollo rural. Una 
consecuencia de ello es la falta de acceso al capital de trabajo y otros beneficios del 
desarrollo; adicionalmente las afecta la migración campo-ciudad de muchos hombres 
dejándolas como cabeza única de familia.
En Bolivia la mujer tiene una mínima influencia en la vida política del país: sólo existen ocho 
mujeres en la Legislatura de un total de 151 representantes electos. No hay mujeres líderes 
en la Central Obrera Boliviana (COB) ni en la Confederación Sindical Unica de Trabajadores 
Campesinos de Bolivia. La representación política más importante de los campesinos en 
este país son los sindicatos, pero en ellos no se aceptan mujeres como miembros a no ser 
que éstas sean viudas.
Brasil
Se indicó que la Constitución brasileña establece en su artículo 5, sección I, que los 
hombres y las mujeres tienen iguales derechos y obligaciones. Además, el artículo 226, 
párrafo 8 de este mismo cuerpo de normas, al referirse a la violencia doméstica, establece 
que todos los integrantes de la familia están protegidos de igual manera.
La Constitución prohíbe: a) la discriminación basada en el sexo; b) la distinción en el pago 
de los salarios, ejercicio de funciones, o cualquier tipo de diferenciación basada en el 
género de la persona; c) despidos, sin que medie causa justa, de empleadas embarazadas 
al momento de la confirmación de su estado de gravidez o hasta cinco meses después del 
nacimiento del niño. También se garantiza: a) licencia por maternidad de hasta 120 días, sin 
perjuicio de pérdida del empleo o del salario; b) que sean ejercidos igualmente los derechos 
y deberes relativos a los esposos, tanto por el hombre como por la mujer; y c) la protección 
del mercado de trabajo de la mujer a través de incentivos especiales bajo la ley.
En 1985, se estableció en Brasil el Consejo Nacional de Derechos de la Mujer (CNDM) bajo 
la supervisión del Ministerio de Justicia. Este Consejo aboga activamente por la inclusión 
en la Constitución de garantías específicas y trabajó para establecer mejores condiciones 
para la mujer en todas las áreas.
Se han creado más de 70 Estaciones de Policía al servicio de la Mujer, las cuales han sido 
instaladas en varios Estados a nivel nacional en un esfuerzo por disminuir la violencia contra 
la mujer, dándose mayor énfasis a la violencia doméstica. Estas oficinas son conformadas 
totalmente por personal femenino y proporcionan asistencia legal a las víctimas de violencia 
policial, social y psicológica.
A nivel internacional, el Gobierno del Brasil apoya las propuestas que se encaminen a la 
disminución y eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer.
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No obstante los grandes progresos del Brasil en el campo de los derechos de la mujer, 
donde existe una gran representatividad de ésta en la vida política y económica, aún se 
mantienen prácticas legales obsoletas y contradictorias en materia penal, más no en la 
legislación vigente pero sí en la práctica, tales como la del uxoricidio, vale decir, reducción 
de la pena del esposo por dar muerte a la esposa adúltera que encuentre “ in fraganti” , 
justificando dicha práctica como legítima defensa por defensa del honor propio.
Canadá
La información sobre Canadá procede del informe que se presentó a la Comisión 
Interamericana de Mujeres. En éste se señala que el país ha ratificado las tres convenciones 
de la OEA referentes a los derechos de la mujer: la Convención Interamericana sobre la 
Concesión de Derechos Civiles a la Mujer, la Convención Interamericana sobre la Concesión 
de Derechos Políticos a la Mujer y la Convención sobre la Nacionalidad de la Mujer. 
Igualmente, Canadá ha participado activamente en el desarrollo del proyecto de 
Convención Interamericana sobre la Prevención, Sanción y Erradicación de Violencia contra 
la Mujer.
Desde 1985, fecha de entrada en vigencia de la Carta Canadiense de Derechos y Libertades 
(1982), ésta tutela en su artículo 15 la igualdad jurídica de la mujer canadiense; sin embargo, 
la mujer en Canadá no goza aún a plenitud de igualdad económica y social.
Canadá cuenta con un gran número de asociaciones de protección para la mujer, se estima 
que suman aproximadamente unas 60 agrupaciones referidas, entre otras, a la protección 
de las mujeres minusválidas, de mujeres en conflicto con la justicia, de mujeres aborígenes, 
de mujeres inmigrantes o integrantes de minorías visibles, de mujeres en la agricultura, de 
mujeres campesinas, de mujeres francoparlantes y de mujeres que actúan en política.
Dentro de este contexto existen cientos de organizaciones locales que promueven la 
defensa de los intereses de la mujer en sus propias comunidades.
En el ámbito laboral se ha producido un gran cambio en el mercado de trabajo por el gran 
número de mujeres que participan activamente en la fuerza laboral de Canadá. Se estima 
que las mujeres trabajadoras canadienses constituyen el 45% de la fuerza laboral, en 
comparación con las cifras registradas en 1970 que eran de sólo un tercio de ésta. Las 
mujeres con hijos de corta edad están altamente representadas: en 1988 la participación de 
mujeres con hijos menores de 3 años era del 58.3% y con hijos de 3 a 5 años era del 65.1 %. 
La incursión de tantas mujeres en el mercado laboral canadiense ha contribuido en gran 
medida al crecimiento de la fuerza laboral, y todos los indicadores señalan que la 
participación de éstas llegará hasta el 50% en el año 2,000.
A nivel federal, está vigente desde 1986 la Ley de Equidad en Materia de Empleo que tiene 
como finalidad principal el mejorar la representatividad de la mujeres en el mercado de 
trabajo, los aborígenes, los discapacitados y las minorías visibles. Asimismo, la Ley 
Canadiense sobre los Derechos Humanos (1977) prohibe la discriminación en el mercado 
de trabajo con base en el sexo, estado civil, raza, religión, y constituye un importante 
mecanismo para defensa en situaciones de discriminación u hostigamiento de todo tipo.
En lo referente al tema de la violencia contra la mujer, se ha llegado en Canadá a hacer de 
ésta un tema de interés nacional y no sólo de las mujeres. En 1982 se realizaron 
modificaciones al Código Penal que tipificaron la agresión sexual como una acción criminal.
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En 1986, el gobierno federal dispuso 25 millones de dólares para una iniciativa de lucha 
contra el abuso sexual contra los niños. Se asignó igualmente en 1988 la suma de 40 
millones de dólares para una iniciativa contra la violencia familiar, que fue incrementada en 
1991 a 136 millones de dólares. En este marco, el objetivo del Gobierno es llegar a una 
“tolerancia cero” de la violencia contra la mujer y los niños.
En lo referente a la mujer aborigen, se han adoptado en Canadá ciertas iniciativas para 
promocionar el progreso económico de la misma. Existen tres organizaciones canadienses 
de protección de la mujer aborigen y el Gobierno federal está trabajando conjuntamente 
con ellas para la elaboración de un plan de acción que estudie las barreras al desarrollo 
económico de la misma. El Comité Directivo y la Oficina de Coordinación de Mujeres 
Aborígenes se estableció en marzo de 1991 con la cooperación de la Asociación de Mujeres 
Nativas del Canadá, la Asociación de Mujeres Inuit y las Enfermeras Indígenas e Inuit del 
Canadá. La tarea de este Comité será la de proporcionar y asegurar igual acceso a las 
mujeres aborígenes a recursos tales como capacitación, educación y programas de 
desarrollo empresarial.
Costa Rica
Costa Rica indicó, en el informe que envió a la CIDH, que la mujer centroamericana 
constituye aproximadamente la mitad de la población regional, conformada por 50.1% de 
hombres y 49.9% de mujeres. En este contexto se agregó que las mujeres costarricenses 
significan la mitad de la población rural, representan una décima parte de la Población 
Económicamente Activa (PEA) y por cada cuatro hombres solo trabaja una mujer.
A comienzos del proceso de modernización de la estructura productiva costarricense (1950) 
la participación de la mujer alcanzó un 14.4%. En 1973 se incrementó al 19.3% y en 1987 
alcanzó la cifra del 27.6%. Las ocupaciones más comunes de la población rural femenina 
económicamente activa durante los últimos años han sido: servicio doméstico 
aproximadamente 1 de cada 3 mujeres en el campo desempeña esta labor producción 
agropecuaria, prestación de servicios en general pero específicamente en las áreas de 
docencia, enfermería y comercio. La mujer costarricense sigue siendo discriminada en el 
trabajo y las desigualdades se hacen cada vez más profundas en el caso de la mujer rural; 
más de la mitad de la población rural femenina económicamente activa gana por debajo del 
salario mínimo, muy inferior a la población masculina en la misma actividad y a la población 
femenina urbana.
No obstante, el mayor nivel educativo de las mujeres en edad de trabajar en relación a los 
varones, el 47% de la población femenina económicamente activa es contratada con 
menores salarios y en trabajos menos calificados. En Costa Rica las mujeres reciben menos 
paga que los hombres por similar o igual trabajo: el personal femenino de servicio gana un 
50% menos que los hombres y las profesionales perciben el 70% de lo que ganan los 
varones en el mismo trabajo.
El desempleo y sub-empleo se agudiza en el caso de las mujeres más jóvenes. En 1987, las 
mujeres más afectadas (90%) estaban entre los 12 y los 29 años de edad, quienes por lo 
general tenían hijos pequeños y eran madres solteras.
Con la Constitución Política de 1949, la mujer costarricense adquirió el derecho a elegir y 
ser elegida en los diferentes cargos de dirección política nacional. A partir de esta fecha 
Costa Rica promulga leyes y ratifica convenios internacionales específicos sobre los
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derechos de la mujer tales como la Convención Interamericana sobre la Concesión sobre 
los Derechos Políticos a la Mujer (1951); la Convención sobre los Derechos Políticos de la 
Mujer (1953); y en 1968 el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y su Protocolo 
Facultativo (todos estos instrumentos de las Naciones Unidas); la Convención sobre la 
Nacionalidad de la Mujer (1953); la Convención de 1979 de las Naciones Unidas sobre la 
Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer (1984).
A nivel nacional se promulga el Código de Familia en 1974; en 1975 se aprueba la Ley de 
Protección a la Mujer contra la degradante propaganda comercial en los medios de 
comunicación colectiva y en 1990 se aprueba la Ley de Promoción de la Igualdad Social de 
la Mujer.
En 1986, la Asamblea Legislativa aprobó la Ley de Creación del Centro Nacional para el 
Desarrollo de la Mujer y la Familia como órgano adscrito al Ministerio de Cultura, Juventud 
y Deportes; el 1 de agosto de 1989 se creó por Decreto Ejecutivo N° 19157-J la Oficina de 
Defensoría de la Mujer adscrita al Ministerio de Justicia; en 1990 se aprobó la Ley de 
Promoción de igualdad social de la mujer. Actualmente se encuentran en estudio en la 
Asamblea Legislativa la Ley de Creación del Instituto de la Mujer, la Ley del aborto en casos 
de violación y la reforma integral del Código de Trabajo. La participación política de la mujer 
costarricense confronta diversas dificultades, entre ellas se destacan las provenientes de 
las diferencias socio-económicas. Se necesitan aún más estímulos y capacitación externa 
para obtener una verdadera participación de la mujer en la sociedad costarricense.
México
México señaló, en su informe enviado a la CIDH, que la participación e integración de la 
mujer en el desarrollo nacional es una prioridad del proyecto económico, político y social 
del país.
Se expresó también que la lucha de la mujer mexicana por ejercer sus derechos ciudadanos 
e integrarse en el desarrollo nacional ha sido históricamente continua.
La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Ley General de Población 
Nacional y Naturalización, así como las leyes secundarias ya consagraban la igualdad 
jurídica de la mujer frente al hombre ante la ley. México reconoció esa igualdad de manera 
detallada a nivel internacional al suscribir la Convención sobre la Eliminación de Todas las 
Formas de Discriminación Contra la Mujer de las Naciones Unidas (1981). Dicho 
instrumento internacional, de conformidad con el artículo 133 de la Constitución mexicana, 
es Ley Suprema de toda la Unión.
Sin embargo, México resaltó que si bien de jure han quedado establecidos los derechos y 
obligaciones comunes y compartidos, así como la igualdad de oportunidades, de 
recompensas y sanciones, los cambios que se han suscitado en la sociedad mexicana, 
producto del desarrollo económico, político, social, cultural y científico-tecnológico, han 
modificado sustancialmente la estructura social y el status de la mujer en México. Los 
cambios en los patrones culturales, los roles sociales, las prácticas de trabajo en la vida 
política, en la fábrica y en el campo han influido definitivamente en el papel que juega la 
mujer en el desarrollo nacional.
Se indica en el informe que, de la población total del país en 1991, el 50,8% eran mujeres; 
la tasa de crecimiento demográfico pasó de 2.9% en 1980 a 2.3% en 1991. Cabe anotar en
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este renglón que se está dando una disminución en las tasas de reproducción de las 
mujeres más jóvenes, así como aquéllas que han accedido a niveles educativos más altos.
En el ámbito laboral, para 1991 la población económicamente activa (PEA) ascendió a 
24’063,283 habitantes, de los cuales 5’644,588 eran mujeres y 18’418,695 hombres. La 
participación femenina se sitúa en su mayoría en el sector de servicios, el comercio, la 
industria de la transformación y la agricultura. Así, por ejemplo, de 5’521,271 mujeres con 
trabajo, 1’171,675 (53.6%) son oficinistas, 736,885 comerciantes, 624,271 trabajadoras 
domésticas, 390,119 obreras y artesanas, 357,400 operadoras de maquinaria y sólo 
163,578 profesionales.
En lo referente a la educación, se observa que las mujeres han logrado superar en mayor 
medida que los hombres los niveles de Instrucción básica. La población con instrucción 
primaria asciende a 68’446,254 habitantes, de los cuales 33’419,287 son hombres y 
35’026,967 mujeres.
En el campo de las políticas gubernamentales y legislativas mexicanas, se han realizado 
reformas legales entre las que se destaca la reforma del Código Penal, aprobada en julio 
de 1990, en la que se tipifica penalmente el hostigamiento sexual. Asimismo, se han creado 
agencias especializadas para la protección y promoción de los derechos de la mujer tales 
como las Agencias Especializadas para la Atención de los Delitos Sexuales, dependientes 
de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal; la Comisión Nacional de 
Derechos Humanos (CNDH), creada por Decreto Presidencial en junio de 1990. En 1992, el 
Congreso de la Unión y las Legislaturas de los Estados adicionaron el artículo 102 a la 
Constitución Política, facultándose, en el ámbito de sus respectivas competencias, para 
establecer organismos de protección de los derechos humanos. La CNDH ha coadyuvado 
en la resolución de las violaciones a las garantías individuales de la mujer.
La concesión del derecho al sufragio a nivel nacional a la mujer se dio el 17 de octubre de 
1953. En lo referente a la participación de la mujer en los derechos políticos, ésta ha sido 
dada desde los años cincuenta.
Conclusiones y Recomendaciones
La Comisión Interamericana de Derechos Humanos señala que si bien es cierto se puede 
apreciar la voluntad de la mayoría de los gobiernos del hemisferio por mejorar la condición 
de la mujer, existe aún desigualdad en lo que al goce de sus derechos se refiere. Pueden 
observarse situaciones de desequilibrio en lo referente a ciertos derechos y situaciones 
específicas.
Todos los instrumentos internacionales de derechos humanos respetan a la persona humana 
sin distinciones de sexo, raza, credo y pensamiento. Por ello es preocupante observar 
cualquier tipo de discriminación en el hemisferio basada en cualquiera de sus formas.
La CIDH luego de la revisión de la información obtenida, recomienda a los Estados del 
hemisferio que no posean una legislación acorde con los avances sociales alcanzados, que 
la actualicen para así poder proporcionar un real goce de los derechos plenos e igualitarios 
a todos los individuos de su sociedad.
Se desprende que la adhesión y ratificación de todos los instrumentos de protección de la 
persona humana tanto a nivel universal como regional, tales como la Declaración Universal
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de los Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, el Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, la Convención sobre la 
Eliminación de toda forma de Discriminación contra la Mujer, todos de las Naciones Unidas, 
la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre, Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, y los Protocolos Adicionales a la misma, referidos a los 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales (“ Protocolo de San Salvador”) y a la Abolición 
de la Pena de Muerte, entre otros instrumentos del sistema universal e interamericano, son 
de suma importancia para la sociedad actual al estar ésta ad portas del siglo XXI.
De igual forma, concretar y canalizar mayores recursos y esfuerzos, tanto internos como a 
través de la cooperación internacional, en la tarea de la consecución de metas de desarrollo 
a través de la modernización y actualización de las legislaciones de los Estados miembros, 
la creación de programas encaminados a la capacitación y preparación de la mujer en todos 
los campos de la vida humana así como proveerla con suficiente información sobre sus 
derechos inalienables, otorgándole prioridad a las mujeres pobres y a las cabezas de 
familia; promocionar la creación de leyes especiales que le garanticen a la mujer la igualdad 
de derechos en cuanto al orden laboral, comercial y civil herencia, matrimonio, divorcio, 
nacionalidad, patria potestad de los hijos, entre otras, y así poder proteger el respeto de 
todos los derechos de los ciudadanos que se hallen dentro de su jurisdicción, garantizando 
la plena vigencia de todos los derechos humanos internacionalmente reconocidos.
64
Informe Anual 1993
COMISION INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 
Informe Anual de 1993
En 1993 la Comisión toma una postura diferente frente al cumplimiento de los derechos 
económicos, sociales y culturales en la región. Aunque continúa con la práctica de revisar 
estos derechos en un capítulo aparte, desarrolla más la doctrina de la indivisibilidad de los 
derechos civiles y políticos y  los derechos económicos, sociales y culturales. Insiste en que 
“las formalidades de la democracia no son suficientes para garantizar sistemas políticos 
económicos estables y  duraderos” ya que el aumento de la pobreza en la región amenaza 
la transición democrática.
A pesar de ello, la CIDH continua separando los derechos civiles y  políticos de los sociales 
y económicos, colocando los primeros en el análisis de algunos países (ese año Cuba, 
Guatemala, Nicaragua y Perú), y los segundos en el capítulo de campos en los cuales deben 
mejorar los estados.
Este año la Comisión no le da tanta importancia a la crisis económica y  en cambio resalta 
que el aumento en la pobreza es también el resultado de la insuficiente organización y 
dedicación del estado para proteger y promover los derechos sociales. El desarrollo 
progresivo, dice, no significa que los gobiernos no tengan que empeñarse para lograr la 
realización plena de los derechos, ya que, independientemente del desarrollo económico, 
los países están obligados por la Declaración y  la Convención Americana a garantizar un 
mínimo umbral de estos derechos.
Entre los factores que contribuyen a la negación de los derechos, se destaca el hecho que 
América Latina es la región del mundo con una distribución de la riqueza más desigual, 
situación que además ha venido empeorando desde los años cincuenta. Si bien otro factor 
importante fue la recesión económica mundial de los 80; también causan el deterioro de los 
derechos “los ajustes económicos y estructurales que muchos estados de la región han 
aplicado para acceder al crédito financiero internacional".
La Comisión llama la atención de los países sobre el hecho de que la transición democrática 
de América Latina ha venido acompañada por un aumento en los índices de pobreza, y  que 
todo no puede adjudicarse a la deuda externa. La CIDH señala otros factores para la 
desprotección de la población como son la insuficiente organización y dedicación del 
estado, unos programas de reestructuración económica que afectan más a los más pobres, 
violando el derecho a la igualdad, y una inequitativa distribución de la riqueza que se agrava 
cada vez más.
Además, en 1993 se presentan resúmenes de los informes presentados a la CIDH por 
algunos gobiernos. Si bien estos informes son una vez más, principalmente sobre la 
legislación vigente y los programas de gobierno, algunos sí diagnostican las carencias y  
necesidades del país en estos puntos. Se señalan graves carencias y  desigualdades, falta 
de fondos para programas de salud y educación, y  problemas estructurales históricos de 
pobreza. Canadá se destaca por sus excelentes programas sociales, habiendo una 
preocupación especial por la vulnerabilidad de las poblaciones nativas. Chile muestra un 
aumento en los índices de bienestar, sin embargo no se refleja en la situación de los niños, 
y las diferencias entre las regiones son grandes. En El Salvador la guerra civil agrava la 
situación de pobreza, mientras que Nicaragua y  Venezuela atraviesan severa crisis 
económica que se refleja en los programas sociales. En Panamá y México a pesar de los 
avances subsisten grandes proporciones de la población en situaciones de miseria, en
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México sobretodo en los sectores rurales. En Paraguay, a pesar de ser de los países 
regionales con mayor crecimiento, este no se refleja en el desarrollo humano.
En conclusión la CIDH recomienda que se tomen medidas para mejorar los servicios de 
salud, alimentación y educación de la población y que se tomen medidas para que los 
grupos en desventaja social no sufran de forma desproporcionada los ajustes económicos.
A continuación se destacan algunos apartes del informe de ese año, según su relevancia 
para la protección de los derechos sexuales y reproductivos.
Informe Anual 1993
COMISION INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 
Washington, D.C.
Capítulo V.- Campos en los cuales han de tomarse medidas para dar mayor vigencia 
a los derechos humanos, de conformidad con la Declaración americana de los 
derechos y deberes del hombre y la Convención americana sobre derechos 
humanos
* La realización de los derechos económicos, sociales y culturales en la región 
Introducción
La Comisión ha preparado el siguiente informe sobre los derechos económicos, sociales y 
culturales en cumplimiento de la resolución de la Asamblea General AG/RES. 1213 (XXIII- 
0/93) por la que se insta a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (“ la Comisión”) 
a que continúe “dedicando especial atención al campo de los derechos económicos, 
sociales y culturales, a fin de contribuir al desarrollo de los Estados miembros” .
La premisa en que se sustenta el presente informe es el principio estipulado en la resolución 
de la Asamblea General AG/RES. 1213 (XXIII-0/93):
“Que sólo puede realizarse el ideal de ser humano libre, exento de temor y de la 
pobreza, si se crean condiciones que permitan a cada persona gozar de sus derechos 
económicos, sociales y culturales, tanto como de sus derechos civiles y políticos” .
Esta resolución se inspira en el compromiso de los Estados miembros con los principios 
establecidos en la Carta de la OEA, en cuyo artículo 33 se establece:
“Que la igualdad de oportunidades, la distribución equitativa de la riqueza y del 
ingreso, así como la plena participación de sus pueblos en las decisiones relativas a 
su propio desarrollo son, entre otros, objetivos básicos del desarrollo integral.”
Además, en el inciso f) del artículo 44 de la Carta, los Estados miembros acuerdan fomentar:
“ La incorporación y creciente participación de los sectores marginales de la 
población, tanto del campo como de la ciudad, en la vida económica, social, cívica, 
cultural y política de la nación, a fin de lograr la plena integración de la comunidad 
nacional, el aceleramiento del proceso de movilidad social y la consolidación del 
sistema democrático” .
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Estos principios están reafirmados en la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
(“ la Convención Americana”), que en su artículo 1 obliga a los Estados signatarios a:
“ Respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno 
ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna 
por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier 
otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra 
condición social” .
El artículo 26 de la misma Convención expresa el principio del desarrollo progresivo de los 
derechos económicos, sociales. Dicho artículo dice textualmente:
“ Los Estados partes se comprometen a adoptar providencias, tanto a nivel interno 
como mediante la cooperación internacional, especialmente económica y técnica, 
para lograr progresivamente la plena efectividad de los derechos que se derivan de 
las normas económicas, sociales y sobre educación, ciencia y cultura, contenidas en 
la Carta de la Organización de los Estados Americanos, reformada por el Protocolo de 
Buenos Aires, en la medida de los recursos disponibles, por vía legislativa u otros 
medios apropiados” .
La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (“ la Declaración”) 
establece en su Preámbulo que los pueblos americanos “tienen como fin principal la 
protección de los derechos esenciales del hombre y la creación de circunstancias que le 
permitan progresar espiritual y materialmente...” . La Declaración reconoce que el sistema 
Inicial de protección que la misma estableció se adapta a “ las condiciones sociales y 
jurídicas actuales, no sin reconocer (de parte de los Estados americanos) que deben 
afianzar cada vez más ese sistema en la esfera Internacional a medida que las condiciones 
se tornen más favorables” . La Declaración enumera una serie de derechos civiles y 
políticos, así como derechos económicos, sociales y culturales.
Teniendo en cuenta la necesidad de afianzar cada vez más el sistema, el Protocolo 
Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales (“el Protocolo de San Salvador”), aprobado por la 
Asamblea General en 1988, indica un nuevo compromiso dentro del sistema interamericano 
de derechos humanos para hacer valer tales derechos. El Protocolo compila en forma de 
tratado los principios de igualdad social y los derechos individuales establecidos en 
anteriores instrumentos de derechos humanos, incluida la Carta de la OEA y resoluciones 
de la Asamblea General. El artículo 1 del Protocolo de San Salvador estipula que:
“ Los Estados partes en el presente Protocolo Adicional a la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos se comprometen a adoptar las medidas necesarias tanto 
de orden interno como mediante la cooperación entre los Estados, especialmente 
económica y técnica, hasta el máximo de los recursos disponibles y tomando en 
cuenta su grado de desarrollo, a fin de lograr progresivamente, y de conformidad con 
la legislación interna, la plena efectividad de los derechos que se reconocen en el 
presente Protocolo” .
Los artículos 10, 11, 12 y 13 del Protocolo de San Salvador garantizan los derechos a la 
salud, a un medio ambiente sano, a la alimentación y a la educación, respectivamente. El 
respeto por estos derechos garantiza las necesidades básicas para la supervivencia que, 
combinados con los demás derechos estipulados en el Protocolo, a saber, el derecho al
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trabajo (artículo 6), a condiciones justas, equitativas y satisfactorias de trabajo (artículo 7), 
los derechos sindicales (artículo 8), a la seguridad social (artículo 9), a los beneficios de la 
cultura (artículo 14), a la constitución y protección de la familia (artículo 15) y otros, crean 
las condiciones “que permitan a toda persona gozar de sus derechos económicos, sociales 
y culturales, tanto como de sus derechos civiles y políticos” (Preámbulo del Protocolo).
La indivisibilidad de los derechos civiles y políticos y los derechos económicos, 
sociales y culturales
La Comisión siempre ha reconocido la relación orgánica entre la violación de los derechos 
a la seguridad física, por una parte, y la negación de los derechos económicos y sociales y 
la supresión de la participación política. Toda distinción que se establezca entre los 
derechos civiles y políticos y los derechos económicos, sociales y culturales constituye una 
formulación categorizante que se aparta de la promoción y garantía de los derechos 
humanos.
Una vida libre del temor y la necesidad comporta inevitablemente garantizar los derechos 
civiles y políticos puesto que a través de la participación popular, quienes son objeto de la 
negación de sus derechos económicos y sociales, pueden participar en las decisiones que 
se relacionan con la asignación de los recursos nacionales y el establecimiento de 
programas sociales, educativos y de salud. La participación popular, objetivo de la 
democracia representativa, garantiza que todos los sectores sociales participen en la 
formulación, aplicación y revisión de los programas nacionales. Y, aunque podría afirmarse 
que la participación política fortalece la protección de los derechos económicos, sociales y 
culturales, también es verdad que la aplicación de esos derechos crea las condiciones para 
que la población en general sea capaz, es decir, saludable y educada, para participar activa 
y productivamente en el proceso de toma de las decisiones políticas.
Las formalidades de la democracia, la elección de presidentes y parlamentarios, no es un 
cimiento lo suficientemente firme para garantizar sistemas políticos y económicos estables 
y duraderos. Ello queda demostrado por el hecho de que, pese a la transición de la región, 
en el último decenio, al imperio de la democracia, en el mismo período se ha presenciado 
también un marcado aumento de la incidencia de la pobreza que pone en peligro la 
estabilidad política de numerosos Estados de la región. En 1980, el 41% de la población 
total de América Latina vivía por debajo del umbral de pobreza y para fines del decenio, la 
cifra superó el 45%.
La pobreza es en parte resultado de la insuficiente dedicación y organización del Estado 
para proteger y promover los derechos económicos, sociales y culturales. Como se señaló 
antes, cuando el Estado no garantiza los derechos económicos, sociales y culturales, se 
está indicando también una falta de garantías civiles y políticas. La capacidad de participar 
en la sociedad conlleva derechos civiles y políticos, conjuntamente con derechos 
económicos, sociales y culturales. De ello se desprende que, sin progreso en el área de los 
derechos económicos y sociales, los derechos civiles y políticos logrados con gran esfuerzo 
y sacrificio humano, siguen siendo una mera aspiración para los sectores de menos 
recursos y más bajo nivel de educación. En última instancia, la consolidación de la 
democracia representativa, meta de todos los Estados miembros, comporta el ejercicio de 
una participación plena por parte de todos los integrantes de la sociedad.
Al respecto, la Comisión recuerda el artículo 33 de la Carta, que establece “que la igualdad 
de oportunidades, la distribución equitativa de la riqueza y el ingreso y la plena participación
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de sus pueblos en las decisiones relacionadas con su propio desarrollo son, entre otros, 
objetivos básicos del desarrollo integral” .
Cuando los sectores más vulnerables de la sociedad no tienen acceso a los elementos 
básicos para la supervivencia que les permitirían salir de su situación, se está 
contraviniendo voluntariamente o se está condonando la contravención del derecho a ser 
libre de toda discriminación y los consiguientes principios de igualdad de acceso y equidad 
en la distribución, y el compromiso general de proteger a los elementos vulnerables de la 
sociedad. Además, si no se satisfacen esas necesidades básicas, se ve amenazada 
directamente la propia supervivencia del individuo, lo que implica el derecho a la vida, la 
seguridad personal y, como se indicó antes, el derecho a participar en los procesos 
políticos y económicos.
La Comisión toma nota de que la pobreza tiene sus mayores efectos en los niños. De 
acuerdo con el Instituto Interamericano del Niño, el 45% de la población de América Latina 
está compuesta por niños, y alrededor del 50% de ellos viven en condiciones de pobreza 
extrema. Esta se describe como una condición de vida tan limitada por la desnutrición, la 
enfermedad, el analfabetismo, la escasa expectativa de vida y la elevada mortalidad infantil 
que está por debajo de la definición racional de decencia y dignidad humanas. Sin 
alimentos ni acceso a servicios básicos de salud, y con escasa o ninguna educación, o sin 
tiempo para recibir instrucción, ya que deben ganarse la vida o ayudar a sus familias, estos 
niños quedan atrapados en la lucha diaria por la supervivencia.
El principio del desarrollo progresivo
El principio de que los derechos económicos, sociales y culturales deben alcanzarse 
progresivamente no significa que los gobiernos no tengan la obligación inmediata de 
empeñarse por lograr la realización plena de tales derechos. El fundamento del principio de 
la realización progresiva de los derechos es que los gobiernos tienen la obligación de 
asegurar condiciones que, de acuerdo con los recursos materiales del Estado, permitan 
avanzar gradual y constantemente hacia la más plena realización de tales derechos.
Además, el desarrollo progresivo de los derechos no se limita a los económicos, sociales y 
culturales. El principio de la progresividad es inherente a todos los instrumentos de 
derechos humanos a medida que se elaboran y amplían. Los tratados sobre derechos 
humanos con frecuencia incluyen disposiciones que implícita o explícitamente prevén la 
expansión de los derechos en ellos contenidos.
El método de expansión puede depender de la aplicación directa de las disposiciones 
previstas en el propio tratado, o mediante enmiendas o protocolos adicionales que 
complementen, elaboren o perfeccionen los derechos ya establecidos en el tratado. Sirvan 
de ejemplo la evolución y expansión de los instrumentos interamericanos de derechos 
humanos. Los principios formulados en la Declaración Americana de los Derechos y 
Deberes del Hombre fueron elaborados y ampliados en la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos. Análogamente, el Protocolo de San Salvador es una extensión de las 
normas y principios establecidos en los dos textos anteriores y en la Carta.
De manera que de ello se desprende que la obligación de los Estados miembros de 
observar y defender los derechos humanos de los individuos dentro de sus jurisdicciones, 
como lo establecen la Declaración Americana y la Convención Americana, los obliga, 
independientemente del nivel de desarrollo económico, a garantizar un umbral mínimo de
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esos derechos. El nivel de desarrollo podría ser un factor que entre en el análisis para la 
puesta en vigor de esos derechos pero no se debe entender como un factor que excluya el 
deber del Estado de ¡mplementar estos derechos en la mayor medida de sus posibilidades. 
El principio de progresividad exige más bien que, a medida que mejora el nivel de desarrollo 
de un Estado, mejore el nivel de compromiso de garantizar los derechos económicos, 
sociales y culturales. Y, ello, porque garantizar los derechos económicos, sociales y 
culturales exige en la mayoría de los casos un gasto público destinado a programas 
sociales.
En teoría, la idea es que, cuanto más recursos tenga un Estado, mayor será su capacidad 
para brindar servicios que garanticen los derechos económicos, sociales y culturales. Esta 
idea se reafirma en el artículo 32 de la Carta de la OEA, donde se describe el desarrollo 
como la “ responsabilidad primordial de cada país y debe constituir un proceso continuo e 
integral para el establecimiento de un orden económico y social más justo...” (énfasis 
agregado). Sin embargo, la Comisión toma nota de que, en vista de la desigual distribución 
de la riqueza en los Estados de la región y de otras deficiencias estructurales (como 
veremos más adelante), un incremento del ingreso nacional no se traduce automáticamente 
en una mejoría del bienestar general de la población. El compromiso de los Estados de 
tomar medidas con el objetivo de alcanzar progresivamente la realización plena de los 
derechos económicos, sociales y culturales exige el uso efectivo de los recursos 
disponibles para garantizar un nivel de vida mínimo para todos.
Factores que contribuyen a la negación de los derechos económicos, sociales y 
culturales
En un informe conjunto de 1993 publicado por el Banco Mundial y el Fondo Monetario 
Internacional (FMI), América Latina es señalada como la región del mundo con la 
distribución de riqueza más desigual, situación que ha venido empeorando desde los años 
de 1950. El informe explica que el 20% más pobre de la población de América Latina y el 
Caribe recibe el 4% del ingreso nacional, mientras que el 10% más rico de la población de 
la región recibe entre el 42% y el 43% del ingreso. De manera similar, el informe de 1992 
sobre desarrollo humano, preparado por el PNUD, señala que, pese a que América Latina 
tiene una de las economías más avanzadas del mundo en desarrollo, los países de la región 
presentan algunos de los contrastes más notorios entre las clases sociales y en ellos viven 
millones de personas por debajo del umbral de pobreza.
Algunos ejemplos señalados en el informe del PNUD son los siguientes: en Brasil, que tiene 
una de las distribuciones de ingreso más desiguales del mundo, el 20% más rico de la 
población recibe un ingreso 26 veces superior al del 20% más pobre; en Chile, entre 1970 
y 1988, el ingreso real del 20% más pobre bajó 3%, mientras que el del 20% más rico 
aumentó 10%. De manera similar, el informe del PNUD señala que en Estados Unidos, 
desglosando las comunidades blanca, negra e hispana por poder adquisitivo, educación y 
salud, existe una marcada diferencia que refleja el acceso no equitativo a la educación y a 
los servicios básicos de salud. La población blanca de Estados Unidos, tomada 
aisladamente, figuraría como la número uno del mundo en cuanto a desarrollo humano, en 
tanto que la población negra figuraría en el lugar 31 y la hispana en el lugar 35.
De acuerdo con el Informe del PNUD de 1991, Costa Rica tiene un buen antecedente en la 
garantía de la atención de las necesidades básicas de su población. Las reformas sociales 
comenzaron én los años de 1940, cuando se eliminó el ejército y se crearon instituciones 
de salud, educación y seguridad social. A comienzos de los años de 1970, se prestó
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especial atención a la atención primaria de la salud, poniéndose en práctica programas de 
salud rurales y comunitarios.
Se argumenta que la recesión económica mundial de los años 80, sumada a la crisis de la 
deuda externa que afecta a la mayoría de los Estados miembros, es la causa de la 
incidencia de la pobreza.
Sin embargo, los ajustes económicos y estructurales que muchos Estados de la región han 
aplicado para acceder al crédito financiero internacional han exigido drásticas reducciones 
precisamente en la esfera del gasto público en momentos en que los grupos vulnerables de 
esas sociedades tienen una acuciante necesidad de programas sociales. De manera que el 
resultado involuntario de esos programas de ajuste económico ha sido en los hechos un 
agravamiento de la situación de pobreza. Son los pobres los que soportan la mayor parte 
de la carga económica y social causada por la restricción del gasto público.
Los ajustes económicos no deben comportar una menor observancia de los derechos 
humanos, sino que más bien deben utilizarse para corregir los desequilibrios sociales y las 
violaciones estructurales intrínsecas de las estructuras económicas y sociales de los países 
de la región. De hecho, recientemente se ha modificado la opinión prevaleciente respecto 
del ajuste. El Banco Mundial y, en alguna medida, el Fondo Monetario Internacional han 
empezado a incorporar programas sociales y de alivio de la pobreza en su política y sus 
programas de ajuste.
* INFORMES DE PAÍSES
En junio de 1993, la Comisión solicitó a los Estados miembros que brindaran información 
sobre las medidas aplicadas para fomentar los derechos económicos, sociales y  culturales. 
La Comisión aprecia el esfuerzo de los Estados miembros que han presentado informes 
respecto de la situación de esos derechos en su jurisdicción, así como los informes que se 
refieren a la situación de los derechos del niño, la mujer y los discapacitados en sus países.
En 1993, Canadá, Chile, la República Dominicana, El Salvador, México, Nicaragua, Panamá, 
Paraguay y Venezuela presentaron informes. Esos informes hacían referencia a la legislación 
aplicable que comprende derechos específicos e incluyen, en muchos casos, programas de 
acción que los respectivos gobiernos han aplicado o están en vías de ejecutar. Muchos de 
los informes también señalan las carencias y desigualdades de sus sistemas. Algunos de 
esos aspectos se tratan en el documento, como la falta de fondos asignados a los 
programas de salud y educación y  los problemas estructurales históricos que siguen 
obstaculizando los esfuerzos por aliviar la pobreza y eliminar el analfabetismo. A 
continuación se incluye un breve resumen de los informes presentados este año.
Canadá
El Gobierno del Canadá presentó un informe complementario del presentado en 1992, con 
copia de los informes presentados a las Naciones Unidas sobre la situación de los derechos 
económicos, sociales y culturales en el país. En el primer informe se brindaba una 
descripción amplia de los elementos básicos del sistema canadiense para la protección y 
promoción de los derechos humanos. En la Sección 15 de la Carta Canadiense de 
Derechos y Libertades se establece la prohibición de la discriminación por distintas 
razones. Aunque la condición social no está indicada entre esas razones, la Suprema Corte 
del Canadá ha juzgado que la lista de la sección 15 no es exhaustiva y que se están
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examinando otras distinciones basadas en razones análogas. Dentro de cada jurisdicción a 
nivel federal, provincial y territorial, la legislación de derechos humanos prohíbe la 
discriminación por causas no indicadas en la sección 15. En algunas de esas normas se 
incluye la condición social.
En Canadá, las provincias han establecido programas de bienestar social para las personas 
necesitadas. El Gobierno federal asiste en la financiación de esos programas a través del 
Canada Assistance Plan (Plan de Asistencia de Canadá). Esos programas fijan normas para 
tener derecho a la asistencia a fin de garantizar un adecuado nivel de vida en el país. El 
informe a las Naciones Unidas sobre los artículos 10 a 15 del Pacto Internacional sobre 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales (1992) establece que el suministro de 
alimentos no constituye un problema. Los canadienses producen suficientes alimentos para 
autoabastecerse y para exportar a otros países. La asistencia social a la que tienen acceso 
los necesitados prevé el suministro de alimentos. Sin embargo, en los años ochenta ello no 
fue suficiente y se recurrió a la alternativa de la asistencia a través de “bancos de alimentos” 
para complementar el suministro de alimentos.
Las comunidades aborígenes padecen problemas de nutrición. El Gobierno está abordando 
estos problemas especialmente en las esferas vinculadas a los hábitos alimentarios de los 
pueblos aborígenes y la contaminación de sus fuentes tradicionales de alimentos.
Los canadienses reciben una amplia gama de servicios médicos gratuitos. Los pilares de 
los servicios de salud canadienses son: un razonable acceso a servicios asegurados sin 
impedimentos por cargos al usuario y facturación extraordinaria, los servicios cubiertos son 
completos, universalidad en la cobertura de la población y administración pública sin fines 
de lucro. El Gobierno canadiense suministra servicios médicos directos a los inuit e 
indígenas y está transfiriendo gradualmente el control de los servicios de salud a las 
comunidades aborígenes que viven al sur del paralelo 60. Canadá ha logrado la educación 
primaria obligatoria y gratuita para todos.
Chile
El informe presentado por el Gobierno de Chile documenta la aplicación de la Convención 
de las Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño en Chile. El Gobierno del Presidente 
Aylwin aplicó una estrategia de desarrollo centrada en el crecimiento económico y la justicia 
social. El informe afirma que el núcleo de los programas sociales se tradujo en mejoras 
sustanciales en las áreas del empleo, los salarios, el control y la reducción de la inflación, 
un incremento en la inversión económica y el crecimiento, y un aumento del gasto público 
(21% real entre 1990 y 1992) en programas sociales tales como los de salud, educación y 
vivienda, lo que alcanzó un total del 60% del gasto público total.
El informe indica que en 1990 el 20% del segmento de mayores ingresos recibía el 54,7% 
del ingreso nacional, mientras que el 40% de Ingreso más bajo recibía el 14,7%.
En el Informe se explica que, pese a los esfuerzos recientes por mejorar la calidad de vida 
de la población en general y erradicar la pobreza, persisten graves problemas a nivel 
regional y comunal, en especial en relación con la mortalidad infantil, la desnutrición y la 
asistencia escolar. Se sugiere que la solución a estos problemas exige impulsar programas 
sociales e introducir programas de acción afirmativa que beneficien a los menos 
privilegiados.
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El sistema de salud chileno es mixto. El sector de salud pública es primordialmente 
responsable de la atención preventiva, las cuestiones ambientales y la atención médica de 
aproximadamente el 80% de la población. El informe agrega que la desnutrición infantil ha 
disminuido desde 1984 a la fecha.
La política educativa del Gobierno se centra en adaptar el sistema educativo a las 
necesidades del siglo XXI, así como a resolver los problemas persistentes del acceso no 
equitativo para garantizar la plena integración en la sociedad. A los efectos de lograr esos 
objetivos, el Gobierno ha aplicado programas para ampliar el alcance de la educación 
preescolar, aumentar el número de escuelas rurales y mejorar la calidad de los programas 
vigentes.
El informe indica que un gran número de niños pobres (732.792) no tienen acceso a ninguna 
instrucción escolar. El primer programa que abordó la necesidad de mejorar la calidad de la 
educación y la distribución equitativa fue el Programa de Mejoramiento de la Calidad de las 
Escuelas Básicas de Sectores Pobres 1991-1992. El mismo comportaba la renovación de 
la infraestructura física, la educación gratuita para los maestros, la donación de libros de 
texto, la mejora de las bibliotecas, programas para mejorar la enseñanza, etc. El Programa 
de Mejoramiento de la Calidad y Equidad de la Educación, que empezó en 1992, significó 
una inversión de 170 millones de dólares.
República Dominicana
El informe presentado por el Gobierno de la República Dominicana simplemente afirma que 
los derechos económicos, sociales y culturales se garantizan en el artículo 8 de la 
Constitución y establece los derechos de dicho artículo y sus subsecciones. Esta escueta 
información le imposibilita a la Comisión efectuar su tarea de analizar la situación social en 
la República Dominicana y supervisar la promoción de los derechos económicos, sociales 
y culturales.
El Salvador
El Gobierno de El Salvador presentó un informe sobre la aplicación de la Convención de las 
Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño en El Salvador. El informe explica que el 
Gobierno carece de información sobre las condiciones sociales generales del país debido 
a que en los últimos veinte años no se realizaron censos para determinar las áreas 
problemáticas. Además, el informe señala que, como resultado de la guerra civil que arrasó 
al país en los últimos diez años, la situación de los niños de familias en situación de pobreza 
extrema empeoró.
El informe explica que el Plan de Desarrollo Social del Gobierno para 1989-1994 procura 
elevar el nivel de vida del país e iniciar un proceso que a largo plazo erradicará la pobreza. 
El Plan prevé la reasignación del gasto público para priorizar necesidades primarias como 
la salud y la nutrición, la educación, el medio ambiente, la vivienda y otros servicios 
sociales. El Fondo de Inversión Social surgió de ese plan con el objetivo de procurar la 
erradicación de la pobreza promocionando la inversión social y los programas comunitarios 
para los sectores vulnerables de la sociedad.
Dentro del Plan de Desarrollo Social, el Gobierno elaboró en 1991 un Plan Nacional de 
Salud. El documento subraya un cambio en el centro de atención hacia la prevención, la 
educación en salud y la mejora ambiental. Se ampliaron los programas de vacunación para
73
Informe Anual 1993
alcanzar al 80% de la población afectada. Se inició un empeño para incrementar el acceso 
al agua potable, en especial en las zonas rurales.
El Plan de Desarrollo Social también se orienta a la educación en su esfuerzo por reducir la 
pobreza. A partir de 1990, el Ministerio de Educación reorientó sus recursos humanos y 
financieros para incrementar el acceso a la educación y reducir el ausentismo, la deserción 
escolar y, en última instancia, el analfabetismo.
México
El Gobierno de México presentó informes que había enviado en enero de 1993 al Comité 
de las Naciones Unidas sobre los Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Los 
informes indican que en 1990 el 7,2% de la población no recibía ningún tipo de ingreso, el 
56% de la población recibía un ingreso equivalente al doble del salario mínimo y el 7,6% 
percibía hasta cinco veces el salario mínimo.
La mayor parte de la población en situación de pobreza habita las zonas rurales; el 80% de 
los trabajadores agrícolas vive en la pobreza y la mitad de ellos en la pobreza absoluta. La 
población indígena, los trabajadores migratorios, y los pequeños terratenientes en zonas no 
arables viven en las peores condiciones.
El Gobierno elaboró un plan nacional de desarrollo que abarca el período 1989-1994 y que 
aborda los problemas de la salud, la asistencia social y la seguridad social. El Gobierno inició 
una serie de encuestas y estudios que revelaron que los niveles nutricionales diferían en las 
distintas regiones del país. Con respecto a la desnutrición general de los niños menores de 
cinco años, el informe afirma que en las regiones meridional y central la situación es mejor 
que en la región septentrional y en las zonas urbanas. El Estado subsidia ciertos productos 
básicos para proteger a los sectores pobres de la sociedad. El Estado también proporciona 
programas de racionamiento alimentario y centros de suministro de alimentos.
A efectos de determinar las condiciones generales de salud del país, el informe analiza las 
tasas de mortalidad infantil en todo México. Se señala que la mortalidad infantil está muy 
vinculada a factores socioeconómicos. Once zonas tienen una tasa más alta que la media 
nacional, lo que indica que las condiciones de salud en esas zonas son deficientes. En 
general, hay una mayor expectativa de vida en las zonas urbanas, en comparación con las 
zonas rurales. El nivel de recursos médicos es significativamente inferior en las zonas 
rurales. La población en situación de pobreza extrema, tanto en las zonas urbanas como 
rurales, registra el estado de salud más precario.
En cuanto a programas educativos, el Estado proporciona educación primaria gratuita. El 
informe observa que la educación primaria se organiza en forma diferente según se trate de 
zonas urbanas o rurales. En éstas, la carencia de recursos y maestros y las distancias entre 
las distintas comunidades ha obligado a las escuelas a agrupar a los niños de diferentes 
edades en los mismos salones de clase. En 1991, aproximadamente 225.000 niños 
carecían de acceso a la escuela, en especial en las zonas rurales e indígenas. Los 
programas aplicados para ampliar el acceso a la educación en las zonas rurales, indígenas 
y marginadas contó con la cooperación económica y técnica de UNICEF y la Bernard Van 
Leer Foundation.
El Gobierno ha iniciado un empeño por mejorar la calidad de la educación que incluye el 
intento de prolongar la asistencia escolar entre las edades de los 6 y 14 años en las
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poblaciones que registran una escasa tasa de asistencia y muchas deserciones. Cuatro 
Estados que representan dos tercios de la población rural fueron los elegidos para iniciar el 
programa.
Nicaragua
El programa económico elaborado por el Gobierno de Nicaragua para 1993, destinado a 
estabilizar la economía y elevar el nivel de vida mediante el ajuste y el crecimiento, privilegia 
la inversión, la reducción del consumo público y privado y la congelación de salarios para 
fomentar el empleo y reactivar la producción. El informe indica que la política social del 
gobierno procura dar prioridad a los sectores más pobres y vulnerables de la sociedad, que 
incluyen a los niños, los discapacitados, desplazados y otros. Se trata de lograr ese objetivo 
fomentando la participación de los integrantes de las comunidades para detectar las 
esferas problemáticas.
En cuanto a la observancia del derecho a la salud en Nicaragua, el Ministerio de Salud 
incluye en su Plan Maestro de Salud 91-96 un programa para crear un nuevo Sistema de 
Salud-SILAIS, que permitirá aplicar sistemas locales de atención integral de la salud.
Análogamente, el informe señala que el Ministerio de Educación ha puesto en práctica 
programas para mejorar la calidad de la educación integrando planes que permiten la 
participación de los padres en las actividades escolares, mejora los planes de estudio e 
introduce nuevos libros de texto. El ministerio proyecta un programa para invertir en la 
renovación de la infraestructura de las escuelas.
Panamá
El informe sobre la situación de los derechos económicos, sociales y culturales de Panamá 
incluye una explicación de las garantías reconocidas en la Constitución nacional y una 
descripción de la situación económica general del país, subrayando los aspectos 
pertinentes a la situación de los derechos a la salud, educación, vivienda, trabajo y 
bienestar social.
El Gobierno de Panamá centra su esfuerzo en la reactivación de la economía para crear 
empleos. Su Estrategia Nacional de Desarrollo y Modernización Económica consiste en una 
serie de directivas para fomentar el desarrollo y la modernización de la economía. Se pone 
especial énfasis en la creación de empleos, pero también se prevé una política encaminada 
al desarrollo sostenible y la reducción de la pobreza.
El informe explica que el país ha logrado avances significativos en la esfera de los derechos 
sociales, no obstante, una vasta proporción de la población sigue marginada y en situación 
de pobreza. La información presentada indica que el 50% de las familias panameñas viven 
en la pobreza, una situación crítica si se considera que el 27% de las familias pobres viven 
en una pobreza absoluta; se destaca que la pobreza afecta sobre todo a las familias a cargo 
de mujeres solteras, que constituyen el 22,8% de las familias panameñas.
El 30 de diciembre de 1991, el Gobierno nacional aprobó la Ley N° 31, que estableció la 
reforma tributaria, encaminada a mejorar la distribución del ingreso y, en consecuencia, 
elevar el ingreso que puede destinarse a los sectores más pobres de la sociedad. El 
Gobierno nacional procura simultáneamente restringir el gasto y reorientar la inversión a 
programas sociales.
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El Ministerio de Salud está procurando eliminar el hambre, la desnutrición y en general 
garantizar los derechos a una nutrición adecuada mediante el Programa Nacional de 
Alimentación y Nutrición. El derecho a la educación está reconocido en la Constitución 
panameña y se brinda educación gratuita para todos hasta el nivel universitario. Además, el 
artículo 95 de la Ley N° 47 autoriza al Ministerio de Educación a establecer escuelas o 
cursos alternativos para analfabetos por encima de la edad escolar, así como escuelas o 
cursos de oficios, capacitación agrícola o en cualquier otro rubro que pueda ser necesario 
en una determinada región o comunidad. El Gobierno procura eliminar el analfabetismo 
garantizando el derecho al acceso a completar la educación formal para estar en 
condiciones de incorporarse a la fuerza de trabajo. No obstante, el informe observa que 
existen graves dificultades para poner en práctica las campañas de alfabetización; lo 
fundamental es la falta de fondos, que determina escasez de maestros, transporte y 
material de instrucción para llegar a todas las áreas carenciadas.
Paraguay
El Gobierno del Paraguay presentó un informe sobre el Plan Nacional de Acción Por La 
Infancia: Desarrollo Humano y Consolidación Democrática, preparado en 1991 por el 
Comité de Coordinación del Programa Paraguay-UNICEF. El documento evalúa las 
condiciones sociales del país que, hasta hace poco, habían sido prácticamente 
desconocidas. De acuerdo con el documento, el Gobierno nacional procura implantar 
reformas estructurales que incrementarán la participación popular y mejorarán la 
distribución del ingreso en el país a fin de alcanzar una mayor equidad social. El 
Proyecto Nacional de Desarrollo se orienta a los sectores más vulnerables de la 
sociedad y se concentra en la Infancia. Parte de este programa de acción comporta 
asignar montos mayores del gasto público a programas sociales para la población y las 
comunidades carenciadas. El Gobierno quiere alentar la participación pública para 
determinar la solución a problemas concretos que afectan los distintos grupos y 
comunidades.
El informe explica que, pese al hecho de que en los últimos decenios el Paraguay figuraba 
entre los países de América Latina con mayor crecimiento económico, dicho crecimiento no 
se tradujo en un mayor desarrollo humano. Por el contrario, el Paraguay presenta graves 
desigualdades, a saber, una desigual distribución del ingreso, falta de participación política, 
falta de respaldo a los problemas de la mujer, una política de salud inadecuada y la 
desconfianza de las organizaciones no gubernamentales.
Las mujeres y los niños se ven especialmente afectados por graves insuficiencias en las 
áreas de la salud, el medio ambiente y la educación. El informe indica a las mujeres 
campesinas y la población indígena como los grupos más afectados por la pobreza y 
explica que ello se debe en buena medida a la gran concentración de la tierra en pocas 
manos.
Venezuela
El Gobierno de Venezuela presentó un informe referente a la situación de los derechos del 
niño, de la mujer, de los refugiados, y de la situación de los derechos económicos, sociales 
y culturales en el país. El informe señala que la crisis económica que se ha manifestado 
desde la década de los setenta y agudizado en la de los ochenta, ha tenido consecuencias 
desfavorables en la evolución social. Se ha visto un deterioro en la atención efectiva 
prestada a la población.
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En 1989 se inició un proceso de reformas económicas, dentro de las cuales se encuentran 
la ampliación de programas sociales. Muchas de estas reformas sociales se están llevando 
a cabo con el apoyo técnico y financiero de organismos multilaterales y bilaterales.
El capítulo sobre los derechos económicos, sociales y culturales resume una serie de 
problemas que obstaculizan el desarrollo social, los cuales son: déficits de cobertura de 
la seguridad social, y educación; las diferencias de desarrollo social entre Estados y en la 
asignación de recursos a las diferentes instituciones como son las universidades y 
sistemas hospitalarios, en desmedro de la inversión en áreas de mayor impacto social 
como la educación preescolar y programas preventivos de salud; déficits sustanciales en 
la calidad de la educación para una adecuada integración en un mercado de trabajo 
competitivo y cambiante; limitaciones en la capacidad financiera de los sectores sociales; 
y restricciones institucionales para asignar recursos y monitorear adecuadamente su 
utilización.
El capítulo sobre la situación de los derechos del niño explica que el programa de desarrollo 
económico que se ha realizado en el país ha sido a costa de privaciones irreconciliables con 
el sano crecimiento de los niños, lo cual ha creado una situación en donde una alta 
población infantil registre desventajas en salud, problemas nutricionales graves, altos 
índices de analfabetismo, de abandono y de niños trabajadores.
RECOMENDACIONES
Teniendo en cuenta lo anterior, la Comisión recomienda lo siguiente:
1. Los Estados miembros deberían adoptar medidas para garantizar a todas las personas 
el acceso a los alimentos, a los servicios de salud y educación, y la aplicación plena y 
coercitiva de leyes sobre salario mínimo. A este efecto, los Estados miembros deberían 
reformar sus estructuras básicas económicas y políticas que inhiben el desarollo de estas 
condiciones.
2. Al formular sus políticas económicas, los Estados miembros deberían garantizar un 
ambiente económico que permitan a los sectores pobres participar en en los procesos 
decisorios en materia política y económica. Como ejemplo, los Estados miembros deberían 
fomentar el respeto a los sindicatos, incluyendo el derecho a organizarse, a negociar 
colectivamente y a la huelga, desempeñando el Estado un papel neutral.
3. Los Estados miembros deberían asegurar que los grupos socialmente desaventajados, 
en especial las minorías, no sufran desproporcionadamente las consecuencias del ajuste 
económico.
4. En el proceso de formular los estudios iniciales para los programas de reestructuración 
económico, los Estados miembros y las instituciones de desarollo y finanzas con los cuales 
trabajan, deben evitar programas que empeoren la condición de pobreza de los sectores 
más vulnerables de la sociedad.
5. El Secretario General debiera asignar un Relator Especial para estudiar y elaborar 
métodos de supervisar los programas de ajuste económicos que afecten el goce de los 
derechos económicos, sociales y culturales. La tarea del Relator Especial deberá incluir la 
creación de arreglos institucionales entre organismos económicos, de derechos humanos y 
los Estados correspondientes.
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6. Los Estados miembros que no lo han hecho, deberían ratificar el Protocolo Adicional a la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales “ Protocolo de San Salvador,” y otros instrumentos internacionales 
relevantes al tema. Los Estados deberían establecer legislación interna que le de significado 
y efectividad a estos derechos.
7. Datos sociales son esenciales para el desarrollo de programas de fortalecimiento de los 
derechos económicos, sociales y culturales. Por lo tanto, los Estados miembros deberían 
establecer métodos para recolectar estadísticas sociales y económicos e informar 
anualmente a los Comités Ejecutivos del Consejo Interamericano Económico y Social y del 
Consejo Interamericano para la Educación, la Ciencia y la Cultura. En el proceso de 
preparación de esos informes, los Estados deberían estimular la amplia participación de los 
ciudadanos y de las organizaciones no gubernamentales.
* Recomendaciones finales de este capítulo
Además de las recomendaciones específicas que se han formulado a través de este 
informe, la Comisión recomienda de manera especial:
1. Que los Estados miembros que aún no sean partes de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, ratifiquen o adhieran a dicho instrumento.
2. Que aquellos Estados que han ratificado la Convención Americana reconozcan:
a) La competencia de la Comisión para recibir y examinar comunicaciones entre lo 
Estados, de conformidad con el artículo 45, párrafo 3 de dicho instrumento.
b) La jurisdicción obligatoria de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, de 
conformidad con el artículo 62, párrafo 2, de la misma.
3. Que los Estados miembros ratifiquen o se adhieran, si aún no lo han hecho, a:
a) La Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura;
b) El Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales;
c) El Protocolo Adicional sobre la Abolición de la Pena de Muerte.
4. Que los Estados miembros adopten, de conformidad con el artículo 2 de la Convención, las 
medidas de derecho interno necesarias para limitar la jurisdicción de los tribunales militares 
sólo a delitos que tengan exclusivo carácter militar. Todos los casos violatorios de los 
derechos humanos deben ser sometidos a la justicia ordinaria.
5. Que los Estados miembros otorguen todas las garantías y facilidades necesarias a las 
organizaciones no gubernamentales de derechos humanos, así como a sus integrantes, 
para que puedan desarrollar libremente sus actividades de promoción y protección de los 
derechos humanos.
6. Que la Asamblea General solicite a los Gobiernos de los Estados miembros la adopción de 
medidas tendientes a proteger la integridad, independencia y autonomía de los miembros 
del Poder Judicial, en el cumplimiento de sus funciones y en la tarea de investigar y 
sancionar violaciones a los derechos humanos.
7. Que los Estados miembros adopten todas las medidas necesarias tendientes a garantizar
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la exclusiva competencia de la justicia ordinaria para investigar, detener, y juzgar en las 
causas que involucren a civiles. Todo detenido civil debe ser puesto inmediatamente a la 
disposición de los jueces civiles.
8. Que los Estados miembros den cumplimiento a la obligación de informar a la Comisión 
sobre el estado de la situación social y cultural imperante en sus países. Dichos informes 
deberán cubrir exhaustivamente ínter alia las áreas de: educación, salud, alimentación y 
vivienda. La extrema pobreza en que se encuentran numerosos individuos en el hemisferio 
es una afrenta a la dignidad del ser humano. Mínimas condiciones económicas, sociales y 
culturales son el requisito esencial para el pleno goce de los derechos humanos.
9. Que los Estados miembros otorguen toda su cooperación a la realización de las visitas in 
loco de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, atendiendo a la importancia de 
estas visitas en la promoción y protección de los derechos fundamentales.
10. Que los Estados miembros especialicen a personal jurídico competente para responder 
a las peticiones de información que efectúe la Comisión, en particular aquellas relativas al 
sistema de peticiones individuales. La CIDH ofrece su cooperación en actividades de 
promoción dirigidas a capacitar a dicho personal para fortalecer el carácter jurídico del 
sistema.
11. Que los Estados miembros, en cursos de perfeccionamiento que organicen para sus 
jueces y otro personal del Estado con funciones de carácter jurídico, incorporen la 
enseñanza del sistema interamericano de protección de los derechos humanos. La 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos cooperará con los Estados en el logro de 
tal objetivo.
12. Que la Asamblea General redoble sus esfuerzos para el restablecimiento de la democracia 
en Haití, sistema de gobierno que mejor garantiza el respeto a los derechos humanos.
13. Que la Asamblea General adopte las medidas para el fortalecimiento de los órganos de 
protección de los derechos humanos, la Comisión y la Corte, dotándolos de los recursos 
necesarios y adecuada independencia en su administración.
14. Que la Asamblea General instruya a los órganos permanentes de la OEA para que inicien 
gestiones con el Banco Interamericano de Desarrollo e instituciones públicas financieras 
internacionales con el objeto de asegurar que entre los estudios previos requeridos para 
aprobar proyectos y préstamos se incluya un estudio del impacto de éstos en la protección 
y promoción de los derechos humanos fundamentales. La Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos ofrece su colaboración y experiencia para la consecución de estos 
propósitos. Desde ya la CIDH enviará oficialmente sus informes a las instituciones 
financieras internacionales.
15. Que los Estados miembros presten toda su cooperación a la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos entregándole ínter alia las informaciones que ésta requiera para que 
informe en el próximo periodo ordinario de sesiones de la Asamblea General de la 
Organización de los Estados Americanos sobre la ¡mplementación práctica de las 
recomendaciones aquí señaladas.
16. Que la Asamblea General se dirija a los Estados miembros para que cumplan con las 
decisiones de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y con las recomendaciones 
que le formule la CIDH, tanto en los casos individuales como en los informes generales o 
especiales que les conciernan.
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COMISION INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 
Informe Anual 1994
En 1994 la Comisión sigue la misma distribución mencionada en los informes anteriores 
similares con características en cuanto a los derechos considerados. Ese año en el 
capítulo de situación de los derechos humanos en la región revisó a Colombia, Cuba, El 
Salvador y Guatemala. En Colombia, la CIDH enfatiza la vigilancia del cumplimiento del 
derecho internacional humanitario. Sin embargo en el capítulo de campos para mejorar, en 
lugar de dar un informe sobre los derechos económicos y  sociales de la región, como venía 
sucediendo, la Comisión se adhiere a las recomendaciones hechas por los gobernantes 
regionales en el Plan de Acción de la Cumbre de las Américas. Allí, entre otras 
recomendaciones, como la de crear programas para la promoción y  observancia de los 
derechos humanos, se hace la de "promover políticas para que las mujeres disfruten plena 
e igualitariamente de los derechos en sus familias y en sus sociedades”, y  se llama la 
atención sobre los tratos crueles inhumanos y degradantes los cuales se ven sometidas las 
mujeres en las prisiones.
A continuación se destacan algunos apartes de las recomendaciones del informe de 1994,. 
según su relevancia para la protección de los derechos sexuales y reproductivos.
Informe Anual 1994
COMISION INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 
Washington, D.C.
Capítulo VI.- Campos en los cuales han de tomarse medidas para dar mayor vigencia 
a los derechos humanos, de conformidad con la Declaración americana de los 
derechos y deberes del hombre y la Convención americana sobre derechos humanos.
Introducción
Año tras año, en un capítulo especial del Informe Anual a la Asamblea General de ia OEA, 
la CIDH ha venido recomendando tanto a los Estados miembros de la Organización como 
al órgano supremo de la misma la adopción de ciertas medidas mediante las cuales se 
puede dar una mayor vigencia a los derechos humanos.
Tales recomendaciones han sido formuladas en el contexto de cómo los derechos 
humanos se han venido observando, o de los problemas que ha confrontado la región, o 
una parte de ella. Por lo mismo, esas recomendaciones se han ido cambiando o 
modificando en los sucesivos Informes Anuales. Mientras algunas de estas 
recomendaciones han persistido en los sucesivos informes, en la medida en que la 
situación ha sido superada, la Comisión no ha vuelto a insistir en las mismas y ha optado 
por introducir nuevos aspectos, llamando siempre la atención de los Estados miembros 
sobre las nuevas realidades que han surgido.
El hecho que los Jefes de Estado y de Gobierno en la Cumbre de las Américas, celebrada 
en Miami en diciembre de 1994, hayan adoptado decisiones sobre promoción y protección 
de los derechos humanos en el Hemisferio, la Comisión, ha preferido adherirse a lo 
expresado por los Jefes de Estado.
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Los Jefes de Estado y de Gobierno han considerado que la tarea de promover y proteger 
los derechos humanos es una de las prioritarias en las relaciones interamericanas. Por ello, 
la Comisión desea contribuir a que las decisiones adoptadas a ese nivel puedan llevarse a 
cabo de la manera más conveniente, eficaz y oportuna.
La Comisión comparte las decisiones que han adoptado los Jefes de Estado y de Gobierno, 
y considera que no pocas de estas medidas ya habían sido propuestas con anterioridad por 
la propia Comisión en los respectivos capítulos de diversos Informes Anuales e inclusive en 
informes sobre casos individuales. La Comisión desea expresar su reconocimiento a los 
Jefes de Estado y de Gobierno por la importancia que le atribuyen en el contexto de las 
relaciones internacionales al tema de la promoción y protección de los derechos humanos 
y, particularmente, al apoyo que ellos le han brindado a los órganos de derechos humanos 
dentro de los cuales se encuentra la CIDH.
En el Plan de Acción los Jefes de Estado instruyen a los Gobiernos para que éstos adopten 
ciertas medidas específicas, con la misma finalidad con que lo venía haciendo la CIDH en 
los Informes Anuales.
Como se ha señalado, la Comisión esta vez hará suyas enteramente las decisiones 
adoptadas por los Jefes de Estado y desde la perspectiva del sistema ¡nteramericano y de 
la responsabilidad específica que la Carta de la OEA y el Pacto de San José le han confiado 
a la Comisión, ésta se referirá a las decisiones de los Jefes de Estado y señalará la forma 
que, a su juicio, los gobiernos deberían adoptar a fin de dar cumplimiento oportuno a esas 
decisiones.
A continuación se examinan cada una de las decisiones adoptadas en el Plan de Acción por 
los Jefes de Estado y de Gobierno en la Cumbre de las Américas.
1. Considerar seriamente la adhesión a los instrumentos de derechos humanos de los 
que aún no sean parte.
Sin perjuicio de los instrumentos concluidos dentro del ámbito de las Naciones Unidas y de 
aquellos que fueron adoptados en el marco de las antiguas conferencias panamericanas, 
como las Convenciones relativas al Asilo Territorial y Diplomático, los principales 
instrumentos interamericanos de derechos humanos son los siguientes:
a. La Convención Americana sobre Derechos Humanos, conocida como Pacto de San José 
de Costa Rica, de 1969;
b. La Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, adoptada en 
Cartagena de Indias en 1985;
c. El Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia 
de derechos económicos, sociales y culturales, conocido como “ Protocolo de San 
Salvador” , adoptado en 1988, en la Asamblea General de la OEA, en San Salvador;
d. El Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos sobre la 
Abolición de la Pena de Muerte, adoptado en la Asamblea General de la OEA, en 1990, en 
Asunción, Paraguay, y la
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e. Convención Interamericana sobre la Desaparición Forzada de Personas, adoptada por la 
Asamblea General en 1994, en Belém do Pará, Brasil
De todos estos instrumentos, ciertamente el más importante es la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, en la cual son parte 25 Estados miembros de la OEA. Los 
Estados que no la han ratificado o no se han adherido a ella, son los siguientes: Antigua y 
Barbuda, Las Bahamas, Belize, Canadá, Cuba, Estados Unidos, Guyana, Saint Kitts y 
Nevis, Saint Lucía, San Vicente y las Granadinas.
Los otros instrumentos lamentablemente no han tenido un número importante de 
adhesiones o ratificaciones a pesar del esfuerzo que ha significado a la Organización el 
promover esas importantes convenciones. En efecto, de la Convención para Prevenir y 
Sancionar la Tortura, hasta ahora sólo son partes en ella: Argentina, Brasil, Chile, 
Guatemala, México, Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana, Suriname, Uruguay, 
y Venezuela; del Protocolo de San Salvador: Ecuador, Panamá y Suriname; del Protocolo 
sobre la Abolición de la Pena de Muerte: Panamá, Uruguay y Venezuela, y de la Convención 
Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas: la han firmado doce Estados sin 
que se haya producido ninguna ratificación.
La Comisión ha venido insistiendo, año tras año, en la necesidad de que al menos todos 
los Estados lleguen a ser partes del Pacto de San José y no puede en esta materia sino 
apoyar decididamente lo manifestado por los Jefes de Estado, haciendo al mismo tiempo 
un nuevo llamado para que estos instrumentos puedan ser ratificados a la brevedad, 
especialmente la Convención Americana sobre Derechos Humanos que es la piedra angular 
de todo el sistema interamericano de protección de tales derechos.
2. Cooperar plenamente con todos los órganos de derechos humanos 
interamericanos y de las Naciones Unidas
La eficacia de un órgano de protección de derechos humanos depende no sólo de los 
poderes que se le han atribuido en su instrumento constitutivo, sino de la cooperación que 
los Estados parte le pueden brindar. Sin esa cooperación, verdaderamente no puede ser 
eficaz para el cumplimiento de su tarea. Por ello, la decisión de los Jefes de Estado y de 
Gobierno, en el sentido que los gobiernos deben cooperar con los órganos de derechos 
humanos, resulta especialmente importante en lo que respecta a la CIDH.
Es cierto que, como regla general, la mayoría de los Estados miembros de la OEA han 
proporcionado su cooperación a la CIDH, pero a la vez es importante subrayar que esta 
cooperación, en lo posible, debe mantenerse y acrecentarse. A juicio de la Comisión, 
resulta particularmente importante en esta materia que los Estados concedan su anuencia 
cuando la Comisión solicita una visita de observación in loco y, que cuando ésta se realice, 
le brinden todas las facilidades para que ella pueda cumplir su cometido. En lo que respecta 
a las solicitudes que formule la Comisión con relación a la tramitación de casos individuales, 
los gobiernos están obligados a proporcionar, en forma oportuna, toda la información que 
la Comisión les requiera para el cumplimiento de los objetivos que le han conferido la Carta 
de la Organización y la Convención Americana sobre Derechos Humanos.
La Comisión desea reiterar la preocupación, ya expresada en anteriores oportunidades, 
acerca de la dificultad que con frecuencia encuentra para lograr respuestas adecuadas por 
parte de algunos gobiernos, así como por la falta de cumplimiento de las recomendaciones 
que formula la Comisión sobre casos en trámite y sobre otros aspectos específicos que ella
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considera necesario resolver. La falta de cumplimiento a las recomendaciones de la 
Comisión es particularmente lamentable cuando las mismas se refieren a violaciones graves 
de derechos fundamentales que garantiza la Convención Americana.
3. Desarrollar programas para la promoción y la observancia de los derechos 
humanos, incluidos programas educativos para informar a la población de sus 
derechos legales y de su obligación de respetar los derechos de los demás
Esta importante decisión ha sido objeto de consideración por parte de la Comisión. En varios 
informes anteriores la CIDH ha señalado la importancia que tiene para el sistema 
interamericano de protección, desarrollar programas para promover la observancia de los 
derechos humanos, especialmente mediante programas educativos para difundir en toda la 
población de los Estados miembros nociones básicas sobre derechos humanos y libertades 
fundamentales. Desde el Informe Anual correspon- diente al año 1978, la CIDH viene 
recomendando a los Estados miembros y a la propia Organización que adopten programas 
de enseñanza de derechos humanos y sobre otros medios de promoción de tales derechos.
Estos programas, como la Comisión lo ha señalado anteriormente, deben ser organizados 
por cada Estado con atención a su propia idiosincrasia y cultura y preferiblemente deben 
abarcar todos los sectores de la población, comenzando al nivel de la enseñanza primaria, 
siguiendo después con la educación secundaria, y la universitaria, y de post-grado 
mediante cursos especiales sobre protección nacional e internacional de los derechos 
humanos. Es muy importante que los programas de promoción se hagan extensivos a 
sectores que tienen una especial responsabilidad en la vigilancia de los derechos humanos 
y en su protección, como son los jueces, los miembros del Ministerio Público y los 
Integrantes de las fuerzas de seguridad, incluidas las Fuerzas Armadas.
La Comisión considera que, si bien deben tenerse en consideración las peculiaridades de 
cada Estado miembro, la enseñanza no debería limitarse únicamente al estudio de las 
disposiciones del ordenamiento jurídico interno, sino que debería incluir la enseñanza 
básica de los instrumentos internacionales, tanto universales como regionales.
La Comisión ha notado con satisfacción que algunos Estados ya han comenzado con estos 
programas en los cuales la Comisión y también el Instituto Interamericano de Derechos 
Humanos han participado y colaborado. La tarea que en este respecto han señalado los 
Jefes de Estado aparece como prioritaria. La Comisión desea nuevamente manifestar su 
deseo de prestar todo el apoyo a su alcance para que, en colaboración y coordinación con 
otras instituciones y organizaciones tanto gubernamentales como no gubernamentales, tan 
importante decisión pueda ser llevada a la práctica.
4. Promover políticas para garantizar que las mujeres disfruten plena e 
igualitariamente de los derechos jurídicos en sus familias y sociedades, y para 
garantizar la eliminación de restricciones a su plena participación como votantes, 
candidatas y funcionarías por elección y por nombramiento
La CIDH le atribuye a esta decisión de la Cumbre una importancia muy especial. La Comisión 
ha venido trabajando sobre este tema desde hace varios años. En su 85 Período de Sesiones 
la Comisión estableció un Grupo de Trabajo para que, en consulta con la Comisión 
Interamericana de Mujeres (CIM), prepare un Informe sobre compatibilidad de las legislaciones 
nacionales con la Convención Americana en materia de protección de los derechos de la
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mujer y, en particular, sobre discriminaciones que pudiesen existir en contra de las mujeres en 
el ordenamiento jurídico interno de algunos Estados miembros de la Organización.
Otro de los aspectos acerca de los cuales la Comisión ha expresado profunda 
preocupación en varios de sus informes es el humillante fenómeno de las violaciones y 
otros tratos crueles, inhumanos y degradantes de mujeres detenidas que cometen los 
miembros del personal de las fuerzas de seguridad en algunos Estados miembros. Con 
respecto a este tema específico la CIDH se propone, en coordinación con otras 
organizaciones gubernamentales y no gubernamentales, preparar Informes Especiales de 
aquellos Estados en que, de acuerdo con el número y gravedad de las denuncias y demás 
información que reciba la Comisión, se justifique estudiar este fenómeno.
5. Revisar y fortalecer las leyes para la protección de los derechos de los grupos 
minoritarios y de las poblaciones y comunidades indígenas, a fin de asegurar que no 
sufran discriminación, garantizar que gocen de protección legal plena e igualitaria y 
facilitar su activa participación cívica. Apoyar un proceso para estudiar y aumentar la 
protección de los derechos de los indígenas en los Estados miembros de la OEA y 
elaborar con prontitud una firme declaración de las Naciones Unidas sobre los 
derechos de los indígenas
“ La protección especial de los pueblos indígenas es un compromiso sagrado de los 
Estados” sostuvo la Comisión en 1972. Desde entonces en varias ocasiones la Comisión 
cumplió con su mandato general al concentrar sus esfuerzos y buscar soluciones a las 
violaciones de derechos contra los indígenas, como individuos o como entidades 
colectivas.1'1 La Comisión recibió denuncias sobre asesinatos, torturas y genocidio de 
poblaciones indígenas, violaciones que provenían de invasiones de tierras, construcciones 
de caminos, proyectos de colonización, explotaciones que atentaban contra el habitat, 
ataques y masacres a poblaciones indígenas civiles durante acciones militares contra 
guerrillas, discriminación y ataques a la libertad de expresión y cultos. La CIDH realizó 
investigaciones, publicó informes, presentó resoluciones a la Asamblea General. La más 
importante fue, probablemente, la resolución emitida en 1985 reivindicando el derecho de 
los Yanomami a su propia existencia y a las tierras que habitaban.
Mediante resolución AG/RES. 1022(XIX-0/89) la Asamblea General solicitó, a propuesta de 
la Comisión, que se iniciara la preparación de un instrumento legal interamericano sobre los 
derechos de las poblaciones indígenas. Sobre la base de numerosos aportes técnicos de 
gobiernos, organizaciones nacionales e internacionales, y expertos, la Comisión iniciará en 
1995 una amplia consulta respecto de un primer borrador de “ Declaración Americana de los 
Derechos de las Poblaciones Indígenas” que espera elevar a la Asamblea General en 1996.
Reafirmando la decisión de la Asamblea General, un alto número de Estados miembros han 
reiterado la necesidad e importancia de producir un instrumento regional de estos alcances.
Aún cuando esta preparación es —a juicio de la Comisión— el paso más inmediato y 
necesario para cumplir con la decisión de los Jefes de Estado en la Cumbre de Miami, no 
es suficiente. El estudio y protección de los derechos de indígenas y minorías en el ámbito 
de la OEA con participación de la CIDH o de otros sectores de la OEA debería incluir:
- Atención especial a las denuncias y peticiones individuales que recibe la CIDH por alegadas 
violaciones, cuando dichas violaciones surjan de actitudes discriminatorias contra 
poblaciones indígenas o minorías, así como al seguimiento de la puesta en práctica y efectos 
del cumplimiento de las resoluciones de la Comisión y la Corte sobre estos casos.
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- Atención especial de la CIDH a dichos temas en sus informes especiales por país, tal como 
lo ha venido realizando en los últimos años.
- Reforzamiento de los vínculos institucionales técnicos entre la CIDH y el sistema de Naciones 
Unidas, y el de la OIT en sus esfuerzos de protección para los pueblos indígenas y minorías.
- Estudios de base sobre legislación y prácticas de los organismos estatales en estos 
temas, evaluando sus efectos positivos y/o atentatorios contra’ los derechos de las 
poblaciones indígenas y minorías.
- Desarrollo de capacidad de intervención preventiva, mediadora o asesora para la solución 
pacífica y legal de conflictos relativos o que atenten contra los derechos de estos sectores;
- Reforzamiento de la capacidad de la OEA como foro y espacio institucional para el análisis 
de los problemas, reivindicaciones y soluciones referentes a los derechos de estos grupos, 
con Intervención conjunta o ad-hoc de la CIDH, del Instituto Indigenista Interamericano, el 
Instituto Interamericano de Derechos Humanos, del Comité Jurídico Interamericano, y los 
sectores de educación, ciencia y cultura de la OEA, así como los de Desarrollo Regional y 
Comercio, CICAD, CIM, IIN , etc. en las áreas de su competencia.
- Facilitar el acceso de las instituciones representativas de los pueblos indígenas y minorías 
a los distintos mecanismos y foros de la Organización, así como a sus programas de 
entrenamiento y becas.
6. Revisar la legislación nacional que afecte a los discapacitados, así como sus 
beneficios y servicios, y harán los cambios necesarios para facilitar que esos individuos 
disfruten de los mismos derechos y libertades que los demás miembros de la sociedad
De igual modo la Comisión se ha venido preocupando de este importante tema que afecta 
a cientos de miles de niños, mujeres y hombres de las Américas, que en una gran 
proporción se encuentran marginados de la sociedad. En su Informe Anual 1980-1981 la 
Comisión recomendó a los Estados miembros que incluyan medidas legislativas, dentro de 
sus respectivos planes generales de desarrollo, destinadas a mejorar la situación de 
marginalidad en que se encuentran las personas impedidas e incapacitadas.
Con posterioridad la Asamblea General de la Organización, al adoptar el Protocolo 
Adicional sobre derechos económicos, sociales y culturales, en San Salvador, en 1988, 
incluyó la siguiente disposición en el artículo 18:
Protección de los Minusválidos
Toda persona afectada por una disminución de sus capacidades físicas o mentales tiene 
derecho a recibir una atención especial con el fin de alcanzar el máximo desarrollo de su 
personalidad. Con tal fin, los Estados partes se comprometen a adoptar las medidas que 
sean necesarias para ese propósito y en especial a:
a. ejecutar programas específicos destinados a proporcionar a los minusválidos los 
recursos y el ambiente necesario para alcanzar ese objetivo, incluidos programas laborales 
adecuados a sus posibilidades y que deberán ser libremente aceptados por ellos o por sus 
representantes legales, en su caso;
b. proporcionar formación especial a los familiares de los minusválidos a fin de ayudarlos a 
resolver los problemas de convivencia y convertirlos en agentes activos del desarrollo físico, 
mental y emocional de éstos;
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c. incluir de manera prioritaria en sus planes de desarrollo urbano la consideración de 
soluciones a los requerimientos específicos generados por las necesidades de este grupo;
e. estimular la formación de organizaciones sociales en las que los minusválidos puedan 
desarrollar una vida plena.
La Organización ha venido también preocupándose de esta materia: La Asamblea General, 
por resolución AG/RES. 1249 (XXIII-0/93), tomó conocimiento de los problemas que en la 
actualidad se suscitan respecto de la situación de los discapacitados del continente e 
instruyó al Consejo Permanente para que explore en colaboración con la Organización 
Panamericana de la Salud (OPS), la posibilidad de establecer una dependencia dedicada a 
los problemas de los discapacitados. Posteriormente, mediante resolución AG/RES. 1296 
(XXIV-0/94) instó a los Estados miembros a cooperar en la adopción de medidas concretas 
encaminadas a mejorar la salud de los discapacitados, asimilarlos a la sociedad con el 
pleno ejercicio de sus derechos y deberes, identificar los riesgos que lleven a la 
discapacidad y prevenirla. En 1990 la Conferencia Sanitaria Panamericana instruyó a la OPS 
que continuara sus esfuerzos cooperativos con los Estados miembros y con las 
organizaciones locales e internacionales a efecto de elaborar programas y actividades de 
prevención de la discapacidad, así como para la plena integración de los discapacitados en 
la sociedad.
La Comisión considera que conjuntamente con esos esfuerzos multilaterales, resulta 
importante que aquellos Estados que aún no lo han hecho, puedan prontamente dar 
cumplimiento a la decisión de los Jefes de Estado y de Gobierno revisando sus respectivas 
legislaciones nacionales a fin de poder incorporar a los discapacitados a los beneficios y 
derechos de que gozan todos los otros miembros de la sociedad.
La Comisión confía que en un futuro muy cercano este será un tema respecto del cual 
ningún Estado o gobierno quedará al margen de este proceso de incorporación tan 
necesario y urgente.
7. Emprender todas las medidas necesarias para garantizar los derechos de los 
niños, y en caso de que todavía no lo hayan hecho, considerar seriamente la 
ratificación de la Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos del niño
Este es un tema de una gran importancia. En muchos casos los abusos en los niños 
constituyen una de las peores violaciones a los derechos humanos, y la preocupación de 
que los niños, que deben ser los únicos privilegiados en una sociedad, no sólo puedan 
cumplir sus derechos, sino que no sean objeto de violencia, debe ser una de las 
preocupaciones para que en una sociedad existan verdaderamente los derechos 
humanos.
La Comisión nuevamente se pone a disposición para contribuir a que esta decisión de los 
Jefes de Estado y de Gobierno pueda ser cumplida eficazmente.
8. Garantizar la protección de los derechos humanos de todos los trabajadores 
migrantes y de sus familias
La Comisión se ha referido a este asunto en varios de sus informes, particularmente en 
aquellos casos en que se ha alegado persecución o violación de las garantías judiciales del 
debido proceso legal y de protección judicial.
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En opinión de la Comisión este tema está vinculado a varios derechos contemplados en el 
Protocolo Adicional sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Protocolo de San 
Salvador).
9. Adoptar las medidas necesarias para remediar las condiciones inhumanas en las 
cárceles y reducir al mínimo el número de detenidos en espera de juicio
Este es uno de los problemas que mayormente ha preocupado a la Comisión en los últimos años.
Desde el punto de vista cuantitativo, probablemente la violación mayor que tienen los 
derechos humanos en la actualidad en el continente, sea precisamente la que aquí ha sido 
aludida por los Jefes de Estado y de Gobierno. En muchos de nuestros países subsisten 
condiciones inhumanas en las cárceles y una de las causas principales de ellas es la 
sobrepoblación con la coexistencia de condenados que están detenidos con personas que 
están esperando juicio o sentencia.
Debido muchas veces a la excesiva demora en el juzgamiento de las personas detenidas, 
un porcentaje muy alto de la población carcelaria permanece, en muchos países, detenida 
durante períodos excesivamente largos de tiempo sin que se determine su culpabilidad o 
inocencia mediante una sentencia judicial. Esa demora se traduce en una grave injusticia 
en el caso de personas que, después de varios años de detención, son declaradas 
inocentes. Estas demoras constituyen una transgresión manifiesta del derecho a la 
presunción de inocencia y de debido proceso legal.
La Comisión considera que una de las preocupaciones mayores en materia de derechos 
humanos que deberán enfrentar nuestros Estados en los próximos años debe ser 
precisamente la de modificar los ordenamientos procesales penales de muchos Estados a 
fin de agilizar la tramitación de las causas y permitir que mediante un juicio rápido se pueda 
determinar con celeridad la suerte de un procesado. Es esta una de las materias que a juicio 
de la Comisión debe tener una consideración prioritaria por los Estados.
10. Revisar los programas de capacitación para los agentes encargados de vigilar el 
cumplimiento de la ley, a fin de asegurar que abarquen de manera adecuada el trato 
debido a los sospechosos y detenidos, así como las relaciones con la comunidad
Esta decisión adoptada por los Jefes de Estado tiene relación con otras de las decisiones 
a las que se ha hecho mención previamente. Es evidente que los derechos humanos 
adquirirán una mayor vigencia en la medida también que los agentes encargados de vigilar 
el cumplimiento de la ley se encuentren capacitados para ello y puedan dar fiel 
cumplimiento a las normas internacionales y nacionales en materia de protección de 
derechos humanos.
11. Intercambiar experiencias sobre la protección de los derechos humanos a nivel 
nacional y, cuando sea posible, colaborar en la elaboración de programas de 
capacitación para los agentes encargados de vigilar el cumplimiento de la ley y las 
fuerzas de seguridad, así como de otros programas que disminuyan la posibilidad de 
violaciones de los derechos humanos
Esta decisión de la Cumbre está estrechamente vinculada a la decisión IM° 3, sobre 
desarrollo de programas para la promoción, enseñanza y educación en materia de derechos 
humanos. Varios Estados miembros de la Organización han adoptado programas de
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adiestramiento y enseñanza de derechos humanos a las fuerzas de seguridad, así como 
a miembros del Poder Judicial y del Ministerio Público. Como se indica en el comentario 
incluido en el punto 3, la Comisión continuará ocupándose de esta materia y se pone a 
disposición de los Gobiernos de los Estados miembros de la OEA para prestar el apoyo 
a su alcance.
La Comisión considera que muchas de las violaciones a las garantías judiciales se originan 
en el desconocimiento, por parte de las fuerzas de seguridad, y a veces de los propios 
magistrados, de las obligaciones que han asumido los Estados parte en los instrumentos 
internacionales de derechos humanos.
La Comisión se ha referido a esta materia en numerosas oportunidades, tanto en los 
Informes generales como en los informes sobre casos individuales.
12. Solicitar a la OEA y al Banco Interamericano de Desarrollo (BID) que establezcan 
o fortalezcan, según sea el caso, los programas para apoyar los proyectos nacionales 
destinados a la promoción y la observancia de los derechos humanos en el Hemisferio 
Occidental
Se trata de una decisión que la Comisión aplaude. En las décadas de los años 70 y 80, 
cuando la democracia no existía en muchos de los Estados y estaban ocurriendo graves 
y serias violaciones a los derechos humanos, distintas organizaciones no 
gubernamentales dedicadas a la difusión y promoción de los derechos humanos 
recibieron una considerable asistencia de parte de la comunidad internacional para su 
muy importante tarea en aquel entonces de proteger los derechos humanos que estaban 
siendo conculcados. Restablecida la democracia y superadas afortunadamente muchas 
de las dificultades que existían en materia de derechos humanos, esa asistencia ha 
disminuido; pero igualmente resulta oportuno ahora que tanto esas organizaciones como 
muchas otras, con la participación de los gobiernos, puedan contribuir en este nuevo 
contexto a fortalecer las instituciones democráticas y a promover la observancia de los 
derechos humanos en el Hemisferio Occidental. En ese sentido, tareas como la de 
fortalecer los poderes judiciales, enseñar los derechos humanos a diversos niveles, 
incorporar a sectores marginados de la sociedad, como es el caso de los indígenas, de 
los discapacitados, niños y en algunos casos de las mujeres, son tareas que en la 
sociedad moderna y democrática aparecen como imprescindibles. Por ello, la Comisión 
aplaude esta decisión de los Jefes de Estado y confía en que a través de los mecanismos 
existentes en la OEA y del financiamiento del BID otros programas puedan establecerse 
o renovarse según el caso para el cumplimiento de esta decisión de los Jefes de Estado 
y de Gobierno.
13. Fortalecer aún más a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y a la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos
La Comisión ha venido desempeñando durante los últimos treinta y cinco años una tarea 
para la cual no ha contado con la estructura institucional ni con los recursos suficientes para 
cumplir con las responsabilidades que se le han confiado. En el período que abarca este 
informe, la Comisión tiene en trámite 641 casos individuales, realizó siete observaciones in 
loco, elaboró tres informes especiales sobre varios Estados, presentó tres casos 
contenciosos, ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos y solicitó una opinión 
consultiva al mismo órgano.
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Para el cumplimiento de esta amplia gama de tareas la Comisión sólo dispuso de la 
celebración de dos reuniones anuales de sus miembros. La Comisión cuenta con el apoyo 
de una Secretaría Ejecutiva con sólo diez abogados.
Sin duda, como la Comisión lo ha venido reclamando en los últimos años, resulta de 
fundamental importancia que se le puedan otorgar los recursos necesarios para su 
fortalecimiento.
Sin perjuicio de los términos que han sido señalados anteriormente, la Comisión 
específicamente, valiéndose de esta decisión de los Jefes de Estado, solicita una 
ampliación de su presupuesto y la asignación de mayores recursos humanos, que 
constituyen posiblemente los medios más eficaces para que la CIDH pueda cumplir en 
forma más efectiva las funciones que tiene asignadas de conformidad con los instrumentos 
interamericanos.
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COMISION INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 
Informe Anual de 1995
En 1995 la Comisión no consideró la situación regional de derechos humanos por estar en 
proceso de revisión de la forma como se elaboran los informes en este tema. Se hace en 
cambio un adelanto del que se va a realizar sobre la situación de las mujeres en las 
Américas, y  un avance de las condiciones de detención en el continente. En este año se 
revisan los criterios para escoger los países destacados.
A continuación se transcriben los apartes del informe de ese año que tienen relevancia para 
la protección de los derechos sexuales y reproductivos.
Informe Anual 1995
Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
Washington, D.C.
Capítulo V.- Informe de progreso sobre las condiciones de detención en las Américas
Algunas áreas identificadas que necesitan ser tratadas
1. Alojamiento- A partir de la información recibida, las prisiones, centros de detención y 
calabozos en las Américas están superpoblados, y esta es un área crítica de interés que 
requiere ser tratada. Algunos de los indicadores atribuibles a la superpoblación son: 
sistemas judiciales desactualizados que necesitan ser reformados; detención previa al 
juicio-práctica continuada de detener personas a la espera de un juicio, en lugar de emplear 
otras condiciones para la liberación previa al juicio; sentencias mínimas obligatorias; el 
incremento de crímenes violentos y relacionados con droga; carencia de recursos 
financieros.
2. Jóvenes - En la mayoría de los países, los jóvenes son alojados con detenidos y 
prisioneros adultos.
3. Detenidos y prisioneros con trastornos o enfermedades mentales - En la mayoría de los 
Estados miembros estos individuos son alojados con la población general.
4. Servicios médicos y odontológicos - En la mayoría de los países parece darse una 
carencia de servicios adecuados para los reclusos y detenidos.
5. Alimentación - En algunos países, los gobiernos proporcionan la alimentación, en otros 
la familia es la que provee el alimento a los detenidos y reclusos.
6. Empleo - En algunos países, la posibilidad de trabajar se encuentra a disposición 
solamente de los prisioneros que han sido juzgados por crímenes y están cumpliendo una 
sentencia.
7. Programas vocacionales y de rehabilitación - En algunos países uno o más de estos 
programas se encuentran a disposición de los reclusos que están cumpliendo una 
sentencia y no para personas detenidas.
8. Visitas - La información recibida indica que a los prisioneros les están permitidas las 
visitas de familiares y amigos.
9. Instalaciones recreativas - En algunos países, solamente a los prisioneros que están 
cumpliendo una sentencia se les permite participar en actividades recreativas. Estos 
servicios no están a disposición de las personas detenidas a la espera de un juicio.
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10. Disciplina - La información recibida indica que los funcionarios carcelarios en algunos 
países utilizan con los detenidos y prisioneros, formas de disciplina no autorizadas por los 
tribunales. ...stas varían entre el castigo corporal y la negación de acceso a ciertos 
programas.
11. Violencia - En algunos países la violencia pandillera entre los prisioneros es elevada.
12. Representación legal - Esta parece estar ausente o es inadecuada tanto para detenidos 
como para encarcelados.
Las áreas identificadas anteriormente serán ampliadas en un informe final una vez se reciba 
la información adicional por parte de los Estados miembros.
Capítulo VI. - Informe de progreso sobre el proyecto para promover y proteger el 
derecho de la mujer del hemisferio a estar libre de discriminación.
La Organización de los Estados Americanos y su precursora, la Conferencia Internacional 
Americana, comparten un legado histórico que se caracteriza por la promoción y el fomento 
de los derechos de la mujer. Por ejemplo, durante la Sexta Conferencia de Estados 
Americanos, celebrada en La Habana en 1928, se creó la Comisión de Mujeres, el primer 
organismo oficial intergubernamental que se estableció con el objetivo de plasmar los 
derechos de la mujer. En la Séptima Conferencia Internacional Americana, que se realizó en 
Montevideo en 1933, se aprobó el primer tratado universal sobre los derechos de la mujer, que 
se refiere específicamente a la designación de nacionalidad. Más recientemente, el Plan de 
Acción que se adoptó en cumplimiento de las recomendaciones emanadas de la Cumbre de 
las Américas identifica como objetivo prioritario en el hemisferio la promoción de “políticas que 
aseguren que las mujeres disfruten de la protección plena de sus derechos legales y civiles” .
La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), órgano principal de la OEA que 
tiene a su cargo la promoción y la protección de los derechos humanos, considera que son 
parte integral de su mandato las acciones conducentes a asegurar que la mujer disfrute 
plenamente de los derechos humanos, y en pie de igualdad. En razón de ello, a lo largo de 
los años se ha dedicado atención especial a este tema en algunos estudios especiales y en 
informes sobre los países y, cuando ha sido oportuno, en los procedimientos relacionados 
con casos individuales.
La Comisión, durante su octogésimo quinto período ordinario de sesiones, que se celebró 
entre el 31 de enero y el 11 de febrero de 1994, decidió avanzar en el análisis de la situación 
de los derechos humanos de la mujer mediante la elaboración de un informe en el que se 
examinaría la situación en el hemisferio en lo que se refiere a la discriminación de hecho y 
de derecho contra la mujer, que puede tener su origen en los sistemas jurídicos de los 
Estados miembros. El proyecto está diseñado específicamente para evaluar si hay 
compatibilidad entre las legislaciones de los Estados miembros y las prácticas jurídicas y 
de otra índole que se aplican en ellos y las disposiciones de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos y de la Declaración Americana de los Derechos y los Deberes del 
Hombre. Si bien esos documentos garantizan los derechos y la libertad de todas las 
personas, existen todavía ciertas disposiciones legales y prácticas en el ámbito nacional 
que no permiten que la mujer disfrute de los derechos humanos a plenitud y en condiciones 
de igualdad.
La Declaración Americana y la Convención Americana son testimonio de los esfuerzos 
realizados por los Estados miembros para respetar los derechos de las personas sin que se
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ejerza discriminación. En el estudio se examinará si las prácticas están a la altura de ese 
amplio compromiso y si guardan conformidad con la protección de derechos individuales 
que influyen específicamente sobre la situación de la mujer.
En la sesión plenaria, la Comisión nombró Relator Especial sobre el tema de los derechos 
humanos de la mujer a uno de sus miembros, Claudio Grossman, quien tiene a su cargo la 
dirección del estudio. El Relator Especial presentará las conclusiones del estudio en un 
informe que servirá de orientación a la Comisión para formular recomendaciones a los 
Estados miembros encaminadas a fortalecer el cumplimiento de las disposiciones 
interamericanas sobre derechos humanos que protegen los derechos de la mujer.
Una de las actividades iniciales, relacionada con el estudio, fue la convocatoria de una 
Reunión de Expertos, que se realizó los días 15 y 16 de mayo de 1995, con el objetivo de 
asesorar al Relator en la preparación y distribución de un cuestionario para reunir 
información sobre las leyes y prácticas nacionales que influyen sobre la mujer. Una vez 
terminado, el cuestionario se enviará a los Estados miembros, a organizaciones no 
gubernamentales y otras instituciones y personas del hemisferio que tienen interés en el 
tema. La Reunión de Expertos, que fue convocada por el Relator en San José, Costa Rica, 
contó con la colaboración del Instituto Interamericano de Derechos Humanos y de su 
Director Ejecutivo, el doctor Antonio CanÁado Trindade.
Se programó la celebración de una Segunda Reunión de Expertos el día 30 de marzo de 1996, 
para examinar y dar el toque final al proyecto de cuestionario elaborado en la Primera 
Reunión de Expertos y ofrecer sugerencias adicionales para la realización del estudio.
La Comisión auspició una conferencia sobre “La Mujer, los Derechos Humanos y el Sistema 
Interamericano: Agenda para la Acción” , que se realizó el 29 de marzo de 1996, 
paralelamente a la Segunda Reunión de Expertos. Coauspiciaron la conferencia, la 
Comisión de Mujeres de la OEA, la Organización Panamericana de la Salud, el Instituto 
Interamericano de Derechos Humanos y el Washington College of Law. En dicho encuentro 
se trataron los siguientes temas: la prevención, la sanción y la eliminación de la violencia 
contra la mujer, la mujer y su derecho a participar en la vida política, criterios para hacer 
frente a la discriminación contra la mujer, y estrategias para provocar reacciones a los 
resultados emanados de la Conferencia Internacional sobre la Mujer, que tuvo lugar en 
Beijing en 1995.
En marzo de 1994 la Secretaría se puso en contacto con los Estados miembros para 
informarles sobre el estudio y solicitar el envío de información. Paraguay y Costa Rica 
respondieron; Argentina, Bahamas, Barbados, Chile, República Dominicana, Ecuador, Haití, 
Honduras, México, Panamá y El Salvador enviaron información; y Venezuela notificó que 
estaba reuniendo datos. La información recibida ha sido útil para la preparación del 
proyecto y continuará siendo un aporte importante para la próxima etapa de investigación 
profunda.
La Comisión agradece el interés y la colaboración de los Estados miembros y considera que 
refleja la prioridad que se le asigna al tema en la mayor parte del hemisferio. El cuestionario 
en preparación procurará obtener información que complemente la ya recibida y servir de 
guía para orientar el estudio hacia áreas que son motivo de preocupación especial y que 
están relacionadas con las normas del sistema interamericano de derechos humanos. La 
Comisión confía que en este esfuerzo continuará contando con la colaboración de los 
Estados miembros.
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COMISION INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 
Informe Anual de 1996
Cada año, la Comisión escoge algunos países donde los derechos humanos están 
amenazados, y revisa su situación. En los informes anteriores los criterios de selección de 
los países, así como la situación vigilada, se refería a los derechos civiles y  políticos. A partir 
de 1991 en un capítulo aparte se consideraba la situación de los derechos económicos 
sociales y culturales. En 1994 y 1995 no fueron considerados los derechos económicos y 
sociales, y en 1996 se integran a las revisiones de países.
Este año se establecen los nuevos criterios para revisar algunos países que merecen 
atención especial, y son criterios destinados al cubrimiento de crisis de violaciones de los 
derechos civiles y políticos, aunque se pueden prestar para tener en consideración otro tipo 
de crisis. Aplicando los anteriores criterios se hace una revisión de la situación de derechos 
humanos en Colombia, Cuba, Guatemala y Perú. Si bien en los casos de Colombia y Perú 
no se mencionan ni los derechos socioeconómicos ni la situación de los grupos vulnerables 
a la discriminación, en el caso de Cuba si se menciona los derechos económicos y  sociales, 
en el caso de Guatemala se incluye el contexto socioeconómico, el derecho a la igualdad y 
los derechos de las mujeres.
Por último en las recomendaciones generales no se consideran de forma particular los 
derechos socioeconómicos, sino que en general se trata la protección de hecho y de 
derecho a los grupos vulnerables, como son niños, indígenas, negros y mujeres. Se 
recomienda tomar medidas para que haya acceso general a la educación y  se regule el 
trabajo de menores de 16 años. Se hace un avance del proyecto contra la discriminación de 
la mujer y se recomienda tomar medidas para contrarrestar y  erradicar la discriminación, en 
especial la que se manifiesta en violencia de género y  en la exclusión de los cargos de toma 
de decisiones. Además se hace un informe de progreso del proyecto para promover y 
proteger el derecho de la mujer del hemisferio, a estar libre de discriminación.
A continuación se recogen las recomendaciones finales del informe anual de 1996, 
relevantes para la protección de los derechos sexuales y reproductivos.
Informe Anual 1996
Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
Washington, D.C.
Capítulo VI.- Estudios Especiales
* Informe de progreso sobre el proyecto para promover y proteger el derecho de la 
mujer del hemisferio a estar libre de discriminación
Durante su Octogésimo Quinto Período Ordinario de Sesiones, la Comisión nombró relator 
especial de asuntos relacionados con los derechos de la mujer al decano Claudio 
Grossman. Este cargo tiene como función primordial analizar e informar sobre casos de 
discriminación, de facto y de jure, que puedan entorpecer la capacidad de la mujer para 
ejercer sus derechos y libertades consignados en la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos y la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre.
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De esta manera, y una vez el relator haya completado su estudio, informará al pleno de la 
Comisión, la que a su vez dará a conocer a los Estados miembros las recomendaciones que 
considere del caso, encaminadas a acrecentar el cumplimiento de las normas del sistema 
interamericano de derechos humanos. El objetivo principal de este proyecto es ayudar a los 
Estados miembros a reconocer las situaciones de discriminación incompatibles con las 
garantías interamericanas de los derechos humanos y formular recomendaciones para 
remediarlas y al mismo tiempo fomentar la capacidad de la mujer para el disfrute pleno y 
equitativo de sus derechos y libertades.
Antecedentes
Los Estados miembros de la OEA consideran que el mejoramiento de la capacidad de la 
mujer para ejercer libre y cabalmente sus derechos humanos es un elemento esencial en la 
búsqueda de la consolidación de los sistemas democráticos en el Continente. La prioridad 
que se ha otorgado en toda la región a incrementar el ejercicio efectivo de la democracia es 
una condición previa esencial para lograr el progreso en la observancia de los derechos 
humanos. Al mismo tiempo, una democracia realmente participatoria no puede florecer a 
menos que todos los sectores de su sociedad tomen parte en forma completa en la vida 
nacional.
Así como la OEA ha renovado su dedicación al avance de los derechos de la mujer, por 
ejemplo, mediante la labor realizada por los Estados miembros y la Comisión 
Interamericana de Mujeres para lograr la aprobación de la Convención Interamericana para 
Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Belém do Pará, 1994), también 
la Comisión Interamericana de Derechos Humanos ha intensificado su concentración en el 
fomento y protección de los derechos de la mujer. Las violaciones de los derechos 
humanos, cuyas causas y consecuencias se explican por razón de sexo, están 
generalmente ligadas al problema de mayor envergadura de la discriminación de la mujer. 
Así lo reconoce la Convención de Belém do Pará, que en su artículo 6° establece que el 
derecho de toda mujer a una vida libre de violencia debe incluir el derecho “a ser libre de 
toda forma de discriminación” .
Mediante su sistema de peticiones individuales, y como parte de su función de vigilancia, 
en el curso de los últimos años la Comisión ha abordado casos de violación de los derechos 
humanos, cuyas causas son atribuibles a la diferencia de trato por razón de sexo. Por 
ejemplo, actualmente la Comisión tiene en trámite un par de peticiones individuales: una de 
ellas denuncia la discriminación de la mujer en el derecho civil y el derecho de familia y la 
otra trata de la violencia en el hogar. Durante sus visitas in situ, así como en ólertos 
informes especiales por país, la Comisión dedica su atención concretamente a la situación 
de los derechos humanos de la mujer. Así lo hizo en su visita a Haití durante el último año 
del régimen de facto, ocasión en que entrevistó a mujeres que habían sido violadas por 
motivos políticos y preparó un informe señalando las múltiples disposiciones de la 
Convención Americana y de otros instrumentos importantes de derechos humanos 
infringidas en estos casos.
Actualmente la Comisión sigue dedicada a la protección de los derechos de la mujer en 
varios frentes y al hacerlo se da cuenta, cada vez más, que la condición otorgada a la mujer 
en legislaciones y prácticas en el ámbito nacional a menudo entorpece su capacidad para 
ejercer sus derechos y libertades individuales.
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Capítulo VII.- Recomendaciones a los estados miembros en áreas en las cuales deben 
adoptarse medidas para la cabal observancia de los derechos humanos, de 
conformidad con la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos
Conforme a su análisis e informe sobre el desarrollo de los derechos humanos en los 
Estados miembros de la OEA, durante este período de presentación de informes, y 
tomando en cuenta los puntos prioritarios consiguientes, así como los que fueran 
precisados dentro del marco regional, la Comisión formula las siguientes recomendaciones:
Que los Estados miembros diseñen nuevas iniciativas para proteger los derechos del niño, cuya 
condición y vulnerabilidad justifican una protección especial a fin de salvaguardar su desarrollo.
El artículo 19 de la Convención Americana y el artículo VII de la Declaración Americana 
recogen el consenso que existe en el Continente de que los niños tienen derecho a medidas 
especiales de protección. Los niños de las Américas representan la posibilidad futura de 
que nuestra región logre el “ régimen de libertad personal y justicia social, fundado en el 
respeto de los derechos esenciales del hombre” que se fija como objetivo en el preámbulo 
de la Convención Americana.
La supervivencia y desarrollo del niño en todo nuestro Continente están en peligro como 
consecuencia de la pobreza y la explotación. Las necesidades básicas de muchos niños 
(alimentos, ropa, vivienda y educación adecuados), no son satisfechas, lo que a su vez los 
hace vulnerables a otros tipos de abuso. Los valores de nuestra sociedad y de nuestra 
región se reflejan en el trato que se da a nuestra juventud; debe otorgarse prioridad a los 
intereses de la niñez y asignarse los recursos correspondientes y el empeño necesario.
Teniendo en cuenta lo anterior, la Comisión recomienda como medidas básicas:
Que cada uno de los Estados miembros ponga en marcha medidas concretas para asegurar 
que todo niño dentro de su jurisdicción tenga acceso a la educación necesaria para su 
desarrollo pleno y a la participación efectiva en una sociedad democrática y pluralista. La 
educación primaria debe ser obligatoria y debe estar al alcance de todos en forma gratuita. 
La educación secundaria debe ser generalizada y asequible a todos, como lo indica el 
Protocolo de San Salvador, mediante la implantación progresiva de la enseñanza gratuita, 
donde no la haya todavía.
Que todo Estado miembro adopte medidas legislativas y administrativas, incluyendo 
sistemas de aplicación y vigilancia, para lograr que cuando los menores de 16 años deban 
trabajar, lo hagan según requisitos de asistencia y rendimiento escolares y, además, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 7o f del Protocolo de San Salvador, a fin de 
garantizar el cumplimiento con “ la prohibición de trabajo nocturno o en condiciones 
insalubres o peligrosas y en general de toda labor que ponga en peligro la salud, seguridad 
o moral de menores de 18 años” .
Que los Estados miembros elaboren y amplíen las medidas para contrarrestar y erradicar la 
discriminación por razón de sexo.
Dado que los Estados miembros consideran prioritario acrecentar la capacidad de la mujer 
para participar en la vida nacional en forma cabal y en plano de igualdad, mediante la 
erradicación de la discriminación por razón de sexo, que constituye un obstáculo para el
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desarrollo social y económico de nuestros países, y considerando que, a pesar de 
importantes avances, persiste la discriminación de derecho y de hecho de la mujer, la 
Comisión recomienda que:
Los Estados miembros que han ratificado la Convención de Belém do Pará tomen medidas 
concretas para garantizar el derecho de la mujer a una vida libre de violencia en la esfera 
pública y privada, y libre de toda forma de discriminación. Recomienda además que los 
Estados miembros que todavía no son parte: Antigua y Barbuda, Canadá, Grenada, Haití, 
Jamaica, Suriname y Estados Unidos, adopten las medidas para ratificar o adherirse a este 
instrumento regional innovador.
Los Estados miembros que no lo hayan hecho, incorporen perspectivas y análisis que 
tengan en cuenta el sexo en el diseño e implementación de las políticas públicas; y que 
los Estados miembros amplíen las iniciativas para aumentar el número de mujeres 
calificadas que ocupan cargos públicos obtenidos mediante elección o nombramiento, y 
para dar mayor realce a la función de la mujer en la adopción de decisiones en la esfera 
pública.
Los Estados miembros que todavía no han respondido al cuestionario enviado por la 
Comisión, en relación con el estudio de su Relator Especial sobre los Derechos Humanos 
de la Mujer, que lo hagan a la mayor brevedad posible.
Que los Estados miembros adopten las medidas necesarias tanto internamente como a 
través de los órganos jurídicos y politicos de la OEA, para revisar la propuesta de 
“Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas” a fin de lograr consenso 
y adoptar el instrumento respectivo en la reunión de la Asamblea General de 1998, en 
conmemoración del 50° aniversario de la Organización de los Estados Americanos y de la 
Declaración Americana sobre los Derechos y Deberes del Hombre.
Dado que la CIDH ha completado la preparación de una propuesta a la Asamblea General 
de un instrumento legal interamericano sobre derechos indígenas, en cumplimiento de la 
recomendación de la Resolución AG/RES. 1022 (XIX-O/89) reiterada en años siguientes; y 
luego de haber logrado un diálogo fructífero con los gobiernos, expertos gubernamentales, 
organizaciones y comunidades indígenas, el Instituto Indigenista Interamericano y expertos 
legales con respecto al Borrador de Consulta original, y luego de revisar dicho Borrador 
para que reflejara en lo posible las preocupaciones de los mismos así como el trabajo de 
las Naciones Unidas en esta área, tal como lo recomendara la AG/RES. 1404 (XXVI-O/1996); 
y dado el reconocimiento hemisférico respecto a que las distintas culturas de los pueblos 
indígenas de las Américas forman una parte valiosa e irreemplazable del patrimonio 
regional, la Comisión recomienda que:
Los Estados miembros, trabajando sobre la base de la propuesta preparada a través de una 
amplia consulta por la CIDH y aprobada por la misma en su 95° Período de Sesiones, que 
se incluye en el Capítulo IV de este Informe Anual, considere el texto propuesto durante su 
próxima reunión en Lima, Perú en 1997 y decída allí los pasos necesarios que con 
intervención de otros cuerpos jurídicos y políticos de la Organización permitan aprobar una 
Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, en la Asamblea 
General de 1998, en conmemoración del 50° aniversario de la OEA
Que los Estados miembros dediquen esfuerzos renovados a la evaluación de los efectos de 
la discriminación racial, obstáculo continuo para el goce de los derechos humanos de
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grupos de individuos en varios países de nuestro Continente, así como ál diseño de 
mecanismos que solucionen el problema en forma más responsable
La discriminación racial que persiste en muchos países de nuestro Continente es 
fundamentalmente injusta y contraviene las normas básicas del régimen interamericano de 
los derechos humanos. Sin embargo, en muchos países no se documenta o analiza bien tal 
discriminación para que se pueda comprender todo su impacto. El prejuicio por razón de 
raza debe ser proscrito, no sólo como cuestión de Derecho sino como cuestión de hecho. 
Por tanto, es importante para los Estados miembros reconocer el grado de daño que causa 
tal discriminación y lograr una respuesta adecuada, incluyendo el acceso a la protección 
judicial.
La Comisión recomienda que:
Los Estados miembros revisen su legislación interna para asegurarse de que ninguna de 
sus disposiciones tenga como efecto permitir o perpetuar la discriminación racial, y de 
que la ley castigue tal discriminación y provea la respuesta y el recurso adecuado cuando 
ésta ocurra.
Los Estados miembros examinen la naturaleza y alcance de la acción judicial requerida 
para responder a las demandas de discriminación racial, con el fin de superar las 
deficiencias de protección que puedan existir; y lograr que a través de los sistemas 
judicial y administrativo establecidos, se contrarreste la discriminación racial, ofreciendo 
recursos asequibles, sencillos, breves y efectivos.
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COMISION INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 
Informe Anual de 1997
Como en 1996 y  en los informes siguientes, al revisar el estado de los derechos humanos 
en los países seleccionados, la CIDH considera también el estado de los derechos sociales 
económicos y  culturales, y  la situación de los grupos más vulnerables a la discriminación. 
En ese año se analizaron las situaciones especiales de Cuba, Guatemala, Haití y Perú. Solo 
en el caso de Guatemala se menciona a la mujer. Tanto en Guatemala como en Perú se hace 
un paneo del contexto socioeconómico.
Las recomendaciones de ese año reflejan preocupación por la situación de los niños, las 
mujeres, las personas con discapacidades físicas y mentales, los trabajadores migratorios y 
sus familias.
Además, se incluye un informe de progreso del relator especial sobre la situación de la mujer 
en la región, precusor del informe especial presentado en 1998. Este incluye la mención de 
los derechos sexuales y  reproductivos como una de las áreas de interés.
A continuación se destacan algunos apartes de las recomendaciones del informe de ese 
año, y se incluye todo el informe sobre la situación de la mujer, por su relevancia para la 
protección de los derechos sexuales y reproductivos.
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Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
Washington, D.C.
Capítulo VI.- Informes Especiales
Informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos sobre la condición de 
la mujer en las Américas
Resumen Ejecutivo
La Comisión Interamericana de Derechos Humanos, en su octogésimo quinto período de 
sesiones, nombró a su Miembro el Decano Claudio Grossman para actuar como Relator 
Especial sobre los derechos de la mujer y le confirió el mandato de analizar e informar en 
qué medida las leyes y prácticas de los Estados miembros, relacionadas con los derechos 
de la mujer, observan las obligaciones consignadas en la Declaración Americana de los 
Derechos y Deberes del Hombre y en la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 
Esos instrumentos, al igual que las constituciones de los Estados miembros, otorgan a 
todas las personas amplias garantías de igualdad y de protección contra la discriminación. 
Sin embargo, los Estados miembros han reconocido que persisten leyes y prácticas 
discriminatorias que impiden que la mujer ejerza plenamente los derechos que le 
corresponden, de lo cual la Comisión es cada vez más consciente.
El Relator Especial presentó el presente informe a la Comisión, quien lo aprobó durante su 
nonagésimo octavo período ordinario de sesiones, el 6 de marzo de 1998. El informe 
comienza por presentar el marco institucional y jurídico del sistema interamericano de 
derechos humanos y de los mecanismos que se pueden utilizar para encarar deficiencias
98
Informe Anual 1997
en el ámbito nacional que limitan la capacidad de la mujer de ejercer sus derechos. A 
continuación el informe pasa a explicar la metodología que aplicó el Relator a su análisis y 
estudio y a presentar las conclusiones iniciales que se fundamentan en la información 
recogida sobre aspectos básicos, incluidos las garantías institucionales y jurídicas a nivel 
nacional; el aspecto de la capacidad jurídica; el derecho a participar en los asuntos 
nacionales y el servicio público del país; el derecho a la vida, a la integridad física y a vivir 
libre de la violencia; y el derecho a igual protección y la prohibición de discriminación.
El informe concluye presentando las recomendaciones de la Comisión encaminadas a 
remediar las instancias de discriminación de facto y de jure que impiden que la mujer pueda 
ejercer plenamente sus derechos; encarar las consecuencias de esa discriminación; y 
elaborar iniciativas adicionales para lograr esos objetivos en el marco del sistema regional. 
Entre las recomendaciones, las principales exhortan a que se tome acción de inmediato 
para identificar y reformar las leyes y prácticas que tienen fines o efectos discriminatorios 
por razón de género, a los efectos de eliminar todas esas situaciones antes del año 2000. 
Por otra parte, es crucial que los Estados miembros evalúen los recursos jurídicos que 
ofrece la legislación interna para desarrollar y fortalecer su capacidad de ofrecer recursos 
eficaces a las mujeres que se han visto sujetas a discriminación por razón de género. El 
informe recomienda que en el curso del próximo año la Comisión centralice su labor 
relacionada con los derechos de la mujer, en particular en el tema de la violencia dirigida 
contra ella y en el sistema interamericano de derechos humanos.
Esta iniciativa, aparte del presente informe y recomendaciones, se configuró para despertar 
la conciencia sobre los métodos que existen en el ámbito interamericano para promover y 
proteger los derechos de la mujer y para ampliar las relaciones de trabajo entre las 
entidades gubernamentales y no gubernamentales pertinentes y la Comisión.
La Comisión desea agradecer las contribuciones de Argentina, Belice, Brasil, Canadá, 
Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, Guatemala, Guyana, Jamaica, Panamá, Paraguay, 
Perú, México, República Dominicana, Uruguay y Venezuela, así como las recibidas de las 
siguientes organizaciones no gubernamentales; Instituto de Estudios de la Mujer “Norma 
Virginia Guirola de Herrera” CEMUJER (El Salvador) y del Centro de Estudios de la Mujer - 
Honduras CEM-H (con sede en Tegucigalpa) que ofrecieron respuestas sustantivas al 
cuestionario del proyecto en el cual se basa este informe. La Comisión aprecia el interés y 
la colaboración que recibió de esos Estados y organizaciones, de los expertos con los 
cuales consultó el Relator y de otras entidades del sistema, tales como la Comisión 
Interamericana de Mujeres y la Organización Panamericana de la Salud, y entiende que se 
trata de un reflejo de la prioridad que se otorga en toda la región al adelanto de la condición 
jurídica y social de la mujer.
Las obligaciones en materia de derechos humanos contraídas por los Estados al ingresar 
como miembros de la Organización de los Estados Americanos constituyen una base para la 
acción en el ámbito nacional. En un sistema democrático, la responsabilidad de garantizar la 
protección de los derechos individuales necesariamente recae antes que nada sobre la 
jurisdicción interna. El nombramiento de un Relator Especial por parte de la Comisión, el 
análisis sobre leyes y prácticas nacionales que preparó y las recomendaciones formuladas, 
representan un esfuerzo concentrado para partir de iniciativas a nivel nacional y reforzarlas, y 
para colaborar con los gobiernos de los Estados miembros en la tarea de mejorar la situación 
de los derechos de la mujer en las Américas. El Relator desea expresar su reconocimiento a 
Elizabeth A. H. Abi-Mershed, Especialista Principal, y a Laura Langberg, Consultora del 
Proyecto, por la colaboración que le prestaron en la preparación de este informe.
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Introducción
En 1994 la Comisión renovó su compromiso de asegurar que en cada uno de los Estados 
miembros de la OEA se respeten plenamente los derechos de la mujer y a tal efecto nombró 
un Relator Especial sobre la materia. En las constituciones de los Estados miembros de la 
OEA se reconoce formalmente la igualdad del hombre y la mujer, no obstante lo cual la 
Comisión ha percibido con claridad creciente que el examen de los sistemas y prácticas 
legales en el ámbito nacional revela que subsiste, tanto de hecho como de derecho, la 
discriminación por razón de género.
En el octogésimo quinto período de sesiones de la Comisión, se nombró Relator Especial 
sobre los derechos de la mujer al Decano Claudio Grossman y se le encomendó que 
analizara en qué medida las leyes y prácticas de los Estados miembros relacionadas con 
los derechos de la mujer observan las garantías de igualdad y no discriminación 
consagradas en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y en la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos. En este informe se presentan las 
conclusiones iniciales del estudio, se identifican las instancias de facto y de jure de 
discriminación contra la mujer que existen en los Estados miembros de la OEA y se 
formulan recomendaciones destinadas a ayudar a los Estados a perfeccionar el 
cumplimiento con las obligaciones que han contraído en materia de derechos humanos 
en el marco del sistema interamericano. Esta es la primera vez que la Comisión adopta 
un estudio de tanta amplitud sobre la situación de los derechos de la mujer en el 
hemisferio.
En el Capítulo I se presenta en términos generales el marco institucional y jurídico del 
sistema interamericano de derechos humanos, así como los métodos y mecanismos con 
que cuenta, y se subraya la manera en que se los puede utilizar para encarar cuestiones 
que influyen sobre la capacidad de la mujer de ejercer sus derechos. En el Capítulo II se 
examinan las actividades que llevó a cabo el Relator Especial al preparar el estudio y el 
informe y se explica la metodología utilizada en el proyecto. En el Capítulo III se enuncian 
las conclusiones iniciales que se fundamentan en la información recogida, organizada en 
torno a un conjunto de aspectos centrales, entre ellos las garantías institucionales y 
jurídicas a nivel nacional; el aspecto de la capacidad jurídica; el derecho de participar en 
los asuntos y funciones públicos del país, incluido el derecho de presentar candidatura 
en las elecciones; el derecho a la vida, a la integridad física y a una vida libre de violencia; 
y el derecho a igual protección de la ley y la prohibición de la discriminación. Por último, 
en el Capítulo IV se formulan recomendaciones encaminadas a remediar las instancias de 
discriminación de facto y de jure que impiden que la mujer pueda ejercer plenamente sus 
derechos; encarar las consecuencias de esa discriminación; y elaborar iniciativas 
adicionales para facilitar el logro de esos objetivos en el marco del sistema regional.
I. EL SISTEMA INTERAMERICANO DE DERECHOS HUMANOS Y LOS DERECHOS DE 
LA MUJER
A. El marco interamericano jurídico e institucional
Uno de los pilares de cualquier sistema democrático y un principio básico de la 
Organización de los Estados Americanos es el respeto de los derechos fundamentales de 
la persona con fundamento en los principios de igualdad y no discriminación. En el 
preámbulo de la Carta de la OEA se afirma el objetivo de consolidar “dentro del marco de 
las instituciones democráticas, un régimen de libertad individual y de justicia social” ,
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fundado en el respeto de los derechos esenciales de la mujer y el hombre. En él artículo 3°.k 
se reafirma, como principio básico de la Organización, “ los derechos fundamentales de la 
persona humana sin hacer distinción de raza, nacionalidad, credo o sexo” .
El sistema interamericano de derechos humanos establece y define un conjunto de derechos 
básicos, normas de conducta obligatorias para promover y proteger esos derechos y los 
órganos que vigilan su observancia ra. La Convención Americana sobre Derechos Humanos 
(Pacto de San José) y la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, los 
principales instrumentos normativos del sistema, prohíben explícitamente la discriminación 
por razón de sexo (véase ¡nfra la sección I.A.1). Los Estados partes al ratificar la Convención 
Americana adquieren obligaciones vinculantes 121. La Declaración Americana es también una 
fuente de obligaciones jurídicas, ya sea como instrumento que define las responsabilidades 
de los Estados de la OEA en materia de derechos humanos dentro del marco de la Carta de 
la Organización, porque numerosas de sus disposiciones se han transformado en derecho 
internacional consuetudinario.131 Para fortalecer el marco normativo de promoción y 
protección de los derechos de la mujer, la Asamblea General de la OEA adoptó la 
Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la Mujer 
(Convención de Belém do Pará). Esta Convención reciente, que entró en vigencia en marzo 
de 1995, ya cuenta con 27 Estados partes y en ella se prevé que se pueden presentar a la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos peticiones que denuncien casos de 
violación de sus disposiciones. (Véase infra la sección I.A.2) w.
A la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (“Comisión Interamericana” o 
“Comisión”), como órgano principal de la OEA encargado de la promoción y la protección 
de los derechos humanos en las Américas, le corresponde desempeñar un papel especial 
para estimular aún más el cumplimiento de las normas de la Carta de respeto a los 
derechos fundamentales de cada persona, con fundamento en los principios de igualdad y 
no discriminación. En la Sección I.B. infra se hace referencia a los mecanismos por medio 
de los cuales la Comisión ejerce su mandato. La Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, establecida por la Convención Americana, ejerce funciones consultivas de 
interpretación de las normas sobre derechos humanos en vigor en las Américas. Las 
opiniones consultivas de la Corte constituyen una interpretación legitima de dichas normas. 
La Corte ejerce además las funciones jurisdiccionales obligatoria al interpretar y aplicar las 
disposiciones de la Convención en los casos en que los Estados partes de la Convención 
Americana hayan aceptado expresamente su competencia m.
El sistema regional también se beneficia de la labor realizada por la Comisión 
Interamericana de Mujeres (CIM); creada en 1928, fue la primera institución oficial 
intergubernamental del mundo a la que se le encomendó expresamente que velara por el 
reconocimiento de los derechos civiles y políticos de la mujer m. Esta Comisión ha 
participado activamente en el establecimiento de las primeras normas sistémicas en favor 
de los derechos de la mujer, a saber: las Convenciones Interamericanas sobre la 
Nacionalidad de la Mujer (Montevideo, Uruguay, 1933), la Concesión de los Derechos 
Políticos a la Mujer (Bogotá, Colombia, 1948), y la Concesión de los Derechos Civiles a la 
Mujer (Bogotá, Colombia, 1948) m. Recientemente la CIM desempeñó el papel decisivo en 
la redacción y presentación del texto de la Convención Interamericana para Prevenir, 
Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la Mujer.
La historia hemisférica hasta el presente, muestra con claridad que el desafío de consolidar 
democracias genuinamente participatorias, a la que se han comprometido tanto los 
Estados miembros de la OEA como la Organización, requiere como objetivo supremo, que
101
Informe Anual 1997
se intensifique la participación de todos los sectores sociales en la vida política, social y 
económica de cada nación. Como los Estados miembros han reconocido, la discriminación 
de hecho y de derecho continúa obstaculizando la capacidad de la mujer de contribuir 
plenamente a esa empresa v ita l|8>. La Comisión observa con satisfacción que los Estados 
miembros han establecido como prioridades el fortalecimiento del papel de la mujer en la 
sociedad, el desarrollo ulterior de mecanismos para el adelanto de la mujer y la 
incorporación del análisis de género en el diseño y la aplicación de políticas públicas H. 
Como este informe confirma, el establecimiento de prioridades a nivel regional crea y 
refuerza la acción en el ámbito nacional.
El aumento de la participación de la mujer en la sociedad nacional es necesariamente parte 
integral del programa de actividades de otras entidades de la OEA, como la Unidad para la 
Promoción de la Democracia (UPD), que recientemente en diciembre de 1997 copatrocinó 
un seminario sobre la mujer y su participación política. Por su parte, en noviembre de 1997, 
el Consejo Permanente de la OEA anunció la creación de una nueva iniciativa para 
coordinar las acciones en este campo. Por otra parte, los Estados miembros están 
incluyendo su compromiso con el adelanto de la mujer como tema importante en los 
preparativos para la Cumbre de las Américas que se realizará en Santiago de Chile en abril 
de 1998.
1. Principios de no discriminación y de igual protección que constituyen el 
fundamento de los instrumentos constitutivos del sistema regional de derechos 
humanos
Los instrumentos del sistema interamericano de derechos humanos, igual que los sistemas 
universales y regionales en general, se basan en principios de igualdad y no discriminación. 
El presente informe se centra en los principales instrumentos regionales, no obstante lo cual 
necesariamente se hace referencia al marco universal, en particular a la Declaración 
Universal de Derechos Humanos, al Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, al 
Pacto Internacional sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales, a la Convención 
sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer (“ la Convención 
de la Mujer”) y al derecho internacional consuetudinario.
Los artículos 1o y 2° de la Declaración Universal proclaman que “todos los seres humanos 
nacen libres e iguales en dignidad y derechos” y que, por lo tanto, cualquier persona puede 
invocar todos los derechos y libertades consignados en la Declaración “sin distinción 
alguna” , incluido el sexo. La Convención de la Mujer desarrolla y amplía las obligaciones 
jurídicas generales enunciadas, inter alia, en los artículos 2o.1, 3o, 4o.1 y 26 del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos y en los artículos 2°2  y 3o del Pacto 
Internacional sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales, que requieren que las 
partes se abstengan de ejercer discriminación alguna por las razones que enumeran, 
incluido el género. En el artículo 1o de la Convención de la Mujer se manifiesta que la 
expresión “discriminación contra la mujer” :
• denotará toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto 
o por resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, 
independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, 
de los derechos humanos y las libertades fundamentales...
La definición cubre toda diferencia de tratamiento por razón de sexo que:
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• de manera intencional o no intencional, ponga a la mujer en desventaja;
• impida el reconocimiento, por toda la sociedad, de los derechos de la mujer en las esferas 
públicas y privadas; o
• impida que la mujer ejerza sus derechos.
El artículo 2° de la Convención de la Mujer requiere que los Estados partes adopten e 
¡mplementen “por todos los medios apropiados y sin dilaciones, una política encaminada a 
eliminar la discriminación contra la mujer” , que incluye el deber de “abstenerse de incurrir 
en todo acto o práctica de discriminación contra la mujer y velar por que las autoridades e 
instituciones públicas actúen de conformidad con esta obligación” , así como el deber de 
adoptar medidas adecuadas, legislativas y de otro carácter, “para modificar o derogar leyes, 
reglamentos, usos y prácticas que constituyan discriminación contra la mujer” .
La Convención Americana sobre Derechos Humanos, igual que otros tratados generales 
sobre derechos humanos internacionales y regionales, se basa en amplios principios de no 
discriminación y protección ante la ley. El artículo 1o de la Convención proclama que cada 
uno de los Estados partes se comprometen a “ respetar los derechos y libertades” 
consagrados en ella y a “garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta 
a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos...” , entre ellos el sexo. Cuando un 
derecho reconocido no esté garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, el 
Estado parte se compromete a adoptar las medidas necesarias para hacerlo efectivo 
(artículo 2°).
La Convención Americana protege una amplia variedad de derechos civiles y políticos. Su 
artículo 3o establece el derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica, el artículo 24 
el derecho a igualdad de protección ante la ley, que se manifiesta más específicamente en 
el artículo 17 en lo que se refiere a la “protección a la familia” , y en el cual se establece que 
“ los Estados partes deben tomar medidas apropiadas para asegurar la igualdad de 
derechos y la adecuada equivalencia de responsabilidades de los cónyuges en cuanto al 
matrimonio...” . Si bien la Convención contempla la suspensión de ciertos derechos en 
situaciones de emergencia que se ajusten a los criterios estipulados en el artículo 27, esas 
medidas no podrán discriminar con fundamento en el sexo, entre otras cosas 1101.
La Declaración Americana enuncia los derechos que se comprometen a respetar los 
Estados miembros de la OEA que no son parte de la Convención Americana, una vez que 
ratifiquen la Carta de la Organización, que continúa siendo una fuente de obligación para 
todos los Estados miembros |1". La Declaración establece que “todas las personas son 
iguales ante la Ley y tienen los derechos y deberes consagrados en esta declaración sin 
distinción de raza, sexo, idioma, credo ni otra alguna” . Igual que la Convención Americana, 
la Declaración reconoce una amplia variedad de derechos, si bien sus disposiciones no 
están tan desarrolladas y difieren en cierto respecto de las de aquélla. En el artículo II se 
establece el derecho de igualdad ante la Ley y en el artículo XVII el derecho de 
reconocimiento de la personalidad jurídica y de los derechos civiles.
A estos instrumentos básicos se han agregado: el Protocolo Adicional a la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (Protocolo de San Salvador), el Protocolo Relativo a la Abolición de la Pena de 
Muerte, la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, la Convención 
Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas y, más recientemente, la 
Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la Mujer 
(Convención de Belém do Pará). De todos los instrumentos mencionados, sólo el Protocolo
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sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales aún no ha entrado en vigor. Su 
ratificación y vigencia continúa siendo un objetivo importante, dado que la lucha de la mujer 
por gozar de todos sus derechos de manera plena y en pie de igualdad requiere la 
aplicación de todas las categorías de derechos, que son indivisibles. En el Protocolo de San 
Salvador se enuncian ciertos derechos de los cuales la mujer no disfruta plenamente, como 
el derecho a trabajar en condiciones justas, equitativas y satisfactorias (artículo 7).
2. La Convención de Belém do Pará
La Convención Interamericana sobre la violencia contra la mujer, conocida como la 
“Convención de Belém do Pará” , es fundamental. La elaboración y entrada en vigor de la 
Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la Mujer 
constituye, en el marco del sistema regional, una verdadera redefinición del derecho 
interamericano sobre derechos humanos para aplicarlo con una orientación concreta de 
género. La adopción de la Convención reflejó el poderoso consenso entre los actores 
estatales y no estatales de que la lucha para erradicar la violencia de género requiere de 
acciones concretas y garantías efectivas1121. Esta iniciativa influyó y se basó en el 
reconocimiento por parte de la Conferencia Mundial de Derechos Humanos de 1993 de que 
la violencia contra la mujer constituye una violación de derechos humanos, en la adopción 
más tarde de la Declaración de la ONU sobre la Eliminación de la Violencia contra la Mujer, 
y en los acontecimientos ulteriores en la Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer de
1995. A pesar de que la Convención de Belém do Pará es el instrumento interamericano 
más reciente sobre derechos humanos, es el instrumento más ratificado, y ya cuenta con 
27 Estados partes.
La Convención de Belém do Pará reconoce que la violencia contra la mujer es una 
manifestación de las relaciones de poder históricamente desiguales entre mujeres y 
hombres. En el artículo 1o se define la violencia contra la mujer como:
“ cualquier acción o conducta, basada en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento 
físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como en el privado” .
El concepto de violencia contra la mujer reflejado en la Convención está firmemente 
fundamentado en los derechos básicos ya reconocidos en el sistema interamericano de 
derechos humanos, incluidos el derecho a la vida, a la integridad física y psíquica, a la 
libertad personal, y al derecho a igualdad de protección ante la ley y de la ley. El artículo 5o 
reconoce que la violencia impide y anula el derecho de la mujer a ejercer otros derechos 
fundamentales y dispone que: “toda mujer podrá ejercer libre y plenamente sus derechos 
civiles, políticos, económicos, sociales y culturales y contará con la total protección de esos 
derechos consagrados en los instrumentos regionales e internacionales sobre derechos 
humanos” . La Convención se refiere además a la relación que existe entre la violencia de 
género y la discriminación y, en el artículo 6, establece que el derecho de la mujer a una vida 
libre de violencia incluye, ínter alia:
• El derecho de la mujer a ser libre de toda forma de discriminación, y
• El derecho de la mujer a ser valorada y educada libre de patrones estereotipados de 
comportamiento y prácticas sociales y culturales basadas en conceptos de inferioridad o 
subordinación.
La aplicación y observancia del derecho de la mujer a una vida libre de violencia, requiere 
que se determine cuándo la violencia contra la mujer genera la responsabilidad del Estado. 
En el artículo 7° de la Convención se enumeran las principales medidas que deben adoptar 
los Estados partes para asegurar que sus agentes se abstendrán de “cualquier acción o
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práctica” de violencia contra la mujer y a “actuar con la debida diligencia” para prevenir, 
investigar y sancionar la violencia contra la mujer, en caso de que ocurra. Los Estados 
partes deben tomar las medidas que sean necesarias para hacer efectiva la Convención y 
para que la mujer que haya sido objeto de violencia tenga acceso efectivo a recursos para 
obtener medidas de protección o para buscar resarcimiento o reparación del daño.
La Convención establece en sus artículos 10 a 12 tres mecanismos de protección. En 
primer lugar, los Estados partes deberán informar a la CIM sobre las medidas que hayan 
adoptado, así como los obstáculos que hayan encontrado, para enfrentar la violencia contra 
la mujer. En Segundo término, la Convención autoriza a las personas a presentar peticiones 
ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, denunciando la violación de sus 
principales garantías. Al igual que la Convención Americana se establecen derechos de 
acción muy amplias: cualquier persona o grupo, o una organización no gubernamental 
reconocida por ley en un Estado miembro, pueden presentar una denuncia, que 
posteriormente será tramitada por la Comisión de conformidad con su Reglamento. 
Finalmente, un Estado parte o la Comisión Interamericana de Mujeres podrán solicitar que 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos emita una opinión consultiva sobre la 
interpretación de la Convención |13].
Hasta fines de 1997 la Convención de Belém do Pará ha sido invocada solo en una sola 
petición, que está en estudio de conformidad con los procedimientos de la Comisión.
B. Los mecanismos de protección del sistema interamericano de derechos humanos 
y la forma en que se aplican para promover y proteger los derechos de la mujer
La Comisión Interamericana de Derechos Humanos, el principal órgano de la OEA 
encargado de promover y proteger los derechos humanos en el hemisferio, tiene el papel 
crucial de respaldar a los Estados miembros en las acciones que realicen para asegurar y 
garantizar los derechos de las personas bajo su jurisdicción.
Entre sus numerosas funciones, la Comisión tiene a su cargo:
• estimular la conciencia de los derechos humanos en las Américas;
• ofrecer a los Estados miembros servicios de asesoramiento en el campo de los derechos 
humanos;
• hacer un seguimiento de la situación de los derechos humanos en cada uno de los 
Estados miembros y llevar a cabo observaciones in loco;
• tomar acción con respecto a las peticiones individuales en que se alegue que ha habido 
violaciones de derechos humanos;
• preparar estudios e informes; y
• formular recomendaciones a los Estados miembros de la OEA para la adopción de 
medidas progresivas en favor de los derechos humanos.
Una de las características excepcionales del sistema interamericano de derechos humanos 
es la amplitud de su mandato y la evidencia de múltiples mecanismos de promoción y 
protección.
1. El sistema individual de peticiones
Cualquier persona o grupo puede presentar una petición ante la Comisión alegando que se 
han violado las disposiciones de la Convención Americana, de la Convención de Belém do 
Pará o de la Declaración Americana, en el caso de los Estados que no son parte, de dichos 
tratados. En general es necesario que se identifique a la víctima, para que el Estado
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pertinente pueda iniciar una investigación y responder a las alegaciones que se efectúan, 
pero la identidad del peticionario puede mantenerse en reserva. La petición debe 
presentarse por escrito, debe estar firmada y enumerar hechos que indiquen la 
contravención de un derecho protegido.
Una vez examinada la petición y que se considere que se han satisfecho los requisitos 
básicos para iniciar su tramitación, la Convención Americana, el Estatuto y el Reglamento 
de la Comisión contienen disposiciones que permiten iniciar un proceso para reunir 
información, que incluye la transmisión al gobierno de las partes pertinentes de la petición 
con la solicitud de que responda suministrando la información del caso. El peticionario tiene 
la oportunidad tanto de presentar sus observaciones a la respuesta estatal como de enviar 
información adicional, con posterioridad a lo cual se solicita al gobierno que presente sus 
propias observaciones. Este proceso puede repetirse cuanto sea necesario. La Comisión 
puede, a solicitud de una de las partes o por propia iniciativa, citar a las dos partes a una 
audiencia para recibir nueva información, testimonios o argumentos legales. La Comisión 
también está facultada para efectuar investigaciones in loco de un caso individual, aunque 
es una competencia que raramente ejerce.
La Comisión, para declarar la admisibilidad de un caso y considerar sus méritos bajo la 
Convención Americana, la Declaración Americana o la Convención de Belém do Pará, 
deberá estar satisfecha de que se ha cumplido con ciertos requisitos. En primer lugar, y lo 
más importante, es que la parte que alega la violación haya agotado todos los recursos 
disponibles en la jurisdicción interna, habida cuenta de que los sistemas internacionales y 
regionales de derechos humanos están diseñados para ser subsidiarios de los sistemas 
nacionales. Se pueden hacer excepciones cuando la legislación del Estado en cuestión no 
ha garantizado un debido proceso, cuando se ha negado a la parte el acceso a esos 
recursos, o cuando hay un retraso injustificado en la decisión sobre los recursos internos 
en otras palabras, si no ha habido recursos disponibles, de hecho o de derecho.
En segundo lugar, la petición debe presentarse de manera oportuna. En el caso de que un 
tribunal interno haya pronunciado su fallo definitivo, el escrito deberá someterse a la 
Comisión en un plazo de seis meses contados a partir de la fecha de la notificación o, de 
lo contrario, en un plazo razonable a partir del momento en que ocurrió la situación 
denunciada. En tercer lugar, la Comisión no examinará una queja que duplique en esencia 
una petición que esté pendiente ante una organización gubernamental internacional de 
naturaleza similar. Cuando se abre un caso, pero no se demuestra que se han llenado los 
requisitos básicos indicados anteriormente, la Comisión declara el caso inadmisible.
En cualquier etapa del proceso la Comisión está autorizada de conformidad con el artículo
48.1 .f de la Convención a facilitar una “solución amistosa” de la situación denunciada, 
siempre y cuando las partes deseen valerse de ese procedimiento. En general, la Comisión, 
una vez concluido el proceso escrito inicial, notificará a las partes que se pone a su 
disposición a esos efectos, por un plazo determinado. Si las partes convienen en ello, la 
Comisión colaborará, por ejemplo, en la organización de reuniones, la transmisión de 
comunicaciones y como mediadora en negociaciones. Conforme a lo dispuesto en el 
artículo 48.1 .f, la Comisión examina el acuerdo que convengan las partes para evaluar si 
está fundado “en el respeto a los derechos humanos reconocidos” en la Convención 
Americana, antes de que pueda considerar resuelto el caso de manera amistosa.
Cuando un caso no ha sido resuelto por solución amistosa y está listo para una decisión, la 
Comisión prepara un informe inicial sobre sus conclusiones, de acuerdo con las disposiciones
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del artículo 50 de la Convención, para su remisión al Estado en cuestión. En los casos en que 
se haya establecido que hubo una violación, la Comisión formula recomendaciones que el 
Estado debe poner en efecto, cuyo objetivo en general es asegurar que se realice una 
investigación plena de los hechos, que se encause y castigue a los responsables y que se 
tomen las acciones necesarias para reparar las consecuencias sufridas por la víctima. El 
Estado tiene una primera oportunidad de carácter confidencial de dar cumplimiento a la 
decisión de la Comisión, a lo que debe informar dentro de un cierto plazo sobre las medidas 
que haya tomado para remediar la situación. La Comisión evaluará la respuesta que reciba y 
escoge una de dos alternativas. Podrá aprobar un informe final, al que se hace referencia en 
el artículo 51 de la Convención, en el que informará en qué medida se han cumplido con las 
recomendaciones y, cuando sea necesario, formulará otras recomendaciones otorgando un 
período adicional para ponerlas en práctica. Una vez transcurrido el período fijado, la 
Comisión decidirá si publica su informe1141. Como alternativa a la aprobación del informe final, 
la Comisión podrá decidir si el Estado en cuestión ha aceptado la jurisdicción obligatoria de 
la Corte Interamericana, elevar el caso ante dicho órgano.
Tanto la Comisión como la Corte están facultadas para requerir a un Estado que tome 
medidas de protección con carácter urgente. Conforme a lo dispuesto en el artículo 29 de 
su Reglamento, “en casos urgentes, cuando se haga necesario para evitar daños 
irreparables a las personas, la Comisión podrá pedir que sean tomadas medidas cautelares 
para evitar que se consume el daño irreparable, en el caso de ser verdaderos los hechos 
denunciados” . La Comisión puede solicitar a la Corte que ordene la adopción de medidas 
provisionales en el caso de circunstancias de gravedad similar, aún en asuntos no 
sometidos a consideración de la Corte. Esa acción de emergencia se toma sin perjuicio de 
cualquier decisión futura sobre los méritos de la situación denunciada, y en general tiene 
como fin proteger la vida y/o la integridad física y psíquica de una persona.
2. Jurisprudencia del sistema al encarar cuestiones relativas a género
El primer análisis que conlleva expresamente una connotación de género surgió en el 
contexto de una solicitud de opinión consultiva presentada a la Corte Interamericana. En 
1983, el Estado de Costa Rica solicitó a la Corte que examinara la compatibilidad de varias 
enmiendas propuestas a su Constitución en materia de nacionalidad y naturalización. Una 
de las enmiendas habría conferido a mujeres extranjeras que contrajeran nupcias con 
ciudadanos costarricenses, ciertas consideraciones especiales para obtener la ciudadanía, 
sin la correspondiente reciprocidad en el caso de hombres extranjeros en la misma 
situación. La Corte Interamericana, al pronunciar su opinión, se fundamentó en la 
jurisprudencia básica del sistema europeo y razonó que la distinción en el tratamiento es 
discriminatoria cuando “carece de justificación objetiva y razonable” f15). La Corte determinó 
que la preferencia de otorgar a una esposa la nacionalidad de su marido, estaba 
fundamentada en la práctica histórica de conferir al esposo y padre autoridad en el seno del 
matrimonio y la familia y que, por lo tanto, era “consecuencia de la desigualdad conyugal” 
|,sl. En virtud de lo anterior la Corte determinó que no se podía justificar la distinción 
propuesta y que era incongruente con el derecho a igual protección enunciado en el artículo 
24 y con la disposición de que los Estados “deben tomar medidas apropiadas para 
asegurar la igualdad de derecho y la adecuada equivalencia de responsabilidades ... en 
cuanto al matrimonio” (artículo 17).
El informe final de la Comisión sobre el caso de Raquel Martín de Mejía, adoptado en 
marzo de 1996, encaró a la violación como tortura en el marco de la Convención 
Americana y de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura"71. El
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hecho de que el Estado en referencia, Perú, objetara la admisibilidad del caso pero nunca 
respondiera a las solicitudes de información de la Comisión sobre los méritos, dio lugar a 
interrogantes con respecto a la carga y tipo y carácter de las pruebas. Conforme al articulo 
42 del Reglamento de la Comisión y a su práctica de larga data, cuando un gobierno omite 
suministrar información, se pueden presumir la veracidad de los hechos alegados, en la 
medida en que no sean desmentidos por otra evidencia. La Comisión tomó en cuenta en 
este caso que la región del país en cuestión había sido declarada en estado de emergencia 
y estaba bajo control militar en el momento en que ocurrieron los hechos, y que grupos 
intergubernamentales y no gubernamentales habían documentado e informado 
extensamente sobre la práctica de violaciones que utilizaban allí miembros de las fuerzas 
de seguridad. La Comisión, con fundamento en los reclamos de los peticionarios y los otros 
informes mencionados, evaluados en función de criterios de “consistencia, credibilidad y 
especificidad” , presumió que los hechos alegados eran verídicos.
La Comisión, al analizar la violación imputada, determinó que en este caso se aplicaban los 
tres elementos enunciados en la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la 
Tortura, a saber: 1) “un acto [intencional] a través del cual se infligen a una persona penas 
y sufrimientos físicos y mentales” , 2) “cometido con un fin” , y 3) “ ...por un funcionario 
público o por una persona privada a instigación del primero” . El análisis relativo al primer 
elemento toma en consideración tanto los sufrimientos físicos como psicológicos causados 
por la violación. El informe señala las consecuencias de corto y largo plazo para la víctima, 
así como la renuencia de muchas víctimas de denunciar ese tipo de violación.
Además de determinar que las violaciones infligidas a Raquel Mejía constituían tortura, la 
Comisión opinó que se le había negado su derecho a la protección de la honra y la dignidad 
(artículo 11). La Comisión, recordando las palabras del Relator Especial contra la Tortura de 
la ONU, —quien manifestó que la violación afecta a la mujer “en la parte más sensible de 
su personalidad” con el agravante de que “en la mayoría de los casos no se dará ni podrá 
darse el tratamiento psicológico y los cuidados necesarios”— , tipificó en general al abuso 
sexual como un “ultraje deliberado” a la dignidad de la mujer.
El caso anterior puede compararse con el de María Elena Loayza-Tamayo, en el cual la 
Corte Interamericana planteó ciertos interrogantes, pero declinó resolverlos, al examinar 
la violación como una conculcación de los derechos humanos |18). La Comisión, 
concluyendo en su examen del caso que el Estado de Perú era responsable de la 
violación de múltiples artículos de la Convención Americana, presentó ante la Corte los 
reclamos siguientes: que la víctima había sido arrestada y detenida de manera arbitraría 
e ilegal; que se había visto sometida a torturas y a tratos inhumanos, incluidas violaciones 
perpetradas por agentes del Estado; y que se había conculcado el derecho de la víctima 
a ser oída por un juez o tribunal competente con las debidas garantías judiciales. En la 
demanda se indica que se la mantuvo incomunicada durante los primeros diez días de su 
detención y que fue sometida a torturas y tratos inhumanos para forzarla a confesar que 
tenía vínculos con Sendero Luminoso. Las pruebas presentadas incluyeron declaraciones 
juradas de la víctima de que había sido violada por varios agentes del Estado durante el 
tiempo que estuvo incomunicada. La Corte opinó que el Estado era responsable de la 
contravención de los artículos citados por la Comisión y le ordenó que pusiera en libertad 
a la víctima y asumiera las costas e indemnizaciones que se determinarían en la etapa 
subsiguiente del caso. Al mismo tiempo, sin efectuar un examen sustancial o enunciar el 
tipo y carácter de las pruebas recibidas, o la carga de la prueba, la Corte procedió a 
indicar que no podía concluir que se hubiera probado la violación alegada atribuible a 
agentes del Estado "9|.
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En octubre de 1996 la Comisión adoptó su informe final sobre el Caso de X y Y, relacionado 
con la práctica rutinaria en Argentina de exigir que las parientes que desean visitas con 
contacto personal con un recluso se sometan a una inspección vaginal|201. En diciembre de 
1989 se había presentado una petición a la Comisión alegando que la esposa de un recluso 
y su hija de trece años habían sido sometidas a esas inspecciones, sin que existieran 
circunstancias especiales que justificaran esas medidas extraordinarias. La señora X 
interpuso una acción de amparo solicitando que cesaran las revisiones. El juez de primera 
instancia dio lugar a la acción, que fue apelada y aceptada pero posteriormente denegada 
por la Corte Suprema de Justicia de la Argentina, que razonó que las inspecciones no eran 
flagrantemente arbitrarias, en los términos de la ley de amparo de dicho país.
La Comisión, al buscar un equilibrio entre los intereses de las personas que se ven sujetas 
a esas inspecciones y el interés del Estado de mantener la seguridad en los 
establecimientos carcelarios, tipificó la “ inspección vaginal [como] mucho más que una 
medida restrictiva en el sentido de que implica la invasión del cuerpo de la mujer” . Por lo 
tanto, para lograr un equilibrio entre los intereses involucrados es necesario que el gobierno 
utilice normas de conducta más estrictas. En su informe, la Comisión estima que es 
necesario que se cumplan cuatro condiciones para establecer la legitimidad de una revisión 
o inspección vaginal, a saber: “ 1) tiene que ser absolutamente necesaria para lograr el 
objetivo de seguridad en el caso específico; 2) no debe existir alternativa alguna; 3) debería, 
en principio, ser autorizada por orden judicial; y 4) debe ser realizada únicamente por 
profesionales de la salud” . Con respecto a la señorita Y, que tenía trece años en esa 
oportunidad, la Comisión decidió que era evidente que la inspección vaginal constituyó un 
método “absolutamente inadecuado e irrazonable” . La Comisión determinó que los hechos 
denunciados permitían concluir que el Estado era responsable de haber violado los 
artículos 5 y 1 1 , 2 5 y 8 y 1 . 1 .
3. Actividades de monitoreo, observaciones in loco, e informes especiales y de 
seguimiento
Si bien la Comisión sigue la situación de los derechos humanos en cada Estado miembro 
por medio de las comunicaciones que recibe de fuentes gubernamentales, 
intergubemamentales y no gubernamentales, las visitas in loco le brindan una oportunidad 
de examinar una situación mediante observaciones directas, entrevistas y recopilación de 
documentación. Esas visitas se llevan a cabo con el consentimiento del Estado interesado, 
que está obligado a brindar a la Comisión las facilidades necesarias para llevar a cabo su 
cometido. La mayoría de las visitas in loco y los informes consiguientes son de carácter 
general, pero pueden centrarse en temas específicos, como la reciente serie de visitas 
dedicadas a examinar las condiciones imperantes en prisiones. Los informes que, en 
general, se preparan y publican como resultado de estas visitas, permiten a la Comisión 
tratar situaciones que no puedan encauzarse debidamente a través del mecanismo de 
peticiones individuales.
Las visitas in loco se usaron, por ejemplo, para tratar el uso sistemático de la violación por 
parte de miembros de las fuerzas de seguridad y grupos paramilitares durante la vigencia 
del régimen de facto en Haití |2". Las víctimas no estaban dispuestas a solicitar 
investigaciones individualizadas de sus casos por temor a las represalias. Durante una visita 
cumplida en 1994, la Comisión entrevistó, confidencialmente, a numerosas víctimas. 
Algunos médicos que las habían atendido, y grupos que habían prestado asistencia a las 
víctimas suministraron información adicional. La Comisión se atuvo a las definiciones de 
tortura consagradas en el sistema interamericano y el de la ONU, al señalar que esta
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violencia sexual no sólo constituía una transgresión del derecho a la integridad física, sino 
también una forma de tortura. Se había recurrido a esa práctica para infligir dolor y 
sufrimiento físico y mental, como medio de castigar o intimidar a las mujeres consideradas 
contrarias al régimen. La Comisión describió este tipo de violencia sexual como una 
expresión brutal de discriminación. Además, en la medida que esta práctica era “un crimen 
de amplia y rutinaria aplicación” durante el régimen de facto, la Comisión determinó que 
representaba un “arma de terror” que constituía un “crimen contra la humanidad bajo el 
derecho internacional consuetudinario” .
La Comisión está siguiendo, en sus informes especiales sobre Estados miembros, la 
práctica de analizar en forma regular problemas de derechos humanos relacionados 
concretamente con la mujer. Por ejemplo, en sus informes sobre la situación de los 
derechos humanos en el Ecuador 1221 y en el Brasil |23], publicados en 1997, además del 
informe sobre la situación de los derechos humanos en México que emitirá en 1998, la 
Comisión incluyó sendos capítulos dedicados a cuestiones de derechos humanos 
relacionadas específicamente con género. En estos informes se tratan, entre otros temas 
comunes, la situación de la mujer en la legislación nacional y en la sociedad, la 
discriminación por razones de género en las esferas del trabajo y la economía, la capacidad 
de la mujer para participar plenamente y en pie de igualdad en el servicio público, la vida 
política y la toma de decisiones, y el problema de la violencia contra la mujer. Los informes 
constatan ciertos progresos a escala nacional y dan las bases para que la Comisión 
formulara recomendaciones con objeto de prestar asistencia a cada uno de los Estados 
para cumplir más cabalmente sus obligaciones en el marco del sistema interamericano de 
derechos humanos. Las recomendaciones se concentraron en la modificación o abolición 
de disposiciones legales que discriminan o surten un efecto discriminatorio contra la mujer, 
en encarar las prácticas y las barreras estructurales que impiden la plena incorporación de 
la mujer a la vida nacional y la asignación de recursos apropiados para la consecución de 
esos objetivos.
4. Los informes temáticos y la competencia para formular recomendaciones
La Comisión también puede efectuar informes temáticos sobre problemas generales de 
derechos humanos. En los últimos años, la Comisión nombró relatores cuyos mandatos 
incluyen los derechos de la mujer, los derechos de los grupos indígenas, las prisiones, las 
personas desplazadas y los trabajadores migratorios y, recientemente, un relator especial 
sobre libertad de expresión. Culminando de extensos esfuerzos preparatorios, la Comisión 
presenta una propuesta de Declaración sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas para 
que sea adoptada por la Asamblea General de la OEA en junio del 1998|24i. Las demás 
relatorías prepararán informes de distinta índole acompañados por las recomendaciones 
correspondientes, comenzando con el ejemplo presente.
Como se dijo, la Comisión posee competencia para formular recomendaciones a los 
Estados miembros en cuanto a la adopción de medidas progresivas en favor de los 
derechos humanos por medio de cada uno de los mecanismos mencionados, y para emitir 
recomendaciones autónomas, como lo hace normalmente en su informe anual. En su 
informe de 1996, por ejemplo, la Comisión recomendó que los Estados miembros tomen 
medidas adicionales concretas para combatir la discriminación por razón de género. Más 
específicamente recomendó que los pocos Estados miembros que aún no habían ratificado 
la Convención de Belém do Pará, lo hicieran; que los Estados miembros incorporaran 
plenamente la perspectiva y el análisis de género al trazado y puesta en práctica de sus 
políticas públicas; que ampliaran las iniciativas encaminadas a aumentar el número de
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mujeres calificadas ocupantes de cargos por elección o nombramiento, y que aumentaran 
el papel de la mujer en la adopción de decisiones en la esfera pública.
II. EL INFORME DE LA COMISIÓN SOBRE LOS DERECHOS DE LA MUJER Y EL 
PROYECTO SOBRE LA CONDICIÓN DE LA MUJER EN LAS AMÉRICAS
El nombramiento del Relator Especial Decano Claudio Grossman, tuvo lugar a raíz de la 
convergencia de varios factores. En el seno de la Comisión había crecido la conciencia 
acerca de la variedad de formas por las cuales leyes y prácticas a escala nacional impedían 
a la mujer el ejercicio pleno y libre de sus derechos. Esta iniciativa siguió a la Conferencia 
Mundial sobre Derechos Humanos (Viena, 1993) que reclamó la aplicación de criterios 
sistemáticos integrados para tratar la condición jurídica y social de la mujer y sus derechos 
humanos. Coincidió con los tramos finales de la preparación de la Convención 
Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, un tratado 
que reconoce el vínculo integral que existe entre la discriminación y la violencia por razón 
de sexo. También previo las decisiones de la Cumbre de las Américas, en la que los Estados 
de la región manifestaron su compromiso prioritario de promover el adelanto de la 
condición de la mujer en la sociedad, y de la Cuarta Conferencia Mundial sobre los 
Derechos de la Mujer (Beijing, 1995).
A. El diseño y la ejecución del proyecto
Un mes después del nombramiento del Relator Especial, la Comisión informó a los Estados 
miembros acerca de la iniciativa y solicitó cierta información, de carácter muy preliminar, 
incluidos los textos de las leyes en la materia. Se recibieron resúmenes y/o copias de leyes 
de Argentina, Bahamas, Barbados, Chile, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Haití, Honduras, 
México, Panamá, Paraguay, República Dominicana y Venezuela.
El Decano Grossman, al trazar el proyecto y considerar su ejecución, determinó que debía 
prepararse un cuestionario especializado con objeto de ayudar a la obtención de los datos 
necesarios para llevar a cabo el análisis. Poco después de su nombramiento, emprendió un 
proceso de consultas con varios expertos en el campo de los derechos de la mujer, sobre 
el diseño del proyecto y el desarrollo de un instrumento de compilación de datos, para 
reunir la información de fuentes gubernamentales y no gubernamentales.
El proceso de reunión de datos se orientó a identificar las leyes o prácticas discriminatorias 
con respecto a cada uno de los derechos humanos básicos reconocidos y protegidos por 
el sistema interamericano. Esta relación entre el derecho de la mujer a verse libre de 
discriminación y su capacidad para gozar de otros derechos y libertades fundamentales, 
deviene de la estructura de garantías del sistema y del reconocimiento por parte de éste, 
de que la condición jurídica y social de la mujer influye en sus posibilidades de participar en 
la vida y el desarrollo nacionales.
B. Primera reunión de expertos
La primera reunión de expertos convocada por el Relator Especial para prestarle asistencia 
en la preparación del proyecto y el cuestionario, tuvo lugar en San José, Costa Rica, los días 
15 y 16 de mayo de 1995, con la organización y el copatrocinio del Instituto Interamericano 
de Derechos Humanos (IIDH). Once especialistas de todo el hemisferio asesoraron al 
Relator Especial acerca de los temas que debía tomar en cuenta en su estudio y trabajaron 
con él en la preparación de la versión inicial de las preguntas que debían conformar un
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cuestionario sobre los derechos de la mujer. Los especialistas consideraron varias opciones 
para organizar las preguntas y, finalmente, recomendaron una estructura sustentada por las 
de la Convención y la Declaración Americanas. También consideraron la forma en que podía 
ampliarse el proceso de recopilación de información para que fuese lo más completo 
posible, recomendando que se hiciera un esfuerzo a fin de obtener información y 
perspectivas gubernamentales y no gubernamentales.
C. Conferencia sobre “La mujer, los Derechos Humanos y el Sistema Interamericano: 
Un programa de acción”; segunda reunión de expertos.
El 29 de marzo de 1996 se llevó a cabo una conferencia sobre “ La Mujer, los Derechos 
Humanos y el Sistema Interamericano: Un programa de acción” , copatrocinada por la CIDH, 
la CIM, el IIDH, el Washington College of Law o f American University y la Organización 
Panamericana de la Salud. La conferencia consistió en paneles sobre 1) la definición de 
problemas y perspectivas en la región en cuanto a la prevención, castigo y erradicación de 
la violencia contra la mujer; 2) análisis de la discriminación contra la mujer en los niveles 
nacional y regional; y 3) sugerencia y evaluación de estrategias de seguimiento para la 
Conferencia de Beijing.
Los participantes representaban a países de toda la región y eran expertos de 
organizaciones gubernamentales y no gubernamentales, especialistas de gobiernos y 
académicos destacados. Durante las deliberaciones, ofrecieron información acerca de los 
progresos logrados y los obstáculos aún subsistentes, y describieron iniciativas que se 
encontraban en proceso de elaboración y aplicación en sus respectivas instituciones. Sobre 
la base de las perspectivas nacionales y regionales, los participantes promovieron un 
intenso intercambio de ideas acerca del papel creciente del sistema interamericano en el 
ámbito de los derechos de la mujer. Más concretamente, identificaron y analizaron 
estrategias para los gobiernos y para que los órganos y entidades del sistema encaren con 
mayor eficacia las barreras que siguen trabando la capacidad de la mujer para gozar de sus 
derechos en forma plena y libre. En este sentido, varios participantes indicaron que el 
nombramiento de un relator especial por parte de la Comisión ofrecía un importante punto 
focal para estimular el trabajo en esta esfera, sumamente necesario. El copatrocinio de la 
reunión brindó una importante oportunidad para la colaboración y el diálogo entre entidades 
regionales.
El 30 de marzo de 1996 se llevó a cabo una segunda reunión de expertos en la sede de 
American University, en Washington, D.C. El grupo de doce especialistas aproximadamente 
la mitad de los que habían participado en la primera reunión ofreció al Relator Especial 
sugerencias adicionales sobre la ejecución del proyecto, propuso posibilidades adicionales 
de colaboración y examinó la versión preliminar del cuestionario preparada durante la 
reunión de mayo de 1995, con objeto de perfeccionarlo. Los especialistas consideraron 
cada grupo de preguntas, a los efectos de asegurar su focalización y la claridad de las 
respuestas, y ofrecieron sugerencias concretas para mejorar la recopilación de datos 
estadísticos. También brindaron sugerencias en cuanto a medidas concretas que deberían 
adoptarse a fin de difundir el cuestionario y asegurar la obtención de respuestas válidas.
D. El proceso de recopilación de información
Poco después de la segunda reunión, el Decano Grossman finalizó la preparación del 
cuestionario del proyecto y lo presentó a la Comisión para que ésta lo examinara durante 
su nonagésimo segundo período de sesiones. El cuestionario (véase el Anexo) se organizó
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enumerando los derechos consagrados en la Convención y en la Declaración Americana. 
Con respecto a cada derecho definido, se formularon una serie de preguntas que servirían 
como base para analizar la compatibilidad de las leyes y las prácticas de los países del 
hemisferio con los derechos de la mujer. En ciertos casos, las preguntas apuntaron a 
obtener datos con fines informativos, con objeto de analizar el entorno dentro del cual se 
plantea el tema de los derechos de la mujer. En cuanto a los datos e información estadística 
solicitados, se pidió a los consultados que, en la medida posible, los suministraran 
desglosados por región, grupo étnico y clase social. Además, se solicitó el suministro de 
datos que presentaran la situación existente a partir de 1990.
La Secretaria de la Comisión comenzó a despachar por correo el cuestionario a los Estados 
miembros en julio de 1996, solicitando que las respuestas se remitieran dentro de un plazo 
de seis meses. Desde el 22 al 26 de julio de 1996 se abrió una nueva oportunidad para 
difundir el cuestionario, cuando el Relator Especial fue representado en un taller regional 
patrocinado por la división de programas de género del Instituto Interamericano de 
Derechos Humanos, con objeto de capacitar a unos 30 representantes de la destacada red 
de organización regional CLADEM |2Sl. En la primavera de 1997, la Secretaría envió el 
cuestionario por correo a más de 100 organizaciones no gubernamentales de todo el 
hemisferio. En octubre de 1997, finalmente, la Secretaría reiteró su solicitud de información 
a los gobiernos que aún no habían respondido.
E. Tercera reunión de expertos
El 7 de noviembre de 1997 se llevó a cabo en Washington, D.C., la tercera reunión de 
expertos convocada por el Relator Especial, con la participación de dos docenas, 
aproximadamente, de especialistas de países del hemisferio. En primer lugar, los 
participantes formularon observaciones sobre el proceso de reunión de información y las 
respuestas al cuestionario que se habían recibido. Señalaron que la calidad y el alcance de 
la información suministrada no eran parejos y manifestaron su preocupación ante la falta de 
especificidad de ciertas respuestas. Indicaron que las preguntas formuladas tendían a 
rendir respuestas que no tomaban en cuenta, necesariamente, los problemas específicos 
concretos a que hacen frente las mujeres. Manifestaron, asimismo, que sería útil establecer 
mecanismos para identificar el origen de determinadas informaciones estadísticas ofrecidas 
y para verificar la información suministrada, en general. Observaron, en particular, la 
importancia de contar con representantes de la sociedad civil en esta clase de ejercicios de 
obtención de información. Reconocieron las dificultades que se plantean en los ejercicios 
de esta índole para identificar y definir en qué medida las prácticas y las estructuras 
discriminatorias obstaculizan el avance de la mujer.
Los expertos observaron que las respuestas ponían de relieve la necesidad de una reforma 
legislativa y de adoptar medidas y políticas positivas encaminadas a fomentar la capacidad 
de la mujer para ejercer plenamente sus derechos. Ofrecieron ejemplos y observaciones 
específicos acerca de la información suministrada con respecto a la capacidad jurídica, y 
en cuanto al derecho a la vida y a la integridad física.
Finalmente, los participantes analizaron las posibilidades futuras del trabajo del Relator 
Especial sobre los derechos de la mujer. Los participantes manifestaron de manera unánime 
su apoyo a que la Comisión continuara dedicando una atención especial a este aspecto de 
su mandato. Sugirieron que en el futuro, ante la limitación de los recursos humanos y 
materiales de la Comisión, quizá ésta considerara conveniente identificar un tema o temas 
prioritarios, sobre los cuales concentrarse de manera más específica. Los expertos
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señalaron que, habida cuenta de su carácter de objetivo prioritario, la erradicación de la 
violencia contra la mujer podía constituir un foco constructivo.
III. ANÁLISIS DE LA INFORMACIÓN RECIBIDA DE LOS ESTADOS MIEMBROS Y DE 
ORGANIZACIONES NO GUBERNAMENTALES
Introducción
A la fecha del nonagésimo octavo período ordinario de sesiones, el Relator Especial, 
Decano Grossman, había recibido las respuestas al cuestionario de los siguientes Estados 
miembros: Argentina, Belice, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, Guatemala, 
Guyana, Jamaica, México, Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana y Uruguay, así 
como las de estas organizaciones no gubernamentales: Instituto de Estudios de la Mujer 
“Norma Virginia Guirola de Herrera” CEMUJER (El Salvador) y el Centro de Estudios de la 
Mujer - Honduras CEM-H (con sede en Tegucigalpa). Dichas respuestas se recibieron entre 
diciembre de 1996 y diciembre de 1997. En el curso de su nonagésimo octavo período de 
sesiones, la Comisión recibió respuestas de Canadá y Venezuela.
La Comisión desea manifestar su reconocimiento a esos Estados y organizaciones por su 
trabajo de contestación a los cuestionarios, mediante los cuales se trató de obtener 
información exhaustiva acerca de una amplia variedad de problemas que influyen sobre la 
condición jurídica y social de la mujer. Las respuestas recibidas demuestran el compromiso 
real asumido por los Estados miembros para mejorar esa condición, aunque se reconoce 
que resta mucho por hacer. La Comisión observó que la amplitud y profundidad de las 
respuestas eran muy variadas y que en algunos casos ocupaban pocas páginas y en otros 
más de cien. Este informe se basa en las respuestas recibidas y corresponde en esa medida 
al nivel de información suministrado.
La Comisión también tuvo el beneficio de la información recibida acerca de proyectos que 
están llevando a cabo otras entidades del sistema interamericano. El Relator recibió 
información de la OPS, que ha señalado como prioridad la búsqueda de equidad de 
género en materia de salud y desarrollo humano. La OPS, por medio de su Programa 
Mujer, Salud y Desarrollo, trabaja con el objeto de subsanar las deficiencias que 
restringen el acceso de la mujer a los recursos necesarios para proteger su salud y que 
limitan su control de los mismos, y ha movilizado un caudal de recursos considerable 
para respaldar el trabajo que se realiza a escala nacional con objeto de combatir la 
violencia de género. El Relator recibió, asimismo, información del Banco Interamericano 
de Desarrollo que, por intermedio de su Unidad de la Mujer en el Desarrollo, impulsa 
programas dedicados al papel de la mujer en la sociedad civil y en la consolidación de 
las instituciones, así como actividades específicas concentradas en las causas y las 
consecuencias de la violencia contra la mujer. El IIDH, por su parte, suministró 
información y colaboró en una medida importante durante la elaboración del proyecto, 
por intermedio de su programa Género y Derechos Humanos.
El siguiente análisis tiene por objeto fijar un alcance inicial, definir ciertas tendencias y 
prioridades en la región y establecer las bases para estudios y acciones en el futuro. Se 
concentra en los aspectos que revelaron mayor gravitación y acerca de los cuales la 
Comisión recibió información sustancial|26'.
A. Medidas de carácter institucional, políticas nacionales y garantías judiciales 
destinadas a la promoción y/o protección de los derechos de la mujer (Artículos 2, 17,
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25 y 26), Declaración Americana; Artículos 1, 2, 8 y 25, Convención Americana; 
Artículos 7 y 8, Convención de Belém do Pará)
Las respuestas de los Estados revelan que en el marco del proceso hemisférico de 
transición a la democracia, se desarrollaron importantes iniciativas dirigidas a promover la 
participación de la mujer sin discriminaciones en la vida nacional y lograr el reconocimiento 
pleno de sus derechos consagrados en los textos internacionales. Con tal propósito, 
distintos países de la región crearon instituciones, dotadas de facultades de coordinación, 
formulación e implementación de políticas sobre derechos de la mujer, que resultaron en 
planes y programas nacionales de promoción, investigación y difusión de información, e 
iniciativas legales dirigidas a proteger los derechos de la mujer.
Dicho proceso da cumplimiento al artículo 1 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, en virtud del cual los Estados Partes se comprometen a respetar los derechos y 
libertades reconocidos en ella y a garantizar su ejercicio a toda persona, sin discriminación. 
El artículo 2 del mismo tratado establece la obligación para los Estados de “adoptar, con 
arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones de esta Convención, las 
medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales 
derechos y obligaciones” .
Así por ejemplo Argentina entre 1984 y 1987 creó en el ámbito del Poder Ejecutivo 
Nacional, la Subsecretaría de la Mujer, dependiente del Ministerio de Salud y Acción Social; 
la Dirección General de la Mujer, dependiente del Ministerio de Relaciones Exteriores y 
Culto, y el Programa Mujer, Salud y Desarrollo, dentro de la órbita del Ministerio de Salud y 
Acción Social. El Decreto 219 de 1995 crea el Consejo Nacional de la Mujer, dependiente 
de la Presidencia de la Nación, organismo que comenzó funcionando en 1991 como 
Consejo Coordinador de Políticas Públicas, encargado de vigilar la aplicación de la 
Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer. En el ámbito del Poder Legislativo se creó una Comisión Bicameral con el 
objetivo de promover la eliminación de toda discriminación contra la mujer. En Bolivia se 
crea en 1993 la Dirección de Asuntos de Género y Familia dependiente del Viceministerio 
de Asuntos de Género, Generacionales y Familia, con el objetivo de diseñar normas y 
políticas para lograr la igualdad de género y crear instituciones que garanticen la igualdad 
de oportunidades. En Brasil se establece el Consejo Nacional de los Derechos de la Mujer 
(CNDM) en 1985 dentro de la órbita del Ministerio de Justicia. En Canadá se ha designado 
un Ministro o Secretario de Estado sobre el Status de la Mujer, a nivel nacional y local, así 
como oficinas de la mujer que trabajan con otros ministerios proporcionando análisis de 
género, asesoramiento en políticas públicas y reformas legislativas, y programas tendientes 
a involucrar a las organizaciones no gubernamentales y a la comunidad. En Chile se crea 
en 1991 el Servicio Nacional de la Mujer (SERNAM), encargado de la formulación y 
coordinación de políticas para mejorar la situación de la mujer. En Colombia fue creada la 
Dirección Nacional de Equidad para la Mujer con el objetivo de implantar la política de 
género en el país. En Costa Rica se creó la Comisión Sector Salud Plan Nacional para la 
Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar. Además la Ley de Promoción de la 
Igualdad Social de la Mujer de 1990 estableció que el Ministerio de Justicia en coordinación 
con el Centro Nacional para el Desarrollo de la Mujer y Familia, promoverá programas para 
asegurar la protección y orientación de las víctimas de agresión y su prevención. En 
Ecuador se crea la Dirección Nacional de la Mujer en 1994, que entre otras funciones 
impulsa y coordina programas de capacitación con perspectiva de género. En Guatemala 
se establece la Oficina Nacional de la Mujer (ONAM), dentro de la órbita del Ministerio de 
Trabajo y Previsión Social, y desde 1996 se inicia el proyecto de Apoyo Técnico-Político
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Mujer y Reformas Jurídicas entre cuyas numerosas funciones se cuentan la de preparar 
proyectos de reforma al Código Civil, así como un anteproyecto para modificar la Ley 
Electoral y de Partidos Políticos. En México se inició el Programa Nacional de la Mujer, para 
avanzar en la promoción y participación plena de la mujer en la sociedad, en igualdad de 
oportunidades con el hombre. En Panamá se inicia a través del Ministerio de Salud un plan 
de promoción de la salud integral de la mujer, a través del Programa Mujer, Salud y 
Desarrollo. En Paraguay se establece la Secretaría de la Mujer en 1992, organismo que 
conjuntamente con los ministerios y otros entes autárquicos ha constituido mecanismos 
para alcanzar la igualdad. En Uruguay funciona dentro del ámbito del Ministerio del Interior 
una Oficina Técnica de ayuda a las Víctimas de Violencia Familiar desde 1992. Se crea 
también el Instituto Nacional de la Mujer para la integración y desarrollo de los derechos de 
la mujer en las políticas nacionales. En Perú se crea el Ministerio de Promoción de la Mujer 
y del Desarrollo Humano, con el objetivo de coordinar la ejecución de planes y programas 
gubernamentales. En Venezuela se crea el Consejo Nacional de la Mujer (CONAMU) 
dependiente de la Presidencia de la República, con el fin de coordinar e implementar 
programas, proyectos y campañas para concientizar a la sociedad sobre diversos 
problemas que afectan a la mujer.
Un gran número de estas instituciones han planteado como objetivo prioritario el tema de 
la violencia intrafamiliar, o incluso se han desarrollado específicamente con el propósito de 
enfrentar esta grave violación a los derechos humanos. Estas instituciones han dado lugar, 
además, a la presentación de iniciativas legales en numerosas oportunidades, con el fin de 
lograr la igualdad plena de la mujer. Al mismo tiempo, estas instituciones han implementado 
en distintos niveles programas para orientar y asistir a mujeres víctimas de violencia 
doméstica, tal como en Argentina |27>, Brasil281, Colombia1291. En otros casos, se ha adoptado 
como metodología la creación de planes nacionales cuyo propósito consiste específicamente 
en proponer normas relativas a la situación de la mujer, como en Bolivia po|y Guatemala |311.
A la luz de los informes recibidos, la Comisión valora además que nuevos caminos y 
mecanismos de participación de la sociedad civil han incrementado la interacción entre los 
organismos del Estado y las organizaciones no gubernamentales, conduciendo en primer 
lugar, a un mejor conocimiento de los problemas que afectan a la mujer, y en segundo término, 
a una más activa intervención del sector privado en propuestas legislativas y sociales.
B. Derechos civiles y políticos de las mujeres
1. Capacidad Civil (Artículos 2 y 17, Declaración Americana; Artículos 1, 3 y 24, 
Convención Americana)
En diversos países de la región se han ido adoptando normas cuya finalidad es lograr la 
igualdad entre hombres y mujeres, en lo que atañe a la capacidad civil.
En Argentina en 1985 se sancionó la ley 23.264 que modificó el anterior régimen de Patria 
Potestad y filiación del Código Civil. En 1987 se reformó el régimen de la familia colocando 
a ambos cónyuges en igualdad jurídica. En Belice las mujeres gozan de plena capacidad 
para adquirir, administrar y disponer de la propiedad y asumir derechos y obligaciones |32>. 
En Bolivia la Constitución Política del Estado y el Código Civil reconocen a todo ser 
humano personalidad y capacidad jurídicas, sin distinción de sexo.
En Brasil la Constitución Federativa de 1988 incorporó normas que representan un avance 
importante en beneficio de los derechos de la mujer, estableciendo la igualdad entre el
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hombre y la mujer ante la ley y en materia de derechos y obligaciones. En Canadá la Carta 
de Derechos y Libertades (Canadian Charter of Rights and Freedoms) de 1985, garantiza la 
igualdad ante la ley sin discriminaciones, en razón de varios criterios, entre ellos el sexo. 
Dicha ley habilita a cualquier persona a solicitar cambios en la legislación, políticas y 
prácticas de los gobiernos provinciales y del gobierno federal, si tales actos y normas son 
percibidos como discriminatorios. En Chile a través de la reforma de 1989, se avanzó en el 
tema de la capacidad de las mujeres ya que hasta esa época eran relativamente incapaces, 
pues se las asimilaba a los menores. En Colombia la Constitución prohíbe cualquier clase 
de discriminación en contra de la mujer. De acuerdo al Código Civil y leyes aprobadas con 
posterioridad, la mujer casada dejó de ser incapaz y posee iguales derechos y obligaciones. 
En Costa Rica el Código Civil reconoce capacidad jurídica plena en igualdad de 
condiciones, para contratar, administrar y disponer de bienes de la sociedad conyugal. En 
Ecuador no se registran normas discriminatorias en el Código Civil respecto a la capacidad 
jurídica de la mujer en términos generales. Existe equiparación en cuanto a adquirir, 
contratar, disponer y administrar los bienes conyugales. En Guatemala el Código Civil 
consagra en algunos aspectos de la sociedad conyugal la igual capacidad a ambos 
cónyuges para adquirir, administrar y disponer de bienes de la sociedad conyugal 1331 En 
Guyana la Constitución de 1980 provee la igualdad de derechos sin aceptar distinciones 
entre hombres y mujeres |341. En Honduras a través de la respuesta al cuestionario 
presentada por el Centro de Estudios de la Mujer (CEM— H), se informa que el Código Civil 
reconoce igual capacidad a los cónyuges para administrar y disponer de bienes societarios. 
En Jamaica en general, las mujeres gozan de la misma capacidad legal que los hombres, en 
cuanto a adquirir, administrar y disponer de bienes, y entrar en relaciones contractuales |351. 
México reconoce en su Constitución la igualdad de género al expresar que el varón y la 
mujer son iguales ante la ley. En forma concordante el Código Civil para el Distrito Federal 
establece que la capacidad jurídica es igual para el hombre y la mujer, lo que se aplica a la 
administración y organización de la familia. En Panamá la Constitución y el Código Civil 
reconocen capacidad plena en igualdad de condiciones con el hombre. Hasta 1994 existían 
normas discriminatorias para la mujer en el Código de Comercio, que fueron declaradas 
inconstitucionales por la Corte Suprema de Justicia. En Paraguay la Constitución Nacional 
y el Código Civil confieren plena capacidad a la mujer, en igualdad de condiciones con el 
hombre, soltera o casada. Igual norma rige en la administración de bienes conyugales y en 
el ejercicio de la patria potestad. Uruguay otorga capacidad plena a la mujer en su 
normativa constitucional y en la legislación civil. En Perú el Código Civil establece que cada 
cónyuge puede ejercer cualquier profesión o industria permitidos por la ley, con el 
consentimiento expreso o tácito del otro. En cuanto al status legal dentro del matrimonio, 
hay igualdad de derechos y obligaciones entre los cónyuges en el Código Civil. En 
República Dominicana el Código Civil le reconoce plena capacidad a la m ujer|361. En El 
Salvador el Código de Familia establece la igualdad de derechos y deberes entre los 
cónyuges.
A pesar de estos avances, continúan existiendo problemas en la región con respecto a la 
igualdad plena de la mujer en lo relativo a su capacidad civil. Estos aspectos negativos se 
refieren en general a los siguientes temas:
a. Restricciones al ejercicio de profesiones u oficios por parte de mujeres, en cuanto se 
requiere autorización del marido. En sus respuestas al Cuestionario, Bolivia, Guatemala, 
Panamá, Perú y República Dominicana, informan sobre la vigencia de normas restrictivas.
b. Diferenciación entre hombres y mujeres en cuanto a la autorización para contraer 
matrimonio (Bolivia, Brasil); o para contraer nuevamente matrimonio (México, Costa Rica).
c. Desigualdad entre hombres y mujeres para adquirir, administrar y disponer de bienes de
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la sociedad conyugal. En Argentina, los bienes cuyo origen no se pueda determinar, son 
administrados por el marido. En Chile, el marido en ciertos casos administra los bienes 
sociales y los de su mujer. En Brasil la mujer casada no tiene la misma capacidad que su 
cónyuge para administrar ciertos bienes. En Ecuador, se presume que a falta de 
estipulación en contrario, el marido administra los bienes de la sociedad conyugal. En 
Guatemala, el marido es el administrador del patrimonio conyugal. En República 
Dominicana, el marido es el administrador de los bienes conyugales y propios de su mujer.
d. Diferencias entre hombres y mujeres en cuanto a la patria potestad. A modo de ejemplo, 
en Chile la patria potestad la ejerce el padre y sólo en ausencia de aquél la asume la madre.
e. Asimilación de las mujeres con personas menores de edad en el derecho laboral. Por 
ejemplo, Bolivia, Costa Rica, Ecuador y Guatemala.
f. Limitación en el derecho de propiedad de la mujer. En República Dominicana hay una 
limitación que afecta a las mujeres campesinas para ser propietarias de parcelas de tierra 
de acuerdo a la propia Constitución.
g. Diferencias de tratamiento entre hombres y mujeres en ciertos tipos penales, por ejemplo 
en el caso del adulterio en El Salvador1371 y Venezuela.
h. Diferencias en cuanto al acceso a la administración de justicia, sanciones disminuidas o 
ausencia de ellas cuando la víctima es mujer. Bolivia, Brasil, Costa Rica, Ecuador, 
Panamá, y Paraguay informan en sus respuestas sobre situaciones de desigualdad en esta 
materia de distinta intensidad.
2. Derechos Políticos (Artículos 20 y 24, Declaración Americana; Artículo 23, Convención 
Americana)
En los países de la región, la mujer es titular de derechos políticos en igualdad de condiciones 
con el hombre, según las normas constitucionales y la legislación interna de los respectivos 
países. La celebración generalizada de elecciones ha abierto grandes posibilidades a la mujer, 
en cuanto tiene el potencial de transformarse en un incentivo para los partidos políticos en 
competir por su voto. Sin embargo, hasta el momento la proporción de las mujeres que 
participan en cargos públicos en la región, continúa siendo muy reducida.
Frente a esta situación, algunos países han comenzado a sancionar legislación con la 
finalidad de asegurar una representación mínima de mujeres en la estructura estatal, a cuyo 
efecto han adoptado leyes con el propósito de establecer cuotas mínimas de participación 
política de mujeres. Cabe citar al respecto a Argentina, Bolivia, Brasil y Costa Rica.
En Argentina, la participación de la mujer en los cargos electivos se vio favorecida por la 
sanción de la ley de cuotas en el ámbito nacional en 1991, siendo en la actualidad un 31.9% 
el porcentaje de mujeres en el Congreso Nacional. En 1996 Bolivia sancionó una ley similar, 
habiendo un 22% de mujeres diputadas en el Congreso. Brasil aprobó en 1995 una ley que 
requiere que los partidos políticos aseguren un 20% de mujeres en los cargos electivos. En 
Costa Rica entró en vigencia en 1996 una reforma al Código Electoral, por la cual los 
estatutos de los partidos políticos deben contener mecanismos que aseguren la 
participación de un 40% como mínimo de mujeres en la estructura partidaria y en las listas 
de candidatos.
En general, la mayoría de los países de la región informan que la participación de la mujer 
en los niveles de decisión en los tres poderes del gobierno es aún escasa.
En Argentina en el Poder Ejecutivo hay una mujer Ministro (Ministerio de Educación), y dos 
mujeres a cargo de Secretarías (Medio Ambiente y Función Pública). En Bolivia de un total
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de 10 Ministerios, uno está a cargo de una mujer. Una situación similar se repite en las 
gobernaciones, alcaldías, municipios y otros órganos de control recientemente creados. En 
Brasil de 350 Secretarías de Estado, se estima que 20 son ocupadas por mujeres. Han 
habido 4 mujeres Ministros después de 1994. En Chile la participación de mujeres en el 
Poder Ejecutivo es baja a nivel de ministerios, intendencias y gobernaciones, 
incrementándose relativamente al tratarse de alcaldes (27 sobre 334), concejales (273 sobre 
2.130). En Colombia las mujeres constituyen un 6.8% en el Senado y en diputados el 
12.2%, incrementándose el porcentaje en la Administración Central, con alta representación 
en el total pero baja en los cargos de decisión y poder. En Costa Rica en el Poder Ejecutivo, 
hay 2 Ministras (Ministerio de Cultura, Juventud y Deportes, y Ministerio de Justicia); y 4 
Viceministras (Educación, Salud, Justicia y Trabajo). En el Poder Legislativo, de 57 
diputados, 7 son mujeres. En Ecuador en 1996, de 12 diputados nacionales electos, no 
hubo ninguna mujer; y en el orden provincial hubo 64 diputados electos y 4 diputadas 
mujeres. La ausencia femenina se verifica también en otras áreas del Poder Ejecutivo. En 
Guatemala de un Gabinete de gobierno de 28 miembros, hay 3 mujeres; y sobre un total 
de 330 alcaldes, 3 son mujeres. En numerosos países de la región, la participación de 
mujeres en las instancias superiores de los tribunales de justicia es minoritaria, y 
prácticamente inexistente a nivel de Corte Suprema.
A. Derecho a la vida, a la integridad personal y a la salud
1. Derecho a la Vida (Artículo 1, Declaración Americana; Artículo 4, Convención Americana; 
Artículos 1, 3 y 4, Convención de Belém do Pará)
Las respuestas de los Estados demuestran la inexistencia de normas cuyo propósito sea 
discriminar desde un punto de vista jurídico formal a la mujer, en la protección de estos 
importantes derechos. En lo que dice relación con la protección de la vida de la mujer, sin 
embargo, la Comisión Interamericana ha podido constatar que no existen en todos los 
países de la región estadísticas precisas que revelen las causas de mortalidad femenina. 
De acuerdo a la información suministrada, la Comisión ha podido establecer que una cifra 
elevada de mortalidad materna tiene como causa principal el aborto, por ejemplo Argentina
29,1 %; Chile 26%. En el mismo sentido se ha podido constatar que otra cifra elevada tiene 
relación con causas vinculadas al embarazo y parto; Bolivia en el área urbana por parto 
58% y en el área rural 63,5%; por embarazo 26,8% en el área urbana y 20,4% en el área 
rural; en Chile 39,7%, En Perú la mortalidad materna es de un promedio de 261 
defunciones por 100 mil nacimientos. Perú ocupa el tercer lugar, después de Bolivia y Haití 
en esta materia. En el área rural se duplica el porcentaje de mortalidad materna con 
respecto al sector urbano; en República Dominicana la tasa de mortalidad materna es de 
185 por 100.000 nacidos vivos.
2. Derecho a la Integridad Personal y Protección frente a la Violencia contra la Mujer
(Artículo 1, Declaración Americana; Artículo 5, Convención Americana; Artículos 3 y 7, 
Convención de Belém do Pará)
En distintos países de la región se ha impulsado legislación y se han tomado medidas 
relativas a la protección frente a la violencia contra la mujer. En Argentina en 1994 se 
sancionó la Ley 24.417 de Protección contra la Violencia Familiar, y se ratificó la Convención 
de Belém do Pará en 1996. En Belize se sancionó legislación específica sobre violencia 
doméstica en 1992 (Domestic Violence Act), ratificándose la Convención de Belém do Pará 
en 1996. En Bolivia se adoptó la Ley 1674 sobre Violencia Familiar o Doméstica en 1995, y 
se ratificó la Convención de Belém do Pará en 1994. En Brasil la Constitución Federativa
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de 1988 incorporó el compromiso explícito del Estado de crear mecanismos para abordar 
y repudiar la violencia dentro de la esfera familiar, y se ratificó la Convención de Belém do 
Pará en 1995. En Chile se sancionó en 1994 la Ley de Violencia Intrafamiliar que protege a 
todos los miembros del grupo familiar que hayan padecido agresión o maltrato de parte de 
cualquiera de sus integrantes, y se ratificó la Convención de Belém do Pará en 1996. En 
Canadá una prioridad del gobierno ha sido la eliminación de la violencia sistémica contra 
la mujer, como objetivo principal del Plan Federal para la Igualdad de Género (Federal Plan 
for Gender Equality). En 1993, el Panel sobre Violencia contra la Mujer (Canadian Panel on 
Violence Against Women) informó sobre una investigación extensa dirigida a comprender 
las dimensiones y el impacto de la violencia contra la mujer. Entre las iniciativas federales 
cabe mencionar la Iniciativa de Violencia Familiar (Family Violence Initiative) que provee 
importantes recursos económicos destinados a 3.000 proyectos y el establecimiento de 
centros o refugios de emergencia,así como viviendas para mujeres golpeadas y sus 
familias. En Colombia existe legislación específica para sancionar la violencia contra la 
mujer dentro de la familia, habiéndose adoptado la Ley 294 de 1996 que tiene por objeto 
prevenir, remediar y sancionar la violencia intrafamiliar. También ratificó la Convención de 
Belém do Pará en 1996. En Costa Rica se sancionó la Ley 7586 en 1996 sobre Violencia 
Doméstica en el ámbito nacional, y se ratificó la Convención de Belém do Pará en 1995. En 
Ecuador en 1994 se crearon las Comisarías de la Mujer, se sancionó la Ley contra la 
Violencia a la Mujer y la Familia en 1995, y se ratificó la Convención de Belém do Pará en
1995. En Guatemala la Ley para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Intrafamiliar fue 
sancionada en octubre de 1996, y se ratificó la Convención de Belém do Pará en 1995. En 
Guyana la violencia contra la mujer está tipificada como delito y sancionada a través de la 
Ley de Violencia Doméstica de 1996. También ratificó la Convención de Belém do Pará en
1996. En Honduras se ratificó la Convención de Belém do Pará en 1995, y a la fecha de 
respuesta al cuestionario de la Comisión estaba en proceso de aprobación una ley sobre 
violencia doméstica o intrafamiliar. En Jamaica los casos de violencia física están 
sancionados por el Acta de Delitos contra la Persona (Offences Against the Person Act), 
algunas de sus normas se refieren específicamente a los delitos contra la mujer. En México 
una Ley de Asistencia y Prevención de la Violencia Intrafamiliar fue promulgada en 1996. En 
Panamá se ratificó la Convención de Belém do Pará en 1995, y por Ley 27 de 1995 se 
tipificaron los delitos de violencia intrafamiliar y maltrato de menores. En Paraguay se 
ratificó en 1995 la Convención de Belém do Pará.1381 En Uruguay la violencia sobre la mujer 
se ha regulado por la Ley 16107 o Ley de Seguridad Ciudadana, y se ratificó la Convención 
de Belém do Pará en 1996. En Perú se ratificó la Convención de Belém do Pará en 1996, y 
se sancionó la Ley 26260/93 que regula el tema de la violencia familiar. En El Salvador se 
dictó el Decreto 902 de la Ley contra la Violencia Intrafamiliar, en 1996. En 1995 Venezuela 
ratificó la Convención de Belém do Pará.
Desde el punto de vista legislativo o reglamentario se han establecido además, en distintos 
países de la región, normas y servicios dirigidos a posibilitar y/o facilitar la formulación de 
denuncias en los casos de violencia. Brasil ha desarrollado e implementado desde 
mediados de los años 80 servicios de asistencia a través de las Delegacías o Comisarías 
de Defensa de la Mujer en todo el país. Desde ios años 90 otros países adoptaron 
mecanismos similares. En Argentina se dispuso en 1995 la creación de un Cuerpo Policial / 
Especializado dentro del ámbito de la Policía Federal para asistir a jueces y víctimas de 
violencia familiar. [39] En Chile el personal de Carabineros (Policía) recibe capacitación para 
orientar y proteger a las víctimas. En Colombia las Comisarías y Defensorías de Familia, 
entre otras entidades, reciben denuncias por violencia intrafamiliar. En Costa Rica los 
funcionarios policiales tienen el deber de intervenir de oficio, a petición de la víctima o de 
terceros, incluso dentro del domicilio de la persona afectada; detener al agresor y
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eventualmente declarar como testigos durante el procedimiento. Asimismo én ese país la 
Delegación de la Mujer del Ministerio de Justicia puede presentar denuncias y ofrecer 
asesoramiento legal. Ecuador ha creado Comisarías de la Mujer en 1994. En México a 
partir de 1996 se establecieron los Centros de Terapia de Apoyo y de Atención a las 
Víctimas de Violencia Intrafamiliar, dependientes de la Procuraduría General de Justicia del 
Distrito Federal. En dicho país también la Policía Técnica Judicial creó un Centro para la 
Atención de Víctimas de Violencia y un Departamento de Recepción de Denuncias por 
delitos sexuales.
Asimismo, la Comisión recibió información sobre legislación que permite a los jueces 
otorgar medidas cautelares, que comprenden la exclusión del hogar conyugal y prohibición 
de acceder a lugares de trabajo de la víctima por parte de los agresores, así como la 
decisión provisoria del pago de alimentos y tenencia de hijos. Tal es, en diferentes grados, 
el caso en Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, Guyana y 
Jamaica.
Sin perjuicio del valor de los desarrollos anteriores, las respuestas al Cuestionario de la 
CIDH plantean serios problemas generales, agravados por la falta de recursos, la pobreza 
y la marginalidad en amplios sectores de la población en la región. En esta materia se debe 
mencionar especialmente:
a. La inexistencia o falta de preparación de personal adecuado que pueda procesar 
denuncias de violencia. Por ejemplo, Ecuador en su respuesta informa sobre la dificultad 
en continuar, por esta razón, las investigaciones por violencia doméstica y concluir los 
procesos judiciales.1401 En otros países, no hay datos acerca del estado posterior de las 
causas después de efectuadas las denuncias (por ejemplo Chile, Guatemala, Honduras, 
México, Paraguay, Perú, Venezuela), o no hay capacitación adecuada de personal 
policial, judicial y profesionales de la salud en el tratamiento de la mujer víctima de violencia 
(por ejemplo Honduras, Guatemala).
b. La presencia de limitaciones legales que restringen el ejercicio de los derechos de la 
mujer. En algunos países, por ejemplo, la violencia doméstica es vista como un delito de 
acción privada, o restringido y entendido como perteneciente al ámbito privado, así ocurre 
por ejemplo en Brasil1411 y Ecuador |42). En otros casos, la violencia doméstica no es 
considerada como delito, sino como un problema de salud (Guatemala).
En lo referente a delitos de los que son objeto especialmente las mujeres, tales como los 
delitos de violación, estupro, rapto y abuso deshonesto, las respuestas al Cuestionario 
muestran la existencia de tipos específicos penales en: Argentina bajo el título “ Delitos 
contra la Honestidad” ; Bolivia y Perú en los “ Delitos contra la Libertad Sexual” ; Brasil en 
los “Crímenes contra las Costumbres” ; Chile en los “Crímenes y simples delitos contra el 
orden de las familias y contra la moralidad pública” ; Colombia bajo el título “ Delitos contra 
la Libertad y el Pudor Sexuales” ; Costa Rica, Ecuador, Guatemala, Guyana, Honduras, 
Jamaica, México, Paraguay, El Salvador, Uruguay y Venezuela de manera similar 
tipificaron estas conductas protegiendo bienes jurídicos relacionados con la honestidad y 
moralidad públicas.
Un problema generalizado que existe en relación con estos delitos es que el bien protegido 
en varias de estas legislaciones continúa siendo la “honra” , lo que significa que sólo 
“mujeres honestas” pueden ser objeto, por ejemplo, de violación. No está tipificado 
igualmente en la región en general, la violación entre cónyuges como un delito y, por otra 
parte, las normas sobre acoso u hostigamiento sexual son mínimas, existiendo de acuerdo 
a la información entregada, legislación sólo en Argentina en el ámbito de la administración
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pública; en Costa Rica a través de una ley nacional; en México por una ley laboral y en la 
administración pública, y en Perú en la legislación laboral.
Un tema adicional de importancia que afecta los derechos aludidos en esta sección, se 
refiere a las requisas o inspecciones corporales practicadas en mujeres reclusas detenidas, 
o inspecciones a mujeres que visitan prisiones. Esta práctica efectuada como medida de 
seguridad en el ingreso a los centros penitenciarios en algunos países de la región, sólo es 
regulada excepcíonalmente por intermedio de leyes que aseguren el respeto a la integridad 
psicofísica y requieran la presencia de personal médico especializado (Véase en este 
sentido la Ley 65 de 1993 de Colombia y su resolución reglamentaria de 1995). En las 
respuestas al Cuestionario, hay países que no suministraron información sobre los 
recaudos legales existentes para efectuar tal procedimiento (Argentina); o que lo practican 
pero no especifican si hay normas que lo regulen con los requisitos antes mencionados 
(Brasil, Uruguay, Perú, Venezuela).
3. Derecho a la Salud y Salud Reproductiva (Artículo 11, Declaración Americana; Artículos 
5 y 26, Convención Americana; Artículos 4 y 5, Convención de Belém do Pará)
De acuerdo a las informaciones enviadas por los Estados, puede apreciarse que en general 
la atención de la salud integral de la mujer depende, en primer lugar, de la organización y 
estructura de servicios adecuados, los que se van implementando como resultado de 
normas y programas creados a tal efecto. En segundo término, el ejercicio del derecho a la 
salud también depende del conocimiento que las mujeres tengan de las leyes que protegen 
este derecho y que regulan el servicio de atención médica. La salud reproductiva de la 
mujer debería ocupar un lugar de importancia en las iniciativas legislativas y programas de 
salud nacionales y provinciales.
Algunos países de la región han informado sobre la reglamentación de servicios de 
planificación familiar, otorgando la opción del uso y selección de métodos a individuos o 
parejas. Tal es el caso, por ejemplo, de la Resolución de 1984 del Ministerio de Salud de 
Colombia. Igualmente la Ley 100 de 1993 en ese país incluye la planificación familiar en 
servicios básicos de salud de forma gratuita, obligatoria y universal. En Argentina funciona 
dentro del Ministerio de Salud y Acción Social un programa sobre procreación responsable 
y el objetivo del mismo es el de ofrecer información para ejercer el derecho de decidir 
responsablemente respecto de reproducción y asesorar a la población y a las familias sobre 
el tema, pero no hay aún normativa que regule el uso de métodos y la prestación de estos 
servicios.
En las respuestas enviadas por varios Estados, se exponen las serias dificultades que 
enfrenta la atención de la salud de la mujer en el sector público, en general debido a la falta 
de recursos, la ausencia de normativa sobre salud reproductiva, la precariedad en las 
condiciones de prestación de los servicios y la carencia de profesionales y materiales 
indispensables.
A. El principio de igualdad y no discriminación en el derecho laboral (Artículos 2 y 14, 
Declaración Americana; Artículos 1 y 26, Convención Americana; Artículo 5, Convención de 
Belém do Pará)
En general se establece en la región el principio de igualdad y no discriminación en el 
derecho laboral, prohibiéndose realizar en perjuicio de los trabajadores todo tipo de 
diferenciación por cualquier motivo, entre ellos el género, para evitar que se produzcan
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discriminaciones arbitrarias. Por ejemplo Argentina a través de la Ley 20.744, establece el 
principio de igualdad y no discriminación. El Plan de Igualdad de Oportunidades para las 
Mujeres de 1993, iniciado por el Poder Ejecutivo, impulsó la sanción de las leyes 24.465 de 
incentivo a los empleadores para contratar mujeres y 24.576 sobre igualdad de 
oportunidades entre trabajadores y trabajadoras. En Bolivia el trabajo de las mujeres está 
regulado en la Ley del Trabajo de 1939, y por la Ley General del Trabajo que actualiza 
algunas normas."1 En Canadá se sancionó en 1996 la Ley de Equidad en el Empleo 
(Employment Equity Act) que modifica la legislación laboral anterior, ampliando el ámbito de 
aplicación al servicio público federal, a compañías reguladas por el Estado y compañías 
vinculadas con el gobierno federal. En Panamá en 1994 numerosas normas que 
establecían diferencias por género en razón de la actividad u oficio, fueron declaradas 
inconstitucionales por la Corte Suprema por afectar la libertad de profesión de las mujeres. 
Paraguay establece en el Código Laboral la igualdad en normas explícitas. En Uruguay la 
Ley 16.045 establece sanciones en casos de discriminación laboral.
Serios problemas subsisten, sin embargo, en relación con la aplicación de estas normas en 
la realidad, lo que se traduce inter alia en diferencias significativas entre los ingresos de 
hombres y mujeres en la mayoría de los países de la región. Cabe citar a título de ejemplo 
el caso de Costa Rica, que informa en su respuesta al Cuestionario que en 1990 el salario 
promedio mensual de la mujer representó el 82% del de los hombres. En las zonas rurales, 
el 60% de las mujeres ganan salarios inferiores al salario mínimo y el 34% alcanza la mitad 
de ese salario. En Brasil, el ingreso de las mujeres equivale al 54% del recibido por los 
hombres. En Uruguay las mujeres perciben un 75% del ingreso que reciben los hombres.
Un tema esencial, que está siendo contemplado en anteproyectos de ley presentados en 
algunos países de la región, se refiere a la equiparación existente de la regulación del 
trabajo de las mujeres con el de los menores. Por ejemplo en Bolivia, Ecuador y Costa 
Rica este tipo de normas se encuentran en proceso de ser derogadas o modificadas.
B. Derecho a la educación (Artículo 12, Declaración Americana; Artículos 1 y 26, 
Convención Americana)
Diversos países han adoptado normas cuyo propósito es consagrar explícitamente el 
principio de igualdad entre hombre y mujer en la educación. En Argentina la sanción de la Ley 
Federal de Educación 24.195 promueve la igualdad de oportunidades y la necesidad de 
superar discriminaciones en los materiales didácticos. A partir de 1990, se creó el Programa 
Nacional de Promoción de Igualdad de Oportunidades para la Mujer en el ¡rea Educativa, 
implementado por el Ministerio de Cultura y Educación. En Bolivia se incorporó el enfoque de 
género en el Sistema Educativo Nacional en la Educación Primaria. En Colombia en 1992 la 
Consejería Presidencial para la Mujer, la Juventud y la Familia, junto con el Ministerio de 
Educación, iniciaron un conjunto de actividades para promover la igualdad de oportunidades 
entre los géneros en el sector educativo, entre las cuales cabe destacar la investigación sobre 
la producción de textos escolares desde una perspectiva de equidad en las relaciones de 
género. En Costa Rica la Ley de Promoción de la Igualdad Social de la Mujer de 1990, 
prohibe que en las instituciones educativas se “utilicen contenidos, métodos e instrumentos 
pedagógicos que asignen papeles para hombres y mujeres dentro de la sociedad, que sean 
contrarios a la igualdad social y a la complementariedad de los géneros o que mantengan una 
condición subalterna de las mujeres” . En Ecuador a partir de 1990 se han iniciado una serie 
de programas tendientes a una educación integral que incluya los derechos de la mujer, para 
modificar los patrones culturales y de discriminación contra la mujer. Existen acciones 
emprendidas para insertar el enfoque de género en la Reforma Curricular. En Guatemala el
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Ministerio de Educación, a través de la Comisión Nacional de Textos, ha establecido los 
lineamientos generales para eliminar los estereotipos sexuales en el sistema educativo, y ha 
ordenado una revisión de los libros de texto para incluir el enfoque de género. En Venezuela 
el Consejo Nacional de la Mujer aprobó un Convenio con el Ministerio de Educación 
denominado “Educando para la Igualdad” , con el objeto de incorporar el enfoque de género 
en la curricula de estudio en todos los niveles educativos.
Estas iniciativas indudablemente expresan políticas encaminadas a superar prejuicios 
derivados de tradiciones culturales, brindándole a las mujeres la oportunidad de conocer 
sus derechos y defenderlos1"1.
IV. CONCLUSIONES
La Comisión valora la cooperación de los Estados del Hemisferio que en las respuestas a 
su Cuestionario demuestran su compromiso en el logro de los ideales de igualdad y no- 
discriminación hacia la mujer. Como se ha señalado en este informe, un gran número de 
Estados han incorporado en la agenda nacional a los derechos de la mujer, creando nuevas 
instituciones, planes y políticas específicas, mecanismos legales de acción afirmativa en la 
participación política y, en general, avances significativos en la promoción y protección de 
los derechos de la mujer. Crecientemente se percibe en la región que la democracia efectiva 
requiere una mayor participación de las mujeres en la toma de decisiones, y que el acceso 
a la vida pública de un país no se agota sólo en el ejercicio no discriminatorio del derecho 
de sufragio.
A pesar de los avances indudables de que informan los países, persisten, sin embargo en 
la región, serios problemas. La mujer aún no alcanza igualdad jurídica plena en todos los 
países de la región. La discriminación de jure es una violación flagrante de los compromisos 
internacionales libremente consentidos por los Estados y, aunque la igualdad formal no 
garantiza la eliminación de instancias de discriminación en la realidad, su reconocimiento 
permite impulsar transformaciones en la vida social, reclamando la autoridad del derecho. 
Según las informaciones entregadas, varios países poseen, en mayor o menor medida, 
normas discriminatorias y/o restricciones a los derechos civiles de la mujer dentro del 
matrimonio, sea en la administración de los bienes propios de cada cónyuge o aquellos de 
otro tipo; en la representación del hogar conyugal o jefatura del hogar en el ejercicio de la 
patria potestad; en la fijación del domicilio conyugal, o la posibilidad de contraer nuevas 
nupcias; en la necesidad de autorización expresa o implícita del marido para trabajar y 
comerciar; o en el derecho a la propiedad de la tierra.
De acuerdo al Preámbulo de la Convención de Belém do Pará, “ la violencia contra la mujer 
constituye una violación de los derechos humanos y las libertades fundamentales y limita 
total o parcialmente a la mujer el reconocimiento, goce y ejercicio de tales derechos y 
libertades” , agregando el artículo 2°, inciso c “Se entenderá que violencia contra la mujer 
incluye la violencia física, sexual y psicológica...que sea perpetrada o tolerada por el Estado 
o sus agentes, dondequiera que ocurra” . El Estado tiene la obligación, por lo tanto, 
conforme a este instrumento internacional y al artículo 1.1 de la Convención Americana — 
y los derechos que consagra— de actuar con la debida diligencia para prevenir las 
violaciones de los derechos humanos, o repararlas cuando éstas ocurran.
Esto implica que aún cuando una conducta no sea originalmente imputable al Estado, una 
violación de dichos derechos puede acarrear responsabilidad estatal “ no por el acto mismo, 
sino por la falta de debida diligencia para prevenir la violación o responder a ella como
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requiere la Convención” (Caso Velásquez Rodríguez, Sentencia de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos de julio 29 de 1988, Ser.C No.4, para. 172).
En la Reunión de Expertas sobre la Condición de la Mujer en las Américas, organizada por
el Relator Especial de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y celebrada el 7 
de noviembre de 1997, se señaló como una cuestión prioritaria encarar la violencia contra 
la mujer. Si bien esta cuestión, por su magnitud y gravedad, ha dado lugar a la creación de 
instituciones, mecanismos y diversas iniciativas legislativas, todavía persisten normas que 
violan la garantía de igualdad ante la ley y del debido proceso. En numerosos códigos 
penales valores tales como la honra, el pudor social, la doncellez, la castidad, las buenas 
costumbres, prevalecen sobre valores como la integridad psicofísica y la libertad sexual, 
impidiendo así la debida protección legal a las víctimas de tales delitos, u obligándolas a 
probar que pusieron resistencia en el caso del delito de violación, o sometiéndolas a 
procedimientos interminables que producen una continua victimización.
La Comisión quiere llevar a la atención de los Estados que todavía persisten las
mencionadas situaciones de desprotección hacia la mujer víctima de violencia, por falta de 
legislación adecuada, o porque la legislación vigente no se cumple. En muchos países, las 
mujeres víctimas de violencia familiar no cuentan con leyes penales apropiadas pues no se 
considera la violencia doméstica como delito, o bien las denuncias no prosperan, 
culminando el proceso generalmente en la libertad del agresor. Hay situaciones en las 
cuales la mujer víctima de delitos sexuales no tiene acceso a una acción civil por daños y 
perjuicios, por considerar que la dignidad de la persona es un bien jurídico no susceptible 
de ser incluido en los bienes de carácter pecuniario. Al parecer, en este último caso, el daño 
causado recae en un elemento abstracto con contenido moral, “ la dignidad de la víctima” , 
sin tener en cuenta que al mismo tiempo se ha afectado o cercenado la integridad 
psicofísica, al igual que su libertad y privacidad. Por otra parte, el concepto de daño moral 
existe en otras figuras penales y es susceptible de ser reparado por medio de una acción 
civil. La Comisión desea recordar en esta materia que el artículo 7.g. de la Convención de 
Belém do Pará establece que los Estados deben “establecer los mecanismos judiciales y 
administrativos necesarios para asegurar que la mujer objeto de violencia tenga acceso 
efectivo a resarcimiento, reparación del daño u otros medios de compensación justos y 
eficaces” . De gran importancia es además el que la mujer campesina, las menores de edad 
y la mujer indígena, están especialmente expuestas a situaciones de desprotección y 
vulnerabilidad, ya que cuentan con menos medios de defensa.
La Comisión, en lo relativo a acoso u hostigamiento sexual, recibió información que sólo por 
excepción se regula esta importante materia en el orden interno de los Estados, 
restringiéndose en un caso al ámbito de la administración pública y en otro a la legislación 
laboral. Numerosos países informan, sin embargo, sobre la existencia de anteproyectos de 
ley para incorporar en el futuro el acoso sexual dentro de la legislación nacional.
Las respuestas al Cuestionario de la Comisión revelan que, aunque más de la mitad de la 
población de nuestro continente está constituida por mujeres, esto no se ve reflejado en los 
niveles de decisión en los ámbitos político, social, económico y cultural.
Los informes de los Estados dan cuenta de serios problemas de recursos materiales, los 
que afectan la protección de derechos relativos a la salud, empleo y educación. La 
Comisión es consciente de los problemas de recursos, pero no ha llegado a convencerse 
que en el establecimiento de prioridades nacionales y en la asignación de dichos recursos 
se consideren adecuadamente los derechos de la mujer.
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La Comisión ha podido verificar la existencia de valiosos programas educativos que 
incluyen perspectivas de género, tendientes a superar tradiciones socioculturales que 
siguen limitando la igualdad de oportunidades para la mujer. La Comisión considera este 
tipo de programas esenciales para elevar el nivel de conciencia sobre los derechos de la 
mujer en la región y asegurar su ejercicio.
La Comisión, según las respuestas enviadas por los Estados sobre salud y salud 
reproductiva, pudo constatar profundas falencias de datos estadísticos, en general por falta 
de recursos e infraestructura apropiada. La Comisión puede comprobar problemas graves 
de acceso a información básica, atención médica y social adecuados, como surge de 
excelentes informes preparados por la Organización Panamericana de la Salud, sobre la 
violencia y salud M, así como estudios emprendidos por el Banco Mundial1"1 y por el Banco 
Interamericano de DesarrolloM sobre violencia doméstica y salud. Las organizaciones 
internacionales mencionadas emprendieron iniciativas y estrategias importantes destinadas 
a prevenir, disminuir y destacar la violencia contra la mujer.
En el ámbito laboral, la mayor parte de los Estados de la región disponen de normas de 
distinto rango jurídico que prohíben la discriminación en el trabajo. Sin embargo, existen 
serias disparidades en los niveles de remuneración entre hombres y mujeres por el mismo 
trabajo. En algunas situaciones se asimila a la mujer con los menores de edad, lo que de por 
sí constituye una violación al principio de no-discriminación y de la personalidad jurídica.
V. RECOMENDACIONES
La Comisión Interamericana adopta las siguientes recomendaciones presentadas por el 
Relator Especial:
A. De carácter institucional al interior de la Comisión
1. La Relatoría sobre los Derechos de la Mujer debe transformarse en un Grupo de Trabajo 
sobre los Derechos de la Mujer, coordinado por un Comisionado y constituido por 
expertas/os nombradas por la Comisión. Esto reviste especial importancia, inter alia para 
lograr una mejor participación de la sociedad civil y dada la composición actual de la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos. El Grupo de Trabajo formulará 
recomendaciones a la Comisión sobre la forma en que el sistema de casos - y los derechos 
internacionalmente protegidos - pueden hacerse más accesibles a la mujer (por ejemplo 
entrenamiento, materiales y pasantías).
El Grupo de Trabajo presentará proyectos de Informe a la Comisión sobre temas que ésta, 
en el ámbito de sus atribuciones convencionales y reglamentarias, le plantee. El primer 
informe se centrará sobre la Violencia contra la Mujer en el Hemisferio y el Sistema 
Interamericano de Protección de los Derechos Humanos. Este informe propondrá inter alia 
a la Comisión medidas cuya implementación le permita proteger más efectivamente a la 
mujer de violencia en su contra.
2. La Comisión creará un Fondo Voluntario sobre Derechos de la Mujer. El propósito 
exclusivo de este fondo será obtener recursos materiales para que la Comisión desempeñe 
las funciones que en esta materia le confían la Carta de la OEA, la Convención Americana, 
la Declaración Americana y la Convención de Belém do Pará. Lo anterior incluye efectuar o 
apoyar entrenamiento sobre su sistema de casos y los derechos de la mujer, encargar 
estudios y preparar materiales.
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3. La Comisión —dentro del marco de sus atribuciones— adoptará medidas dirigidas a 
enfatizar aún más la promoción y protección de los derechos de la mujer, y con tal objeto:
a) Considerará exhaustivamente en los Informes relativos a sus visitas in loco, los derechos 
de la mujer.
b) Instará a los gobiernos y a las organizaciones no gubernamentales, a que participen en 
calidad de amicus curiae, en casos específicos ante la Comisión y la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos, para enriquecer el proceso de toma de decisiones de éstos 
órganos.
c) En el marco de sus actividades de supervisión y su sistema de casos, la Comisión 
cooperará con las agencias y organismos internacionales dedicadas a la promoción y 
protección de los derechos de la mujer, y en el seno de la OEA con los demás órganos, 
entidades e instancias de coordinación que se ocupen del avance de los derechos de la 
mujer.
B. A los Estados m iembros de la OEA
1. Se insta a los Estados a que -de acuerdo a sus obligaciones internacionales libremente 
contraídas- adopten inmediatamente las medidas necesarias para llevar a cabo su 
compromiso de poner fin a todo tipo de normas que discriminen a la mujer, de manera tal 
que, a más tardar en el año 2000, dicha desigualdad sea eliminada y se le reconozca a la 
mujer capacidad plena en todos los ámbitos. La Comisión propone que el continente 
americano inicie el Siglo XXI “Sin Discriminación hacia la Mujer” , entendiendo por tal toda 
distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o por resultado 
menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, 
independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la 
mujer, de los Derechos Humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, 
económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera (Artículo 1 de la Convención 
de Naciones Unidas sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra 
la Mujer). A tal efecto la Comisión insta a los Estados a emprender una amplia revisión de 
su legislación para identificar provisiones que establezcan distinciones, exclusiones o 
restricciones sobre la base del sexo, que tengan el propósito o efecto de impedir el 
reconocimiento o ejercicio de los derechos humanos de la mujer, con el fin de modificar 
dichas normas o derogarlas.
2. Los Estados miembros de la OEA que aún no lo han hecho, deben ratificar los 
instrumentos de derechos humanos regionales y en especial la Convención para Prevenir, 
Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, como muestra de su compromiso en el 
respeto y protección de los derechos humanos de la mujer víctima de violencia M.
C. Recomendaciones a los Estados sobre derechos específicos
1. Los Estados deben dar cumplimiento a los artículos 1, 3 y 24 de la Convención 
Americana, y artículos 2 y 17 de la Declaración Americana, que consagran el derecho a la 
igualdad ante la ley, y el reconocimiento de la personalidad jurídica y de los derechos civiles 
de la mujer. Lo anteriormente mencionado incluye reconocer iguales derechos a la mujer 
dentro y fuera del matrimonio; su derecho a disponer de sus bienes propios y la igualdad 
en la patria potestad.
Asimismo, de acuerdo a los artículos 20 y 24 de la Declaración Americana, y artículo 23 de 
la Convención Americana, la Comisión insta a los Estados a que continúen y amplíen las 
medidas para promover la participación de mujeres en los niveles de decisión en el ámbito
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público, incluidas las medidas positivas. Asimismo que aseguren que las mujeres tengan 
una representación apropiada en todos los niveles de gobierno, en el orden local, provincial 
o estatal y nacional; desarrollen estrategias para incrementar la integración de las mujeres 
en los partidos políticos; y adopten medidas adicionales para incorporar plenamente a los 
sectores de la sociedad civil, incluyendo aquellos que representen los intereses de las 
mujeres, en los procesos de desarrollo e implementación de políticas y programas.
2. Los Estados deben eliminar serias restricciones para la mujer, que surgen de otorgar la 
representación conyugal o jefatura del hogar al marido, y del establecimiento de roles en 
que la mujer es limitada al ámbito doméstico. Estas restricciones incluyen: la facultad del 
marido a oponerse a que la mujer ejerza profesión, industria, oficio o comercio, cuando 
considere que ello perjudica el interés y cuidado de los hijos, y demás obligaciones 
hogareñas; la asignación al marido de la patria potestad decisiva sobre los hijos y la 
designación del marido como administrador único del patrimonio conyugal. Por otra parte, 
el deber de reconocimiento de los hijos extramatrimoniales debe ser obligatorio tanto para 
el hombre como para la mujer.
3. La Comisión insta a los Estados a que, de acuerdo a los artículos 1 y 11 de la Declaración 
Americana, artículos 4 y 5 de la Convención Americana, y artículo 7 de la Convención de 
Belém do Pará, legislen adecuadamente sobre la violencia contra la mujer, asegurando que 
la violencia, intrafamiliar o doméstica, o causada o tolerada por agentes del Estado, sea 
debidamente investigada, procesada y sancionada. Asimismo debe fortalecerse la 
capacidad de respuesta de los sectores público y privado en la capacitación de personal 
policial y judicial, para dar adecuado tratamiento a las causas y efectos de la violencia. Por 
último los Estados deben implementar plenamente los programas y leyes ya existentes 
sobre violencia doméstica, los cuales, a menudo por recursos insuficientes, no han tenido 
comienzo de ejecución, o se cumplen parcialmente.
4. Reconociendo el derecho a la salud de la mujer, los Estados deben adoptar medidas para 
tener la información estadística y los recursos necesarios con el fin de asegurar planes y 
programas que les permitan el ejercicio pleno de este importante derecho.
5. Reconociendo la creciente participación de la mujer en el mercado de trabajo y en las 
economías nacionales, y persistiendo aún diferencias entre los niveles de remuneración 
que perciben mujeres y hombres por el mismo trabajo, la Comisión insta a los Estados a 
que adopten medidas adicionales para: corregir las disparidades en los niveles de 
ingresos entre hombres y mujeres, en quienes posean iguales calificaciones y 
desempeñen las mismas tareas; asegurar iguales oportunidades de trabajo para mujeres 
y hombres; revisar la legislación y los recursos judiciales para asegurar que las funciones 
reproductivas de la mujer no se transformen en una causa para discriminar al contratar, 
ubicar, promover o despedir a la mujer; prevenir, sancionar y erradicar el acoso sexual en 
los lugares de trabajo.
6. La Comisión insta a los Estados a que: reformen los códigos penales que declaran libres 
de culpa y pena a los violadores que se casen con sus víctimas; en el caso de mujeres 
detenidas, aseguren que sean tratadas con respeto a su dignidad, que sus causas se lleven 
con celeridad ante la autoridad judicial y sujetas a supervisión judicial, cuenten con rápido 
acceso a patrocinio legal y atención médica, y que las inspecciones de las detenidas se 
conduzcan con garantías y cuidados apropiados; se clasifiquen los delitos sexuales —hasta 
ahora incluidos como delitos contra la honestidad y buenas costumbres— dentro de la 
categoría de delitos contra la integridad personal, libertad y privacidad. Asimismo, se
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recomienda incorporar figuras no contempladas en algunos códigos penales como el 
incesto; la ampliación de la figura de violación a situaciones no consideradas 
tradicionalmente como tales, en razón de nuevas modalidades que por su naturaleza violan 
la integridad personal y la libertad y privacidad de la mujer; y la eliminación de toda mención 
del concepto honestidad, honra, y afines, como elementos atenuantes de la pena. La 
Comisión insta a los Estados a que aseguren que las mujeres más desprovistas de 
protección -campesinas, niñas e indígenas- tengan el debido acceso a los mecanismos que 
brindan los sistemas jurídicos.
La Comisión hace suya la Recomendación General 19 del Comité para la Eliminación de la 
Discriminación contra la Mujer (CEDAW) adoptada en 1992, a través de la cual se afirma 
que la violencia contra la mujer constituye una violación a los derechos humanos, 
enfatizando que los Estados podrían ser responsables por los actos privados si omiten 
actuar con la debida diligencia para prevenir violaciones a los derechos o investigar y 
sancionar actos de violencia, o no proporcionan medidas reparatorias o compensatorias 
(E/CN.4/1996/53, 5 de febrero de 1996, Commission on Human Rights, p. 10, para. 34). En 
concordancia con el criterio expuesto por CEDAW, la Comisión recomienda a los Estados 
revisar y reformar la legislación interna, a efectos de que la misma refleje el desarrollo 
alcanzado en el derecho internacional con relación a los derechos de la mujer, penalizando 
conductas aún no tipificadas como el acoso sexual, modificando procedimientos en la 
etapa probatoria cuando resulten discriminatorios y/o prejuiciosos, en razón de ser la 
víctima una mujer dedicada a tareas “no honestas”, e investigar y sancionar los casos de 
violencia doméstica con la debida diligencia y por medio de un recurso rápido y sencillo.
Capítulo VIL- Recomendaciones a los estados miembros en áreas en las cuales deben 
adoptarse medidas para la cabal observancia de los derechos humanos, de 
conformidad con la declaración americana de los derechos y deberes del hombre y la 
convención americana sobre derechos humanos
Recomendaciones de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos
1. La Comisión recomienda a los Estados miembros la adopción de medidas tendientes a 
mejorar la administración de justicia en sus respectivas jurisdicciones.
2. La Comisión recomienda a los Estados miembros que tomen las medidas necesarias para 
mejorar el funcionamiento del sistema penitenciario y las condiciones de reclusión y detención.
3. Repetidamente, la Comisión ha expresado su preocupación por la situación 
extremadamente precaria de hombres, mujeres y niños recluidos y hacinados en las 
instituciones carcelarias del Continente. La Comisión reitera a los Estados miembros la 
urgente necesidad de mejorar la infraestructura carcelaria existente, dotarla con personal 
debidamente instruido, y hacer posible la separación de reclusos entre sometidos a 
proceso y sentenciados, en razón de edad separando a los menores de los adultos y de 
peligrosidad de los delitos cometidos. La Comisión también invita a los Estados miembros 
a considerar la adopción de sanciones que involucren penas alternativas a la de prisión.
4. La Comisión recomienda a los Estados miembros que tomen las medidas necesarias 
para proteger a los defensores de los derechos humanos.
5. La Comisión recomienda a los Estado miembros que pongan especial atención en la 
protección integral de los derechos del niño.
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La Declaración Americana, la Convención Americana y otros instrumentos de carácter 
universal, recogen el consenso de que los niños tienen derecho a medidas especiales de 
atención y protección. Consecuentemente, debe asignarse los recursos necesarios para el 
cuidado y desarrollo de la niñez; y deben tomarse las medidas legislativas y de otra naturaleza 
necesarias para proteger sus derechos. En este sentido, la Comisión recomienda a los Estados 
miembros que en todos los casos que involucren decisiones que afecten la vida, la libertad, la 
integridad física o moral, el desarrollo, la educación, la salud u otros derechos de los menores 
de edad, dichas decisiones sean tomadas a la luz del interés más ventajoso para el niño.
La Comisión reitera a los Estados miembros que deben tomar medidas concretas para que 
los niños que vivan en su jurisdicción tengan acceso a la educación primaria que debe ser 
obligatoria y gratuita-y a la educación secundaria que, donde aun no lo esté, debe estar 
progresivamente al alcance de todos en forma gratuita. La Comisión desea reiterar que, 
según establece el Pacto de San Salvador, las personas menores de 18 años de edad no 
deben estar sujetas a regímenes de trabajo nocturno, o a condiciones insalubres o 
peligrosas y, en todo caso, deben ser tratadas conforme los estándares establecidos en el 
Convenio 138 de la OIT.
6. La Comisión recomienda a los Estados miembros reconocer plenamente y asegurar los 
derechos de la mujer y adoptar las medidas necesarias para corregir urgentemente la 
discriminación por razones de sexo subsistente en la legislación local.
Las normas del sistema interamericano están basadas en amplios principios de igualdad y no 
discriminación y los Estados miembros tienen la obligación de adaptar su legislación a estos 
principios toda vez que una disposición legal resulte discriminatoria, ya sea por el mero hecho 
de estar en vigor, por sus efectos o a través de su interpretación y aplicación en la práctica.
La Comisión ha verificado que, en ciertas jurisdicciones domésticas, la legislación vigente 
aún no se ajusta a los principios de igualdad y no discriminación, situación que afecta 
principalmente a las mujeres. Esta discriminación de jure transforma el sistema legal mismo 
en un instrumento de subordinación, y constituye una afrenta a los principios más 
fundamentales del sistema interamericano.
Siguiendo el estudio realizado por el Relator Especial sobre los Derechos de la Mujer y las 
directrices de su informe, la Comisión reitera que los Estados que aún no lo han hecho, 
deben realizar una revisión integral de su legislación nacional-particularmente en las ramas 
civil, laboral, comercial y penal-con el objeto de identificar normas que establezcan 
distinciones, exclusiones o restricciones por razón de sexo que tengan el propósito o el 
efecto de disminuir el reconocimiento o ejercicio de los derechos humanos de la mujer.
En todos los casos en los que sea identificada la discriminación legal en el ámbito 
doméstico, y dado que ésta constituye una violación patente de los principios 
fundamentales subyacentes al sistema interamericano, los Estados deben actuar sin más 
demora, para llevar adelante las reformas legislativas del caso.
Los Estados miembros deben revisar sus recursos legales internos, con el fin de evaluar 
hasta qué punto resultan accesibles y efectivos en la tarea de asegurar el ejercicio del 
derecho a no estar sujeto a discriminación sexual alguna, tanto en la esfera pública como 
privada. Los Estados miembros deben también reforzar la eficacia de esos recursos, y 
deben tomar las medidas correspondientes para que las mujeres tengan acceso a la 
información necesaria para emplearlos.
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7. La Comisión recomienda a los Estados miembros que tomen las medidas necesarias 
para proteger a las personas con discapacidades físicas y mentales.
La Comisión ha verificado que las personas con discapacidades físicas y mentales son 
particularmente vulnerables a la discriminación, la restricción arbitraria de la libertad 
personal y el trato inhumano y degradante. Esta situación, y su impacto en la integración de 
estas personas a la sociedad civil, ha sido también reconocida en diversos lineamientos 
internacionales.
La Comisión desea reiterar que el pleno ejercicio de los derechos contenidos en la 
Declaración, la Convención y sus Protocolos, y demás instrumentos vigentes en el 
sistema interamericano debe ser garantizado sin discriminación de ninguna índole. 
Consecuentemente, recomienda a los Estados miembros que tomen las medidas 
legislativas, o de otro carácter, que sean necesarias para que las personas con 
discapacidades físicas o mentales puedan ejercer, sin discriminación, sus derechos 
civiles y políticos y para que, a la luz de los compromisos establecidos en el Protocolo de 
San Salvador, sus derechos económicos, sociales y culturales cuenten con especial 
protección.
8. La Comisión recomienda a los Estados miembros que respeten, protejan y garanticen los 
derechos de los trabajadores migratorios y sus familias.
Los trabajadores migratorios y sus familias frecuentemente se encuentran en una situación 
de desprotección en los Estados donde desarrollan su trabajo. Esto se debe, entre otros 
factores, a diferencias en cuanto a idioma, raza, costumbre, cultura, recursos económicos 
y nivel educacional. Esta situación de vulnerabilidad conlleva a que en repetidas ocasiones 
el trabajador migratorio y su familia sean objeto de discriminación, postergación y 
desconocimiento de sus derechos fundamentales.
La Comisión recomienda a los Estados miembros que -en conformidad con los 
instrumentos internacionales pertinentes y su legislación doméstica -promuevan, respeten 
y garanticen los derechos fundamentales de los trabajadores migratorios y sus familias.
9. La Comisión recomienda a los Estados miembros que pongan especial empeño en 
garantizar el ejercicio de la libertad de expresión.
La Comisión considera necesario enfatizar la importancia del ejercicio de la libertad de 
expresión, para el fortalecimiento y desarrollo de la democracia. Los Estados miembros 
deben proteger este importante derecho tomando medidas que aseguren su libre ejercicio, 
incluyendo el enjuiciamiento conforme a la legislación, de quienes realicen actos contrarios. 
Esta recomendación debe ser especialmente tenida en cuenta en el caso de los 
profesionales de la información, quienes cumplen un papel de vital importancia en la 
sociedad democrática.
Con este propósito, la Comisión hace un llamado a los Estados miembros para que 
cooperen y colaboren con la Relatoría sobre Libertad de Expresión creada con este 
propósito por la CIDH.
10. La Comisión recomienda a los Estados miembros que adopten las medidas necesarias 
para que la Comisión sea dotada de mayores recursos humanos y presupuestarios con el 
fin de desarrollar integralmente su mandato.
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11. La Comisión insta a los Estados miembros a cumplir con las recomendaciones emitidas 
en sus informes sobre casos individuales y a acatar las solicitudes de medidas cautelares.
La Corte Interamericana ha señalado que los Estados parte en la Convención Americana 
tienen la obligación de adoptar las recomendaciones emitidas por la Comisión en sus 
informes sobre casos individuales, en virtud del principio de buena fe. Esta obligación se 
extiende a los Estados miembros en general, toda vez que, conforme a la Carta de la OEA, 
la CIDH es uno de los órganos principales de la Organización y tiene como función 
promover la observancia y la defensa de los derechos humanos en el hemisferio.
Por lo tanto, la Comisión insta a los Estados miembros, sean o no parte en la Convención 
Americana, a observar sus obligaciones internacionales en materia de derechos humanos 
mediante el cumplimiento de las recomendaciones emitidas en los informes sobre casos 
individuales y el acatamiento de las solicitudes de medidas cautelares.
Se invita también los Estados miembros a invocar y acogerse de buena fe al mecanismo de 
solución amistosa contemplado en la Convención, el Estatuto y el Reglamento de la 
Comisión.
12. La Comisión invita a los Estados miembros a adoptar mecanismos para la ejecución de 
las recomendaciones de la Comisión en el ámbito interno.
Como ya se mencionara, los Estados tienen la obligación de cumplir con las 
recomendaciones emitidas por la Comisión en sus informes sobre casos individuales. 
Esta obligación debe ser observada mediante la adopción de las medidas que sean 
necesarias por los poderes del Estado. Sin embargo, en algunos casos, las autoridades 
estatales han expresado que la falta de mecanismos legales domésticos para la ejecución 
de las obligaciones de carácter internacional d ificulta el cumplim iento de las 
recomendaciones incluidas en estos informes. La Comisión desea instar a aquellos 
Estados que consideren este vacío legal como un impedimento, a que sigan el ejemplo 
de otros Estados miembros-así como otros Estados de la comunidad internacional-que, 
para mayor conveniencia y celeridad, han optado por establecer mecanismos legales 
específicos y de naturaleza administrativa y judicial para la aplicación directa de las 
recomendaciones de la Comisión.
13. La Comisión recomienda a los Estados miembros que adopten las medidas necesarias 
para considerar y aprobar la propuesta de “ Declaración Americana sobre Derechos de los 
Pueblos Indígenas” .
La Comisión desea recomendar a los Estados miembros que en cumplimiento a la 
Resolución de la Asamblea General sobre “Proyecto de Declaración Americana sobre los 
Derechos de los Pueblos Indígenas” preparado por la CIDH (AG/RES. 1480 (XXVII-0/97)), 
colaboren en la constitución y trabajos de la Reunión de Expertos Gubernamentales a ser 
convocada por el Consejo Permanente, con vistas a la aprobación de dicho instrumento en 
el vigésimo octavo período ordinario de sesiones de la Asamblea General.
14. La Comisión recomienda a los Estados miembros que ratifiquen la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos y sus Protocolos Adicionales.
15. La Comisión recomienda a los Estados miembros que ratifiquen los instrumentos de 
derechos humanos adoptados en el ámbito interamericano.
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16. La Comisión recomienda a los Estados miembros que acepten la' jurisdicción 
contenciosa de la Corte Interamericana.
17. La Comisión recomienda a los Estados miembros que se comprometan a respetar las 
normas consuetudinarias y convencionales del derecho internacional humanitario.
Notas
[1] V é a se  C ID H, D o c u m e n to s  B á s ico s  en  M a te ria  d e  D ere ch o s  H um a n o s  en  e l S is te m a  In te ra m e rica n o , 
O E A IS er.L IV III.92 , d o c .3 1  rev.3, 3  m a yo  1996, q u e  da  una  ide a  g en e ra l d e l s is te m a  e  in c lu y e  lo s  te x to s  d e  los  
ins trum en tos , n o rm a s  y  e s ta tu to s  re la c io n a d o s  co n  d e re ch o s  hum anos.
[2], Los s igu ie n tes  E s ta d o s  m ie m b ro s  so n  P artes  en la C on ve n c ió n  A m e rica n a  s o b re  D e re ch o s  H um a n o s : 
A rgen tina , B arbados, B o liv ia , B rasil, C hile, C o lo m b ia , C osta  R ica, D om in ica , Ecuador, E l S alvador, G renada, 
Guatem ala, Haití, H ondu ras , Jam aica , M é x ico , N ica ragua , Panam á, Paraguay, Perú, R e p ú b lic a  D om in icana , 
S urinam e, T rin idad  y  Tobago, U rug u a y  y  Venezuela.
[3], Véase gen e ra lm e n te , C o rte  I.D .H ., O p in ió n  C onsu ltiva  O C -1 0 /8 9 , “ in te rp re ta c ió n  d e  la D ec la rac ió n  
A m ericana  d e  los  D e re ch o s  y  D ebe res  d e l H o m b re  en e l m a rc o  d e l a rtícu lo  64 de  la C o n v e n c ió n  A m e rica n a  
sobre  D erechos H um a n o s", 14 d e  ju lio  de  1989, Ser. A  No. 10.
[4], A l 31 de  d ic ie m b re  d e  1997  lo s  s ig u ie n te s  E s tados  hab ían  ra tific a d o  la C o n v e n c ió n  d e  B e lé m  d o  Pará: 
A rgen tina , B aham as, B a rba d o s , B e lice , B o liv ia , B rasil, Chile, C o lom b ia , C os ta  R ica, D om in ica , Ecuador, E l 
Salvador, G uatem ala , G uyana, Haití, H ondu ras , N ica ragua , Panam á, Paraguay, Perú, R e p ú b lic a  D om in icana , 
San V icen te  y  las G renad inas, S an ta  Lucía, St. K itts  y  Nevis, T rin idad  y  Tobago, U ru g u a y  y  Venezuela.
[5]. Los E sta d o s  p a rte s  q u e  han  a c e p ta d o  exp re sa m e n te  la ju r is d ic c ió n  o b lig a to ria  de  la  C o rte  In te ra m e rica n a  
son los  s igu ie n tes : A rg en tin a , Bo liv ia , Chile, C o lom b ia , C osta  R ica, Ecuador, E l S a lvador, G uatem ala , 
H onduras, N ica ragua , P anam á, Paraguay, P erú  S urinam e, T rin idad y  Tobago, U rug u a y  y  Venezuela.
[6], La C IM  fue  c re ad a  e n  la S exta  C on fe re n c ia  d e  los  E stados A m e ric a n o s  c o m o  O rg a n iza c ión  E spec ia lizada  
de  la OEA, enca rg a da  d e  id e n tif ic a r y  re c o m e n d a r es tra teg ias  o rie n ta d as  a e lim in a r la d is c r im in a c ió n  c o n tra  
la m u je r y  p ro m o v e r su  p le n a  in c o rp o ra c ió n  a lo s  p ro c e s o s  de  d esa rro llo  nac iona les . A s im is m o , a c tú a  c o m o  
agencia  de  e je c u c ió n  y  c o m o  m e c a n is m o  c a ta liza d o r en  las a c tiv id a d e s  d e  c o o p e ra c ió n  p a ra  e l desa rro llo  
encam inadas a a u m e n ta r la in c o rp o ra c ió n  de  la m ujer. Véase en  genera l, P lan  E s tra té g ic o  de  A c c ió n  d e  la 
C om is ión  In te ra m e rica n a  d e  M u je re s  (p rese n ta d o  a la C ua rta  C o n fe re n c ia  M u n d ia l d e  la  M ujer, B e ijing , 1995).
[7], Véase en genera l, C IM , “A  C e n tu ry  o f  S tru g g le  fo r  W o m e n ’s R ig h ts  in the  A m e ric a s : C IM  A c h ie v in g  the  
P ro m ise ”  (Un s ig lo  de  lu ch a  p o r  lo s  d e re c h o s  d e  la m u je r en  las A m é rica s : la C IM  lo g ra  la p rom e sa ), (pan fle to  
p u b lic a d o  en 1995). A s o c ia c ió n  C ivil, La M u je r y  e l V  C en te n a rio  d e  A m e ric a  y  Venezuela, H is to ria  de  la C IM  
1928 - 1992 (1996).
[8], AG /R E S . 1432 (XXVI-0 /96 ).
[9], A G /D E C .8  (XXV-0/95), A G /R E S . 1432 (XXVI-0/96). En las re un io ne s  té cn ica s  p re p a ra to r ia s  d e  la C um b re  
que  se  realizará en  S a n tiag o  d e  C h ile  en a b r il de  1998, se  le  ha o to rg a d o  im p o rta n c ia  a l p a p e l de  la m u je r en  
la v ida nacional. A s im ism o , lo s  E sta d o s  m ie m b ro s  ta m b ié n  están  e xam in a nd o  la c o n d ic ió n  ju r íd ic a  y  so c ia l d e  
la m u je r en e l m a rc o  de  las o rga n izac io ne s  m u ltila te ra les , in c lu id a  la OEA. L os  E s ta d o s  m ie m b ro s  h an  fijad o  
m etas para  la OEA q u e  in c lu ye n  la in c o rp o ra c ió n  p le n a  d e l c o n c e p to  de  e q u id a d  d e  g é n e ro  en  sus  
activ idades, la in te n s ific a c ió n  d e  la p a rt ic ip a c ió n  de  la m u je r en p ro y e c to s  y  p ro g ra m a s , la p ro m o c ió n  d e l 
ade lan to  d e  la m u je r en  to d o s  los  n ive les  y  la in c o rp o ra c ió n  d e  cu es tio n e s  re la c io n a d a s  c o n  la  m u je r en  sus  
a c tiv id a d es  d e  desa rro llo . Véanse A G /R E S . 8 29  (XVI-0/86), 9 3 3  (XVI11-0/88), 1061 (X X -0 /90), 1192 (XX II-0/92) 
y  1303 (XXIV-0/94).
[10], Véase, C la ud io  G rossm an, E l ré g im e n  h e m is fé rico  s o b re  s itu a c io n e s  d e  e m erg e n c ia , 17 R ev is ta  IID H  
111, 121 (San José, C os ta  R ica  1993).
[11], Véase O C -1 0 /8 9 , supra , p á rra fo s  3 9 -4 3 , 45 -47 .
[12], E l p ro y e c to  de  C o n v e n c ió n  fu e  re d a c ta d o  b a jo  los  a u s p ic io s  de  la C o m is ió n  In te ra m e rica n a  d e  M u je res , 
cuyas D e legadas y  S ecre ta ría  rea lizaron  e s fue rzos e x tra o rd in a rio s  p a ra  re a liza r una  C o n s u lta  In te ra m e rica n a  
sobre  la M u je r y  la V io lenc ia  en  1990, re d a c ta r y  a p ro b a r un te x to  en  los  d os  año s  s igu ie n tes , a se g u ra r que  
la A sam b lea  G ene ra l lo  a d o p ta ra  en  ju n io  d e  1994 y  para  im p u ls a r su  e n trada  en  v ig o r  en  m arzo  d e l año  
sigu iente.
[13], S i b ien  la C o n ve n c ió n  d e  B e lé m  d o  Pará no  p re v é  exp re sa m e n te  e l e je rc ic io  d e  la ju r is d ic c ió n  
c o n te n c io s a  d e  la C o rte  In te ra m e rica n a , c o m o  se  ha in d ic a d o , lo s  d e re c h o s  q u e  c o n f ie re  es tán
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p ro fu n d a m e n te  re la c io n a d o s  c o n  lo s  re c o n o c id o s  en  la C on ve n c ió n  A m e rica n a , lo  c u a l da  lu g a r a la 
ju r is d ic c ió n  o b lig a to ria  en  e l caso  d e  las d em a n d as  q ue  p u e d e n  so m e te rse  a la  ju r is d ic c ió n  de  la C orte  
co n fo rm e  a lo  d is p u e s to  en  e l A r tíc u lo  51.
[14], C on  re s p e c to  a  lo s  E s ta d o s  m ie m b ro s  q u e  n o  son  p a rte s  a la C on ve n c ió n  A m e rica n a , una  vez q u e  la 
tra m ita c ió n  ha s id o  c o m p le ta d a , la C om is ión  em ite  un  in fo rm e  fin a l q ue  c o n tie n e  lo s  h e ch o s  y  sus  
c o n c lu s io n e s  y  re c o m e n d a c io n e s , c u a n d o  sea p e rtin e n te , c o n  u n  p lazo  p a ra  s u  c u m p lim ie n to . S i las m e d id a s  
re com e n d ad a s  no  s o n  a d o p ta d a s  d e n tro  d e  es te  p lazo , la C om is ión  p o d rá  p u b lic a r  su  in fo rm e . H ay un  
p ro c e d im ie n to , q u e  p o d rá  s e r u tiliza d o  una  so la  vez, a través d e l c u a l u na  p a rte  p u e d e  p e d ir  la 
re c o n s id e ra c ió n  de  las  c o n c lu s io n e s  o  re c o m e n d a c io n e s  d e  la C om is ión
[15], C o rte  I.D .H ., O p in ió n  C on su ltiva  O C -4 /8 4 , supra , p á rra fo  56  (en q ue  se  c ita  la  se n te n c ia  d e l 23  d e  ju lio  
de  1968 d e  la C o rte  E u ropea  d e  D e re ch o s  H um a n o s  en e l C aso d e l L in g ü is ta  B é lg ica , Ser. A  No. 6, p á rra fo  
34). E jem p lo s  a d ic io n a le s  d e  la a p lic a c ió n  de  esta  n o rm a  p o r  p a rte  d e  la C o rte  E u ropea  p u e d e n  e n co n tra rse  
en : C t.E .D .H ., M a rc k x  c o n tra  B é lg ica , S e n te nc ia  d e l 13 d e  m arzo  de  1978, Ser. A  N o. 31, p á rra fo s  33  a l 34  y  
3 8  a l 43 ; R asm ussen  c o n tra  D inam arca , S e n te nc ia  d e l 2 8  d e  n o v ie m b re  d e  1984, Ser. A  N o. 87, p á rra fo s  38  
a l 42 ; A bdu laz iz , C ab a les  y  B a lka n d a li c o n tra  e l R e ino  U n ido , S en tenc ia  d e l 28  d e  m a yo  d e  1985, Ser. A  No. 
94, p á rra fo s  72 y  74 a l 83.
[16], La n o rm a  a p lic a d a  es c o n g ru e n te  ta m b ié n  co n  la d e l C o m ité  d e  D ere ch o s  H um anos. "U na  d ife re n c ia c ió n  
fu n d am e n ta d a  en c r ite r io s  razon a b le s  y  o b je tivo s  no  re p re se n ta  d is c rim in a c ió n  p ro h ib id a  en  e l m a rco  d e l 
s ig n ific a d o  d e l a r tíc u lo  2 6 "  (de l P a c to  de  D e re ch o s  C iviles y  P o líticos). B ro eks  c o n tra  los  Países Bajos, 
C o m u n ica d o  No. 172 /1984 , o p in ió n  a d o p ta d a  e l 9  d e  a b ril de  1987, In fo rm e  d e l C o m ité  d e  D erechos  
H um a n o s  1987, D oc . d e  la O N U  A !42 /4 0 , A n e xo  VIII. B, 139, p á rra fo  13. Véase, C o m e n ta rio  G ene ra l No. 18 
(37) (no d isc rim ina c ió n ), In fo rm e  d e l C o m ité  de  D ere ch o s  H um a n o s  1990, D oc. d e  la O N U  N o. A /4 5 /4 0 , vol. 
I, p ág . 173.
[17], R aque l M a rtin  d e  M e jía  c o n tra  Perú, In fo rm e  N o. 5 /96 , C aso 10.970, In fo rm e  A n u a l d e  la C ID H  1995, 
OEA/Ser.L/V/11.91, d o c . 7 rev., 28  fe b re ro  1996, en  168. En la p e tic ió n  se  a le g ó  q u e  e l 15 d e  ju n io  de  1989, 
m ie m b ro s  d e  las fue rzas m ilita re s  p e ru a n as  se  p re se n ta ro n  en e l d o m ic ilio  d e  R a q u e l M a rtín  de  M e jía  y  
Fernando  M ejía  E g o che a ga  b u s c a n d o  a e s te  ú ltim o , a b o g a d o  y  a c tiv is ta  p o lít ic o , a q u ie n  se  lleva ron . M in u to s  
m ás ta rde  u no  d e  lo s  a g e n te s  vo lv ió  a la casa, le  d ijo  a R aque l M a rtín  de  M e jía  q u e  e lla  ta m b ié n  era  
so spe ch o sa  de  s u b v e rs ió n  y  p ro c e d ió  a v io larla . E l m ism o  a ge n te  reg resó  m ás ta rd e  y  vo lv ió  a  v io larla . La  
seño ra  M e jía  d e n u n c ió  a n te  las a u to rid a d e s  la  d esa p a ric ió n  de  su  e spo so  p e ro  n o  m e n c io n ó  e l tra to  q u e  había  
re c ib id o . Varios días d e s p u é s  se  h a lló  e l ca d á v e r d e l s e ñ o r M e jía  c o n  seña les de  to rtu ra  y  una  h e rid a  d e  bala. 
La seño ra  M ejía  re c ib ió  am enazas y  co m e n z ó  a te m e r p o r  su  se g u rid a d  y  e ve n tu a lm e n te  p ro c u ró  y  o b tu vo  
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no  vo lv ió  a c o ns id e ra rlo . Véase e l In fo rm e  No. 83 /90 , C aso 10.466, C IDH, In fo rm e  A n u a l de  la  C ID H  1990- 
91, OEA/Ser. L /V /ll. 79, rev. 1, d o c . 12 d e l 2 2  d e  fe b re ro  d e  1991, en  422.
[18], C aso Loayza Tam ayo, S e n te nc ia  d e l 17 d e  se p tie m b re  de  1997.
[19]. Id., p á rra fo  58.
[20]. Véase e l In fo rm e  3 8 /9 6 , C aso  10.506, en  In fo rm e  A n u a l d e  la C ID H  1996, supra , p ág . 52.
[21], Véase In fo rm e  s o b re  la S itu a c ió n  de  lo s  D e re ch o s  H um a n o s  en  Haití, OEA/Ser.L/V/11.88, D oc. 10 rev., 9  
de  fe b re ro  de  1995, p p . 3 9 -4 6 .
[22], O E A /S e r.L /V /ll.96, D oc. 10 rev. 1, 2 4  d e  a b r il d e  1997.
[23], O E A /S e r.L /V /ll.97, D oc. 2 9  rev. 1, 2 9  d e  se p tie m b re  d e  1997.
[24], Véase, “P ro y e c to  d e  D ec la rac ió n  In te ra m e rica n a  so b re  lo s  D e re ch o s  d e  lo s  P u e b lo s  Ind ígenas", en  e l 
In fo rm e  A n u a l de  la C ID H  1996, OEA/Ser.L/V/11.95, D oc . 7 rev., 14 d e  m arzo  de  1997, p p . 657 -76 .
[25], Los  ana les  d e l taller, a  lo s  q ue  se  a g re g ó  c o m o  anexo  e l cu es tiona rio , fue ron  p u b lic a d o s  en P ro te cc ió n  
In te rn a c io n a l d e  los  D e re c h o s  H um a n o s  d e  las M u je re s  (IIDH  y  C LA D E M  eds. 1997).
[26], Los  d e re c h o s  y  d e b e re s  c o n s ig n a d o s  en e l m a rc o  d e l s is te m a  re g io n a l d e  d e re c h o s  h um a n o s  en  cuan to  
a ig u a ld a d  y  n o  d is c r im in a c ió n  so n  a m p lio s  e inc luyen tes . E ste  in fo rm e  n o  p re te n d e  s e r exha u s tivo  s in o  q ue  
m ás b ie n  p ro c e d e  a ana liza r va rios  á m b ito s  de  in te ré s  p a rt ic u la r  p a ra  s e n ta r las b ase s  de  re c o m e n d a c io n e s  
c o n c re ta s  p a ra  la a c c ió n . Las  re c o m e n d a c io n e s  tienen  c o m o  o b je tiv o  a y u d a r a lo s  E s ta d o s  m ie m b ro s  a 
c u m p lir  d e  m ane ra  m á s  e s tr ic ta  su s  o b lig a c io n e s  en m a te ria  d e  d e re ch o s  h u m a n o s  y, a s im ism o , a p ro m o v e r  
q u e  los  m e can ism o s  d e l s is te m a  re s p o n d a n  d e  m ane ra  m ás  a ce rta da  a las n e ce s id a d e s  d e  to d o s  los  a gen tes  
a los  e fe c to s  d e  q u e  la m u je r p u e d a  d is fru ta r p le n a m e n te  d e  sus  d e re ch o s  hum anos.
[27], La S u b secre ta ría  d e  la M u je r  c re ad a  en  1987  en  Argentina, e s ta b le c ió  e l P ro g ra m a  N a c io n a l de  
P re ven c ió n  d e  la V io lenc ia  D om é s tica , d ir ig id o  a c a p a c ita r a l p e rs o n a l p o lic ia l n a c io n a l y  p rov in c ia l, a ONGs, 
y  a la a m p lia  d ifu s ió n  d e  m a te ria le s  in fo rm a tivo s .
[28], La C o n s titu c ió n  F ede ra tiva  d e  1988 in c o rp o ró  e l c o m p ro m is o  e x p líc ito  d e  c re a r  m e ca n ism o s  para  
a b o rd a r y  re p u d ia r la  v io le n c ia  in tra fam ilia r. A l m ism o  tiem po , e s ta b le c ió  m ás de  150 D e legacías  o  C om isarías
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de  la M u je r y  c re ó  en  1993 una  C o m is ió n  P a rlam en ta ria  de  In ve s tig ac ió n  p a ra  e s tu d ia r  la s itu a c ió n  de  
vio lenc ia  c o n tra  la m u je r  en Brasil.
[29 ij. La C o n s titu c ió n  d e  Colombia e s ta b le ce  q u e  la v io lenc ia  p ro d u c id a  a l in te r io r  d e  la fam ilia  es  
cons ide rada  d e s tru c tiv a  d e  su  a rm on ía  y  u n id a d  y  p o r  ta n to  s a nc io n ab le  c o n fo rm e  a la  ley. Tam bién se  han  
creado  las C om isarías y  D e fen so rias  de  Fam ilia.
[30], En 1993 e l V icem in is te rio  d e  A s u n to s  d e  G énero, G e ne rac iona les  y  Fam ilia  se  e s ta b le c ió  c o n  e l o b je tiv o  
de d ise ñ a r n o rm a s  y  p o lít ic a s  e specíficas , ju n to  c o n  e l P lan  In te rm in is te ria l d e  P re ven c ió n , S a n c ió n  y  
E rrad icac ión  de  la V iolencia , q u e  tu vo  a su  ca rg o  la p re p a ra c ió n  d e  la L ey  c o n tra  la  V io lenc ia  en  la  Fam ilia.
[31], En 1996 se  in ic ió  en  Guatemala e l P ro y e c to  de  A p o y o  T é c n ic o -P o lític o  a l C a b ild e o  d e  R e fo rm as  
Ju ríd ico -S o c ia le s  s o b re  la M ujer, p a tro c in a d o  p o r  la C o o p e ra c ió n  H o la n de sa  y  UNDP, y  c o n  e l o b je tiv o  de  
apo ya r los  es fue rzos e m p re n d id o s  p o r  la O fic ina  N ac io n a l d e  la M u je r (ONAM ).
[32 j. En las respu e s ta s  a l C ues tionario , varios países han  o m it id o  in c lu ir  d a to s  e s p e c ífic o s  re la tivo s  a  su s  leyes  
so b re  d e re ch o s  de  la m ujer, fecha  d e  p ro m u lg a c ió n  y  á m b ito  de  a p lica c ió n . En ta le s  ca so s  e s te  in fo rm e  no  
in c lu ye  d ic h o s  datos.
[33], S in e m bargo , e l C ó d ig o  C iv il o to rg a  la  “re p re se n ta c ió n  c o n y u g a l"  ( je fa tura  d e l hoga r) a l m a rido , y  
estab lece  lim ita c io n e s  a  la m u je r q u e  re a lice  a c tiv id a d e s  fue ra  d e l hogar.
[34 j. La c a p a c id a d  de  la  m u je r p a re c e  se r re la tiva ; e l In fo rm e  de  Guyana se  re m ite  a una  le y  d e  Ig u a ld a d  de  
D erechos de  1990, q u e  ha s id o  o b je to  de  c rít ica s  p o r  la a m b ig ü e d a d  de  su  texto .
[35]. A  p e s a r d e l e xp re so  re c o n o c im ie n to  d e  la  ig u a ld a d  d e  la m ujer, h ay  d ife re n c ia s  en  e l ca so  d e  las m u je res  
casadas.
[36 j. S in  e m ba rg o  hay re s tr ic c io n e s  o  lim ita c ion e s . C o m o  su rge  d e l In fo rm e , la C o n s titu c ió n  e s ta b le c e  q ue  la  
m u je r n o  p u e d e  s e r  p ro p ie ta r ia  de  p a rc e la s  de  tierra. Esta n o rm a  estaría  en  p ro c e s o  d e  s e r  re fo rm a d a  p o r  una  
nueva Ley Agraria .
[37]. En 1996 la C o rte  C o n s titu c io n a l d e  Guatemala d e c la ró  d is c rim in a to rio  c o n tra  la  m u je r e l a r tic u lo  d e l 
C ó d ig o  P ena l s o b re  adu lte rio .
[38], N o  hay en Paraguay a ún  leg is la c ió n  n a c io n a l e spec ífica  s o b re  v io lenc ia  c o n tra  la  m ujer, r ig ié n d o s e  p o r  
el C ó d ig o  P ena l los  ca sos  d e  v io le n c ia  q ue  co n s titu ya n  d e lito s  tip if ic a d o s  p o r  esa n o rm a tiva . La  S ecre ta ría  
de  la M u je r c o o rd in a  c u rso s  d e  c a p a c ita c ió n  p a ra  e l tra ta m ien to  de  los  ca sos  d ir ig id o s  a l p e rs o n a l p o lic ia l.
[39], Argentina in fo rm a  en  su  respuesta , q ue  u n  d e c re to  re g la m e n ta rio  c re ó  es te  c u e rp o  espe c ia liza do , p e ro  
aún no  está  fu n c io n a nd o .
[40]. En Ecuador, de  u n  to ta l d e  1.548 d e n u n c ia s  en  Q u ito , un  1 .03%  c u lm in a ro n  c o n  se n te nc ia  
condena to ria . D e 1 .923 d e n u n c ia s  p re s e n ta d a s  en G uayaqu il, un  2 .1 3 %  tu v ie ro n  se n te n c ia . En la  c iu d a d  de  
Lim a, Perú, se  han  re a lizad o  un p ro m e d io  d e  4 .0 0 0  d en u n c ia s  anua les e n tre  1989  y  1993, p e ro  a ún  se  
reg is tran  a ltos  n ive les  d e  a b s te n c ió n  en  d e n u n c ia r en genera l, p o r  fa lta  d e  lug a re s  ce rc a n o s  y  c o s to  de  
trám ites  d e l m é d ic o  leg is ta , d e  a c u e rd o  a la re spu e s ta  d e l Estado.
[41], En Brasil, e l T ribuna l S u p re m o  re v o c ó  en 1991 la “d e fensa  d e  la h o n ra "  c o m o  ju s t if ic a c ió n  p a ra  e l 
h o m ic id io  de  la m ujer. A  p e s a r de  lo  cual, los  trib un a les  todavía  d u d a n  en p ro c e s a r  y  c a s tig a r a  lo s  a u to res  
de  ta l v io lenc ia  d om é stica .
[42], En Ecuador, e l T ribuna l de  G arantías C o n s titu c io n a le s  en  1989 su s p e n d ió  la a p lic a c ió n  de  u n  a rtícu lo  
d e l c ó d ig o  p e n a l q u e  ju s t if ic a  e l h o m ic id io  y  lo  les io n es  co m e tid a s  c o n tra  una  h ija , n ie ta  o  hérm ana , c u a n d o  
sea s o rp re n d id a  en a c to  c a rn a l ileg ítim o , re fir ié n d o se  s o la m e n te  a la “m u je r c u lp a b le ". E sta  n o rm a  a ún  n o  ha  
s ido  derogada .
[i]. E l traba jo  d e  las m u je re s  es tá  re g u la d o  ju n to  co n  e l d e  los  m eno res, a p lic á n d o s e  p a ra  a m b o s  g ru p o s  las 
m ism as p ro h ib ic io n e s  en  razón  d e  ta reas y  ho ra rios . En la a c tu a lid a d  h ay  p ro y e c to s  d e  re fo rm a  a la ley  la b o ra l 
p ro p u e s to s  p o r  la D ire c c ió n  de  A s u n to s  de  G énero.
[ii]. S in em ba rg o , todavía  se  p e rc ib e  c o m o  un p ro b le m a  e l a na lfabe tism o , q u e  p e rs is te  en  p ro p o rc io n e s  
co ns id e rab les  y  q ue  a fe c ta  m a y o rm e n te  a las m uje res, c o m o  en  Bolivia, Guatemala y  Perú.
[iii], in fo rm e  “A va n ces  en  la e rra d ic a c ió n  d e  la v io lenc ia  c o n tra  la m u je r", 1997, O P S , W ash ing ton , D.C. 
P ro yec to  de  In ve s tig a c ió n  in ic ia d o  en 1996  “R uta  C rítica  de  las M u je re s  a fe c ta d a s  p o r  la  V io lencia  
In tra fam ilia r", en  e je c u c ió n  en  s ie te  pa íses  ce n tro am e rican o s . P u b lic a c ió n  “La V io lenc ia  c o n tra  la  M u je r y  las  
Niñas: A n á lis is  y  P ro p u e s ta s  d e sd e  las P e rspe c tiva s  de  S a lu d  P ú b lica ", M ujer, S a lu d  y  D esa rro llo , 1993, OPS.
[iv], W orld  B ank D iscu ss ion  P a p e r 255, “ V io lence  A g a in s t W om en: The H id d e n  H e a lth  B u rd e n ", L. H eise , J. 
P ita n gu y  a n d  A . G erm a in , 1994, W ash ing ton , D.C.
[v]. C on fe renc ia  “ V io lenc ia  d o m é s tic a  en  A m é rica  Latina  y  e l C aribe : C ostos , P ro g ra m a s  y  P o lítica s", A T N  
5657, U n id a d  M u je r en  e l D esarro llo , B a n co  In te ra m e rica n o  d e  D esarro llo , 1997, W ash in g to n , D .C .
[vi]. H asta  la fecha  d e  p re p a ra c ió n  d e l p re s e n te  in fo rm e , los  s igu ie n tes  E s ta d o s  no  h an  aún  ra tif ic a d o  d ich a  
C on ve n c ió n : A n tig u a  y  B a rbu d a , C anadá, C uba, G renada, Jam aica , M é x ico , S u rin a m e  y  E s ta d o s  U n idos .
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COMISION INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 
Informe Anual de 1998
En 1998 la Comisión también tiene en cuenta los derechos económicos, sociales y  políticos 
y la situación de los grupos más vulnerables al considerar el estado de los derechos 
humanos en los países seleccionados para revisión. Este año los países especialmente 
considerados fueron Cuba, Haití, y  Paraguay. En el caso de Cuba como en los anteriores 
informes se señala la mala situación de los presos en las cárceles Cubanas, y  se loa las 
medidas en contra de la discriminación racial. No se mencionan los derechos 
socioeconómicos ni la discriminación en los informes sobre Paraguay y  Haití.
En 1998 los informes anuales inauguran un nuevo capítulo, de seguimiento a los informes 
especiales de país. En él la Comisión publica la forma como se está cumpliendo con las 
recomendaciones finales. En este caso se inició con Ecuador, y se revisó el cumplimiento 
del informe de 1997. En Ecuador la nueva constitución dió respuesta a muchos de las 
denuncias hechas por la Comisión, dando un balance positivo en avances legislativos pero 
igual en las situaciones de hecho.
En el capítulo de seguimiento a las recomendaciones hechas en los informes especiales el 
tumo corresponde a Brasil y Colombia. En ambos casos se considera el cumplimiento de 
las garantías a los derechos socioeconómicos, y  además se mira la situación de los grupos 
vulnerables a la discriminación- y se condena la distribución regresiva de los ingresos. En 
general dice la Comisión que no ha llegado a convencerse que el establecimiento de 
prioridades nacionales de recursos en educación, salud y  trabajo, considere 
adecuadamente los derechos de la mujer.
Este año además se presentan informes de progreso de la relatoría sobre los derechos de 
los pueblos indígenas, sobre la situación de los trabajadores migratorios y  sus familia, y  
sobre los derechos del niño.
A continuación se destacan algunos apartes de las recomendaciones del informe de ese 
año, según su relevancia para la protección de los derechos sexuales y  reproductivos.
Informe Anual 1998 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
Washington, D.C. 
Capítulo VIL- Recomendaciones de la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos
2. La Comisión recomienda a los Estados miembros que tomen las medidas 
necesarias para mejorar el funcionamiento del sistema penitenciario y las 
condiciones de reclusión y detención
Repetidamente, la Comisión ha expresado su preocupación por la situación 
extremadamente precaria de hombres, mujeres y niños recluidos y hacinados en las 
instituciones carcelarias del Continente. La Comisión reitera a los Estados miembros la 
urgente necesidad de mejorar la infraestructura carcelaria existente, dotarla con personal 
debidamente instruido, y hacer posible la separación de reclusos entre sometidos a 
proceso y sentenciados, en razón de edad “separando a los menores de los adultos” y de 
peligrosidad de los delitos cometidos. La Comisión también invita a los Estados miembros 
a considerar la adopción de sanciones que involucren penas alternativas a la de prisión.
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La Comisión también reitera su preocupación por la práctica adoptada en múchos Estados 
miembros en materia de detención preventiva. El principio de presunción de inocencia se ve 
gravemente vulnerado, con la reclusión de los ciudadanos procesados por la posible 
comisión de un delito -pero que no han sido condenados- junto a quienes se encuentran 
cumpliendo pena de prisión. Esta situación se torna aun más grave, toda vez que la medida 
cautelar de privar a los acusados de su libertad se adopta con carácter general sin atender 
a criterios objetivos legalmente preestablecidos extendiéndose por períodos que no resultan 
razonables; y que en algunos casos, bien documentados, incluso van más allá del plazo de 
reclusión previsto como pena máxima por la ley. La Comisión reitera que la libertad del 
procesado debe ser la regla; y que las excepciones deben estar contenidas expresamente 
en la ley de manera razonable, y ser objeto de aplicación motivada en cada caso.
4. La Comisión recomienda a los Estados miembros que tomen las medidas 
necesarias para proteger la integridad física de los defensores de los derechos 
humanos y propiciar las condiciones para que desarrollen su labor
La Comisión no puede dejar de destacar la importancia y la dimensión ética del trabajo que 
llevan a cabo las personas dedicadas a la promoción, seguimiento y defensa legal de los 
derechos humanos y de las organizaciones a las que muchos de ellos se encuentran 
afiliados. Se trata de personas e instituciones que como parte de la sociedad civil, cumplen 
un papel crucial en el proceso de control de las instituciones democráticas.
Las Naciones Unidas, conscientes de la importancia de esta labor, han aprobado la 
“Declaración sobre el derecho y el deber de los individuos, los grupos y las instituciones, de 
promover y proteger los derechos humanos y las libertades fundamentales universalmente 
reconocidos” . Este instrumento dispone que toda persona tiene derecho, individual o 
colectivamente, a promover la protección de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales en el plano tanto nacional como internacional. A esos efectos, las personas 
tienen derecho a reunirse pacíficamente, formar organizaciones no gubernamentales y 
participar en ellas, así como a formular denuncias relativas a las políticas o los actos de los 
agentes del Estado en relación con violaciones de los derechos humanos.
Periódicamente, la Comisión toma conocimiento de actos de amedrentamiento y 
atentados, muchas veces fatales, perpetrados contra personas y organizaciones que llevan 
adelante esta tarea en los Estados miembros. Lamentablemente, durante 1998 estos actos 
han tenido como víctimas a personas de destacada labor en defensa de los derechos 
humanos tanto a nivel nacional como internacional.
Consecuentemente, la Comisión recomienda a los Estados miembros que promuevan los 
principios establecidos en la Declaración aprobada por los órganos de las Naciones Unidas 
y tomen las medidas necesarias para que se respete la libertad de expresión de quienes han 
asumido la tarea de trabajar para el respeto de los derechos fundamentales, y para que se 
proteja su vida e integridad personal.
5. La Comisión recomienda a los Estado miembros que pongan especial atención en 
la protección integral de los derechos del niño
La Declaración Americana, la Convención Americana y otros instrumentos de carácter 
universal, recogen el consenso de que los niños tienen derecho a medidas especiales de 
atención y protección. Consecuentemente, debe asignarse los recursos necesarios para el
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cuidado y desarrollo de la niñez; y deben tomarse las medidas legislativas y de otra 
naturaleza necesarias para proteger sus derechos. En este sentido, la Comisión recomienda 
a los Estados miembros que en todos los casos que involucren decisiones que afecten la 
vida, la libertad, la integridad física o moral, el desarrollo, la educación, la salud u otros 
derechos de los menores de edad, dichas decisiones sean tomadas a la luz del interés más 
ventajoso para el niño.
La Comisión reitera a los Estados miembros que deben tomar medidas concretas para que 
los niños que vivan en su jurisdicción tengan acceso a la educación primaria “que debe ser 
obligatoria y gratuita” y a la educación secundaria que, donde aun no lo esté, debe estar 
progresivamente al alcance de todos en forma gratuita.
La Comisión desea reiterar que, según establece el Pacto de San Salvador, las personas 
menores de 18 años de edad no deben estar sujetas a regímenes de trabajo nocturno, o a 
condiciones insalubres o peligrosas y, en todo caso, deben ser tratadas conforme los 
estándares establecidos en el Convenio 138 de la OIT.
Con este propósito, la Comisión hace un llamado a los Estados miembros para que 
cooperen y colaboren con la Relatoriaía Especial sobre Derechos del Niño.
6. La Comisión recomienda a los Estados miembros reconocer plenamente y asegurar 
los derechos de la mujer, y adoptar las medidas necesarias para corregir urgentemente 
la discriminación por razones de sexo subsistente en la legislación local
Las normas del sistema interamericano están basadas en amplios principios de igualdad y no 
discriminación y los Estados miembros tienen la obligación de adaptar su legislación a estos 
principios toda vez que una disposición legal resulte discriminatoria, ya sea por el mero hecho 
de estar en vigor, por sus efectos o a través de su interpretación y aplicación en la práctica.
La Comisión ha verificado que, en ciertas jurisdicciones domésticas, la legislación vigente 
aun no se ajusta a los principios de igualdad y no discriminación, situación que afecta 
principalmente a las mujeres. Esta discriminación de jure transforma el sistema legal mismo 
en un instrumento de subordinación, y constituye una afrenta a los principios más 
fundamentales del sistema interamericano.
Siguiendo el estudio realizado por el Relator Especial sobre los Derechos de la Mujer y las 
directrices de su informe, la Comisión reitera que los Estados que aun no lo han hecho, 
deben realizar una revisión integral de su legislación nacional — particularmente en las 
ramas civil, laboral, comercial y penal— con el objeto de identificar normas que establezcan 
distinciones, exclusiones o restricciones por razón de sexo que tengan el propósito o el 
efecto de disminuir el reconocimiento o ejercicio de los derechos humanos de la mujer.
En todos los casos en los que sea identificada la discriminación legal en el ámbito 
doméstico, y dado que ésta constituye una violación patente de los principios 
fundamentales subyacentes al sistema interamericano, los Estados deben actuar sin más 
demora, para llevar adelante las reformas legislativas del caso.
Los Estados miembros deben revisar sus recursos legales Internos, con el fin de evaluar 
hasta qué punto resultan accesibles y efectivos en la tarea de asegurar el ejercicio del 
derecho a no estar sujeto a discriminación sexual alguna, tanto en la esfera pública como 
privada. Los Estados miembros deben también reforzar la eficacia de esos recursos, y
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deben tomar las medidas correspondientes para que las mujeres tengan acceso a la 
información necesaria para emplearlos.
7. La Comisión recomienda a los Estados miembros que tomen las medidas 
necesarias para proteger a las personas con discapacidades físicas y mentales
La Comisión ha verificado que las personas con discapacidades físicas y mentales son 
particularmente vulnerables a la discriminación, la restricción arbitraria de la libertad 
personal y el trato inhumano y degradante. Esta situación, y su impacto en la integración de 
estas personas a la sociedad civil, ha sido también reconocida en diversos lineamientos 
internacionales.
La Comisión desea reiterar que el pleno ejercicio de los derechos contenidos en la 
Declaración, la Convención y sus Protocolos, y demás instrumentos vigentes en el sistema 
interamericano debe ser garantizado sin discriminación de ninguna índole. 
Consecuentemente, recomienda a los Estados miembros que tomen las medidas 
legislativas, o de otro carácter, que sean necesarias para que las personas con 
discapacidades físicas o mentales puedan ejercer, sin discriminación, sus derechos civiles 
y políticos y para que, a la luz de los compromisos establecidos en el Protocolo de San 
Salvador, sus derechos económicos, sociales y culturales cuenten con especial protección.
9. La Comisión recomienda a los Estados miembros que avancen los trabajos de 
análisis y aprobación final de la propuesta de Declaración Americana sobre Derechos 
de los Pueblos Indígenas.
La Comisión reitera su recomendación a los Estados miembros para analizar y aprobar la 
futura Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas, para la cual ya se 
ha realizado la reunión de Expertos Gubernamentales solicitada por la Asamblea General 
(AG/RES 1549 XXVIII 0/98), a los fines de que el texto de la referida Declaración pueda ser 
finalmente adoptado en su vigésimo noveno período ordinario de sesiones. La Comisión 
desea resaltar tal como lo ha indicado la Asamblea General (AG/RES1479 XXVII 0/97) que 
“el texto del “ Proyecto de Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos 
Indígenas” , refleje las preocupaciones de las poblaciones indígenas, al igual que el trabajo 
de las Naciones Unidas en este campo.”
A tal efecto, la Comisión a través de su Relatoría Especial sobre Derechos de los Pueblos 
Indígenas continuará sus actividades de promoción de la discusión del proyecto de 
Declaración a fin de lograr el consenso necesario para su aprobación, a cuyo fin espera seguir 
colaborando con los Estados miembros. Asimismo, continuará trabajando con el Consejo 
Permanente para avanzar en los preparativos para su aprobación por la Asamblea General.
10. Recomendación sobre el derecho de los refugiados y de los apátridas
La Comisión Interamericana de Derechos Humanos recomienda a los Estados miembros de 
la OEA que se hagan parte o ratifiquen la Convención de 1951 y su Protocolo de 1967 sobre 
el estatuto de los refugiados, y las Convenciones de 1954 y 1961 sobre el estatuto de los 
apátridas.
La Comisión toma nota del fenómeno creciente del desplazamiento forzado de personas y 
de poblaciones en ciertos países del hemisferio. Las persecuciones, las violaciones de los 
derechos humanos y las infracciones del derecho internacional humanitario contribuyen al
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desplazamiento forzado y al flujo de refugiados, al igual que a la obstrucción de su retorno 
voluntario y seguro al hogar. Para prevenir y solucionar los problemas de los refugiados, en 
consecuencia, resulta decisivo proteger los derechos humanos y las normas humanitarias en 
los países de origen. El respeto por los derechos humanos en los países de destino también 
es esencial para la protección de los refugiados y apátridas. El derecho a la nacionalidad es 
un derecho fundamental y guarda estrecha relación con el disfrute de otras libertades 
básicas. La privación de la nacionalidad quebranta el derecho internacional de los derechos 
humanos y conduce directamente al desplazamiento forzado, al exilio y a la apatridia.
La Comisión reconoce que la Convención de 1951 y su Protocolo de 1967 sobre el estatuto 
de los refugiados son los únicos instrumentos internacionales de derechos humanos que 
ofrecen un marco global, uniforme y especializado para la protección de los refugiados. Por 
ello, la Comisión celebra y se vincula a la campana mundial para promover nuevas 
adhesiones a tales tratados que lanzara la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los 
Refugiados con ocasión de la reunión del Comité Ejecutivo de ACNUR en octubre de 1998.
La Comisión observa con satisfacción que la mayoría de los Estados miembros de la OEA 
se han hecho parte o han ratificado la Convención de 1951 y su Protocolo de 1967, y 
recomienda a los Estados que no lo han hecho aun que incorporen dichos instrumentos a 
su ordenamiento jurídico y que adopten la legislación reglamentaria o complementaria 
necesaria. Por este camino se contribuye a la aplicación universal de los principios y 
preceptos consagrados en ellos, y se confirma el compromiso de tratar la cuestión de los 
refugiados como una responsabilidad internacional compartida.
La Comisión recomienda a los Estados miembros que no lo han hecho aun que incorporen 
las Convenciones sobre apatridia a sus legislaciones nacionales con el fin de hacer un 
aporte concreto al fortalecimiento del régimen de protección internacional de este grupo tan 
vulnerable.
11. La Comisión recomienda a los Estados miembros que respeten, protejan y 
garanticen los derechos de los trabajadores migratorios y sus familias
Los trabajadores migratorios y sus familias frecuentemente se encuentran en una situación 
de desprotección en los Estados donde desarrollan su trabajo. Esto se debe, entre otros 
factores, a diferencias en cuanto a idioma, raza, costumbre, cultura, recursos económicos 
y nivel educacional. Esta situación de vulnerabilidad conlleva a que en repetidas ocasiones 
el trabajador migratorio y su familia sean objeto de discriminación, postergación y 
desconocimiento de sus derechos fundamentales.
La Comisión recomienda a los Estados miembros que en conformidad con los instrumentos 
internacionales pertinentes y su legislación doméstica “ promuevan, respeten y garanticen 
los derechos fundamentales de los trabajadores migratorios y sus familias.
Con este propósito, la Comisión hace un llamado a los Estados miembros para que 
cooperen y colaboren con la Relatoriaía Especial sobre la situación de los Trabajadores 
Migratorios y miembros de sus familias en el hemisferio.
12. La Comisión recomienda a los Estados miembros que se comprometan a respetar 
las normas consuetudinarias y convencionales del derecho internacional humanitario
La Comisión recomienda a los Estados miembros, que se comprometan a respetar las
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normas consuetudinarias y convencionales del derecho internacional humanitario y que, en 
particular, consideren la ratificación de aquellos instrumentos de derecho internacional 
humanitario destinados a reforzar la protección de derechos humanos fundamentales en 
situación de conflicto armado, tales como las Convenciones de Ginebra de 1949 y sus 
Protocolos Adicionales de 1977.
13. La Comisión recomienda a los Estados miembros que acojan, respeten e 
implementen los Principios Rectores de los Desplazamientos Internos
La Comisión se encuentra preocupada por la situación de las personas que, ya sea en 
forma obligada o forzada, abandonan su lugar de residencia, sin cruzar las fronteras, con el 
fin de evitar los efectos de los conflictos armados, situaciones de extrema violencia o 
catástrofes de distinto tipo. Estos desplazamientos se han tornado en un grave problema 
humanitario.
La Comisión acoge con beneplácito la compilación de los “Principios Rectores de los 
Desplazamientos Internos” por el Representante del Secretario General de la ONU para 
Desplazados Internos, Francis Deng. Estos treinta Principios recogen la reiteración más 
completa de las normas aplicables a los desplazados Internos y dan a la Comisión una 
importante orientación sobre cómo debe interpretarse y aplicarse la ley durante todas las 
etapas del desplazamiento.
Consecuentemente, la Comisión recomienda a los Estados miembros que estimulen la 
difusión de estos Principios y tomen las medidas necesarias para respetarlos e 
implementarlos toda vez que las personas bajo su jurisdicción se vean afectadas por 
situaciones que puedan involucrar o efectivamente involucren desplazamiento interno.
17. La Comisión recomienda a los Estados miembros que ratifiquen la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos y sus Protocolos Adicionales
La Comisión recomienda a los diez Estados miembros que no han ratificado la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos -Antigua y Barbuda, Bahamas, Belice, Canadá, Cuba, 
Estados Unidos de América, Guyana, San Vicente y las Granadinas, St. Kitts y Nevis, y 
Santa Lucía- a hacerse parte de este instrumento, y de ese modo permitir la consolidación 
del Sistema en un marco jurídico unitario.
Asimismo, la Comisión recomienda a Trinidad y Tobago, reconsiderar su denuncia 
formulada a la Convención Americana sobre Derechos Humanos, de manera que continúe 
siendo parte del referido instrumento.
La Comisión recomienda a Antigua y Barbuda, Argentina, Bahamas, Barbados, Belice, 
Bolivia, Canadá, Chile, Costa Rica, Cuba, Dominica, República Dominicana, Estados 
Unidos de América, Grenada, Guatemala, Guyana, Haití, Honduras, Jamaica, Nicaragua, St. 
Kitts y Nevis, Santa Lucía, San Vicente y las Granadinas, Trinidad y Tobago y Venezuela, que 
ratifiquen el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en 
materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.
La Comisión recomienda a Antigua y Barbuda, Argentina, Bahamas, Barbados, Belice, 
Bolivia, Canadá, Chile, Colombia, Cuba, Dominica, República Dominicana, El Salvador, 
Estados Unidos de América, Grenada, Guatemala, Guyana, Haití, Honduras, Jamaica, 
México, Nicaragua, Paraguay, Perú, St. Kitts y Nevis, Santa Lucía, San Vicente y las
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Granadinas, Suriname y Trinidad y Tobago, que ratifiquen el Protocolo a la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos relativo a la Abolición de la Pena de Muerte.
18. La Comisión recomienda a los Estados miembros que ratifiquen los instrumentos 
de derechos humanos adoptados en el ámbito interamericano
Comisión recomienda a Antigua y Barbuda, Bahamas, Barbados, Belice, Bolivia, Canadá, 
Costa Rica, Cuba, Dominica, Ecuador, Estados Unidos de América, Grenada, Guyana, 
Haiti, Honduras, Jamaica, Nicaragua, St. Kitts y Nevis, Santa Lucía, San Vicente y las 
Granadinas y Trinidad y Tobago, ratificar la Convención Interamericana para Prevenir y 
Sancionar la Tortura.
La Comisión recomienda a Antigua y Barbuda, Bahamas, Barbados, Belice, Bolivia, Brasil, 
Canadá, Chile, Colombia, Cuba, Dominica, República Dominicana, Ecuador, El Salvador, 
Estados Unidos de América, Grenada, Guatemala, Guyana, Haití, Honduras, Jamaica, 
México, Nicaragua, Perú, St. Kitts y Nevis, Santa Lucía, San Vicente y las Granadinas, 
Suriname y Trinidad y Tobago ratificar la Convención Interamericana sobre la Desaparición 
Forzada de Personas.
La Comisión recomienda a Canadá, Cuba, Estados Unidos, Grenada, Jamaica y Suriname 
ratificar la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 
contra la Mujer.
19. La Comisión recomienda a los Estados miembros que acepten la jurisdicción 
contenciosa de la Corte Interamericana de Derechos Humanos
La Comisión recomienda a los Estados que han ratificado la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos y que aún no han aceptado la jurisdicción obligatoria de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos a (Barbados, Dominica, Grenada y Jamaica) 
expresar su consentimiento en obligarse, conforme al artículo 62 de la Convención y 
aceptar la jurisdicción contenciosa de la Corte Interamericana; y asimismo, a los Estados 
miembros mencionados en la recomendación 17, que no han ratificado la Convención 
Americana, que al hacerlo, acepten la jurisdicción de la Corte Interamericana.
CAPÍTULO VI.- ESTUDIOS ESPECIALES
* Informe de progreso del relator especial sobre los derechos de la mujer
La información recibida revela movimientos positivos dentro de los Estados para poner los 
derechos de la mujer en la agenda social e implementar reformas que afectan el estado 
legal, social, político y económico de la mujer.
Este proceso refleja la fuerza de las organizaciones que abogan por los derechos 
humanos y los derechos de la mujer, los movimientos democráticos en la región y la 
convicción de que la democracia y su triunfo pleno requieren el cumplimiento pleno de 
los derechos que corresponden a la mujer. A pesar de los cambios positivos que se han 
llevado a cabo en la región, la Comisión informó que subsisten aún problemas graves. La 
discriminación de jure de la mujer continúa en varios países, especialmente con relación 
a asuntos familiares, administración de bienes y el sistema penal. Aún en los casos de 
ausencia de discriminación de jure, la práctica actual en muchas partes de la región 
muestra que con frecuencia se niega a las mujeres el derecho de ejercer libre y
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plenamente sus derechos. La pobreza y los conflictos armados tienen un efecto negativo 
y desproporcionado sobre las mujeres y las mujeres miembros de grupos indígenas o de 
minorías étnicas o raciales están expuestas a otras serias violaciones que son el 
resultado de su situación específica.
En su informe, la Comisión adoptó recomendaciones y decisiones dirigidas a los Estados 
miembros de la OEA, así como con respecto a la forma en que continuará sus funciones en 
la promoción y protección de los derechos humanos de la mujer. El tema central de las 
recomendaciones de la Comisión es hacer que las normas internas cumplan con las 
obligaciones internacionales de los derechos humanos sobre igualdad de género. La 
Comisión llama a los Estados miembros a que tomen los pasos necesarios para terminar 
inmediatamente con la discriminación de jure y, al mismo tiempo, que desarrollen y 
fortalezcan legislación y procedimientos para eliminar todo tipo de discriminación de facto, 
en este caso sobre género, para conseguir plena igualdad.
Las recomendaciones a los Estados miembros se basan, en primer lugar, en los amplios 
principios de no discriminación e igual protección que subyacen en el sistema:
1. Se insta a los Estados a que de acuerdo a sus obligaciones internacionales libremente 
contraídas- adopten inmediatamente las medidas necesarias para llevar a cabo su 
compromiso de poner fin a todo tipo de normas que discriminen a la mujer, de manera tal 
que, a más tardar en el año 2000, dicha desigualdad sea eliminada y se le reconozca a la 
mujer capacidad plena en todos los ámbitos. La Comisión propone que el continente 
americano inicie el Siglo XXI “Sin Discriminación hacia la Mujer” , entendiendo por tal toda 
distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o por resultado 
menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, independientemente 
de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los Derechos 
Humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural 
y civil o en cualquier otra esfera (Artículo 1 de la Convención de Naciones Unidas sobre la 
Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer).
A tal efecto la Comisión insta a los Estados a emprender una amplia revisión de su 
legislación para identificar provisiones que establezcan distinciones, exclusiones o 
restricciones sobre la base del sexo, que tengan el propósito o efecto de impedir el 
reconocimiento o ejercicio de los derechos humanos de la mujer, con el fin de modificar 
dichas normas o derogarlas.
2. Los Estados miembros de la OEA que aún no lo han hecho, deben ratificar los 
instrumentos de derechos humanos regionales y en especial la Convención para Prevenir, 
Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, como muestra de su compromiso en el 
respeto y protección de los derechos humanos de la mujer victima de violencia.
Con respecto a los derechos específicos protegidos en el marco de las normas del sistema 
interamericano de derechos humanos, la Comisión recomendó que:
3. Los Estados deben dar cumplimiento a los artículos 1, 3 y 24 de la Convención 
Americana, y artículos 2 y 17 de la Declaración Americana, que consagran el derecho a la 
igualdad ante la ley, y el reconocimiento de la personalidad jurídica y de los derechos civiles 
de la mujer. Lo anteriormente mencionado incluye reconocer iguales derechos a la mujer 
dentro y fuera del matrimonio; su derecho a disponer de sus bienes propios y la igualdad 
en la patria potestad.
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Asimismo, de acuerdo a los artículos 20 y 24 de la Declaración Americana, y artículo 23 de 
la Convención Americana, la Comisión insta a los Estados a que continúen y amplíen las 
medidas para promover la participación de mujeres en los niveles de decisión en el ámbito 
público, incluidas las medidas positivas. Asimismo que aseguren que las mujeres tengan 
una representación apropiada en todos los niveles de gobierno, en el orden local, provincial 
o estatal y nacional; desarrollen estrategias para incrementar la integración de las mujeres 
en los partidos políticos; y adopten medidas adicionales para incorporar plenamente a los 
sectores de la sociedad civil, incluyendo aquellos que representen los intereses de las 
mujeres, en los procesos de desarrollo e implementación de políticas y programas.
4. Los Estados deben eliminar serias restricciones para la mujer, que surgen de otorgar la 
representación conyugal o jefatura del hogar al marido, y del establecimiento de roles en 
que la mujer es limitada al ámbito doméstico. Estas restricciones incluyen: la facultad del 
marido a oponerse a que la mujer ejerza profesión, industria, oficio o comercio, cuando 
considere que ello perjudica el interés y cuidado de los hijos, y demás obligaciones 
hogareñas; la asignación al marido de la patria potestad decisiva sobre los hijos y la 
designación del marido como administrador único del patrimonio conyugal. Por otra parte, 
el deber de reconocimiento de los hijos extramatrimoniales debe ser obligatorio tanto para 
el hombre como para la mujer.
5. La Comisión insta a los Estados a que, de acuerdo a los artículos 1 y 11 de la Declaración 
Americana, artículos 4 y 5 de la Convención Americana, y artículo 7 de la Convención de 
Belém do Pará, legislen adecuadamente sobre la violencia contra la mujer, asegurando que 
la violencia, intrafamiliar o doméstica, o causada o tolerada por agentes del Estado, sea 
debidamente investigada, procesada y sancionada. Asimismo debe fortalecerse la 
capacidad de respuesta de los sectores público y privado en la capacitación de personal 
policial y judicial, para dar adecuado tratamiento a las causas y efectos de la violencia. Por 
último los Estados deben implementar plenamente los programas y leyes ya existentes 
sobre violencia doméstica, los cuales, a menudo por recursos insuficientes, no han tenido 
comienzo de ejecución, o se cumplen parcialmente.
6. Reconociendo el derecho a la salud de la mujer, los Estados deben adoptar medidas para 
tener la información estadística y los recursos necesarios con el fin de asegurar planes y 
programas que les permitan el ejercicio pleno de este importante derecho.
7. Reconociendo la creciente participación de la mujer en el mercado de trabajo y en las 
economías nacionales, y persistiendo aún diferencias entre los niveles de remuneración 
que perciben mujeres y hombres por el mismo trabajo, la Comisión insta a los Estados a 
que adopten medidas adicionales para: corregir las disparidades en los niveles de 
ingresos entre hombres y mujeres, en quienes posean iguales calificaciones y 
desempeñen las mismas tareas; asegurar iguales oportunidades de trabajo para mujeres 
y hombres; revisar la legislación y los recursos judiciales para asegurar que las funciones 
reproductivas de la mujer no se transformen en una causa para discriminar al contratar, 
ubicar, promover o despedir a la mujer; prevenir, sancionar y erradicar el acoso sexual en 
los lugares de trabajo.
9. La Comisión insta a los Estados a que: reformen los códigos penales que declaran libres 
de culpa y pena a los violadores que se casen con sus víctimas; en el caso de mujeres 
detenidas, aseguren que sean tratadas con respeto a su dignidad, que sus causas se lleven 
con celeridad ante la autoridad judicial y sujetas a supervisión judicial, cuenten con rápido 
acceso a patrocinio legal y atención médica, y que las inspecciones de las detenidas se
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conduzcan con garantías y cuidados apropiados; se clasifiquen los delitos sexuales-hasta 
ahora incluidos como delitos contra la honestidad y buenas costumbres-dentro de la 
categoría de delitos contra la integridad personal, libertad y privacidad.
10. Asimismo, se recomienda incorporar figuras no contempladas en algunos códigos 
penales como el incesto; la ampliación de la figura de violación a situaciones no 
consideradas tradicionalmente como integridad personal y la libertad y privacidad de la 
mujer; y la eliminación de toda mención del concepto honestidad, honra, y afines, como 
elementos atenuantes de la pena. La Comisión insta a los Estados a que aseguren que las 
mujeres más desprovistas de protección campesinas, niñas e indígenas tengan el debido 
acceso a los mecanismos que brindan los sistemas jurídicos.
La Comisión hace suya la Recomendación General 19 del Comité para la Eliminación de la 
Discriminación contra la Mujer (CEDAW) adoptada en 1992, a través de la cual se afirma 
que la violencia contra la mujer constituye una violación a los derechos humanos, 
enfatizando que los Estados podrían ser responsables por los actos privados si omiten 
actuar con la debida diligencia para prevenir violaciones a los derechos o investigar y 
sancionar actos de violencia, o no proporcionan medidas reparatorias o compensatorias 
(E/CN.4/1996/53, 5 de febrero de 1996, Commission on Human Rights, p. 10, para. 34).
En concordancia con el criterio expuesto por CEDAW, la Comisión recomienda a los Estados 
revisar y reformar la legislación interna, a efectos de que la misma refleje el desarrollo 
alcanzado en el derecho internacional con relación a los derechos de la mujer, penalizando 
conductas aún no tipificadas como el acoso sexual, modificando procedimientos en la etapa 
probatoria cuando resulten discriminatorios y/o prejuiciosos, en razón de ser la víctima una 
mujer dedicada a tareas “no honestas” , e investigar y sancionar los casos de violencia 
doméstica con la debida diligencia y por medio de un recurso rápido y sencillo.
En su Informe, la Comisión también efectuó ciertas recomendaciones con respecto a su 
propia labor en esta esfera, que indicaban, en primer lugar, que la Relatoría debe 
transformarse en un Grupo de Trabajo sobre los Derechos de la Mujer, coordinado por un 
Comisionado y constituido por expertas/os nombrados por la Comisión.
Además, la Comisión creará un Fondo Voluntario sobre Derechos de la Mujer con el fin de 
aumentar los recursos materiales disponibles para cumplir su mandato en este campo. 
Además, la Comisión asegurará que la situación de los derechos de la mujer estará 
adecuadamente cubierta en sus Informes especiales sobre países; instará a los gobiernos 
y a las organizaciones no gubernamentales, a que participen en calidad de amicii curiae en 
casos específicos ante la Comisión y la Corte Interamericana de Derechos Humanos, para 
enriquecer el proceso de toma de decisiones de éstos; y procurará nuevas formas de 
cooperar con órganos, entidades e instancias de coordinación que se ocupen del avance 
de los derechos de la mujer.
Para terminar este informe de progreso, la Comisión y su Relator Especial instan a los 
Estados miembros a que redoblen los esfuerzos que están llevando a cabo para modificar 
las leyes y las prácticas que impiden a las mujeres ejercitar sus derechos humanos. Con el 
fin de evaluar el cumplimiento de las recomendaciones de la Comisión, este mismo año, el 
Relator Especial informará sobre la situación de los adelantos legislativos y de otro tipo 
experimentados en la región. Para facilitar esta evaluación, el Relator solicitará información 
de los Estados miembros y otros actores de la sociedad civil.
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La Comisión agradece a los Estados miembros, a las organizaciones gubernamentales y no 
gubernamentales y a los actores dentro de la sociedad civil que han proporcionado 
información y conocimientos a la labor del Relator Especial. En particular, la Comisión 
destaca la resolución de la Vigésimo Novena Asamblea de Delegadas de la Comisión 
Interamericana de Mujeres, que ofrece continua colaboración al Relator Especial en su 
seguimiento y puesta en práctica de las recomendaciones contenidas en el Informe sobre 
la Condición de la Mujer en las Américas. La Comisión espera con interés seguir 
colaborando con todos estos actores en la búsqueda del objetivo común de incrementar la 
capacidad de las mujeres para ejercer libre y plenamente sus derechos humanos.
* Informe de la relatoría sobre derechos del niño
La Relatoría sobre Derechos del Niño comenzó sus tareas en octubre de 1998, a cargo del 
comisionado Dr. Hélio Bicudo, definiendo sus objetivos principales. Los mismos serán:
* La especiaiización y profesionaiización de la Justicia de Menores.
* La explotación del niño, en sus distintas formas.
* El impacto sobre los derechos humanos de los niños, causado por factores 
socioeconómicos.
La Relatoría se ha impuesto como primera tarea revisar los estudios ya realizados y avances 
legislativos y organizativos en estas materias, a fin de no duplicar y en cambio aprovechar 
esfuerzos de otras organizaciones o expertos. A ese fin, el Relator ha iniciado contactos en 
particular con el Instituto Interamericano del Niño y organismos no gubernamentales 
especializados. También se iniciaron con la Oficina del Alto Comisionado para Refugiados 
de Naciones Unidas, respecto a los niños de familias refugiadas. Además de informes 
futuros sobre estas prioridades, una de las metas de la Relatoría es preparar un posible 
pedido de Opinión Consultiva a la Corte Interamericana sobre la adecuación de prácticas 
actuales a la Convención Americana. El Relator cuenta con el apoyo directo de los 
Especialistas Osvaldo Kreimer e Ignacio Alvarez en sus tareas.
Con el Instituto Interamericano del Niños (I.I.N.) se ha establecido una relación de trabajo que 
comenzó con una presentación del Relator en su Reunión Anual en octubre de 1998. A partir 
de entonces se realizaron intercambios con sus técnicos respecto a estas líneas de acción. 
En marzo de 1999, la relatoría participará en la reunión técnica organizada por el Instituto en 
Montevideo sobre “Violencia y Explotación Sexual de Niños y Niñas en América Latina y el 
Caribe” , y en el análisis junto a técnicos del IIN de materiales sobre dichas prioridades.
Con respecto al tercer punto, la Relatoría efectuará un estudio de la naturaleza de las 
obligaciones de los Estados con relación a la posible responsabilidad internacional de los 
mismos en los casos de mortalidad e incapacitación física y mental infantil por falta de 
medidas adecuadas para asegurar condiciones de salud y nutrición mínimas.
La Relatoría oportunamente preparará un cuestionario para los fines propuestos a fin de ser 
enviado a los Estados miembros y otras organizaciones.
Notas
1. “Defensores de los derechos hum anos en las Am éricas: apoyo a las tareas que desarrollan las personas, grupos y  
organizaciones de la soc iedad  civ il para la p rom oción  y  p rotecc ión  de los derechos humanos en las Américas", 
Resolución aprobada en la prim era sesión plenaria de la Asamblea General, celebrada el 7 de jun io  de 1999.
2. Aprobado p o r la C om isión Interamericana de Derechos Humanos el 26 de febrero de  1997, en su sesión 1333a. 
durante su 9 5 °  Período Ordinario de Sesiones
3. “Defensores de los derechos humanos en las Am éricas: apoyo a las tareas que desarrollan las personas, g rupos y  
organizaciones de  la soc iedad c iv il para la p rom oción  y  p rotecc ión  de los derechos hum anos en las Américas", 
Resolución aprobada en la p rim era sesión plenaria de la Asamblea General, celebrada el 7 de jun io  de 1999.
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COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 
Informe Anual de 1999
En 1999 la Comisión incluye los derechos económicos, políticos y  sociales y  los derechos 
de los grupos más vulnerables, dentro de la revisión de los derechos, como lo hace en el 
capítulo IV: Desarrollo de los Derechos Humanos de la región, al revisar la situación de los 
derechos humanos en Cuba y  Ecuador. En el informe sobre Cuba, si bien el énfasis 
principal se hace en los derechos civiles y  políticos, la CIDH menciona entre los avances 
en derechos humanos la protección de derechos de los niños y el esfuerzo por erradicar 
la discriminación racial. En cuanto a Ecuador el informe se limita a mostrar cómo el 
levantamiento indígena y  la crisis institucional se da en un contexto de deterioro de 
situación socioeconómica.
Al hacer el seguimiento a las recomendaciones hechas en los informes de país referente a 
de Colombia, México y Brasil, la Comisión considera tanto los derechos económicos, 
sociales y culturales, como la situación de grupos vulnerables.
En Brasil, la CIDH señala que si bien ha habido iniciativas legislativas y  un plan nacional de 
derechos humanos, las violaciones a los mismos continúan siendo graves. Señala entre 
otros, que la explotación sexual de menores sigue siendo un problema central, así como la 
violencia contra los niños de la calle. En lo que se refiere a los derechos de la mujer, señala 
que rara vez son condenados los hombres que cometen crímenes contra las mujeres. Como 
los niños y  las mujeres, los afroamericanos son víctimas de violencia. También se señala la 
situación de la población carcelaria, donde del 10 al 20% es VIH positiva, el hacinamiento 
es severo y  generalizado, así como la falta de atención médica.
En Colombia se revisa la violación a los derechos humanos y  al derecho internacional 
humanitario en un marco de conflicto armado interno. Principalmente se denuncia la 
persecución política y  el abuso de autoridad por parte de las autoridades; la actividad 
creciente del paramilitarismo; las masacres; y las violaciones al Derecho Internacional 
Humanitario por parte de los grupos alzados en armas. Además se señala el desplazamiento 
forzado como una de las fuentes de violaciones de derechos humanos, y  la falta de 
coordinación institucional en la atención estatal a este problema.
En México se denuncia la situación de los pueblos indígenas, cuya pobreza no ha variado. 
Sin embargo se destacan varios esfuerzos por parte del estado, en particular los avances 
hechos por la Comisión Nacional de Derechos Humanos.
Se incluye el concepto de la Comisión sobre las medidas de acción afirmativa para 
promover la participación de las mujeres en política.
A continuación se incluye, la introducción al informe, en cuanto da un buen contexto de la 
situación de ese año. Por ser los años más recientes, esto se hará con el informe de 1999 y  
el de 2000. En ambos la CIDH hace las recomendaciones en la introducción, también se 
incluyen aquellos apartes del informe de especial interés para el tema de los derechos 
sexuales y reproductivos.
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Informe Anual 1999
Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
Washington, D.C.
Capítulo I.- Introducción
El Informe Anual de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos para 1999 presenta 
la evaluación del cumplimiento con la obligación de respetar y asegurar los derechos 
fundamentales de los habitantes de las Américas conforme a los instrumentos legales 
vigentes en el sistema interamericano. Este análisis refleja la situación de los derechos 
humanos en los Estados miembros de la Organización de los Estados Americanos (OEA) en 
las postrimerías del milenio que también marca 40 años de labor de la CIDH y de 
observación de la evolución histórica, social e institucional en el Hemisferio.
El proceso de democratización de parte importante de los países de la región, basado en 
la celebración de elecciones libres en casi todos los Estados del Hemisferio, ha 
constituido un avance esencial en el cumplimiento con los propósitos de la Organización 
y con los presupuestos básicos de la protección de los derechos fundamentales de 
nuestros habitantes. Asimismo, la elección democrática de las autoridades, que ya se 
encuentra en muchos países en su tercer o cuarto ciclo consecutivo, ha facilitado 
auspiciosamente la tarea de supervisión hemisférica de la Comisión y de la Corte 
Interamericanas.
Sin embargo, el funcionamiento institucional de la mayoría de los Estados miembros aún 
padece de deficiencias que obstaculizan el imperio de la ley, afectando la vigencia de los 
derechos fundamentales de los habitantes, e impidiendo alcanzar la estabilidad necesaria 
para hacer posible un sostenido desarrollo social, económico y cultural. La Comisión nota 
con preocupación que durante 1999 han ocurrido varias crisis político-institucionales en 
diversos Estados que confirman la gravedad de los problemas que se enfrentan, así como 
las dificultades de los sistemas políticos en su intento de dar respuesta a las demandas de 
la sociedad. En este sentido, resulta evidente que debe trabajarse con seriedad y de 
manera urgente en la consolidación del imperio de la ley y el Estado de Derecho a la luz de 
los estándares de nuestro sistema regional, evitando retrocesos que afecten la legitimidad 
y la legalidad de las instituciones.
La Comisión debe señalar que a pesar de la vigencia de la democracia, numerosos 
habitantes del Hemisferio continúan siendo víctimas de violaciones a derechos 
fundamentales como la vida, la libertad y la integridad personal. El 70% de los casos 
individuales pendientes ante la CIDH, así como un número significativo de las peticiones 
que continúa recibiendo, versan sobre la presunta violación del derecho a la vida. Los 
abusos de autoridad por parte de la policía, las fuerzas armadas, las deficiencias y 
flaquezas de los poderes judiciales los agentes del servicio penitenciario u otros 
servidores públicos persisten, así como en muchos casos continúa el incumplimiento de 
la obligación de prevenir o reparar con justicia las consecuencias de las violaciones 
cometidas.
Además de las víctimas individuales de la violencia, entre quienes se cuentan defensores 
de derechos humanos y periodistas (ver infra), la postergación del respeto a los derechos 
fundamentales de amplios sectores de la población persiste en áreas donde aún se 
experimentan situaciones de emergencia, incluyendo conflictos armados internos. Los 
Estados que se han beneficiado del restablecimiento de la paz en años recientes, continúan
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enfrentando un amargo legado que requiere de mayores esfuerzos para inculcar una cultura 
de tolerancia y justicia, además del hecho de que muchos sobrevivientes de violaciones 
pasadas continúan a la espera de reparación.
En los países que se encuentran en situaciones de emergencia o en los que aún existen 
luchas internas, se verifican graves violaciones al derecho internacional además de serios 
problemas humanitarios tales como los padecidos por los refugiados y desplazados 
internos que se ven obligados a abandonar su lugar de residencia con el fin de evitar 
situaciones de extrema violencia. En este último caso, existe la urgente necesidad de dar 
pleno cumplimiento al derecho internacional de los derechos humanos y observar las 
normas básicas del derecho internacional humanitario con el fin de evitar cualquier acto que 
pueda dificultar el regreso a la paz y la reconciliación nacional. La Comisión considera que 
la consagración definitiva del principio de responsabilidad penal individual en el orden 
internacional y su complemento, el principio de jurisdicción universal, contribuirán a la 
consolidación del imperio del derecho y de las libertades fundamentales de la persona 
humana.
La protección y garantía de los derechos fundamentales de los habitantes del Hemisferio 
depende de la adopción impostergable de medidas para mejorar la administración de 
justicia. Según surge claramente del contenido del presente Informe Anual, la impunidad y 
las violaciones al debido proceso legal constituyen un grave problema que afecta tanto a 
las víctimas como a los ciudadanos acusados de quebrantar la ley. En los países del 
Hemisferio en los que se aplica la pena capital, estas deficiencias pueden llevar incluso a 
consecuencias de carácter irreversible. Al mismo tiempo, el retardo en pronunciarse sobre 
las causas pendientes, afecta la presunción de inocencia de cerca del 70% de la población 
carcelaria la cual, según continúa documentando la Comisión, permanece hacinada bajo 
la supervisión de personal sin la debida capacitación y en ausencia de mecanismos 
eficaces de denuncia interna y supervisión externa, en condiciones que ofenden el 
derecho al trato humano
La Comisión se encuentra muy preocupada por el reiterado retraso y/o ineficacia en el 
juzgamiento de violaciones a los derechos humanos que involucran a agentes del Estado. 
La impunidad y la desconfianza en la vigencia del Estado de Derecho que ésta genera, 
constituyen uno de los desafíos más serios que enfrenta nuestro Hemisferio.
El empleo extensivo de la jurisdicción militar merece un comentario aparte. La Comisión y 
la Corte han expresado su rechazo al sometimiento de civiles a la jurisdicción de tribunales 
especiales, en particular, de tribunales militares cuya jurisdicción debe limitarse al 
enjuiciamiento de miembros de las Fuerzas Armadas en servicio activo por faltas o delitos 
de función. La jurisdicción militar tampoco debe ser empleada para examinar acciones 
cuyas consecuencias se encuentran contempladas en la legislación común, entre ellos, los 
delitos de lesa humanidad y las violaciones a los derechos humanos. Los miembros de las 
fuerzas de seguridad involucrados en la comisión de delitos comunes deben ser juzgados 
por los tribunales ordinarios conforme a los principios de independencia e imparcialidad 
de la justicia.
A pesar de los esfuerzos realizados en varios de los Estados miembros, el funcionamiento 
de la justicia se ve seriamente afectado por deficiencias de tipo estructural, tales como 
presupuesto inadecuado, la imposibilidad de acceso de las personas de escasos recursos, 
y el hecho que los defensores legales designados por el Estado no se encuentran, por lo 
general, en condiciones de ejercer sus funciones con eficacia. En algunos casos, la
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ausencia de una carrera judicial afecta la idoneidad y estabilidad de los jueces lo cual se ve 
reflejado, por ejemplo, en su desconocimiento de los estándares internacionales en materia 
de derechos humanos.
A esto se suma la proliferación de amenazas contra jueces, fiscales y testigos y la 
insuficiencia tanto de las medidas de protección adoptadas por el Estado en respuesta a 
tales amenazas como de las acciones emprendidas con el fin de combatir sus orígenes. 
Corresponde hacer una especial referencia a la seguridad de las personas dedicadas a la 
promoción, seguimiento y defensa legal de los derechos humanos y de las organizaciones 
a las que muchos de ellos se encuentran afiliados. Estas personas e instituciones cumplen 
un papel crucial tanto en el litigio de casos vinculados a la vigencia de los derechos 
humanos como en los procesos de control de las instituciones democráticas por parte de 
la sociedad civil.
Durante 1999 han continuado los actos de amedrentamiento, desapariciones y atentados, 
en algunos casos fatales, perpetrados contra personas y organizaciones dedicadas a la 
defensa de los derechos humanos. La Comisión debe expresar su grave preocupación al 
respecto y considera que los Estados miembros deben adoptar las medidas necesarias 
para proteger la vida, la integridad personal y la libertad de expresión de quienes han 
asumido la tarea de trabajar por el respeto de los derechos fundamentales, conforme al 
compromiso colectivo expresado en la Resolución AG/RES. 1671 (XXIX-O/99) de la 
Asamblea General de la Organización1.
Asimismo, el Informe del Relator Especial para la Libertad de Expresión de la CIDH señala 
claramente que los periodistas del Hemisferio continúan siendo objeto de amenazas y 
atentados fatales. La ocurrencia de actos de hostigamiento, persecución y represalia contra 
la prensa investigativa u otras personas que ejercen su derecho a la libertad de expresión 
en los medios de comunicación, tales como los miembros de los partidos políticos de 
oposición, crean una atmósfera en la cual el ejercicio efectivo de este derecho se ve 
seriamente disminuido. Lamentablemente, la Comisión continúa recibiendo denuncias que 
indican que muchos de estos actos permanecen impunes. La falta de investigación efectiva 
de los crímenes cometidos contra periodistas y otros actos que pretenden restringir 
indirectamente la libertad de expresión, tiene un efecto amedrentador sobre los demás 
profesionales de la información y sobre la ciudadanía en general ya que genera temor de 
expresar críticas contra quienes detentan el poder o denunciar abusos e ilícitos.
El pleno ejercicio de la libertad de expresión es un elemento fundamental en el 
fortalecimiento de la democracia en la región. La Comisión considera que los Estados 
miembros deben enfrentar de manera decidida el desafío de garantizar el total respeto de 
este derecho en todas sus formas y, en particular, mediante los medios de prensa. El 
derecho a difundir ideas de carácter político por parte de cualquier ciudadano o referidas a 
la gestión de gobierno y de interés público mediante la prensa, merece la especial 
protección de la justicia y la derogación de normas que prevean figuras tales como el 
desacato, a la luz de los estándares establecidos por los órganos del sistema 
interamericano.
Las deficiencias en materia de protección del derecho a la vida, la libertad, la justicia y la 
libertad de expresión coexisten con la falta de acciones decididas para enfrentar de manera 
efectiva la marginación social, racial o étnica que aqueja a los pueblos del Hemisferio. Los 
Estados miembros deben implementar medidas positivas destinadas a garantizar igual 
acceso de oportunidades en todas las esferas de la vida nacional. Según establece la Carta
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de la OEA, “ la igualdad de oportunidades, la distribución equitativa de la riqueza y los 
ingresos” y la plena participación en la toma de decisiones son “objetivos básicos del 
desarrollo integral” .
Es un hecho que millones de hombres, mujeres y niños de nuestra región todavía son 
incapaces de satisfacer sus necesidades diarias de alimentación, vestimenta y vivienda y 
carecen de acceso equitativo a la educación, la atención de salud, el agua potable, los 
servicios sanitarios y la electricidad. La reciente entrada en vigencia del Protocolo Adicional 
en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Protocolo de San Salvador) 
constituye un hecho auspicioso para la protección de los derechos sociales, económicos y 
culturales de los habitantes de la región y la Comisión espera que los Estados que aun no 
lo hayan hecho, asuman formalmente el compromiso de lograr progresivamente la 
efectividad de los derechos allí reconocidos.
Según se mencionara, el principio de no discriminación constituye uno de los pilares 
básicos del sistema interamericano y su observancia permanece también como uno de los 
desafíos centrales de los Estados miembros, que deben crear o fortalecer los mecanismos 
legales e institucionales destinados a combatir la discriminación a la luz de los parámetros 
establecidos en el sistema. En particular, la Comisión debe reiterar su preocupación por la 
persistencia de la discriminación por género en las normas y prácticas vigentes en gran 
parte de los países del Hemisferio. Asimismo, los Estado miembros deben de una vez por 
todas asumir seriamente el compromiso de brindar especial protección a ciertas personas 
o grupos de personas, tales como los niños, los discapacitados y las comunidades 
indígenas.
Es un hecho que la supervivencia y el desarrollo de cientos de miles de niños de la región 
se han visto y aun se ven amenazados por la violencia, la pobreza y la falta de 
oportunidades y por la existencia de prácticas tales como el trabajo esclavo, la explotación 
sexual de menores o por su empleo como combatientes en contextos de conflicto armado. 
A pesar del hecho que los Estados miembros se han obligado a brindar protección especial 
a los niños, la Comisión continúa documentando casos de abuso, particularmente de niños 
de la calle, que han quedado en la impunidad a nivel interno. Muchos niños aun se ven 
forzados a trabajar en condiciones adversas para su derecho al desarrollo y la educación. 
Las labores de los menores que trabajan deben estar subordinadas a su educación y 
desarrollo que, como mínimo, debe incluir la educación primaria obligatoria y sin costo, y 
debe garantizar el acceso a la educación secundaria. Resulta imperativo que los Estados 
miembros cumplan de manera cabal y definitiva con el desafío de proteger a la niñez y 
adoptar acciones positivas para garantizar su seguridad, salud y educación.
Las preocupaciones de la Comisión en materia de justicia, igualdad y desarrollo económico 
y cultural, convergen en la problemática que aqueja a las comunidades indígenas que 
habitan diversas regiones del Hemisferio, cuyos miembros son víctimas frecuentes del 
empobrecimiento severo y de la violación de sus derechos humanos fundamentales dentro 
y fuera de sus comunidades. Los Estados miembros enfrentan un desafío de particulares 
dimensiones históricas, geográficas y sociales: la unidad nacional basada en la 
consolidación de la pluriculturalidad y la armonía de nuestras sociedades y el respeto de 
formas diversas de organización social, desarrollo, bienestar individual y colectivo que no 
resultan necesariamente coincidentes con los sistemas protegidos por las legislaciones 
comunes. Este proceso involucra la reparación del despojo de tierras, territorios y recursos 
que permita ejercer a los pueblos y comunidades indígenas el derecho al desarrollo de 
acuerdo a sus propias tradiciones, necesidades e intereses.
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Transcurridos ya varios años desde su adopción por la CIDH en 19972, la Comisión 
considera que los Estados miembros deben, de una vez por todas, plasmar su 
reconocimiento a los derechos y justas aspiraciones de los pueblos indígenas de nuestro 
continente mediante la consagración de la Declaración Americana sobre Derechos de los 
Pueblos Indígenas, cuya aprobación por la Asamblea General de la Organización no debe 
admitir más dilación.
La situación de los trabajadores migratorios y sus familias se cuenta también entre las 
preocupaciones de la CIDH, ya que muchas veces debido a diferencias idiomáticas, 
raciales, culturales, entre otras, se encuentran en una situación de particular desprotección. 
Como consecuencia, los derechos fundamentales de estas personas y sus familias son 
frecuentemente ignorados en los Estados en donde desarrollan su trabajo. La Comisión 
considera de fundamental importancia que los Estados miembros promuevan el respeto y 
garanticen los derechos fundamentales de los trabajadores migratorios y sus familias en su 
legislación doméstica, de conformidad con estándares internacionales en la materia.
A continuación, la Comisión enumera las recomendaciones de carácter general que 
considera oportuno formular a los Estados del Hemisferio y espera que éstas sirvan como 
instrumento para el cumplimiento con los objetivos del sistema interamericano de 
protección:
I. La Comisión insta a los Estados miembros a adoptar medidas eficaces para proteger 
el derecho a la vida, la integridad física y la libertad de sus habitantes y garantizar que 
las violaciones sean debidamente investigadas y reparadas. Asimismo, recomienda a 
los Estados miembros adoptar las medidas legislativas y de otra naturaleza que sean 
necesarias para invocar y ejercer la jurisdicción universal con el fin de enjuiciar a los 
responsables por genocidio, y otros crímenes de lesa humanidad y crímenes de guerra.
II. La Comisión insta a los Estados miembros a adoptar las medidas necesarias para 
asegurar la independencia e imparcialidad de los jueces, administrar justicia conforme 
a las normas del debido proceso y fortalecer sus sistemas judiciales de modo de 
asegurar la protección de la justicia para quienes se encuentran bajo su jurisdicción. La 
Comisión llama a los Estados miembros a adoptar las medidas necesarias para mejorar 
la situación de las personas privadas de la libertad a la luz de los estándares mínimos 
establecidos en las Convención y la Declaración Americanas y en el derecho 
internacional de los derechos humanos.
III. La Comisión insta a los Estados miembros a adoptar las medidas necesarias para 
proteger la vida, la integridad personal y la libertad de expresión de los defensores de 
derechos humanos, conforme al compromiso colectivo expresado en la Resolución 
AG/RES. 1671 (XXIX-O/99) de la Asamblea General de la Organización3 y otras normas 
aprobadas por la Comunidad Internacional.
IV. La Comisión insta a los Estados miembros a adecuar el marco normativo conforme 
al cual se ejerce la libertad de expresión en su territorio a la luz de los estándares de la 
Declaración y la Convención Americanas; a desterrar las restricciones indirectas y en 
particular el hostigamiento contra periodistas y otras personas que ejerzan su derecho 
a expresarse libremente, así como asegurar la protección de la justicia en la difusión de 
información y en la investigación y juzgamiento efectivos de crímenes contra 
profesionales de la información.
V. La Comisión llama a los Estados miembros que aun no lo hayan hecho a ratificar el 
Protocolo a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales, y de ese modo ampliar la protección de 
esos derechos en favor de los habitantes del Hemisferio.
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VI. La Comisión reitera su llamado a los Estados miembros para que deroguen las 
normas que permitan la discriminación y combatan de manera decidida estas prácticas 
a la luz de sus obligaciones internacionales. Asimismo, alienta a los seis Estados que 
aun no lo han hecho a ratificar la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar 
y Erradicar la Violencia contra la Mujer.
VII. La Comisión insta a los Estados miembros a que cumplan de manera cabal y 
definitiva con el desafío de proteger a la niñez y adoptar acciones positivas para 
garantizar su seguridad, salud y educación.
VIII. La Comisión urge a los Estados miembros a reconocer los derechos y justas 
aspiraciones de los pueblos indígenas de nuestro continente mediante la aprobación de 
la Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas.
IX. La Comisión recomienda a los Estados miembros que promuevan el respeto y 
garanticen los derechos fundamentales de los trabajadores migratorios y sus familias 
en su legislación interna, de conformidad con estándares internacionales en la materia.
La Comisión considera que los Estados miembros deben abordar de manera urgente estos 
desafíos, ya sea en forma individual o colectiva, con el fin de garantizar los derechos 
humanos de los habitantes de la región. El desarrollo humano e institucional sobre el cual 
descansan el funcionamiento exitoso de la democracia como forma de gobierno, la 
estabilidad y la paz, dependen en importante medida del logro de los objetivos en materia 
de derechos humanos acordados por los Estados miembros.
Según se señalara al comienzo, la tarea de supervisión hemisférica de los órganos del 
sistema interamericano se ha ampliado sustancialmente en las últimas dos décadas, así 
como la participación de los Estados miembros. En este sentido cabe resaltar los 
reconocimientos de responsabilidad internacional formulados ante la Corte y los numerosos 
acuerdos de solución amistosa de casos individuales que reflejan el interés de los Estados 
en reparar las consecuencias de las violaciones cometidas a la luz de las normas y el 
espíritu de la Convención Americana.
Durante 1999 se ha intentado llevar adelante una serie de iniciativas destinadas al 
fortalecimiento del sistema interamericano de protección. En este sentido debe darse 
prioridad al incremento de los recursos materiales y humanos con los que cuenta el sistema 
para dar cumplimiento eficaz al mandato de promover y proteger los derechos humanos en 
la región. La Comisión es consciente de que debe hacer lo propio en conexión con este 
proceso de reflexión y a este fin, ha asumido el compromiso de reformar de manera 
receptiva y responsable varios de sus procedimientos y prácticas.
Según ha señalado la Comisión de manera reiterada, la integridad y eficacia de nuestro 
sistema regional de derechos humanos depende del fiel cumplimiento por parte de los 
Estados miembros de sus obligaciones internacionales. En primer lugar, requiere que todos 
los Estados miembros hagan los esfuerzos necesarios para alcanzar la universalidad del 
Sistema, ratificando el Pacto de San José y los demás instrumentos vigentes y aceptando 
la jurisdicción de la Corte. A este respecto, la Comisión lamenta la entrada en vigencia de 
la denuncia depositada por la República de Trinidad y Tobago, el cual representa un serio 
retroceso en intento hemisférico de fortalecer el sistema interamericano. En segundo lugar, 
el debido funcionamiento del sistema presupone el cumplimiento de la obligación de 
adaptar la legislación interna de los Estados partes a los derechos consagrados en estos 
instrumentos internacionales, y asegurar que sean debidamente interpretados y aplicados 
por sus órganos, en particular por los tribunales. Por último, los Estados deben respetar sus 
compromisos internacionales y cumplir plenamente con las decisiones y órdenes de los
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órganos de supervisión del sistema. En este sentido cabe señalar que durante 1999 la 
Comisión llamó la atención del Consejo Permanente de la Organización sobre el hecho de 
que dos Estados miembros —concretamente las República de Perú y la República de 
Trinidad y Tobago— habían actuado de manera manifiestamente inconsistente con sus 
obligaciones internacionales al incumplir con sentencias y órdenes dictadas por la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos.
A pesar de que los desafíos aquí enumerados son complejos y requieren de medidas serias 
y urgentes, es obvio que los Estados de la región poseen la visión, la madurez y la 
capacidad para avanzar en la senda correcta. La Comisión aspira a continuar colaborando 
con ellos así como con la sociedad civil con el fin de responder a estos desafíos y trabajar 
conjuntamente con miras a lograr que el siglo XXI se convierta en la era de pleno respeto 
de los derechos humanos en el Hemisferio.
CAPITULO VI.- ESTUDIOS ESPECIALES
Consideraciones sobre la compatibilidad de las medidas de acción afirmativa 
concebidas para promover la participación política de la mujer con los principios de 
igualdad y no discriminación
I. Introducción
La Comisión Interamericana de Mujeres (en adelante la “CIM”) ha solicitado a la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos (en adelante la “Comisión”) que realice un análisis 
jurídico de la compatibilidad de las medidas de acción afirmativa para promover la 
participación política de la mujer, incluyendo los sistemas de cuotas, con el principio de no 
discriminación por razones de género, las legislaciones nacionales y los instrumentos 
internacionales correspondientes. En vista de los términos generales del tema planteado y de 
la competencia de la Comisión en virtud de la Carta de la Organización de los Estados 
Americanos (en adelante la “OEA”), la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en 
adelante la “Convención Americana”), la Declaración Americana de Derechos y Deberes del 
Hombre (en adelante la “ Declaración Americana”), su Estatuto y Reglamento, la presente 
respuesta trata sobre la compatibilidad general de tales medidas con el principio de no 
discriminación y las disposiciones pertinentes de los principales instrumentos regionales e 
internacionales de derechos humanos. Las obligaciones internacionales en materia de 
derechos humanos que los Estados miembros han asumido conllevan el deber de adaptar la 
legislación y las prácticas nacionales para que cumplan con las normas aplicables, incluyendo 
el derecho de la mujer a participar en el gobierno y en los asuntos públicos de su país.
II. Antecedentes
Lograr la representación y la participación plenas de todos los sectores sociales en la vida 
pública es uno de los objetivos fundamentales de cualquier sistema democrático. La 
discriminación contra la mujer, en formas diversas y interrelacionadas, ha restringido a lo 
largo de la historia su capacidad de participar en el gobierno y en la vida pública. Si bien se 
han logrado importantes avances, las mujeres siguen teniendo una representación 
claramente minoritaria en esta esfera en los Estados miembros de la OEA y en todo el 
mundo'11.
En años recientes, se ha tomado medidas adicionales para abordar el problema de la 
discriminación por género, entre ellas, la modificación o derogación de disposiciones
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legales que son discriminatorias a primera vista y la aprobación de leyes y políticas 
destinadas a tratar el problema de la discriminación de hecho®. Más específicamente, 
algunos países de la región han respondido a la insuficiente representación de la mujer en 
la vida política con la aprobación de leyes que procuran garantizar una representación 
mínima de la mujer en las estructuras institucionales del Estado, la selección de mujeres 
para nombramientos a cargos públicos y la ejecución de programas educativos destinados 
a incrementar la participación política de la mujer, entre otras medidas. Tales iniciativas 
buscan promover la participación de la mujer en la vida pública en el marco del más amplio 
objetivo de incrementar y salvaguardar la diversidad en la representación política. La 
ejecución, por parte de varios países de la región, de leyes y políticas encaminadas a 
aumentar esa diversidad, particularmente el establecimiento de metas cuantitativas o 
cuotas basadas en el sexo de los candidatos a cargos públicos, ha estado acompañada de 
una significativa elevación del porcentaje de mujeres elegidas para esos cargos. Por 
ejemplo, en Argentina, la ley nacional de cuotas ha tenido un efecto favorable en el 
porcentaje de mujeres que desempeñan cargos electivos, pues se ha elevado el porcentaje 
de mujeres que participan en el Congreso aproximadamente al 30% (3). En virtud de la 
aprobación de una legislación similar en Bolivia, en 1996, el número de mujeres 
representantes en el Congreso se elevó al 22% (4>. A partir de 1998, también se ha puesto 
en práctica sistemas de cuotas en países como Brasil, Costa Rica, Ecuador, Perú y 
Venezuela y estaban en consideración en otros 151.
Sin embargo, aunque las constituciones de los países de este hemisferio garantizan a las 
mujeres el goce de sus derechos en igualdad de condiciones con los hombres, en el 
escenario global la discriminación de derecho aún persiste en ciertas esferas y países y la 
discriminación de hecho continúa restringiendo la capacidad de la mujer para ejercer un 
conjunto de derechos fundamentales, incluyendo el derecho a participar plenamente en la 
vida pública.
III. Consideraciones de derecho
A. Disposiciones Aplicables
El tema que es objeto de estudio —la compatibilidad de las medidas de acción afirmativa 
concebidas para promover la participación política de la mujer con el principio de no 
discriminación por razones de género y las correspondientes disposiciones de los 
instrumentos internacionales de derechos humanos— está relacionado con dos conjuntos 
de intereses, el derecho de participar en el gobierno y en asuntos públicos, por una parte, 
y los derechos de igualdad y de ser libre de la discriminación, por otra.
1. El Derecho de Participar en el Gobierno y en la Vida Pública
El derecho de participar en el gobierno es reconocido como un derecho fundamental tanto 
a nivel regional como universal. En el marco del sistema interamericano de derechos 
humanos, el artículo 23 de la Convención Americana establece el derecho de todo 
ciudadano “(a) de participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por 
medio de representantes libremente elegidos; (b) de votar y ser elegido en elecciones 
periódicas auténticas...; y (c) de tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las 
funciones públicas de su país” . Este artículo dispone, además, que el ejercicio de estos 
derechos puede ser reglamentado exclusivamente “por razones de edad, nacionalidad, 
residencia, idioma, instrucción, capacidad civil o mental, o condena, por juez competente, 
en proceso penal” . Las obligaciones de los Estados miembros que aún no han ratificado la
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Convención Americana constan en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del 
Hombre, que constituye una fuente de obligación legal para los miembros de la OEA|6). La 
Declaración Americana, por su parte, dispone en el artículo XX que toda persona 
“ legalmente capacitada tiene el derecho de tomar parte en el gobierno de su país, 
directamente o por medio de sus representantes, y de participar en las elecciones 
populares...” . Como es el caso con otros derechos protegidos, estos derechos, 
consagrados en cualquiera de los dos instrumentos, deben ser respetados y garantizados 
de manera no discriminatoria. Además, conforme a las finalidades de los instrumentos 
aplicables en materia de derechos humanos y al principio de eficacia, estos derechos no 
deben mantenerse como meras formalidades -deben traducirse en garantías sustanciales.
Igualmente, los instrumentos sobre derechos humanos de aplicación universal codifican el 
derecho de todo ciudadano de participar, en igualdad de condiciones, en la vida política de 
su nación171. Este derecho está consagrado, por ejemplo, en el artículo 21 de la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos y el artículo 25 del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos.
Al codificar el derecho de la mujer de ser libre de la discriminación en todas las esferas, la 
Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer 
hace referencia explícita a la esfera de la vida política (artículo 1). Más específicamente, de 
conformidad con el artículo 7o, los Estados Partes deberán tomar “todas las medidas 
apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer en la vida política y pública del 
país” y deberán garantizar “a las mujeres, en igualdad de condiciones con los hombres, el 
derecho a votar en todas las elecciones” y de ser eligibles para elección, participar en la 
formulación y ejecución de las políticas gubernamentales, ocupar cargos públicos y ejercer 
funciones públicas en todos los planos públicos181.
El artículo es explícito al indicar que la igualdad en la participación polítíca involucra no 
solamente el derecho de votar sino también el derecho de ser elegida para cargos públicos 
y de participar plenamente en los asuntos y el servicio públicos de su país. Para lograr el 
goce pleno de estos derechos por parte de la mujer, “en igualdad de condiciones con el 
hombre” , puede ser necesario que los Estados adopten medidas de acción afirmativa.
2. Los Derechos de Igualdad y de Ser Libre de la Discriminación
El principio de no discriminación es uno de los pilares de cualquier sistema democrático y 
una base fundamental del sistema de la OEA. Debe recordarse que el artículo 3(1) de la Carta 
de la Organización establece, como principio básico, que: “Los Estados Americanos 
proclaman los derechos fundamentales de la persona humana sin hacer distinción de raza, 
nacionalidad, credo o sexo” . Los principios de no discriminación y de igual protección de 
la ley sirven, a su vez, como bases fundamentales de los principales instrumentos 
normativos, la Convención Americana sobre Derechos Humanos y la Declaración 
Americana de Derechos y Deberes del Hombre. El artículo 1 de la Convención Americana 
establece la obligación de los Estados Partes de respetar y garantizar todos los derechos y 
libertades reconocidos en el tratado sin discriminación por razones de sexo, entre otras. 
Entre los derechos protegidos está el derecho de igual protección de la ley y ante la ley, 
consagrado en el artículo1241.
La Declaración Americana dispone, en el artículo II, que “ [tjodas las personas son iguales 
ante la Ley y tienen los derechos y deberes consagrados en esta Declaración sin distinción 
de ... sexo [entre otros]” . Entre los otros instrumentos del sistema, la Convención
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Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención 
de Belém do Pará) reconoce la vinculación crucial entre el derecho de ser libre de la 
discriminación y el reconocimiento de otros derechos fundamentales, especialmente el 
derecho de ser libre de la violencia basada en el género.
Los objetivos del sistema regional de derechos humanos y el principio de eficacia exigen 
que estas garantías sean puestas en práctica. En consecuencia, de conformidad con la 
Convención Americana y la Declaración Americana, el sistema interno deberá ofrecer un 
recurso judicial accesible y eficaz a las personas que alegan la violación de su derecho de 
protección contra la discriminación. Además, en los casos en que los recursos internos 
resultan inaccesibles o ineficaces, el sistema interamericano brinda la posibilidad de un 
recurso a través de su sistema de casos individuales. De esta manera, las garantías 
controvertidas no son meramente retóricas o formales; los mecanismos del sistema regional 
existen para asegurar que se ejecute y haga valer esas garantías.
En el sistema de Naciones Unidas, se da prioridad comparable a los derechos de igualdad 
y no discriminación. Precisamente uno de los propósitos de las Naciones Unidas, 
establecido en el artículo 1° (3) de su Carta, es de promover el respeto a los derechos 
humanos sin distinción de raza, sexo, idioma o religión. Los artículos 1° y 2° de la 
Declaración Universal afirman que “todos los seres humanos nacen libres e iguales en 
dignidad y derechos” y que toda persona debe, por lo tanto, gozar de los derechos 
reconocidos “sin distinción alguna” en razón de su sexo, entre otros factores. Ese 
instrumento (artículo 7) y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (artículos 2°, 
3° y 26), entre otros, tratan con mayor detalle sobre el derecho de protección contra la 
discriminación y el derecho de igualdad de protección de la ley.
La Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer 
refuerza las disposiciones sobre igualdad y no discriminación de la Carta Internacional de 
Derechos Humanos al definir la discriminación contra la mujer y exigir que los Estados 
Partes adopten medidas específicas para combatirla. Esta discriminación está definida en 
el artículo 1° de la siguiente manera:
toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o 
resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, 
independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y 
la mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas 
política, económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera.
La definición abarca cualquier diferencia en el trato basada en el sexo que, intencional o 
inadvertidamente, ponga a la mujer en desventaja; impida el reconocimiento, por parte de 
la sociedad en su conjunto, de los derechos de la mujer en las esferas pública y privada; o 
impida a la mujer ejercer los derechos humanos que le son reconocidos
B. Evaluación de la Compatibilidad de las Medidas Especiales de Acción Afirmativa 
con la Obligación del Estado de Garantizar los Derechos de Igualdad y No 
Discriminación
Como ha establecido la Corte Interamericana de Derechos Humanos, de conformidad con 
el amplio compromiso de reconocer los derechos fundamentales de todas las personas sin 
discriminación proclamado en la Carta de la OEA (artículo 3° (I)), la Convención Americana 
(artículo 1°) y la Declaración Americana (artículo II), el trato que de alguna manera discrimina 
con respecto al ejercicio de cualquier derecho protegido es incompatible con el régimen 
legal interamericano l9). Más específicamente, el derecho a la igualdad de protección de la
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ley, consagrado en el artículo 24 de la Convención Americana y el artículo II de la Declaración 
Americana, exige que la legislación nacional otorgue sus protecciones sin discriminación110'. El 
derecho de igualdad ante la ley “prohíbe todo trato discriminatorio que tenga su origen en una 
norma legal”1111. La prohibición de la discriminación se extiende, por lo tanto, a la legislación 
interna, que los Estados miembros deben mantener libre de disposiciones discriminatorias1121.
Para identificar un trato discriminatorio, es necesario comprobar una diferencia en el trato 
entre personas que se encuentran en situaciones suficientemente análogas o 
comparables031. Sin embargo, como ha señalado la Corte Interamericana, las diferencias en 
el trato en circunstancias que son, por lo demás, similares no son necesariamente 
discriminatorias114'. Una distinción basada en “criterios razonables y objetivos” puede servir 
un interés legítimo del Estado de conformidad con los términos del artículo 24'15.1 Puede, de 
hecho, ser necesaria para que se haga justicia o para proteger a las personas que requieren 
de la aplicación de medidas especiales1161. “ No habrá, pues, discriminación si una distinción 
de tratamiento está orientada legítimamente, es decir, si no conduce a situaciones 
contrarias a la justicia....”'171. Una distinción basada en criterios razonables y objetivos (1) 
tiene un objetivo legítimo y (2) emplea medios que son proporcionales al fin que se 
persigue1181. “En otras palabras, se espera un tratamiento equitativo de la ley para hombres 
y mujeres, a menos que se hayan aducido motivos justos, legítimos y razonables imperiosos 
para justificar una diferencia de tratamiento"1191.
Las distinciones previstas en la ley y basadas en criterios relativos a la condición, como, por 
ejemplo, la raza o el sexo, necesariamente dan lugar a un examen minucioso. Lo que la 
Corte y la Comisión Europeas han manifestado es igualmente aplicable para las Américas - 
que en vista de que “el fomento de la igualdad de los sexos es actualmente un objetivo 
primordial” , ... “se tendrían que esgrimir razones de peso” para justificar una distinción 
basada exclusivamente en el sexo1201. Entre las razones que han bastado para justificar 
ciertas distinciones en el trato en el sistema europeo están el beneficio de medidas que 
alientan a las mujeres casadas a trabajar fuera del hogar como un medio para terminar con 
los prejuicios y fomentar la igualdad de los sexos,1211 así como ciertos aspectos del derecho 
de familia relativos a los derechos maternos y/o paternos'221.
El artículo 4o de la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer proporciona una importante pauta para comprender la base jurídica para la 
adopción de medidas especiales de acción afirmativa concebidas para promover la 
participación política de la mujer. En la parte pertinente, reza así:
La adopción por los Estados Partes de medidas especiales de carácter temporal 
encaminadas a acelerar la igualdad de facto entre el hombre y la mujer no se 
considerará discriminación en la forma definida en la presente Convención, pero de 
ningún modo entrañará, como consecuencia, el mantenimiento de normas 
desiguales o separadas; estas medidas cesarán cuando se haya alcanzado los 
objetivos de igualdad de oportunidad y trato.
Este artículo reconoce que, aun en los casos en que se otorga igualdad a la mujer como 
una cuestión de derecho, esto no equivale a una garantía de igualdad de oportunidad y 
trato. Se permite la adopción de medidas especiales para corregir las condiciones 
persistentes de discriminación de hecho mientras tales condiciones persistan y hasta que 
se alcance la igualdad de oportunidad. Se debe destacar que, en tales circunstancias y 
cuando se lo implemente, de acuerdo con lo requerido, el artículo 4o dispone, como una 
cuestión de derecho, que estas medidas no constituyen discriminación.
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El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer hizo hincapié en la 
distinción entre la igualdad formal y la igualdad de hecho y en el papel de las medidas 
especiales de carácter temporal en su recomendación general No. 5. El Comité indicó 
que, “si bien se han conseguido progresos apreciables en lo tocante a la revocación o 
modificación de leyes discriminatorias, sigue existiendo la necesidad de que se tomen 
disposiciones para aplicar plenamente la Convención introduciendo medidas tendientes 
a promover de facto la igualdad entre el hombre y la mujer” . En consecuencia, 
recomendó “que los Estados Partes hagan mayor uso de medidas especiales de carácter 
temporal como la acción positiva, el trato preferencial o los sistemas de cuotas para 
hacer que progrese la integración de la mujer en la educación, la economía, la política y 
el empleo”1231.
En su observación general No. 25, el Comité de Derechos Humanos de las Naciones 
Unidas analizó la adopción de estas medidas especiales en relación al derecho de todo 
ciudadano a la participación política en términos de igualdad, consagrado en el artículo 
25 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Como una cuestión general, el 
Comité señaló que “ [cualesquiera condiciones que se impongan al ejercicio de los 
derechos amparados por el artículo 25 deberán basarse en criterios objetivos y 
razonables”1241. A su vez, para garantizar la igualdad de acceso a los cargos públicos, es 
necesario que:
los criterios y procedimientos para el nombramiento, ascenso, suspensión y 
destitución [a/de cargos públicos] deben ser razonables y objetivos. Podrán 
adoptarse medidas positivas para promover la igualdad de oportunidades en los 
casos apropiados a fin de que todos los ciudadanos tengan igual acceso125’.
El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer hizo un análisis más 
completo de la relación entre el derecho de la mujer de participar en el gobierno y la 
necesidad de adoptar medidas especiales de carácter temporal en su recomendación 
general No. 23. “ El principio de la igualdad entre la mujer y el hombre se ha reafirmado 
en las constituciones y la legislación de la mayor parte de los países, así como en todos 
los instrumentos internacionales. No obstante, en los últimos 50 años, la mujer no ha 
alcanzado la igualdad; su desigualdad, por otra parte, se ha visto reafirmada por su poca 
participación en la vida pública y política” '261. “ La eliminación de las barreras jurídicas, 
aunque necesaria, no es suficiente. La falta de una participación plena e igual de la mujer 
puede no ser deliberada, sino obedecer a prácticas y procedimientos trasnochados, con 
los que de manera inadvertida se promueve al hombre”'271. Por lo tanto, la Convención 
sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer fomenta la 
adopción de medidas especiales de carácter temporal para hacer valer el derecho de 
participar en la vida pública:
Dondequiera que se han aplicado estrategias efectivas de carácter temporal para 
tratar de lograr la igualdad de participación se ha aplicado una variedad de medidas 
que abarcan la contratación, la prestación de asistencia financiera y la capacitación 
de candidatas, se han enmendado los procedimientos electorales, se han realizado 
campañas dirigidas a lograr la participación en condiciones de igualdad, se han 
fijado metas y cuotas numéricas y se ha buscado a la mujer para nombrarla en 
cargos públicos.... La eliminación oficial de las barreras y la introducción de medidas 
especiales de carácter temporal para alentar la participación tanto de hombres 
como de mujeres en la vida pública de sus sociedades son condiciones previas 
indispensables de la verdadera igualdad en la vida política1281.
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C. Análisis
En principio, para examinar la compatibilidad de las medidas especiales de acción 
afirmativa concebidas para promover la participación política de la mujer con los 
principios de igualdad y no discriminación consagrados en la Convención Americana y la 
Declaración Americana, es necesario analizar una serie de temas. Hay tres preguntas que 
son de crucial importancia. Primero, ¿provoca la medida una diferencia en el trato que se 
sitúe dentro del campo de aplicación de la Convención Americana o la Declaración 
Americana, respectivamente? Segundo, si lo hace, ¿tiene esa diferencia en el trato un 
objetivo legítimo? Este análisis toma en consideración los intereses que el Estado procura 
atender y los objetivos que pretende lograr. Tercero, ¿son los medios empleados 
proporcionales al fin que se persigue? En otras palabras, ¿hay un equilibrio razonable de 
intereses entre el fin que se persigue y cualquier restricción que se imponga sobre los 
derechos? Si se trata de una restricción, ¿se ha impuesto la medida menos restrictiva 
posible para alcanzar el objetivo que se persigue? ¿Es el trato en cuestión arbitrario o 
injusto en cualquier caso? La evaluación de estas cuestiones debe tomar en cuenta que 
una distinción basada en la condición, por ejemplo en el sexo, da lugar a un escrutinio 
más rigoroso.
En términos generales, las comunidades regional e internacional han reconocido que,
aunque la existencia de una igualdad formal de derecho es un requisito previo
fundamental para superar la discriminación, ésta no se traduce necesariamente en una 
igualdad en la práctica'29'. Por el contrario, mientras las constituciones de nuestra región 
garantizan la igualdad entre la mujer y el hombre, la mujer sigue teniendo una 
representación minoritaria en virtualmente todos los aspectos de la vida política.
Tampoco es cierto que las leyes y políticas neutrales en materia de género
necesariamente producen resultados neutrales en materia de género. En consecuencia, 
los instrumentos y las políticas adoptados tanto a nivel regional como universal requieren 
de la adopción de medidas especiales, cuando sea necesario, para promover la igualdad 
de acceso de la mujer a la participación en la vida pública. El objetivo de brindar a la 
mujer una igualdad efectiva de acceso a la participación en la vida pública es, 
evidentemente, en sí y de por sí, un objetivo legítimo y necesario. Como se indicó 
anteriormente, se debe hacer efectivas las obligaciones regionales e internacionales de 
los Estados en materia de derechos humanos a nivel nacional a través de la legislación y 
la práctica internas. En consecuencia, en los casos en que la discriminación de derecho 
o de hecho restringe el pleno ejercicio por parte de la mujer de su derecho de participar 
en el gobierno y en los asuntos públicos de su país, se debe responder a esa 
inconformidad con acciones concretas. Una de las formas concretas en que se puede 
cumplir con el deber de respetar y garantizar los derechos controvertidos es a través de 
la adopción de medidas de acción afirmativa para promover la participación de la mujer 
en esta esfera.
La manera en que se persigue y lleva a cabo este objetivo de promover la igualdad de 
acceso de la mujer a la participación política es, en primera instancia, necesariamente 
una función de la legislación y la formulación de políticas a nivel nacional y está 
integralmente relacionada con la situación y la historia específicas del país. Las 
consideraciones precedentes proporcionan pautas generales para examinar la 
compatibilidad de una medida particular de acción afirmativa adoptada por un Estado 
miembro de la OEA con las obligaciones de igualdad y no discriminación. La medida 
específica debe entonces ser analizada sobre la base de esas consideraciones, sus 
características precisas y el contexto nacional. En particular, las disposiciones regionales
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e internacionales que justifiquen y/o requieran la adopción de medidas especiales de 
acción afirmativa para promover la participación política de la mujer contemplan que la 
necesidad de tales medidas y su idoneidad sean evaluadas en relación a la existencia real 
de un trato discriminatorio. Estas medidas son, además, contempladas de carácter 
temporal en el sentido de que, una vez que se ha logrado la igualdad de acceso y de 
resultados, ya no son necesarias. Estos elementos de análisis están, por definición, 
inextricablemente vinculados al contexto nacional.
IV. Conclusión
En principio, las medidas de acción afirmativa están en pleno cumplimiento del principio de 
no discriminación y de las disposiciones aplicables de la ley de derechos humanos; de 
hecho, tales medidas bien podrían ser requeridas para lograr la igualdad sustantiva de 
oportunidades. La consecución de la participación libre y plena de la mujer en la vida 
política es una prioridad para nuestro hemisferio. En consecuencia, con el propósito de 
alentar la adopción de nuevas acciones que permitan alcanzar este objetivo, esta Comisión 
ha recomendado a los Estados miembros que:
... de conformidad con el artículo... [XX] de la Declaración Americana y el artículo 
23 de la Convención Americana, ... mantengan y amplíen las medidas para alentar 
la participación de la mujer en la toma de decisiones en el ámbito público, 
incluyendo medidas de acción positiva. A la vez, la Comisión insta a los Estados 
miembros a asegurarse de que la mujer tenga una representación apropiada en 
todos los planos gubernamentales, a nivel local, provincial, estatal y nacional, a 
desarrollar estrategias para incrementar la integración de la mujer a los partidos 
políticos y a tomar nuevas medidas para incorporar plenamente a los sectores de 
la sociedad civil, inclusive a aquellos que representan los intereses de las mujeres, 
al proceso de formulación y ejecución de políticas y programas'30’.
La CIM, por su parte, ha recomendado una serie de medidas concebidas para promover 
esa participación, incluyendo, entre otras, que los Estados miembros:
Promover la reforma de las leyes electorales y de los estatutos de los partidos 
políticos a fin de incluir mecanismos que garanticen la participación equitativa de 
mujeres y hombres.
Promover legislación que consagra la incorporación proporcional de las mujeres en 
los cargos de elección popular en aquellos países donde no exista y apoyar el 
fortalecimiento y la reglamentación de las leyes o normativas electorales que 
asignen cuotas proporcionales de candidaturas femeninas a cargos de elección 
popular0".
La representación minoritaria de la mujer en el gobierno en todos los países de las Américas 
demuestra la necesidad de acciones adicionales por parte del Estado, juntamente con 
iniciativas de la sociedad civil, para lograr un verdadero respeto al derecho de la mujer de 
participar en la vida política, en cumplimiento de las normas internacionales. Como lo han 
reconocido las comunidades regional e internacional, la consecución de una participación 
libre y plena de la mujer en todas las esferas de la vida pública es una obligación que bien 
podría exigir la adopción de medidas especiales de acción afirmativa concebidas para 
hacer realidad la igualdad de oportunidades para mujeres y hombres.
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CAPITULO V.- Seguimiento de Recomendaciones Formuladas por la Comisión en sus 
Informes sobre Paises.
BRASIL
VII. Recomendaciones respecto a los derechos de la mujer
La Comisión recomendó la adopción de medidas contra el abuso y violencia contra las 
mujeres, su explotación forzada, la discriminación y subvaloración en el mercado de trabajo 
y en las posiciones de poder político y económico, así como la derogación de medidas 
arcaicas y discriminatorias. La mayoría de las grandes ciudades han establecido oficinas 
policiales especiales para luchar contra el abuso doméstico o sexual contra las mujeres. 
Estas delegaciones especiales creadas eran ya unas 200 en 1998, aunque prácticamente 
no existían en áreas rurales.
Según información fehaciente, rara vez son condenados los hombres que cometen 
crímenes contra mujeres, incluyendo asalto sexual y asesinato. Aunque la Corte 
Suprema derogó el concepto de “defensa del honor” como justificación para asesinar a 
la esposa, las cortes todavía son refractarias a procesar y condenar a hombres que 
sostienen que mataron a sus esposas por infidelidad conyugal. Este punto es 
especialmente importante, ya que en junio de 1998, el Movimiento Nacional de Derechos 
Humanos denunció que en los casos de mujeres víctimas de asesinatos, hay 30 veces 
más probabilidades de que el autor haya sido el marido, el ex-marido, o el amante, de 
que lo hayan sido otras personas.
La violencia doméstica contra la mujer sigue siendo denunciada en centenares de casos 
que llegan a las Delegaciones especializadas que han comenzado a establecer en distintos 
estados. Esa violencia no sólo ocurre en sectores de menor educación e ingreso, sino —tal 
como lo denuncia un estudio en la Universidad Federal de Paraiba'261 ocurre también en 
sectores universitarios y de ingresos medios.
La situación de numerosas personas, en especial mujeres, que deben ejercer el comercio 
sexual y la prostitución, muchas de las cuales son explotadas y forzadas a hacerlo, continúa 
siendo un problema serio. Algunas iniciativas interesantes han sido puestas en práctica, 
como la que lleva a cabo el Fondo de Amparo del Trabajador, institución estatal de Belo 
Horizonte, que financia experiencias destinadas a dignificar la situación de esas mujeres'271.
La unidad especializada de la Policía de Río de Janeiro, recientemente creada para lidiar 
con el tráfico de niños y mujeres, informó de 15 investigaciones en curso en 1998, doce 
sobre tráfico a España, dos a Israel y una a Japón.
Según la información que posee la Comisión, la discriminación en el mercado de trabajo 
sigue siendo significativa. De acuerdo a estadísticas oficiales de 1998, las mujeres con 
educación secundaria completa ganan el 63% de lo que perciben sus homólogos hombres. 
Un ejemplo documentado surge del estudio del Consejo Estadual de Derechos de la Mujer 
de Paraiba, que señala que en ese Estado los hombres ganan el doble que las mujeres por 
la misma tarea.
X. Respecto a los Derechos Económicos, Sociales y Culturales
En su informe, la Comisión llamó la atención sobre las violaciones de los derechos 
económicos, sociales y culturales en Brasil, en particular, ya que tales derechos se ven
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afectados por la Inequitativa distribución del ingreso y por situaciones que por su gravedad 
llegan a afectar a otros derechos básicos como la vida, la integridad personal, la educación 
y la vida familiar, y que actúan como contexto y origen social de muchas otras violaciones 
de los derechos humanos.
Un informe realizado por encargo de la Secretaría Nacional de Derechos Humanos ((SNDH) 
del Ministerio de Justicia federal, con datos oficiales, muestra que la distribución del ingreso 
en Brasil sigue siendo de las más regresivas del mundo, y que esta situación no es sólo 
típica de estados lejanos y con economías fundamentalmente agrarias (Alagoas, Acre, 
Bahía y Ceará, donde el 10% más rico de la población obtiene entre el 50 al 55% del 
ingreso, mientras que el 40% más pobre sólo un 7 al 9%), sino que ello también ocurre en 
los estados centrales urbanos e industriales (en el Distrito Federal, Río de Janeiro y Minas 
Gerais, esa relación es del 45/ 48% para el diez por ciento más rico, frente al 9/10% para 
el 40% más pobre)30. Para todo Brasil, en promedio, la renta apropiada por el 10% más 
rico es 5.7 veces mayor que la que obtiene el 40% de menores ingresos*31’.
En algunas zonas, ia pobreza se concentra y tiene fuertes consecuencias negativas. En 
Alagoas, el 62% de la población está desempleada, y de los empleados el 51.6% gana 
menos de un salario mínimo. En Amazonas, la situación es similar. En Foz de Iguazu, el 
ingreso y asentamiento de ciudadanos paraguayos emigrados de su país resultó en que el 
número de favelas aumentó de 45 a 75 entre 1996 y 1998. El Estado federal ha iniciado el 
programa “Amazonia Solidaria” en los estados que forman parte de la región llamada 
Amazonia, tendiente a beneficiar a los sectores humildes de los estados que la componen.
XI. Conclusiones
El Gobierno Federal de Brasil ha tomado algunas medidas significativas orientadas a 
cumplir los objetivos señalados en las recomendaciones de la Comisión en su Informe de 
1997, coincidentes además con el Plan Nacional de Derechos Humanos puesto en marcha 
en 1996. Esas medidas del Estado Federal, acompañadas —aunque de manera desigual— 
por algunos estados miembros de la Unión, han logrado algunos cambios en la situación 
de los derechos humanos en Brasil. Si bien esos cambios son reducidos en términos de la 
gravedad de la situación, son de por sí positivos y merecen destacarse.
A juicio de la CIDH, el efecto más significativo lo han tenido las medidas tomadas en áreas 
como la erradicación del trabajo esclavo, la reducción del trabajo infantil, la demarcación y 
reconocimiento de tierras indígenas, la distribución de tierras improductivas a campesinos, 
y la creación de agencias comunitarias para atender grupos especialmente vulnerables.
También han sido importantes las iniciativas de legislación tendientes a mejorar la situación 
de derechos humanos, a través de medidas preventivas y mediante la sanción efectiva de 
las violaciones. Entre ellas, la Comisión remarca nuevamente la importancia para la 
protección de los derechos, de la aceptación por Brasil de la jurisdicción contenciosa 
obligatoria de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.
Por último quiere valorar la Comisión las medidas que se han tomado y que han ido creando 
una incipiente cultura general de respeto a los derechos humanos. Entre ellas la creación 
por los Ministerios Públicos a todos los niveles de Procuradurías y Promotorías de Defensa 
de la Ciudadanía, así como en varios estados la creación de Consejos contra la Violencia 
que congregan a autoridades y organizaciones no gubernamentales, y de Comisiones de 
Defensa de los Derechos Humanos en varias Asambleas Legislativas estaduales.
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Sin embargo la Comisión no puede menos que coincidir con las conclusiones del Primer 
Informe Nacional respecto a que “ la violencia todavía está presente en el Brasil bajo distintas 
formas: crímenes, masacres, exterminio, estupro, explotación de niños y adolescentes, 
maltrato en establecimientos penales, y en instituciones de internación de menores, 
discriminación, intolerancia. Esta violencia es alimentada por la persistencia de graves 
desigualdades sociales y altas tasas de desempleo, por la continuidad de valores y prácticas 
autoritarias en diversos sectores de la sociedad y órganos estatales y por la impunidad” .
En ese sentido, la Comisión debe remarcar, respecto a muchas de sus recomendaciones, 
que las medidas tomadas han tenido efectos mínimos. El caso más saliente es el de la 
violencia policial y la impunidad de los policías militares que cometen abusos y crímenes.
Reitera al respecto la Comisión la importancia de transferir a la justicia común la totalidad 
de los crímenes cometidos por los funcionarios de las Policías militares o civiles, aprobando 
a tal efecto el proyecto de ley presentado oportunamente por el Poder Ejecutivo. En el 
mismo sentido, reitera la Comisión su recomendación de federalizar el tratamiento de las 
violaciones a los derechos humanos, de manera que sea posible transferir a la Unión la 
responsabilidad de la investigación, procesamiento y castigo de las mismas, en caso de 
inercia o ineficacia de las autoridades estaduales.
Igualmente han sido poco eficaces la medidas para paliar las profundas desigualdades en 
la distribución del ingreso y del acceso a las oportunidades sociales, y en particular las 
consecuencias negativas de esa desigualdad sobre la población humilde y de origen 
afrobrasileño, sobre la que recaen discriminatoriamente la acción y violencia policial, los 
procesos penales y las sanciones de prisión.
Por último considera la Comisión que — aunque en distinta medida —  siguen vigentes las 
condiciones básicas que llevaron a efectuar sus recomendaciones incluidas en el Informe 
de 1997, las que reitera con el objetivo de que en Brasil se logre la plena vigencia de los 
derechos humanos garantizados en la Convención.
COLOMBIA
V. Los derechos económicos, sociales y culturales y la situación de los niños, las 
mujeres, las comunidades indígenas y las comunidades afrocolombianas
En su Tercer Informe, la Comisión señaló el deterioro de los últimos años en el goce de los 
derechos económicos, sociales y culturales en Colombia donde, a pesar de algunos 
esfuerzos importantes por parte del Gobierno, persiste un estado de desigual distribución 
de riqueza que repercute seriamente en el respeto de los derechos humanos.
En su respuesta, el Estado se refirió a los programas y acciones adelantados por el 
Gobierno Nacional en materia de desarrollo social y económico de la población. Estos 
planes derivan del Plan Nacional de Desarrollo1951 y en algunos casos la supervisión de su 
ejecución depende de la llamada Red de Solidaridad Social1961 y la Consejería de Política 
Social,97). El Estado ha reconocido que
la combinación de factores como el conflicto armado, el narcotráfico y la debilidad 
de la presencia del Estado en muchas zonas del país, restringen en forma 
considerable las posibilidades de un goce pleno de los derechos humanos, la 
política de derechos humanos, concilia las acciones propias a desarrollar en este 
campo con aquellas relacionadas con el proceso de paz.1981
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En este sentido el llamado “ Plan Colombia” presenta un conjunto de estrategias para la 
recuperación de las responsabilidades centrales del Estado. Estas estrategias estarían 
dirigidas a la promoción de la democracia, el monopolio de la aplicación de la justicia, la 
integridad territorial, la generación de condiciones para el empleo, el respeto por los 
derechos humanos, la preservación del orden público y el fortalecimiento del Estado de 
Derecho.
La Comisión nota que durante 1999 los niveles de desempleo alcanzaron al 20% de la 
población activa. A esto se suman las consecuencias que el conflicto armado ha traído para 
ciertos sectores. En primer lugar, los desplazados internos, quienes dada su situación no 
logran sumarse al aparato productivo del país. En segundo lugar, los líderes obreros, 
quienes han sido abiertamente señalados y amenazados por ejercer sus derechos 
sindicales. En todo caso, la Comisión seguirá con interés el desarrollo de estos planes y su 
impacto en el cumplimiento de sus recomendaciones.
A continuación se abordarán algunos aspectos de la situación de los niños, las mujeres, las 
comunidades indígenas y las comunidades afrocolombianas a la luz de las 
recomendaciones emitidas por la Comisión en su Tercer Informe.
2. La situación de los derechos de la mujer
En su Tercer Informe, la Comisión se refirió a la discriminación por género en el empleo, la 
educación y la participación en los asuntos públicos. También se refirió a los alarmantes 
niveles de violencia sexual y doméstica en Colombia.
El Informe del Estado indica que la Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer ha 
impulsado una serie de reformas legislativas destinadas a la mayor protección a las mujeres 
víctimas de la violencia sexual, física y psicológica. Concretamente señala que se logró el 
aumento de las penas en delitos como acceso carnal violento, acceso carnal con persona 
incapaz de resistir, y en general, todos los delitos contra la integridad sexual de las 
personas, en donde las víctimas más comunes son las mujeres.
En efecto, la Comisión entiende que en el mes de diciembre de 1999 el Congreso aprobó 
un proyecto de ley de reforma al Código Penal que incluía la tipificación de las conductas 
de acceso carnal violento, prostitución forzada, embarazo forzado, esterilización forzada, 
dentro del contexto del conflicto armado. Sin embargo, corresponde aclarar que el 
Presidente de la República objetó varios artículos del Código, lo cual ha retrasado su 
sanción y entrada en vigencia.
El Estado también señaló en su respuesta que la ley 294 de 1996 sobre prevención, remedio 
y sanción de la violencia intrafamiliar se encuentra en proceso de reforma. El Estado ha 
señalado que la reforma busca brindar protección más accesible a las mujeres y niños 
víctimas de este fenómeno a través de la transferencia de competencia a los defensores o 
comisarios de familia y en caso de ser pertinente, otorgando la facultad de dictar medidas 
preventivas en el momento en que se presente violencia intrafamiliar.
En su Tercer Informe, la Comisión se refirió en términos positivos a la ley 294 de 1996 que 
tipifica el maltrato, la restricción de libertad física, y la violencia sexual entre cónyuges como 
delitos de violencia intrafamiliar, y contiene un mecanismo ágil para la protección de las 
víctimas. Bajo el régimen vigente, el conocimiento de la solicitud de la medida de 
protección le correspondió en virtud de la ley 294 a los jueces de familia. La Comisión
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entiende que esta norma ya ha sido modificada por la ley 575 del 2000 cuyo elemento 
central es el traslado de competencia para el conocimiento de la medida de protección de 
los Jueces de Familia a los Comisarios, que se desempeñan como funcionarios 
administrativos.
La Comisión ha recibido información que indica que este traslado de competencia a la 
autoridad administrativa para el conocimiento de la medida de protección no 
necesariamente obedece a la evaluación del impacto de la ley sino a la necesidad de 
descongestionar los despachos judiciales.
La Comisión continuará monitoreando el impacto que la reforma de esta norma traiga sobre 
su aplicación efectiva y el cumplimiento con el deber de administrar justicia de manera 
adecuada en casos de violencia intrafamiliar. Asimismo, continuará atenta a la aprobación 
efectiva del Código Penal con relación a las áreas que afectan a la mujer.
VI. Conclusiones
La Comisión agradece la colaboración del Estado en el proceso de seguimiento y toma nota 
de sus expresiones con relación al cumplimiento de las recomendaciones establecidas en 
el Tercer Informe. Al mismo tiempo, debe señalar que la información recibida de diversas 
fuentes con relación a las violaciones de los derechos humanos en Colombia desde la 
aprobación del Tercer Informe indican que el Estado no ha adoptado las medidas 
necesarias para restablecer el respeto de los derechos fundamentales en su territorio.
La Comisión se encuentra sumamente preocupada por el aumento de la violencia en 
Colombia, tanto por los grupos armados disidentes como por las Autodefensas. Las fuerzas 
paramilitares han intensificado sus ataques bestiales contra la población civil, en particular 
contra los ciudadanos más vulnerables y/o expuestos: las comunidades desplazadas, las 
comunidades indígenas, los defensores de derechos humanos e incluso los funcionarios del 
Estado que trabajan por la justicia.
En su Tercer Informe, la Comisión se pronunció sobre los vínculos entre miembros de las 
fuerzas de seguridad y grupos ilegales en Colombia, los grados de cooperación en la 
comisión de actos que constituyen violaciones a los derechos humanos y/o son 
incompatibles con el derecho internacional humanitario, y la responsabilidad del Estado. La 
información recabada indica que estas vinculaciones persisten y que incluso se habrían 
fortalecido
Lamentablemente, la libertad con la que los grupos paramilitares y las Autodefensas 
continúan operando en la totalidad del territorio, y los elevados y crecientes niveles de 
violencia que continúan causando el desplazamiento forzado, sugieren que los intentos del 
Estado por combatirlos, desmantelarlos y desarmarlos están lejos de ser exitosos.
Los altos niveles de impunidad persisten, entre otros motivos, por obra del continuo 
juzgamiento de violaciones a los derechos humanos por la justicia militar (a pesar de los 
recientes esfuerzos legislativos), las prácticas judiciales que rodean la asignación de 
competencias, y la violencia o los señalamientos contra quienes investigan o denuncian 
violaciones a los derechos humanos.
Por último, la Comisión desea reiterar su pedido a las partes en el conflicto armado para 
que a través de su estructura de mando y control, respeten, ejecuten y hagan cumplir las
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normas que rigen las hostilidades, consagradas en el derecho internacional humanitario, 
con especial énfasis en las normas que brindan protección a los civiles. En los casos en que 
aún existen luchas internas, la Comisión ha subrayado la necesidad de observar las normas 
básicas del derecho internacional humanitario con el fin de evitar cualquier acto que pueda 
dificultar en forma innecesaria el regreso a la paz y la reconciliación nacional.
MÉXICO
VIII. Los Derechos Sociales, Económicos y Culturales
Las recomendaciones de la CIDH en esta materia se refieren al mejoramiento de las 
condiciones de salud, educación y de los servicios de infraestructura que inciden en el nivel 
de vida de los habitantes de México, especialmente en las áreas rurales.54 De acuerdo a 
información oficial de SEDESOL, el Estado mexicano ha aumentado el presupuesto del 
Fondo de Aportaciones de la Infraestructura Social durante el ejercicio 1999:
Para 1999 mediante el FAIS del Ramo 33, los estados y municipios disponen de 
crecientes recursos del gasto programable federal para financiar acciones y 
programas en materia de infraestructura social básica que benefician 
fundamentalmente a la población en condiciones de pobreza. En este año los 
recursos presupuéstales asignados al FAIS ascienden a 13,934 millones de pesos, 
cifra superior en términos reales en 14.8 por ciento con respecto al presupuesto 
ejercido en 1998. Al igual que el año anterior, el 88 por ciento de los recursos se 
asignaron al Fondo para la Infraestructura Social Municipal y el 12 por ciento al 
Fondo para la Infraestructura Social Estatal. Los 10 estados afectados por los 
mayores niveles de pobreza, Chiapas, Guanajuato, Guerrero, Hidalgo, Jalisco, 
México, Michoacán, Oaxaca, Puebla y Veracruz reciben el 67 por ciento de los 
recursos del FAIS, mientras en 1998 sólo recibieron el 61 por ciento155'.
En el documento remitido a la CIDH, el Estado se refirió a “ la elevación en el goce y disfrute 
de los derechos económicos, sociales y culturales...en un marco de sólido crecimiento de 
la economía mexicana” . En tal sentido, informó que en el período 1996-2000 se estima que 
“el crecimiento del PIB cerrará en un 5%, la tasa más alta para un período similar de los 
últimos 20 años” ; y que “el gasto social en el año 2000, como proporción del gasto 
programable, es el más alto de la historia al alcanzar la cifra de 60.7% o 9.4% si se le 
considera como proporción del producto interno bruto” . Igualmente, las cifras oficiales 
indican un aumento sostenido del empleo, y que “ la tasa de desempleo se encuentra en su 
nivel histórico más bajo desde que se empezó a calcular este indicador en 1987, 
ubicándose en 2.6% durante los primeros nueve meses de 1999” . También se destaca el 
aumento en la capacitación laboral, con recursos 84% mayores, en términos reales, a los 
ejercidos en 1994; el Estado indica que en el período 1995-2000 se habrá otorgado 
capacitación a 6.4 millones de trabajadores, más de siete veces las cifras de 1989 y 1994(56). 
Igualmente, la información oficial recibida por la Comisión señala diversas actividades en 
materia de vivienda, salud y educación. Cabe destacar en tal sentido el otorgamiento de 
créditos para la vivienda, la descentralización del sistema de salud para la atención a la 
población marginada, y la ampliación de la cobertura de los servicios educativos157’.
La Comisión valora las iniciativas gubernamentales arriba reflejadas, que deben apreciarse 
en conjunto con otras medidas de carácter económico, social y cultural. También es 
destacable la mejora en términos macroeconómicos, cuyo efecto fue descrito por el Comité 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de la ONU como “ la creación de un
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ambiente conducente para la implementación más efectiva de los derechos consagrados 
en el Pacto”1581. A pesar de ello, el mismo órgano de la ONU halló que el progreso reciente 
no había sido suficiente, y que había aumentado el número de personas que viven en la 
pobreza y en la extrema pobreza en México1591. Una de las expresiones de este serio 
problema es la de los niños de la calle, común a varios países del hemisferio, y al cual 
México lamentablemente no es ajeno160’. En todo caso, la tendencia indica un importante 
principio de cumplimiento de las recomendaciones formuladas a tal efecto en su Informe 
sobre México, por lo que la CIDH insta a dicho Estado a que aumente la atención a los 
sectores más necesitados de la población.
IX. Los derechos de la mujer
La CIDH recomendó en su Informe sobre México que dicho Estado supervisara el 
cumplimiento de normas nacionales e internacionales contra la discriminación laboral; que 
tome medidas para combatir la violencia contra la mujer, en particular que ratifique la 
Convención de Belém do Pará; que investigue y sancione a los funcionarios que abusen de 
mujeres detenidas, y a quienes colocan dispositivos intrauterinos en establecimientos de 
salud sin consentimiento de las mujeres; y, en general, que promueva el desarrollo 
igualitario de la mujer en México161’.
Cabe destacar, en primer lugar, que el 12 de noviembre de 1998, el Estado mexicano 
depositó el instrumento de ratificación de la Convención Interamericana para Prevenir, 
Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención de Belém do Pará). La 
Comisión celebra esta iniciativa del Estado mexicano, que constituye el cumplimiento de la 
recomendación formulada en tal sentido en su Informe sobre México,'62’ así como en su 
Informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos sobre la Condición de la 
Mujer en las Américas” publicado en 1998 (“ Informe sobre la Condición de la Mujer en las 
Américas”) (63’. La Comisión continuará prestando atención al desarrollo de normas internas 
para la aplicación efectiva de dicho instrumento internacional en México.
Adicionalmente, el Estado informó a la CIDH que había firmado el Protocolo Facultativo de 
la Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, 
y que “acordó el retiro de reservas o declaraciones previamente formuladas a la Convención 
sobre la Nacionalidad de la Mujer Casada, a la Convención sobre la Eliminación de Todas 
las Formas de Discriminación contra la Mujer y al Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos” (64).
El 1o de febrero de 2000, en respuesta a una solicitud de la CIDH, el Estado mexicano 
remitió información relativa al Informe sobre la Condición de la Mujer en las Américas. En 
dicha comunicación, el Estado informó que se había analizado minuciosamente la 
legislación federal con el fin de “verificar su congruencia” con instrumentos internacionales 
y “proponer las modificaciones necesarias para que pueda la igualdad jurídica de varones 
y mujeres traducirse en una igualdad real de oportunidades para el desarrollo de unos y 
otras”'65'. Los resultados de dicho análisis fueron distribuidos a los Poderes Ejecutivo y 
Legislativo de todo el país, Comisiones de Derechos Humanos y organismos estatales. El 
Estado mexicano menciona como resultados concretos los proyectos de ley vinculados a 
los derechos de la mujer en Oaxaca, Nuevo León y en el Distrito Federal, así como la 
instalación de Comisiones de Equidad y Género en 15 estados de la República.
La información oficial recibida también destaca la realización de seis talleres regionales 
sobre violencia intrafamiliar organizados por la Comisión Nacional de la Mujer,66) y de
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“Talleres sobre la aplicación en México de la Convención de Belém de Pará” destinados a 
jueces civiles y penales. La CIDH recuerda que el problema de la violencia familiar en 
México, al igual que en los demás Estados del hemisferio, tiene además como víctima a 
niños y niñas167’. Otras actividades incluyen un “ Programa de atención telefónica a mujeres” 
en San Luis Potosí y la realización de “Jornadas de Radiodifusión Jurídica acerca de los 
derechos humanos, colectivos y ciudadanos de las mujeres indígenas” , organizadas por el 
Instituto Nacional del Indígena.
A pesar de lo anterior, la CIDH ha recibido información sobre graves casos de violencia 
contra la mujer en México. El Comité de Derechos Humanos de la ONU expresó su 
preocupación por “el nivel de violencia que existe contra las mujeres, incluyendo los 
muchos casos denunciados de secuestro y asesinato que no han conducido a arrestos o 
procesamiento de los culpables y las numerosas alegaciones de violación o tortura 
perpetradas por las fuerzas de seguridad a las mujeres detenidas, que éstas no se atreven 
a denunciar”'68’.
Notas
Capitulo V: Seguim iento de Recomendaciones formuladas po r la Comisión en sus inform es sobre 
países
Brasil
26. P rim e r In fo rm e  N aciona l, 1999, pág . 54.
27. P rim e r In fo rm e  N ac iona l, 1999, pág . 46.
28. La m e nc ió n  d e  esta  le y  en  es te  In fo rm e  de  S eg u im ien to  no  im p lica  a b r ir  ju ic io  so b re  la co n s is te n c ia  de  
esa ley  c o n  lo  co n sa g ra d o  en  e l a rtícu lo  13 d e  la C on venc ión  A m ericana  s o b re  D e re ch o s  H um anos.
29. M o v im e n to  N a c io n a l d os  D ire ito s  H um anos O  C o r d o  M edo . H o m ic id io s  e R e lac ies  R acia is  no  Brasil, s Id . 
V e rta m b ié n  U.S. S ta te  D e p t."C o u n try  R e p o rts ... ” 1999.
30. P rim e r In fo rm e  N acional.
31. Fo lha de S „o  Paulo, 23  de  a g o s to  1998.
Colombia
95. Este p lan  b usca  p ro m o v e r la g en e ra c ió n  d e  riqueza ; re d u c ir  s ign ifica tivam e n te  las tasas d e  dese m p leo ; 
d ism in u ir la p ob re za  y  p ro te g e r  u n  a de cu a do  a p ro ve ch am ie n to  d e l m e d io  a m b ie n te ; o fre c e r  ince n tivo s  p a ra  la 
p ro m o c ió n  so c ia l y  e c o n ó m ic a  d e  la p ob la c ió n , en  igu a lda d  d e  co n d ic io n e s  p a ra  la expa n s ión  d e  las 
o po rtun ida d e s  socia les, p a rticu la rm e n te  pa ra  la p o b la c ió n  q ue  se e ncuen tra  en  c o n d ic io n e s  de  espe c ia l 
vu lne rab ilidad  p o r  sus ca rac te rís tica s  so c io e co nó m icas , cu ltura les, é tn icas, te rrito ria les , re lig iosas  o  de  géne ro ; 
y  m e jo ra r la e fic ienc ia  y  la e q u id a d  en  la a s ignac ión  de  los  re cu rso s  p ú b lico s , te n ie n d o  en  c u e n ta  c rite r io s  de  
ing reso  y  d e  re d is tr ib u c ió n  re g io n a l y  de  género .
96. La R ed  financia  y  co fina n c ia  p ro g ra m a s  y  p ro y e c to s  d e  a po yo  a los  se c to re s  m á s  p o b re s  d e  la p o b la c ió n  
co lom b iana , en m a te ria  de  em pleo , e ducac ión , a lim entac ión , se g u rid a d  socia l, a c tiv id a d e s  deportivas , 
recreativas, cu ltu ra les  y  d e  in te g ra c ió n  -d e  a sen tam ien tos  m arg inados. Igua lm en te , es tá  a d e la n tan d o  acc io n e s  
y  p rog ram as  para  p rom ove r, d e sa rro lla r e  im p le m e n ta r un  nuevo  c o n c e p to  d e  g e s tió n  s o c ia l en  e l q u e  se  
articu len  e l E s tado  y  la s o c ie d a d  c o m o  co rresponsa les  en  la e je cu c ión  y  en  los  re s u lta d o s  d e  p rog ra m a s  
socia les.
97. A c tua lm en te , la C onse jería  está  co o rd in a n d o  e l d iseño  y  pue s ta  en  m archa  d e l P rogram a  N ac io n a l de  
Prevención  de  la V io lenc ia  In tra fa m ilia r y  C otid iana , e l P lan N ac io n a l d e  A te n c ió n  a las P e rsonas co n  
D iscapacidad, e l P lan de  A c c ió n  a  fa vo r d e  la In fanc ia  (PAFI) y  P lanes N ac iona les  de  R ec re a c ió n  y  P revenc ión  
de la D rog a d icc ió n  (RUM BO S).
98. In fo rm e  d e l E stado, pág . 23.
99. In fo rm e  d e l E stado , pág. 33.
169
Informe Anual 1999
México
55. S E D E S O L, F o n d o  d e  A p o rta c io n e s  p a ra  la In fra e s tru c tu ra  S o c ia l, 
http '.H w ww . se de so l.g ob . m x ld e s re g lin fra 9 9 .h tm
56. D ocu m e n to  d e l E s ta d o  m ex ica n o  de  31 d e  m arzo de  2000, pág. 7.
57. El E s tado  s u m in is tró  am p lia  in fo rm a c ió n  acerca  d e  los p rog ra m a s  g ub e rn am e n ta les  en  estas áreas, de  la 
cu a l p u e d e  resum irse  lo  s igu ie n te :
D en tro  d e l m a rco  d e l P rogram a  C re d itic io  A nual, e n tre  1995 y  1998, los o rga n ism os  nacionales, 
esta ta les  y  m u n ic ip a le s  d e  viv ienda, la b anca  co m e rc ia l y  de  desarro llo , a s i c o m o  o tro s  o rgan ism os, 
o to rg a ro n  1 ,853 ,620  c ré d ito s ...C o n  la p a rt ic ip a c ió n  de  los tres se c to re s  de  g o b ie rn o  y  de  la 
so c ie d a d , se  es tán  b usc a n d o  nuevos esquem as q ue  inc re m e n te n  las p o s ib ilid a d e s  d e  a cce so  a l 
créd ito ...
A  p rin c ip io s  d e i año  2000, 96 .4  m illo ne s  d e  m ex icanos  cuen tan  co n  c o b e rtu ra  de  se rv ic io s  bás icos  
de  sa lud. A l m ism o  tie m po , la esperanza d e  vida a l n ace r ha aum e n ta d o  p rog re s ivam e n te : m ien tras  
que  en  1990 era d e  70.8 años, en  1995 d e  73 años y  en  1999 de  74.4 años. D e 1994 a 1999, e l 
g o b ie rn o  d e  M é x ic o  ha c o n s tru id o  156 nuevos hosp ita les, u no  cada  d o c e  días. Tam bién ha  
co n s tru id o  ca s i tres  m il u n id a de s  m éd icas , tres cada  d os  días. Las un idades m é d ica s  p ro p o rc io n a n  
se rv ic io s  b ás ico s  d e  sa lu d  q ue  cu b re n  e l 85  p o r  c ien to  de  las en fe rm e d a de s  q u e  c o m ún m e n te  
p ad e c e  la p o b la c ió n . A dem ás, en  e l año  2 00 0  se  p revé  a lcanzar una co be rtu ra  d e  vacunac ión  en  
p ree sco ia re s  s u p e r io r  a l 98% .
D uran te  e l c ic lo  199 9 -2 00 0  se  b rin d a  a te n c ió n  e duca tiva  a p o c o  m ás de  2 9  m illo ne s  de  n iños y  
jó ve n e s  en  los d ive rso s  tip o s  y  m o da lid a d es  q ue  co n fo rm a n  e l S is tem a E d u ca tivo  N aciona l. Los  
m ayores a um e n to s  p o rce n tu a le s  en  la m atrícu la  se reg is tran  en los n ive les m e d io  s u p e r io r  y  superior, 
c o m o  co nse cu e nc ia  d e l d in a m ism o  m o s tra d o  p o r  e l egreso  d e  la secunda ria  y  de  la e du ca c ión  
m edia  superior, a s í c o m o  p o r  e l c re c im ie n to  de  ia o ferta . E l E stado p res ta  e l 8 9 .7 %  de  los se rv ic ios  
que  se  p ro p o rc io n a n  en  e l país, m ien tras  que  los  pa rticu la res  p a rtic ip a n  co n  e l 10.3% .
D ocu m e n to  d e l E s tado  m e x ica n o  d e l 31 d e  m arzo de 2000, págs. 7- 9.
58. N ac iones  Unidas, C om u n ic a d o  d e  P rensa H R /E S C /99 /48 , El C om ité  de  D erechos E co n óm ico s , S ocia les y  
C ultu ra les c o n c lu ye  su  se s ió n  d e  o to ñ o , 3  de  d ic ie m b re  de  1999, pág . 9. ( tra d ucc ió n  n o  ofic ia l)
59. N ac iones Unidas, C om u n ic a d o  d e  P rensa H R /E S C /99 /48  c ita d o  supra. D icho  d o c u m e n to  hace  re fe rencia  
a la re com e n d ac ió n  d e l C o m ité  a l E s tado  m ex ica n o  a e fe c to s  d e  q ue  “a tienda  las causas e s tru c tu ra le s  de  la 
pob reza  en  M é x ico  y  q u e  a jus te  los  p rog ra m a s  soc ia les  en  co nse cu e nc ia ". Idem , p ág . 10.
60. La C om is ión  in te rn a c io n a l d e  Ju ris tas  obse rvó  en su  in fo rm e  s o b re  d ic h o  país q u e  los  n iñ o s  de  la calle, 
“ca ren tes  de  a poyo  y  c u id a d o s  fam ilia res, q ue d a n  p e rm a n e n tem e n te  so m e tid o s  a la v io lenc ia , a l a ta q ue  o  
abuso  sexua l y  a l trá fic o  sexual. ’’ C om is ión  in te rn a c ion a l de  Juristas, D erechos H um a n o s  en M é x ico : M is ió n  de  
la C U , C henove, F rancia , 1999, p ág . 36.
61. CIDH, In fo rm e  s o b re  M é x ico  c ita d o  supra , pá rrs  752 a 758.
62. Idem , párr. 753.
63. C IDH, in fo rm e  d e  la C om is ión  In te ram ericana  s o b re  la C o n d ic ió n  d e  la M u je r  en  las A m éricas, 
O E A IS e r/V III.100  D oc. 17, 13 d e  o c tu b re  d e !9 9 8 , re com e n d ac ió n  B .2, pág. 36.
64. D ocu m e n to  d e l E s ta d o  m e x ica n o  d e l 31 de  m arzo  de  2000, págs. 4 y  5.
65. In tro d u c c ió n  d e l d o c u m e n to  “C o te jo  de  las no rm as  federa les q ue  co n tie n e n  d isp o s ic io n e s  re la tivas a las 
m uje res y  a la n iñez c o n  la C on ve n c ió n  s o b re  la E lim inac ión  d e  Todas las Form as d e  D isc rim in a c ió n  con tra  la 
M u je r y  la C on ve n c ió n  d e  los D ere ch o s  d e l N iñ o ", c ita d o  p o r  e l E s tado  m ex ica n o  en su  co m u n ic a c ió n  d e l 1° 
de  feb re ro  de  2 00 0  a la C IDH.
66. La c o m u n ica c ió n  d e l E stado  m e x ica n o  d e l 1o de  feb re ro  d e  2 00 0  a la C ID H  expresa :
En e l m a rco  d e l p ro y e c to  p a ra  m o d ific a r e l m a rco  ju r íd ic o  m ex ica n o  en fa vo r de  lo s  d e re ch o s  de  las 
m uje res  y  los  n iños , q ue  tienen  en  m archa  la C oo rd in a c ión  G enera l de  C O N M U JE R  y  e l P rogram a  
N ac io n a l c o n tra  la V io lenc ia  In tra fa m ilia r 1999 -2000  (PRONAVI), se  rea lizaron se is  ta lle res reg iona les  
in titu la d o s  “C ó m o  Leg is la r c o n  P e rspec tiva  de  G énero", q ue  tuv ie ron  c o m o  se d e  los  e s ta d os  de  
Sonora , Q u intana  R oo, C olim a, Q ueré taro, Zaca tecas y  G uerrero . Los  ta lle res están  d es tin a d os  para  
e x p lica r a los  y  las leg is la d o ras  loca les  e l co n te n id o  d e  las p rop u e s ta s  de  re fo rm as  d e  g én e ro  q ue  
son  ind isp en sa b le s  p a ra  tutelar, en tre  o tros , e l d e re ch o  d e  las m u je res  y  los n iñ o s  a una vida lib re  de  
vio lencia  y  p a ra  p ro p o rc io n a r, a qu ienes  p rom u e ve n  estas re fo rm as, in s tru m e n to s  te ó ric o s  p a ra  la 
defensa  d e  ios  c a m b io s  fre n te  a las p rin c ip a le s  ob je c ion e s  ju ríd ica s  q ue  sue len  fo rm u la rse .
67. De a cue rd o  a una re c ie n te  p u b lic a c ió n , la agenc ia  g u b e rn am e n ta l D esarro llo  in te g ra l de  la Fam ilia  (DIF)
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rec ibe  m á s  de  2 0 .0 00  den u n c ia s  so b re  m a ltra to  y  a buso  sexua l de  n iñ o s  y  n iñas. L os  p rin c ip a le s  “a ge n te s  de  
m altra to", de  a cu e rd o  a ta l in fo rm a c ió n , son  los p ad re s  de  fam ilia , p o r  lo  cu a l las o rgan izac iones  c iv iles  
especia lizadas en la m a te ria  d e s ta ca ro n  "la  im po rta n c ia  de  c o n c ie n tiza r a n iñas y  n iñ o s  so b re  su  co n d ic ió n  
co m o  personas d ignas  de  s e r to m a d as  en  cu en ta  y  la p o s ib ilid a d  de  h a c e r va le r su  o p in ió n ” . La Jom ada , 
Padres de  fam ilia, p r in c ip a l a ge n te  de  m a ltra to  a m enores: ONG, e d ic ió n  e le c tró n ica  d e l 23  de  enero  de  2000. 
En este  sentido , e l E s tado  m ex ica n o  in fo rm ó  a la C ID H  que, en tre  los fu n c io n a rio s  in te rn a c ion a le s  q ue  vis ita ron  
M éxico  en la é po ca  q ue  cu b re  e l p re se n te  in fo rm e, se destaca  la señora  O felia  C a lce ta s -S a n tos , R ela tora  
E specia l sobre  Venta d e  N iños, P ro s titu c ió n  In fa n til y  U tilizac ión  d e  N iños en  la P ornog ra fía . D o cu m e n to  d e l 31 
de m arzo de  2000, p ág . 5.
68. N aciones U nidas, C C P R /C /7 9 /A d d .l0 9 , párr. 16. A s im ism o, la C ID H  ha s id o  in fo rm a d a  ace rca  d e  15 
nuevos casos d e  ases ina tos  de  m u je res  en  C iu d a d  Juárez, estado  de  C hihuahua, d u ra n te  1999, c o n  lo  cu a l 
p ros ig u e  esta  serie  d e  h ech o s  cuya  d o c u m e n ta c ió n  s e  había in ic iad o  en 1993. En una ca rta  d ir ig id a  a la 
Relatora E spec ia l so b re  E jecuc iones  Sum arias o  A rb itra ria s  de  la ONU, la D ire c to ra  d e  “C asa A m iga  -  C en tro  
de Crisis A .C ."  e xp re só  q ue  “las v io lac iones, e l in ce s to  y  la v io lencia  d o m é s tica  p e rn e a n  e l a m b ie n te  fa m ilia r 
y  so c ia l de  nuestra  fron te ra , y  los  p o c o s  avances q ue  hem o s log ra d o  d is tan  m u c h o  d e  c u m p lir  co n  un  a m p lio  
se n tid o  so c ia l y  d e  p ro c u ra c ió n  de  ju s tic ia  d e  e s to s  de litos. La m uerte  d e  m u je res  y  n iñas es la d e m o s tra c ió n  
m ás c ru e l de  la in se g u rid a d  p ú b lic a .”  C arta  re p ro d u c id a  en e l d o c u m e n to  C asos de  m u je re s  asesinadas y  
secuestradas en C iu d a d  Juárez, C hihuahua, p re se n ta d o  a la C ID H  d u ran te  su  104o. p e río d o  d e  ses iones p o r  
la C om is ión  M exicana  de  D efensa  y  P ro te cc ió n  de  los  D erechos H um anos, la C o o rd in a d o ra  d e  O rgan izac iones  
N o G ubernam enta les en  p ro  d e  la M u je r de  C iu d a d  Juárez y  o tras  o rgan izaciones.
Capítulo VI: Estudios Especiales
1 Véase, en genera l, C IM , Ig u a ld a d  de  O p o rtu n id a de s  y  E q u id a d  de G énero, [D o c u m e n to  de  Trabajo de  la 
R eunión In te ram ericana  d e  C onsu lta  s o b re  la P a rtic ip a c ió n  de  la M u je r en las E s tru c tu ra s  de  P o d e r y  d e  tom a  
de D ecis iones], O E A /S er.L .II/2 .29, C IM /d o c .3 9 /9 8  A p . 1, 25  se p tie m b re  1998, S e c c ió n  V (que  c ita  fuen tes  
adic iona les); CIM , P lan  de  A c c ió n  de  la C IM  p ara  la P a rtic ip a c ión  de  la M u je r en  las E s tru c tu ra s  d e  P o d e r y  de  
Toma de  D ecis iones, C IM /S e r.L /ll.8 .1  (1999), págs. 2 7 -3 0 ; C IDH, In fo rm e  d e  la C om is ión  In te ram ericana  de  
D erechos H um anos so b re  la C o n d ic ió n  de  la M u je r en  las A m éricas, O E A /S e r.L /V /ll. 100, D oc. 17, 13 o c tu b re  
1998, págs. 25-26.
2. S i se desea in fo rm a c ió n  s o b re  los avances lo g ra d o s  en  e l m a rco  d e l d iá lo go  re g io n a l so b re  la re la c ión  en tre  
las m u je res y  e l pode r, véase, en genera l, C IM , Ig u a ld a d  de O po rtun idades, supra , se c c io n e s  II y  lli. A dem ás, 
los Je fes de  E stado  y  d e  G o b ie rn o  de  la re g ió n  d ie ron  im po rta n c ia  a l d e re ch o  d e  la m u je r d e  p a r t ic ip a r  en  la 
vida p ú b lica  du ra n te  las d os  C um b re s  de  las A m éricas . Véase “C um bre  de  las A m é rica s , P lan  d e  A c c ió n ” , 
(M iam i, 1994), s e cc ió n  11.18 (que co n tie n e  e l c o m p ro m is o  d e  los g ob ie rno s  d e  “p ro m o v e r  la p a rtic ip a c ió n  d e  la 
m u je r en e l p ro ce so  d e  tom a  d e  d e c is io ne s  en todas las esferas de  la vida po lít ica , s o c ia l y  e co n ó m ica "); “P lan  
de A cc ión , S egunda  C u m b re  de  las A m é ric a s ”  O EA/Ser.G , C P /d o c .3 04 5 /9 8 , 4  m a yo  1998, se c c ió n  IV.
3. Véase CIDH, In fo rm e  s o b re  la C o n d ic ió n  de  la M u je r en las A m éricas, supra , pág . 23.
4. Id.
5. C IM , Ig u a ldad  de  O p o rtu n id a de s , supra , S e cc ió n  V.2.3.
6. En v ir tu d  de  la ra tific a c ió n  de  la C arta  d e  la OEA, to d o s  los E stados m iem b ro s  a sum e n  c ie rtas  o b lig ac io ne s  
en m ateria  de  d e re ch o s  hum anos. Para a qu e llo s  E stados m iem b ro s  q ue  son  P a rte  de  la C on ve n c ió n  A m e rica n a  
sobre  D erechos H um anos, es te  tra ta d o  e s ta b le ce  los de rechos q u e  se  c o m p ro m e te n  a defender. Para los  
restan tes Estados, ta les de re ch o s  co ns ta n  en  la D ec la rac ión  A m ericana  d e  los  D ere ch o s  y  D ebe res d e l 
Hom bre, q ue  co ns titu ye  una fu en te  de  o b lig a c ió n  in te rn a c ion a l para  to d o s  los  E s tados  m iem b ro s . Véase C orte  
In te ram ericana de  D ere ch o s  H um anos, O p in ió n  C onsu ltiva  O C -IO /8 9  d e l 14 de  ju lio  d e  1989, “ In te rp re ta c ió n  
de  la D ec la rac ión  A m e rica n a  de  los  D ere ch o s  y  D eberes d e l H om b re  en e l m a rc o  d e l a rtícu lo  64  de  la 
C onvenc ión  A m e rica n a  s o b re  D ere ch o s  H um anos", Ser. A  No. 10.
7. C abe seña la r q ue  los  ó rga n o s  d e l s is tem a  in te ra m e rica n o  d e  d e rechos hum anos p u e d e n  re m itirse  a o tros  
tra tados p e rtin e n te s  en  e l d e se m p e ño  de  sus re sp e c tivo s  m andatos. Véase a rtícu lo  29, C on ve n c ió n  A m ericana ; 
O pin ión  C onsu ltiva  O C -1 /8 2  d e l 24  d e  se p tie m b re  d e  1982, “O tros  T ra tados”  o b je to  de  la fu n c ió n  co nsu ltiva  
de la C orte  (a rtícu lo  64, C on ve n c ió n  A m e rica n a  s o b re  D erechos H um anos), p á rra fo  43. "E l p ro p ó s ito  de  
in teg rac ión  d e l s is tem a  re g io n a l c o n  e l u n ive rsa l" ha e n co n tra d o  su  e xpres ión  en  la p rá c t ic a  de  la C om is ión  de  
invo ca r o tro s  tra ta d o s  re la tivos  a d e re ch o s  hum anos en  las A m éricas, ta n to  b ila te ra le s  c o m o  m u ltila te ra les , 
"pe rfec tam en te  a jus tada  a l o b je to  y  fin  d e  la C onvenc ión , de  la D ec la rac ión  A m e rica n a  y  d e l E s ta tu to  de  la 
C om is ión ." Id. (que c ita , co n  ap ro b a c ió n , la p rá c tic a  de  la C om is ión  en  v ir tu d  de  la D ec la rac ión  y  la 
Convención).
8. La p a rtic ip a c ió n  d e  la m u je r en  e l g o b ie rn o  ha s ido  cons ide rada  c o m o  un  tem a d e  e sp e c ia l im p o rta n c ia  p o r  
el C om ité  pa ra  la E lim in ac ió n  d e  la D isc rim ina c ión  c o n tra  la M u je r (recom e n d ac io ne s  gene ra les  5, 8  y  23) y  e l 
C om ité  de  D erechos H um anos (obse rvac ión  gene ra l 25). Este d e re ch o  ta m b ién  se  d e s ta có  n o ta b le m e n te  en  
la D ec la rac ión  y  la P la ta fo rm a  d e  A c c ió n  de  B e ijing  (véase D ecla rac ión , p á rra fo  13; P la ta fo rm a, p á rra fo s  181-
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189) y  en la D ec la rac ió n  y  P rogram a  d e  A c c ió n  de  Viena (véase pá rra fos  18, 43). Se p u e d e  ta m b ié n  obse rva r 
q ue  la C on ve n c ió n  s o b re  la E lim inac ión  d e  todas las Form as de  D isc rim ina c ión  c o n tra  la M u je r re co n o ce  el 
dere ch o  d e  la m ujer, en  ig u a ld a d  de  co n d ic io n e s  co n  e l hom bre , “de  re p re se n ta r a su  g o b ie rn o  en e l p lano  
in te rn a c ion a l y  de  p a r t ic ip a r  en la la b o r d e  las o rgan izac iones in te rn a c ion a le s" (a rtícu lo  8 ; véase, tam bién, 
re com e n d ac io ne s  g ene ra les  8  y  23, supra). Las re com e n d ac io ne s  y  obse rvac iones gene ra les  a los q ue  se hace  
re fe renc ia  están  re im p re so s  en “R e co p ila c ió n  de  las O bservac iones Generales y  R eco m e n da c ion e s  G enerales  
A d o p ta d o s  p o r  "rga n o s  d e  D ere ch o s  H um anos c re ad o s  en v ir tu d  de  Tratados", H R I/G E N /1 /R ev.3 , 15 de  
a go s to  de  1997.
9. Véase, en genera l, C o rte  In te ram ericana  de  D erechos H um anos, O p in ión  C onsu ltiva  O C -4 /8 4  d e l 19 de  
enero  de  1984, P ro p u e s ta  de  m o d ific a c ió n  a la C o n s titu c ió n  P o lítica  de  C osta  R ica  re lac ionada  co n  la 
natura lizac ión, Ser. A  N o. 4, p á rra fo  5 3  (que exam ina e l c u m p lim ie n to  de  la m e d id a  en  v ir tu d  d e  la C onvenc ión  
Am ericana). “La n o c ió n  d e  ig u a ld a d  se  d e sp re n de  d ire c ta m e n te  de  la u n id a d  de  natura leza d e l g én e ro  hum ano  
y  es insepa rab le  d e  la d ig n id a d  esen c ia l de  la p e rs o n a ." Id., p á rra fo  55.
10 Véase, p . ej., id., p á rra fo  54.
11 Id.
12 y é a s e  id,
13 Véase, p . ej., C om is ión  E u rop e o  de  D erechos H um anos, L indsay c o n tra  e l R e ino  U n ido , D ec is ión  d e l 11 de  
n ov ie m b re  de  1986 s o b re  a dm is ib ilid a d , 49  D &R 181 (que d e te rm in ó  q u e  las pare jas  casadas y  no  casadas no  
se encuen tran  en s itu a c io n e s  aná logas en re la c ión  a la d is tin c ió n  en  e l rég im en  trib u ta rio , a l cons ide ra rlas  en  
e l co n te x to  de  los  d e re ch o s  y  o b lig ac io ne s  re la c ion a d os  co n  e l m a trim on io). O bsé rvese  q ue  en e l p resen te  
anális is se  c ita  ju r is p ru d e n c ia  de  la O N U  y  de  los s is tem as e uropeos  de  dere ch o s  h um a n o s  p a ra  ilu s tra r có m o  
se ha a p lica do  c ie rtos  p r in c ip io s  de  d e re ch o  en la p rá c tic a  en  o tro s  sistem as.
14. C orte  In te ram ericana  de  D ere ch o s  H um anos, O p in ión  C onsu ltiva  O C -4 /84 , supra, p á rra fo  56, q u e  c ita  a la 
C orte  E uropea d e  D e re ch o s  H um anos, C aso B e lg ian  L in g u is tics  (fondo), S en tenc ia  d e l 23  d e  ju lio  d e  1968, 
pág . 34.
15. Véase, en genera l, id .; C om ité  d e  D ere ch o s  H um anos de  las N ac iones Unidas, B roeks c o n tra  H olanda, 
C om . No. 172/1984, p á rra fo  13, Z w a an  d e  Vries c o n tra  H olanda, C om . No. 182/1984, p á rra fo  13.
16. Véase, p . ej., C o rte  In te ram ericana  d e  D erechos H um anos, O p in ió n  C onsu ltiva  O C -4 /8 4 , supra , p á rra fo  56.
17. Id., p á rra fo  57.
18. Véase, p . ej., C o rte  E uropea  d e  D erechos H um anos, C aso Be lg ian  L ingu is tics , su p ra ; C om ité  de  D erechos  
H um anos de  las N ac io n es  U nidas, A u m ee ru d dy -C z iffra  y  o tro s  c o n tra  M auritius, C om . N o. 35 /1 97 8 , p á rra fo  9.2  
(b)2(l)8 (que advie rte , en  genera l, q u e  una d is t in c ió n  negativa  en e l tra to  requ ie re  de  una  ju s tif ic a c ió n  su fic ien te).
19. Véase CIDH, In fo rm e  No. 2 8 /9 8 , C aso 11.625, M aría Eugenia M ora les  de  S ierra  c o n tra  G uatem ala  
(adm is ib ilidad), en e l In fo rm e  A n u a l de  la C ID H  1997, OEA/Ser.L/V/11.98, D oc  7 rev., 13 a b ril 1998, p á rra fo  36, 
q ue  c ita  a Van R aalte  c o n tra  H o landa , 24  E .H .R .R . 503, p á rra fo  42.
20. Véase, p . ej., C o rte  E u ropea  d e  D ere ch o s  H um anos, K arlhe inz S c h m id t c o n tra  A lem an ia , Ser. A  No. 291 - 
B, ju lio  18, 1994, p á rra fo  24, q u e  c ita  a S chu le r-Z g raggen  c o n tra  Suiza, Ser. A  No. 263 , 24  d e  ju n io  de  1993, 
p á rra fo  67; B u rgh a rtz  c o n tra  Suiza, Ser. A  No. 280 -B , 22  d e  feb re ro  de  1994, p á rra fo  27.
21. Véase Lindsay, supra , págs. 190-91 (que tra ta  s o b re  una  d is tin c ió n  en la e xen c ió n  trib u ta ria  que, cabe  
observar, a fec taba  a un  n úm e ro  m u y  p e q u e ñ o  d e  co n trib u ye n tes  (3%  d e l total)).
22. Véase, p . ej., C om is ión  E u rop e o  d e  D erechos H um anos, M B  con tra  e l R eino  U n ido , D ec is ión  d e l 6  d e  ab ril 
de  1994 s o b re  a dm is ib ilid a d , 77A  D &R  108 (que d e te rm in ó  q ue  la d is tin c ió n  e n tre  la m a d re  b io ló g ic a  y  e l p a d re  
co n  re sp e c to  a l o to rg a m ie n to  a u to m á tic o  de  re spo n sa b ilid a d  p a te rna  era razonab le  y  ju s tif ic a d a  en  vista d e l 
víncu lo  b io ló g ic o  c o n  e l n iño); C o rte  E uropea  de  D erechos H um anos, R asm ussen c o n tra  D inam arca, D ecis ión  
d e l 28  d e  n ov ie m b re  d e  1984, Ser. A  No. 87.
23. E l énfasis es añad ido . R eco m e n da c ión  g en e ra l No. 5  (séptim a sesión, 1988), re im presa  en  “R e c o p ila c ió n ”, 
supra.
24. O bse rvac ión  g en e ra l 25  (qu incuagés im a  sé p tim a  sesión, 1996), re im preso  en  “R eco p ila c ión ", supra, 
párra fo  4. E l C om ité  o b s e rv ó  q ue  la e d a d  p u e d e  se r una base  razonab le  para  re g la m e n ta r e l d e re ch o  de  votar, 
co m o  la inc a p a c id a d  m e n ta l dec la rada  p u e d e  s e r una razón razonab le  pa ra  n eg a r e l d e re c h o  d e  votar. Id.
25. Id., p á rra fo  23.
26. R eco m e n da c ión  g e n e ra l N o. 23  (d éc im o  sexta  sesión, 1997), re im p re so  en  “R e co p ila c ió n ", supra , p á rra fo  
13.
27. Id., p á rra fo  15.
28. Id.
29. En este  re spe c to , la re a lid a d  d e  las d es igua ldades desarro lladas y  m an ten idas  a lo  la rgo  de  la h is to ria  
dem uestra  la n e c e s id a d  d e  a d o p ta r  m e d id a s  de  a cc ió n  a firm ativa  pa ra  c o rre g ir  un  tra to  q u e  p u e d e  p a re c e r que  
se ap lica  igua lm en te  a p e rso n a s  q u e  se  e ncuen tran  en s ituac iones  s im ila res, cu an d o  en  re a lid a d  e l m ism o  tra to  
s im p le m en te  se  ap lica  a p e rso n a s  en  c ircun s ta n c ias  sus ta n c ia lm en te  d isím iles.
30. C IDH, In fo rm e  s o b re  la C o n d ic ió n  de  la M u je r en las A m éricas, supra , pág . 33.
31. Véase CIM , P lan  d e  A c c ió n , supra , p á rra fo s  lll .g  - h.
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COMISION INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 
Informe Anual de 2000
Este año la Comisión recalca la importancia que han ganado en el sistema tanto los 
derechos económicos, sociales y  culturales como la situación de los grupos poblacionales.
En la Introducción, que se reproduce a continuación, señala que hará hincapié en la 
"obligación individual y colectiva de superar la marginación social, racial y étnica en el 
continente". Procede a hacer una descripción de los efectos de esta marginación incluyendo 
los 80 millones de personas en América Latina y el Caribe bajo la línea de pobreza.
Es el primer informe anual que se presenta a la Asamblea General de la OEA desde la 
entrada en vigor del Protocolo de San Salvador, y en su contenido no hay un mayor énfasis 
sobre estos derechos ni un desarrollo de los estándares aplicables.
Al revisar el estado de los derechos humanos en la región la Comisión se ocupa de dos 
países: Colombia y Cuba. En Colombia se dedica a describir la crisis humanitaria por un 
conflicto armado que cobra la mayor parte de sus víctimas entre la población civil. En lo 
que se refiere a Cuba, como todos los años, la Comisión hace una amplia denuncia de los 
límites a la libertad de expresión y de conciencia, y de la represión de las disidencias 
políticas. También denuncia el hacinamiento en las condiciones carcelarias. Por otra parte, 
dedica una sección a los avances en materias de derechos económicos, sociales y 
culturales y menciona como un hecho positivo la visita a Cuba de la Relatora contra la 
violencia contra la mujer de la ONU.
Entre los informes especiales, en el 2000 se incluye uno sobre personas con discapacidades 
y se hacen recomendaciones a los estados.
También se reproduce el nuevo reglamento de la Comisión. Las principales modificaciones 
de este reglamento se refieren al procedimiento de casos individuales e incluyen: un etapa 
separada para decidir la admisibilidad de las peticiones; una reducción de plazos para 
decidir sobre tal admisibilidad y sobre los méritos de los casos; una aclaración de las normas 
aplicables a medidas cautelares y de las circunstancias en las cuales se envían los casos al 
conocimiento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos; y  una innovación que 
permite la participación de la víctima y del peticionario en la etapa previa antes de la 
remisión a la Corte.
A continuación se incluyen la Introducción del informe y las recomendaciones sobre 
discapacitados. Como en 1999, en el 2000 las recomendaciones generales están en la 
Introducción.
Informe Anual 2000 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
Washington D.C. 
Capítulo I 
Introducción
1. Durante el año 2000 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos ha continuado 
con su tarea de promover y vigilar la observancia de los derechos humanos en los Estados
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miembros de la Organización de los Estados Americanos. Parte de la labor desarrollada 
durante este año se encuentra reflejada en el contenido de este Informe Anual, presentado 
ante el trigésimo primer período ordinario de sesiones de la Asamblea General de la 
Organización.
2. En esta ocasión, la Comisión desea iniciar su informe haciendo hincapié en la obligación 
individual y colectiva de superar la marginación social, racial o étnica que aqueja a los 
pueblos del Hemisferio. Las estimaciones de los organismos internacionales indican que 
cerca de 80 millones de personas en América Latina y el Caribe se encuentran por debajo 
de la línea de pobreza, por lo que se ven imposibilitadas de satisfacer sus necesidades 
diarias de alimentación, vestimenta, vivienda, agua potable, servicios sanitarios y 
electricidad. Asimismo, millones de hombres, mujeres y niños de nuestra región carecen de 
acceso equitativo a la educación y la atención de salud, lo cual afecta sus oportunidades 
de desarrollo personal y de participación en todas las esferas de la vida nacional.
3. Los Estados miembros, tanto en forma individual como mediante la cooperación mutua, 
deben implementar medidas positivas destinadas a garantizar condiciones de vida dignas, 
igualdad de oportunidades y plena participación en la toma de decisiones como objetivos 
básicos del desarrollo integral de los habitantes y las sociedades del Hemisferio. En este 
sentido deben brindar especial protección y estimular el desarrollo de quienes se 
encuentran en especial situación de vulnerabilidad, en particular, a los niños, los 
discapacitados, las mujeres, los pueblos indígenas y los trabajadores migratorios y sus 
familias. Los Estados miembros deben brindar especial protección a estas personas o 
grupos de personas, creando o fortaleciendo los mecanismos legales e institucionales 
destinados a combatir la discriminación a la luz de los parámetros establecidos en el 
sistema.
4. Cientos de miles de niños que habitan en la región se ven forzados a trabajar en 
condiciones adversas para su derecho al desarrollo humano y la educación e incluso ven 
su seguridad personal y su salud directamente afectados por la violencia y la pobreza 
extrema. En muchos casos son víctimas de prácticas ilegales y degradantes tales como el 
trabajo esclavo, la explotación sexual o su reclutamiento como combatientes en contextos 
de conflicto armado. Resulta imperativo que los Estados miembros cumplan de manera 
cabal y definitiva con el desafío de proteger a la niñez y adoptar acciones positivas para 
garantizar la seguridad, la salud y la educación de los niños que habitan el Continente.
5. Entre las personas muchas veces afectadas por la discriminación y la falta de protección 
legal efectiva de derechos fundamentales tales como la igualdad personal, la dignidad 
personal, el trato humano y la libertad, se cuentan aquéllas con discapacidades físicas o 
mentales. La Comisión observa que las personas que padecen discapacidades mentales se 
encuentran en una particular situación de vulnerabilidad y, conforme a los parámetros 
internacionales reflejados en distintos instrumentos internacionales, tales como la 
Convención Interamericana para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación de 
las Personas con Discapacidad, los Estados miembros deben asegurar que el tratamiento 
médico y social que se les brinde ponga a resguardo su dignidad personal y demás 
derechos fundamentales.
6. El continente americano alberga alrededor de 400 grupos étnicos aborígenes con cultura, 
lenguaje, y modo de vida propios, incluyendo desde pequeños grupos selvícolas hasta 
sociedades campesinas fuertemente organizadas en los países andinos. La población 
indígena del continente, que asciende a más de 40 millones de personas, es
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frecuentemente víctima del empobrecimiento severo y de la violación de sus derechos 
humanos fundamentales dentro y fuera de sus comunidades. Millones de mujeres, hombres 
y niños indígenas americanos son actores necesarios para el pleno desarrollo de las 
identidades y culturas nacionales y su contribución económica, política y social resulta 
indispensable para el pleno funcionamiento de la democracia y el desarrollo nacional y 
regional.
7. El respeto a los derechos individuales y colectivos de los pueblos indígenas constituye 
un desafío de particulares dimensiones históricas, geográficas y sociales: la unidad nacional 
basada en la consolidación de la pluriculturalidad y la armonía de nuestras sociedades y el 
respeto de formas diversas de organización social, desarrollo, bienestar individual y 
colectivo que no resultan necesariamente coincidentes con los sistemas protegidos por las 
legislaciones comunes. Este proceso involucra la reparación del despojo de tierras, 
territorios y recursos que permita ejercer a los pueblos y comunidades indígenas el derecho 
al desarrollo de acuerdo a sus propias tradiciones, necesidades e intereses. En este 
sentido, cabe reiterar el llamado a los Estados miembros para que impulsen la aprobación 
de la Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas111.
8. Conforme a lo expresado por los Jefes de Estado y Gobierno del hemisferio en la Segunda 
Cumbre de las Américas, el tema de los trabajadores migratorios y sus familias constituye 
hoy una de las cuestiones más significativas en la progresiva universalización del sistema de 
relaciones internacionales y su tratamiento requiere de un enfoque multilateral. Al mismo 
tiempo, la situación de vulnerabilidad en la que se encuentran estas personas debido a las 
diferencias idiomáticas, raciales y culturales con las que se encuentran en los Estados en 
donde desarrollan su trabajo, se cuenta entre las preocupaciones de la CIDH. La Comisión 
considera de fundamental importancia que los Estados miembros promuevan el respeto y 
garanticen los derechos fundamentales de los trabajadores migratorios y sus familias en su 
legislación doméstica, de conformidad con estándares internacionales en la materia.
9. La Comisión continuará evaluando las medidas adoptadas con el fin de combatir la 
discriminación y superar la marginación social que aqueja a los habitantes de la región a la 
luz, principalmente, de las normas de la Convención Americana y su Protocolo Adicional en 
Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, conocido como Protocolo de San 
Salvador. Cabe señalar al respecto que este Protocolo faculta a la Comisión para recibir 
peticiones sobre presuntas violaciones a los derechos sindicales previstos en su artículo 
8°(a), así como al derecho a la educación, contemplado en su artículo 13. La Comisión insta 
a los Estados que aun no lo hayan hecho a sumarse a Brasil, Colombia, Costa Rica, 
Ecuador, El Salvador, Guatemala, México, Panamá, Paraguay, Perú, Suriname y Uruguay, en 
la ratificación de este instrumento.
10. A pesar de los avances en materia de celebración de elecciones libres en casi todos los 
Estados miembros, el funcionamiento institucional de parte significativa de los países del 
Hemisferio continúa siendo presa de flaquezas que obstaculizan el imperio de la ley, afectan 
la vigencia de los derechos fundamentales de los habitantes y generan un clima apto para 
la ocurrencia de crisis sociales con impacto político-institucional. Esta situación continúa 
postergando el logro de la estabilidad necesaria para hacer posible un sostenido desarrollo 
social, económico y cultural de muchos pueblos de la región.
11. Los Estados miembros deben mejorar sus esfuerzos para la consolidación del imperio 
de la ley y el Estado de Derecho a la luz de los estándares de nuestro sistema regional, 
evitando retrocesos que afecten la legitimidad y la legalidad de las instituciones. Como en
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años anteriores, el presente Informe Anual demuestra que numerosos habitantes del 
Hemisferio continúan siendo víctimas de violaciones a derechos fundamentales como la 
vida, la libertad y la integridad personal que revelan los abusos de autoridad por parte de 
las fuerzas de seguridad y las deficiencias y flaquezas de los poderes judiciales, los agentes 
del servicio penitenciario u otros servidores públicos. En este contexto, la Comisión se 
encuentra especialmente preocupada por el incumplimiento de los Estados con la 
obligación de prevenir o reparar con justicia las consecuencias de las violaciones cometidas 
por sus propios agentes.
12. En los países de nuestra región donde se producen luchas internas, se continúan 
verificando graves violaciones al derecho internacional además de serios problemas 
humanitarios tales como los padecidos por los refugiados y desplazados internos que se 
ven obligados a abandonar su lugar de residencia con el fin de evitar situaciones de extrema 
violencia. En este último caso, la Comisión desea reiterar que existe la urgente necesidad 
de dar pleno cumplimiento al derecho internacional de los derechos humanos y observar 
las normas básicas del derecho internacional humanitario con el fin de evitar cualquier acto 
que pueda dificultar el regreso a la paz y la reconciliación nacional. Asimismo, toda vez que 
se verifique la comisión de crímenes internacionales, los Estados miembros deben asegurar 
la vigencia del principio de responsabilidad penal individual en el orden internacional y su 
complemento, el principio de jurisdicción universal, con el fin de juzgar y sancionar a los 
responsables.
13. La protección y garantía de los derechos fundamentales de los habitantes del 
Hemisferio depende de la adopción impostergable de medidas para mejorar la 
administración de justicia. Según surge claramente del contenido del presente Informe 
Anual, la impunidad y las violaciones al debido proceso legal continúan afectando tanto a 
las víctimas de violaciones a los derechos humanos como a los ciudadanos acusados de 
quebrantar la ley. La Comisión continúa preocupada por el retraso y/o ineficacia en el 
juzgamiento de violaciones a los derechos humanos que involucran a agentes del Estado. 
La impunidad y la desconfianza en la vigencia del Estado de Derecho que ésta genera, 
sigue siendo uno de los desafíos más serios que enfrenta nuestro Hemisferio. Al mismo 
tiempo, el retardo en pronunciarse sobre las causas pendientes, afecta la presunción de 
inocencia de cerca del 70% de la población carcelaria la cual, según continúa 
documentando la Comisión, permanece hacinada bajo la supervisión de personal sin la 
debida capacitación y en ausencia de mecanismos eficaces de denuncia interna y 
supervisión externa, en condiciones que ofenden el derecho al trato humano.
14. A pesar de los esfuerzos realizados en varios de los Estados miembros, el 
funcionamiento de la justicia se ve seriamente afectado por deficiencias de tipo estructural, 
tales como presupuesto inadecuado, la imposibilidad de acceso de las personas de 
escasos recursos, y el hecho que los defensores legales designados por el Estado no se 
encuentran, por lo general, en condiciones de ejercer sus funciones con eficacia. En 
algunos casos, la ausencia de una carrera judicial afecta la idoneidad y estabilidad de los 
jueces, lo cual se ve reflejado, por ejemplo, en su desconocimiento de los estándares 
internacionales en materia de derechos humanos. A esto se suma la proliferación de 
amenazas contra jueces, fiscales y testigos y la insuficiencia tanto de las medidas de 
protección adoptadas por el Estado en respuesta a tales amenazas como de las acciones 
emprendidas con el fin de combatir sus orígenes.
15. Durante el año 2000 han continuado los actos de amedrentamiento, desapariciones y 
atentados, en algunos casos fatales, perpetrados contra personas y organizaciones
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dedicadas a la defensa de los derechos humanos. La Comisión debe reiterar su grave 
preocupación con relación a la seguridad de las personas dedicadas a la promoción, 
seguimiento y defensa legal de los derechos humanos y de las organizaciones a las que 
muchos de ellos se encuentran afiliados. Estas personas e instituciones cumplen un papel 
crucial tanto en el litigio de casos vinculados a la vigencia de los derechos humanos como 
en los procesos de control de las instituciones democráticas por parte de la sociedad civil. 
Los Estados miembros tienen la obligación de adoptar las medidas necesarias para 
proteger la vida, la integridad personal y la libertad de expresión y asociación de quienes 
trabajan por el respeto de los derechos fundamentales, conforme al compromiso colectivo 
expresado en la Resolución AG/RES. 1671 (XXIX-O/99) de la Asamblea General de la 
Organización.
16. Asimismo, el Informe del Relator Especial para la Libertad de Expresión de la CIDH 
señala claramente que los periodistas del Hemisferio continúan siendo objeto de amenazas 
y atentados fatales. La ocurrencia de actos de hostigamiento, persecución y represalia 
contra la prensa investigativa u otras personas que ejercen su derecho a la libertad de 
expresión en los medios de comunicación, tales como los miembros de los partidos 
políticos de oposición, crean una atmósfera en la cual el ejercicio efectivo de este derecho 
se ve seriamente disminuido. Lamentablemente, la Comisión continúa recibiendo denuncias 
que indican que muchos de estos actos permanecen impunes. La falta de investigación 
efectiva de los crímenes cometidos contra periodistas y otros actos que pretenden restringir 
indirectamente la libertad de expresión, tiene un efecto amedrentador sobre los demás 
profesionales de la información y sobre la ciudadanía en general, ya que genera temor de 
expresar criticas contra quienes detentan el poder o denunciar abusos e ilícitos.
17. El pleno ejercicio de la libertad de expresión es un elemento fundamental en el 
fortalecimiento de la democracia en la región. La Comisión considera que los Estados 
miembros deben enfrentar de manera decidida el desafío de garantizar el total respeto de 
este derecho en todas sus formas y, en particular, mediante los medios de prensa. El 
derecho a difundir ideas de carácter político por parte de cualquier ciudadano o referidas a 
la gestión de gobierno y de interés público mediante la prensa, merece la especial 
protección de la justicia y la derogación de normas que prevean figuras tales como el 
desacato, a la luz de los estándares establecidos por los órganos del sistema 
interamericano. Tras un amplio proceso de consulta a sectores de la sociedad civil 
especializados en la materia, la Comisión aprobó la “ Declaración de Principios sobre 
Libertad de Expresión” , durante su 108° período de sesiones. La Declaración, compuesta 
por trece principios, fue elaborada por el Relator Especial de la CIDH sobre Libertad de 
Expresión, con miras a la protección más efectiva de este derecho humano fundamental 
para la consolidación y desarrollo de la democracia.
18. A continuación, la Comisión enumera las recomendaciones de carácter general que 
considera oportuno formular a los Estados del Hemisferio y espera que éstas sirvan como 
instrumento para el cumplimiento con los objetivos del sistema interamericano de 
protección:
I. La Comisión llama a los Estados miembros a adoptar medidas en favor de la vigencia de 
los derechos sociales económicos y culturales de los habitantes del hemisferio, en forma 
individual y colectiva. Asimismo, insta a los Estados que aun no lo hayan hecho a ratificar 
el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de 
Derechos Económicos Sociales y Culturales y de ese modo ampliar la protección de esos 
derechos en favor de los habitantes del Hemisferio.
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II. La discriminación persiste en las Américas. La Comisión insta a los Estados miembros a 
colaborar con miras a lograr el éxito de la “Conferencia mundial contra el racismo, la 
discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia” a celebrarse en 
Sudáfrica durante el año 2001. La Comisión reitera su llamado a los Estados miembros para 
que deroguen las normas que permitan la discriminación y combatan de. manera decidida 
estas prácticas a la luz de sus obligaciones internacionales.
III. La Comisión urge a los Estados miembros a asegurar la participación de la mujer en 
todos los escalones de la sociedad. La participación de la mujer en las altas esferas de los 
Poderes del Estado es aun mínima. La Comisión alienta a los seis Estados que aun no lo 
han hecho a ratificar la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la 
Violencia contra la Mujer.
IV. La Comisión insta a los Estados miembros a que cumplan de manera cabal y definitiva 
con el desafío de proteger a la niñez y adoptar acciones positivas para asegurar que los 
menores de 15 años no trabajen, y para garantizar su seguridad, salud y educación. Las 
labores de los menores que trabajan deben estar subordinadas a su educación y desarrollo 
que, como mínimo, debe incluir la instrucción primaria obligatoria y sin costo, y debe 
garantizar el acceso a la educación secundaria.
V. La CIDH recomienda a los Estados miembros de la OEA que ratifiquen la Convención 
Interamericana para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación de las Personas 
con Discapacidad, adoptada por la Asamblea General de la OEA en 1999; y que adopten, 
entre otras, medidas de carácter legislativo, judicial y educativo para promover y asegurar 
respeto de los estándares internacionales que protegen los derechos de las personas con 
discapacidades.
VI. La Comisión urge a los Estados miembros a reconocer los derechos y justas 
aspiraciones de los pueblos indígenas de nuestro continente, mediante la aprobación de la 
Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas.
VII. La Comisión recomienda a los Estados miembros que promuevan el respeto y 
garanticen los derechos fundamentales de los trabajadores migratorios y sus familias en su 
legislación interna, de conformidad con estándares internacionales en la materia.
VIII. La Comisión insta a los Estados miembros a adoptar medidas eficaces para proteger 
el derecho a la vida, la integridad física y la libertad de sus habitantes y garantizar que las 
violaciones sean debidamente investigadas y reparadas.
IX. La Comisión insta a los Estados miembros a adoptar las medidas necesarias para 
asegurar la independencia e imparcialidad de los jueces, administrar justicia conforme a las 
normas del debido proceso y fortalecer sus sistemas judiciales de modo de asegurar la 
protección de la justicia para quienes se encuentran bajo su jurisdicción. La Comisión llama 
a los Estados miembros a adoptar las medidas necesarias para mejorar la situación de las 
personas privadas de la libertad a la luz de los estándares mínimos establecidos en las 
Convención y la Declaración Americanas y en el derecho internacional de los derechos 
humanos.
X. La Comisión insta a los Estados miembros a adoptar las medidas necesarias para 
proteger la vida, la integridad personal y la libertad de expresión de los defensores de 
derechos humanos.
XI. La Comisión insta a los Estados miembros a adecuar el marco normativo conforme al 
cual se ejerce la libertad de expresión en su territorio a la luz de los estándares de la 
Declaración de Principios sobre la Libertad de Expresión y la Convención Americana; a 
desterrar las restricciones indirectas y en particular el hostigamiento contra periodistas y 
otras personas que ejerzan su derecho a expresarse libremente, así como asegurar la 
protección de la justicia en la difusión de información y en la investigación y juzgamiento 
efectivos de crímenes contra profesionales de la información.
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19. La Comisión considera que los Estados miembros deben asumir las obligaciones y 
abordar de manera urgente los desafíos plasmados en estas recomendaciones con el fin de 
garantizar los derechos humanos de los habitantes de la región y desarrollar las 
instituciones sobre las cuales descansan la paz, la prosperidad, y el funcionamiento exitoso 
de la democracia como forma de gobierno.
20. En esta oportunidad corresponde asimismo hacer mención de los esfuerzos realizados 
por los Estados y a los resultados obtenidos durante este primer año del nuevo milenio, que 
han involucrado reconocimientos de responsabilidad internacional formulados ante la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos y numerosos acuerdos de solución amistosa de 
casos individuales. Estos actos demuestran el interés de los Estados de reparar las 
consecuencias del incumplimiento con las normas de la Convención, la Declaración 
Americana y otros instrumentos aplicables. Estos esfuerzos continuarán siendo 
acompañados y evaluados por la Comisión mediante el cumplimiento de su mandato de 
supervisión hemisférica.
21. Cabe notar que durante el período cubierto por el presente Informe se produjo la 
normalización del reconocimiento de la jurisdicción contenciosa de la Corte Interamericana 
por parte de la República del Perú tras la destitución del mandatario Alberto Fujimori por 
“ incapacidad moral” . Como es de conocimiento público, durante 1999 el entonces 
Gobierno de dicho Estado pretendió retirar su reconocimiento de jurisdicción conforme al 
artículo 62 de la Convención Americana, en condiciones que fueron declaradas 
inadmisibles por la Corte Interamericana121. La Comisión saluda la voluntad demostrada por 
el Gobierno de transición de honrar sus compromisos internacionales y cooperar con los 
órganos del sistema en la tarea de proteger los derechos fundamentales de sus habitantes.
22. Durante el año 2000 los Estados miembros han demostrado especial interés en el 
perfeccionamiento de nuestro sistema regional de protección de los derechos humanos13'. 
La Comisión, por su parte, incorporó reformas sustanciales a sus normas reglamentarias en 
base a un proceso de consulta con los Estados miembros, las organizaciones no 
gubernamentales de derechos humanos y otros actores de la sociedad civil de nuestro 
continente, así como expertos independientes. El nuevo Reglamento de la Comisión, cuya 
entrada en vigencia ha sido prevista para el 1o de mayo de 2001, recoge la práctica 
desarrollada durante los últimos años en materia de procesamiento de casos individuales e 
introduce reformas destinadas a incrementar la seguridad jurídica y la transparencia del 
procedimiento. Asimismo, acompaña las reformas introducidas en el Reglamento de la 
Corte Interamericana con relación a la participación directa de las víctimas en el litigio de 
casos ante ese Tribunal.
23. La Comisión espera que el interés de los Estados miembros en perfeccionar el sistema 
se vea acompañado de la dotación de los recursos materiales y humanos necesarios para 
posibilitar que los órganos del sistema estén en condiciones de dar cumplimiento eficaz a 
su mandato de promover y proteger los derechos humanos en la región.
24. En todo caso, la Comisión desea reiterar que la integridad y eficacia de la protección 
brindada a los habitantes del hemisferio por el sistema depende, primordialmente, de los 
esfuerzos de los Estados miembros para alcanzar la universalidad del Sistema mediante la 
ratificación de la Convención Americana y los demás instrumentos sobre derechos 
humanos y la aceptación de la jurisdicción de la Corte; del cumplimiento con la obligación 
de adaptar la legislación interna de los Estados partes a los derechos consagrados en los 
instrumentos adoptados en el marco del sistema y su debida interpretación y aplicación por
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sus órganos, en particular por los tribunales; y por último, del cumplimiento con los 
compromisos internacionales y las decisiones y órdenes de la Comisión y de la Corte.
25. A pesar de que los desafíos aquí enumerados son complejos y requieren de medidas 
serias y urgentes, los Estados de la región poseen la visión, la madurez y la capacidad para 
avanzar en la senda correcta. La Comisión aspira a continuar colaborando con ellos así como 
con la sociedad civil con el fin de responder a estos desafíos y trabajar conjuntamente con 
miras a lograr el pleno respeto de los derechos humanos en el Hemisferio.
CAPÍTULO VI.- ESTUDIOS ESPECIALES
Recomendación de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos sobre la 
promoción y protección de los derechos de las personas con discapacidad mental
En 1990 la Organización Panamericana de la Salud (OPS/OMS), Oficina Regional de la 
Organización Mundial de la Salud (OMS) y Organismo Especializado de la Organización de 
los Estados Americanos (OEA), auspició la Conferencia Regional para la Reestructuración 
de la Atención Psiquiátrica en América Latina, donde la CIDH participó como co- 
patrocinadora y en la cual se adoptó la Declaración de Caracas1’1.
La Declaración de Caracas también establece estándares de protección en materia de 
derechos humanos y salud mental. Con relación a la atención psiquiátrica señala “ [q]ue los 
recursos, cuidados y tratamientos provistos deben salvaguardar, invariablemente, la 
dignidad personal y los derechos humanos y civiles [y] propender a la permanencia del 
enfermo en su medio comunitario...” . En esta Declaración también se recomienda que las 
legislaciones de los países se ajusten “ ...de manera que aseguren el respeto de los 
derechos humanos y civiles de los enfermos mentales” .
La Asamblea General de las Naciones Unidas aprobó en 1991 los Principios para la 
Protección de los Enfermos Mentales y para el Mejoramiento de la Atención de la Salud 
M ental121 (Principios de Salud Mental). Estos principios son considerados como el estándar 
internacional más completo y detallado en lo que se refiere a la protección de los derechos 
de las personas con discapacidad mental y constituyen una guía importante para los 
Estados en la tarea de delinear y/o reformar los sistemas de salud mental.
La CIDH tomó conocimiento de la Resolución CD.40.R19, aprobada por el Consejo 
Directivo de la OPS/OMS el 26 de septiembre de 1997, en la que este Organismo exhorta 
a los Estados miembros a que se esfuercen por mejorar la legislación que protege los 
derechos humanos de las personas con discapacidad mental131.
De acuerdo a la OPS/OMS,141 al Centro de Derechos Humanos de las Naciones Unidas151 y a 
la Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas161 las libertades fundamentales 
y derechos más frecuentemente violados en hospitales psiquiátricos incluyen el derecho a 
ser tratado con humanidad y respeto, el derecho a una admisión voluntaria, el derecho a la 
privacidad, la libertad de comunicación, derecho a recibir tratamiento en la comunidad, 
derecho a proporcionar consentimiento informado antes de recibir cualquier tratamiento y 
el derecho a recurrir a un tribunal independiente e imparcial que determine la legalidad de 
la detención en un hospital psiquiátrico.
La Comisión ha verificado que en las Américas, los usuarios, sus familiares, personal de 
salud mental, abogados, jueces y demás personas involucradas en la promoción y
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protección de la salud mental tienen un conocimiento limitado de los estándares 
internacionales y normas convencionales que protegen los derechos de las personas con 
discapacidad mental y además que estos estándares y normas convencionales no han sido, 
en la mayoría de los casos, incorporados en las legislaciones nacionales.
En abril de 1999, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos aprobó el Informe N° 
63/99 con relación a un paciente mental,171 en el cual se señala que es pertinente utilizar 
estándares especiales para determinar si se ha cumplido con las normas convencionales en 
casos que involucran a prisioneros o pacientes mentales recluidos en hospitales 
psiquiátricos por ser considerados un grupo especialmente vulnerable. En este informe, la 
CIDH interpretó las normas de la Convención Americana que consagran el derecho a la 
integridad personal, el derecho a la vida y el derecho a la protección judicial a la luz de los 
Principios de Salud Mental. La CIDH, en el mismo informe, coincidió con la postura de la 
Corte Europea de Derechos Humanos, según la cual el estado de salud de la víctima es un 
factor relevante al momento de determinar si se inflingieron penas o tratamientos 
inhumanos o degradantes y por lo tanto concluyó que el encarcelamiento de una persona 
con discapacidad mental bajo condiciones deplorables y sin tratamiento médico puede 
llegar a constituir tratamiento inhumano o degradante, prohibido por el artículo 5° (2) de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos.
En el informe N° 63/99 la CIDH también concluyó que las personas que padecen 
discapacidad mental no se encuentran en condiciones de manejar su propia persona y 
consecuentemente requieren de cuidados, tratamiento y control para su propia protección. 
Por todo lo cual,
LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,
RECOMIENDA:
A los Estados
1. Ratificar la Convención Interamericana para la Eliminación de todas las Formas de 
Discriminación de las Personas con Discapacidad, adoptada por la Asamblea General de la 
OEA el 8 de junio de 1999, cuyos objetivos son la prevención y la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra las personas con discapacidad física o mental y propiciar 
su plena integración en la sociedad.
2. Tomar medidas de carácter legislativo, judicial, administrativo, educativo y de otra índole 
para diseminar por medios apropiados y dinámicos [entre autoridades gubernamentales, 
ONGs, profesionales de salud mental, abogados, jueces y otras personas involucradas en 
la promoción de políticas de salud mental] los estándares internacionales y normas 
convencionales de derechos humanos que protegen las libertades fundamentales y 
derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales de las personas con 
discapacidad mental.
3. Reformar las leyes existentes en materia de salud mental o discapacidad en general y, si 
éstas no existen, crear leyes que garanticen el respeto de las libertades fundamentales y los 
derechos humanos de las personas con discapacidad mental y sus familiares, incorporando 
en las mismas los estándares internacionales y las normas convencionales de derechos 
humanos que protegen a las personas con discapacidad mental.
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4. Promover e implementar a través de legislación y planes nacionales de salud mental la 
organización de servicios comunitarios de salud mental cuyos objetivos sean la plena 
integración de las personas con discapacidad mental en la sociedad y la participación de 
organizaciones profesionales, asociaciones de usuarios y familiares, sus amistades, 
organizaciones de asistencia social y otros miembros de la comunidad en la rehabilitación 
del paciente mental.
5. Promover a nivel de sus Defensorías de los Habitantes u Ombudsman la creación de 
iniciativas específicas para la defensa de los derechos humanos de las personas con 
discapacidad mental.
6. Adoptar las medidas que sean necesarias para que en todas las instituciones de salud 
mental se expongan los derechos del paciente mental en lugares visibles tales como salas 
de espera, servicios de admisión y otros lugares frecuentados por familiares y pacientes.
7. Apoyar la creación de organismos que supervisen el cumplimiento con las normas de 
derechos humanos en todas las instituciones y servicios de atención psiquiátrica cuyas 
actividades involucren a pacientes, sus familiares, representantes de los pacientes y 
personal de salud mental.
8. Establecer mecanismos de concientízación, educación pública (preparación y 
divulgación de material educativo, tales como folletos, afiches, videos, etc.) y acciones 
tendientes a combatir la estigmatización y discriminación de las personas con discapacidad 
mental, a través de organizaciones estatales y ONGs, de conformidad con los estándares 
internacionales y normas convencionales que protegen a estas personas.
A todas las partes involucradas en la promoción de la salud mental (Comités institucionales 
de defensa; Asociaciones de psiquiatras, psicólogos, trabajadores sociales, enfermeras; 
Agrupaciones cívicas; ONGs; Asociaciones de usuarios y familiares; Abogados; Estudiantes 
de derecho; etc.)
1. Que se involucren activamente en la defensa de los derechos humanos de las personas 
con discapacidad mental, incluyendo en sus programas acciones concretas.
2. Que divulguen los estándares internacionales y normas convencionales que protegen los 
derechos de las personas con discapacidad mental a través de reuniones, congresos, 
publicaciones científicas o campañas educativas, utilizando todos los medios de 
comunicación social disponibles.
3. Que hagan un esfuerzo para celebrar todos los años el 10 de octubre, declarado Día 
Mundial de la Salud Mental por la OMS, y aprovechen esta ocasión para promocionar los 
derechos del paciente mental.
4. Que coordinen acciones con los Ministerios de Salud, Cajas de Seguridad Social, 
Centros de Salud, Defensorías de los Habitantes y demás entidades gubernamentales 
encargadas de implementar políticas de salud mental para proteger los derechos de las 
personas con discapacidad mental.
A los usuarios y sus familiares:
1. Que estén conscientes de que las personas con discapacidad mental tienen los mismos 
derechos y libertades fundamentales que el resto de los seres humanos y que existen 
principios internacionales que protegen a estas personas, especialmente debido a su 
particular condición de vulnerabilidad e impotencia
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Notas
Introducción
[1 ] A p ro b a d o  p o r  la  C o m is ió n  In te ra m e rica n a  d e  D e re ch o s  H um a n o s  e l 2 6  de  fe b re ro  d e  1997, e n  su  se s ió n  
1333a. d u ra n te  su  9 5 °  p e r io d o  o rd in a r io  de  sesiones.
[2 ] C o rte  I.D .H ., C aso  d e l T ribuna l C o n s titu c io n a l, S e n te nc ia  s o b re  C o m p e te n c ia  d e l 2 4  d e  s e p tie m b re  d e  
1999; C aso  Iv c h e r B ro n s te in , S e n te n c ia  s o b re  C o m p e te n c ia  d e l 24  d e  s e p t ie m b re  d e  1999.
[3 ] A G /R E S . 1701 “ E va lu a c ión  d e l F u n c io n a m ie n to  d e l S is te m a  In te ra m e ric a n o  d e  P ro m o c ió n  y  P ro te c c ió n  
de  los  D e re ch o s  H u m a n o s  e n  V istas a  su  P e rfe c c io n a m ie n to  y  F o r ta le c im ie n to "  O EA/Ser.P . A G /R E S . 1701  
(XXX-O/OO) 5  d e  ju n io  d e  2 000 .
Notas
Recomendación sobre la p rom oción y  p ro tección  de los derechos de las personas con d iscapacidad  
m ental
[1 ] En 1990 la O rg a n iza c ión  P a n am e rican a  de  la S a lu d  (O P S /O M S ) c o n v o c ó  a d is t in ta s  o rga n izac io ne s , 
asoc iac iones, p ro fe s io n a le s  d e  la s a lu d  m e n ta l y  ju r is ta s  a la C o n fe re n c ia  R e g io n a l p a ra  la  R e e s tru c tu ra c ió n  
d e  la A te n c ió n  P s iq u iá tr ic a  en  A m é ric a  La tina  (1990), c e le b ra d a  en  C aracas, V enezuela. En e l m a rc o  d e  esta  
C on fe re n c ia  se  a p ro b ó  la D e c la ra c ió n  d e  C aracas. U na  re p ro d u c c ió n  c o m p le ta  d e  la D e c la ra c ió n  de  
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